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P R E S E N T A C I O N 

La publicación que se da a Ja estampa, ha sido preparada para 
ser objeto de edición durante el transcurso de este año 1975, en que 
la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires cum-
ple su centenario de establecida en tal carácter; y, desde luego, co-
mo recordatorio homenaje a su proficua actividad, tanto de titular 
o cabeza de uno de los poderes del Estado bonaerense, como igual-
mente, en su función específico-funcional de cúspide de la tarea 
jurisdiccional en la Provincia. 

Cuando como en el caso, un Tribunal del cual alguna vez se 
dijo agudamente que "no se sabe de otro que tenga más variados 
y extensos poderes", llega al siglo de existencia rodeado del pres-
tigio que ininterrumpidamente sus componentes le han ido otorgan-
do, no resulta exagerado atribuir sus méritos a la sabia y honda, ob-
jetiva y seria labor ele magistrados que desarrollaron quienes escri-
bieron, día a día, con la colaboración de funcionarios y empleados 
del órgano, la historia de la Corte de Buenos Aires; tanto desde los 
estrados de Jueces del Tribunal como en la mancomunación de sus 
valiosos auxiliares, en quehaceres que constituyeron mutua honra. 

La Plata, Diciembre de 1975 





S E C C I Ó N I r a . 

A C T O S R E A L I Z A D O S 
E N C O N M E M O R A C I O N 

D E L C E N T E N A R I O 

Por resolución N° 1 de 1975, la Suprema Corte de Justicia, con-
sideró adecuado adoptar los recaudos del caso a fin de realizar las 
celebraciones "que conmemorarán el Centenario de la Instalación 
del Tribunal". En esa inteligencia resolvió crear una Comisión de 
Festejos compuesta por los señores Secretarios de Superintendencia 
y de Asuntos Institucionales, por el Director General de la Biblio-
teca Central y por el señor Jefe ele la Oficina de Coordinación, Ce-
remonial y Enlace, quedando a cargo de los mismos la preparación 
de los actos. que habían de sucederse con motivo del evento men-
cionado. La misma Resolución determinó como sucesos conmemo-
rativos, además del pertinente Acuerdo Extraordinario, los que si-
guen: Acto Académico, Acto Público, Misa de Acción de Gracias y 
Cena de homenaje", de cuya realización dan cuenta los párrafos ex-
puestos a continuación. 



ACUERDO EXTRAORDINARIO 

(Celebrado en la Sala de Verano de la 
Suprema Corte de Jnsticid el día 12 de 
mayo de 1975, a las 15 y 30 horas) 

Se inician los actos celebratorios del Centenario con la realiza-
ción de un Acuerdo Extraordinario llevado a cabo en la Sala de 
Acuerdos de verano de la Casa de Justicia. 

Especialmente invitados, concurrieron a este acto, además del 
Excmo. Señor Gobernador de la Provincia, don Victorio Calabró, 
el señor Vicepresidente 1° a cargo de la Presidencia del H. Senado 
de la Provincia, don Arturo Ares, el señor Presidente de la H. Cá-
mara de Diputados Profesor don Manuel Lázaro Rocca, el Excmo. 
y Revmo. señor Arzobispo de La Plata, Monseñor Doctor don An-
tonio José Plaza, el Excmo. señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, doctor Miguel Angel Bercaitz y señor Pro-
curador General de la Nación, doctor Enrique Petraccbi: los señores 
Ministros del Poder Ejecutivo Provincial: de Gobierno doctor Italo 
B. Piaggi; de Economía doctor Ramón Miralles; de Obras Públicas, 
Arquitecto Alberto Salomón Liberman; de Educación, doctor Tomás 
Diego Bernard; de Bienestar Social, doctor Herminio Luis M. Zatti 
y de Asuntos Agrarios, señor Pedro A. Goin; el señor Secretario Ge-
neral de la Gobernación don Juan De Stéfano; el señor Director de 
la Escuela Naval Militar, Capitán de Navio don Dalton Alurralde; 
el Jefe de la Guarnición Militar de La Plata, Coronel don Enrique 
Eduardo Soldatti; el señor Secretario de Informaciones de la Gober-
nación señor Arrojo Fernández; el Presidente de la Cámara Federal 
de Apelaciones de La Plata, doctor René Saúl Orsi; el señor Presi-
dente de la Cámara de Apelación en lo Penal de La Plata, doctor 
Juan Carlos Bruni y el señor Jefe de Policía de la Provincia, Co-
misario General don Enrique E. Silva, los que juntamente con los 
señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia, el señor Procu-
rador General y los Secretarios del Tribunal y de la Procuración, es-
cucharon la lecura del Acta respectiva por el señor Secretario de 
Superintendencia, siendo firmada por los presentes a este acto. 

Al término de la ceremonia, los señores magistrados y funcio-



El Excmo. señor Gobernador de la Provincia, don Viotorio Calabró, firmando 
el Acta del Acuerdo Extraordinario 



El doctor Hugo A. B. Anzorreguy, Presidente de l,a Suprema Corte de Justicia 
de Buenos Aires) en momentos de suscribir el Acta del Acuerdo Extraordinario 





narios fueron invitados por el señor Presidente del Tribunal, doctor 
Hugo A. B. Anzorreguy, al Acto Público que se efectuó en el Hall 
de Entrada de la Casa de Justicia. 

- II -

ACTO PUBLICO 

(Descubrimiento de placas conmemorativas ij entrega de meda-
llas de oro al personal del Poder Judicial con 50 años de servicio). 

En presencia de las Autoridades provinciales y nacionales; ex-
Ministros de la Suprema Corte de Justicia; de magistrados, fun-
cionarios y empleados del Poder Judicial, se dio comienzo al acto 
con la entonación del Himno Nacional Argentino ejecutado por la 
Banda de Policía de la Provincia de Buenos Aires. 

Acto seguido y a invitación del señor Presidente del Tribunal 
se procedió a descubrir las placas conmemorativas ofrecidas a la Su-
prema Corte por el Poder Ejecutivo de la Provincia, la H. Cámara 
de Senadores, la H. Cámara de Diputados, el Banco de la Provincia 
de Buenos Aires y el Colegio de Abogados de la Provincia ade-
más de la correspondiente a la Suprema Corte de Justicia, en me-
moria de los señores magistrados, funcionarios y empleados que for-
jaron la Administración de Justicia". El Excmo. Señor Arzobispo de 
La Plata, Monseñor doctor Antonio José Plaza, procedió a bendecir 
las placas, colocadas en el Hall de Entrada de la Casa de Justicia. 

Luego de terminada esta parte del Acto, se invitó a las auto-
ridades y público a presenciar la ceremonia de entrega de medallas 
de oro al personal de la Administración de Justicia de la Provincia 
que había cumplido más de 50 años de servicios. 

Los funcionarios y empleados honrados con tal distinción, fue-
ron los siguientes: 

Mauricio Lima, de la Suprema Corte de Justicia. 
Emilio M. Barberis, del Archivo Penal de La Plata. 

° Hallándose en prensa esta publicación, fue descubierta otra placa re-
cordatoria del evento, por parte del Colegio de Martilieros de la Provincia de 
Buenos Aires. 





T 
Jeremías Cuomo, de la Asesoría de Menores de La Plata. 
Donato Giangrande, Defensoría de Pobres y Ausentes de La 

Plata. 
Domingo I. Elena, Oficina de Mandamientos de La Plata. 
Rodolfo Lagomarsino, del Departamento Mercedes. 
Mericio Poey, Oficina de Mandamientos de Dolores. 
Jesús Zarranz, de la Oficina de Mandamientos de Bahía Blanca. 
Nicanor Castillo, del Juzgado de Paz de Avellaneda. 
Carlos Ramos, Tribunal del Trabajo N° 2, Bahía Blanca. 
Raúl S. Rodríguez, del Juzgado de Paz de General Pueyrredón. 

Finalizado este emotivo y trascendente acto, el señor Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia pronunció el discurso que a 
continuación se transcribe: 

— "Excelentísimo señor Gobernador de la Provincia; 
— Excelentísimo señor Presidente de la Corte Suprema de Jus-

ticia de la Nación; 
— Señor Representante de Su Excelencia el señor Ministro del 

Interior; 
— Excelentísimo señor Procurador General de la Nación; 
— Excelentísimo señor Vicepresidente Primero de la Honorable 

Cámara de Senadores; 
— Excelentísimo señor Presidente de la Honorable Cámara de 

Diputados; 
— Su Eminencia Reverendísima, el señor Arzobispo de La 

Plata; 
— Excelentísimos señores Ministros de lá Provincia; 
— Señores Jefes y Oficiales de las Fuerzas Armadas de la 

Nación; 
— Señores Presidentes de los Colegios de Abogados de la Pro-

vincia; 
— Excelentísimos señores Jueces y Procurador General de la 

Suprema Corte de Justicia; 
— Excelentísimos señores Camaristas y Jueces; 
— Señores funcionarios y personal ele Justicia; 
— Señoras y Señores: 

En este año 1975 cumple su primer contenario la Supre-
ma Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, cuyo 





origen se enraiza profundamente en la historia patria hasta 
llegar a la Real Audiencia Pretorial del Río de la Plata. 

Esa Real Audiencia fue la antecesora de la Cámara de 
Justicia o Cámara de Apelaciones, que vio la luz por voluntad 
del Primer Triunvirato y luego resultara reemplazada por el 
Tribunal Superior de Justicia, predecesor inmediato de la Cor-
te actual, que se constituyó definitivamente el 23 de enero 
de 1875 y emitió su primera sentencia el 10 de marzo si-
guiente. 

Con este acto dejamos inaugurado el programa celebrato-
rio de tan importante acontecimiento, no sólo por lo que his-
tóricamente significa como recordación de una larga trayecto-
ria jurídica de respeto por la ley y la persona humana, a tra-
vés de épocas tan disímiles de gestación, organización y con-
solidación, sino incluso corno anuncio de un futuro que que-
remos igualmente constituido sobre esas bases conformadoras 
de nuestro espíritu nacional y provectado hacia nuevas metas 
de equilibrio y solidaridad social. 

Las placas que se acaban de descubrir gracias a la hidal-
ga deferencia con que el Excmo. señor Gobernador, la Hono-
rable Legislatura y la comunidad toda han querido manifes-
tar su presencia, a la que ofrecemos inestimable gratitud, y las 
medallas de oro con que se ha distinguido a cada uno de los 
agentes que lleva cincuenta años de servicios, darán testimo-
nio a las generaciones futuras de una conmemoración que es-
capa a la íntima audiencia del Tribunal para prolongarse co-
mo propia del sentir general. 

La Constitución de 1873 fue el acta de nacimiento de la 
Suprema Corte que hoy me honro en presidir. 

Los hombres más preclaros de su tiempo se dieron cita en 
la Asamblea Constituyente que funcionó desde 1870 hasta 1873 
y todos ellos, por encima de sus diferencias y de sus pasiones, 
suscribieron la flamante Carta fundamental que estructuró el 
Poder Judicial encabezado por la Suprema Corte de Justicia, 
con las peculiaridades de funcionamiento que aún hoy subsis-
ten y la destacan en el concurso de los tribunales del país. 

Ha corrido una centuria y aquellos sólidos andamiajes si-
guen en pie como un desafío. 

La elección de los jueces por el Poder Ejecutivo con acuer-



Placa conmemorativa ofrendada por el Honorable Senado de Buenos Aires 



do del Senado, la garantía de su inamovilidad mientras dure 
su buena conducta, el hacerles responsables mediante un jui-
cio que les pida cuenta de su cometido, la posibilidad de par-
ticipar con sus iniciativas en la tarea de legislación y regla-
mentación de las materias que le son propias, la decisión de 
las cuestiones de competencia entre los tribunales ele su de-
pendencia y las que se planteen entre los poderes públicos de 
la Provincia, el conocimiento en instancia única de las causas 
contenciosoadministrativas, la facultad de decir de la consti-
tucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, decretos o re-
glamentos. . . ; en fin, todo un complejo mecanismo jurídico 
destinado a organizar un elevado órgano de justicia que, aun-
que ajeno a los menudos avatares políticos, estuviese sin em-
bargo plenamente integrado a los requerimientos de la reali-
dad circundante en todos los estamentos del quehacer pro-
vincial. 

Entre los aciertos que exhiben en la perspectiva del tiem-
po la sabiduría político-social de los constituyentes ele 1873 
sobresale la creación de ese fino instrumento de efectiva rea-
lización de la seguridad jurídica que es la función de casación 
atribuida a la Suprema Corte para garantía de la uniforme 
aplicación de la ley, que tantos frutos viene rindiendo desde 
entonces como factor de unidad e igualdad, esencia misma del 
régimen republicano en que el alto Tribunal se inserta. 

Al proclamarse la Constitución de 1873 no existía ley de 
procedimiento alguna, y cupo a la jurisprudencia de la Su-
prema Corte ordenar los nuevos institutos procesales, proveer 
las normas que gobernarían les recursos de inaplicabilidad, 
nulidad e inconstitucionalidad, proyectar el Código de Proce-
dimientos en lo Civil que habría de consagrarse en la ley 
1248 y realizar todo cuanto hubo de ser necesario para en-
cauzar la puesta en marcha de un sistema de derecho cuya 
vigencia habría de girar —en definitiva— en torno al mante-
nimiento de su rol institucional y de su prestigio en las deci-
siones. Porque la autoridad de un Tribunal no emana única-
mente de su implantación administrativa sino fundamentalmen-
te del servicio de justicia que realmente preste a la comuni-
dad, desde el más grave de los conflictos de estado hasta la 
más pequeña de las rencillas particulares. Porque en cual-
quiera de esos litigios estará siempre el imperativo de salvar 





la dignidad de la persona humana a través del principio ju-
rídico que el pueblo ha plasmado en ley para garantía y be-
neficio del hombre mismo. 

Lo espiritua'lmente ilustre y lo prácticamente proficuo de 
pasado semejante enorgullece y también abruma con su in-
mensa carga de responsabilidad a quienes somos hoy custodios 
transitorios de una continuidad de exquisita prudencia y pro-
fundo saber, que singulariza el desenvolvimiento de la Su-
prema Corte desde su origen, al margen de cualquier mez-
quindad pasajera. 

Su estructuración orgánica y funcional fue respetada en las 
reformas de 1889 y en las posteriores constituciones de 1934 
y de 1949. 

Cuando la voluntad del pueblo se movilizó hacia la con-
quista de un país socialmente justo, económicamente libre y 
políticamente soberano, bajo la inspiración de quien es el 
creador de un nuevo destino nacional que mantendrá perma-
nentemente viva su presencia, el Presidente Juan Domingo Pe-
rón, tocó a la Suprema Corte ser intérprete de la profunda 
renovación operada en un campo jurídico cuyos esquemas pa-
recían rebasados por la flamante realidad argentina. 

Los derechos del trabajador, del bienestar y de la seguri-
dad social; los derechos de la familia, los derechos de la an-
cianidad, los derechos de la educación y la cultura, se consti-
tuyeron en materia de constante preocupación en sus jueces, 
noblemente acuciados por asegurar el bien común con un es-
píritu de justicia y realizar un verdadero orden social, según 
rezara el Preámbulo de aquel texto constitucional de 1949. 

Ilustres tratadistas se han detenido en analizar la tarea 
cumplida por la Suprema Corte de Justicia con pareja opinión 
crítica en la valoración de su positivo aporte en el conocimien-
to y el progreso del derecho. La vasta colección de sus fallos 
de cabal información de la inmensa elaboración doctrinaria y 
jurisprudencial a que ha dado lugar desde su primitiva insta-
lación, señalando pautas de interpretación y enseñanza que 
han trascendido generosamente el ámbito local. 

Resultaría inoportuno en esta ocasión detenerse a detallar 
cada una de las felices construcciones que dieron solución a 
espinosos problemas judiciales, o en el acierto de los remoza-





dos enfoques jurídicos a que ha conducido la constante mo-
dificación socioeconómica del medio, o en la cautela con que 
ha ejercido las tremendas facultades asignadas a través de los 
recursos extraordinarios que brindan a su desempeño fisono-
mía propia y ejemplar. 

Baste indicar que en el conjunto de esa enorme labor, 
con prescindencia de la natural falibilidad, la Suprema Corte 
de Justicia de la Provincia de Buenos Aires ha alcanzado por 
sí misma y con holgura la autoridad con que la ungió la carta 
constitucional, ganando el respeto de la ciudadanía y la con-
sideración de 7os juristas. 

La reciente creación de la Obra Social del Poder Judicial, 
como significativo complemento de la asistencia social que 
presta la Provincia; la incorporación de la Secretaría de Asun-
tos Institucionales, encargada de intervenir en las cuestiones 
de inconstitucionalidad, las relativas a los conflictos de pode-
res, tribunales de enjuiciamiento e interacción con las demás 
autoridades estatales; la jerarquización de la Secretaría de Su-
perintendencia y el proyecto de Estatuto del Empleado Judi-
cial, en plena elaboración, se añaden como últimas inquietudes 
de hondo sentimiento social, perfeccionamiento administrativo 
y franca apertura. 

Fueron los representantes del pueblo quienes dieron a este 
Tribunal sus particularidades que lo distinguen y es ese mismo 
pueblo el que le rinde hoy su tributo de reconocimiento por 
haberse sentido delicadamente comprendido en sus más tras-
cendentes y perdurables motivaciones. 

A cien años de distancia, lo acompaña ya el juicio de la 
historia. 

Señoras y señores: 
Permitidme que en esta solemne reunión, en que os ha-

béis congregado los más esclarecidos representantes de los po-
deres políticos y de todos los sectores de opinión de la Provin-
cia, junto a su eminente pastor espiritual, rinda un justiciero 
homenaje a aquellos jueces que han hecho y siguen haciendo 
honor a su ministerio, oscura y esforzadamente, en largos años 
de dedicación y de estudio, para hacer que sea verdad el res-
peto por las instituciones fundamentales, que sea verdad la 
necesidad imprescindible de afianzar la justicia, que sean ver-



r 
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Al concluir el discurso del Dr. Anzorreguy, los presentes fue-
ron invitados por el señor Presidente del Banco de la Provincia de 
Buenos Aires, Contador clon José Constantino Barro, a la ceremo-
nia inaugural del local donde funcionaría el Departamento Tribu-
nales de la mencionada Casa Bancaria, ubicada en la calle 48 es-
quina 13 de nuestra ciudad. 

Previo corte de la cinta en la entrada del local por parte de los 
señores Presidentes de la Suprema Corte de Justicia y del Banco 
de la Provincia, el Excmo. y Revdmo. señor Arzobispo de La 
Plata, procedió a bendecir las nuevas instalaciones, a cuyo término 
pronunció un discurso el señor Director del Banco de la Provincia, 
General de División (R E.) clon José Sánchez Toranzo, quién puso 
de relieve la colaboración estrecha entre el Poder Judicial y la Ins-
titución Bancaria en cuyo nombre hablaba, destacando que la men-
cionada inauguración en fecha coincidente con la celebración del 
centenario de la Suprema Corte, debía ser tomada como un home-
naje que su Institución rendía al más alto Tribunal de justicia de 
la Provincia, invitando a continuación a brindar por este feliz acon-
tecimiento. 

dad la libertad y la seguridad, que sea verdad la dignidad de 
la criatura humana. 

Permitidme también que os asocie en la extensión de ese 
homenaje a todos los demás funcionarios y empleados, cual-
quiera sea su jerarquía, cuyos nombres no han alcanzado el 
mármol pero que anónimamente han contribuido y siguen con-
tribuyendo con el sacrificio de cada uno de sus días y el 
ejemplo de su sublime humildad, a esta obra gigantesca que 
pertenece a todos por igual. 

Permitidme, para concluir, que desde este elevado sitial, 
que concita tan enjundiosa tradición histórica y que es superior 
esperanza del afligido en su afán de justicia sobre la tierra, 
permitidme —digo— que, aún en la modestia del hombre que 
hoy lo ocupa, os invite a hacer de esta ceremonia un acto de 
fe en la unión y la paz de los argentinos y que invocando a 
Dios, que es fuente de teda razón y Supremo Juez de nuestra 
conducta, formule un llamamiento en favor de la fidelidad a la 
ley y a sus instituciones". 



ACTO ACADEMICO 

(Realizado en la Sala ele Lectura• y Conferencias de la Biblio-
teca Central del Poder Jiidicial, el día miércoles 14 de mayo a las 
18 horas). 

Invitado especialmente por la Suprema Corte ele Justicia, pro-
nunció una conferencia sobre el tema "El Poder Judicial de Bue-
nos Aires, según la Convención Constituyente de 1870-1873", el Pre-
sidente de la Excma. Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, 
doctor René Saúl Orsi. 

Ante una calificada y numerosa concurrencia que colmó el 
amplio recinto de la Biblioteca Central del Poder Judicial, hizo 
uso de la palabra, para presentar al orador, el señor Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia doctor Juan Alberto Ortiz, cuyos térmi-
nos van a continuación: 

Entre los actos que la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Buenos Aires dispusiera para celebrar su Cente-
nario, asume singularidades y perfiles sumamente especiales 
éste, de características académicas, que tengo el honroso pri-
vilegio de declarar abierto. 

Y digo aquello, porque la Tribuna que hoy erige la Corte 
para memorar su secular jurisdicción, exhibe la presencia di-
serta del doctor René Saúl Orsi, Presidente de la Excelen-
tísima Cámara Federal de Apelaciones de La- Plata, de ta-
lla y palabra que si ostentan su significativa valía intrínseca, 
a la sazón se exaltan aún más, por el enriqecimiento que con-
lleva el haberse venido a constituir en símbolos, para el even-
to que esta semana nos convoca. 

Anuncio pues, con inequívoco y plural placer ante tan ca-
lificada audiencia, al doctor Orsi. 

Orador académico que trasunta para este acto, la decisiva 
expresión triple de una personalidad que por tal modo .se em-
parentó con una trilogía de caras evocaciones para este Tribu-
nal; porque así propio, Orsi ha dibujado reciamente su iden-



tidad, en sucesivos contextos en los que desarrolló quehaceres 
siempre pasional y hondamente vividos. A su turno; en el re-
lieve concreto y a veces ígneo de la POLÍTICA; en el campo 
docente y científico del alto estudio de la HISTORIA; hoy, en 
el noble territorio por donde transita el digno ejercicio de su 
MAGISTRATURA. 

De allí entonces el sentido simbólico que nuestro diser-
tante perfila en esta noche; porque como aquellos grandes 
jueces que hace un siglo fundaron el prestigio ininterrumpido 
de la Suprema Corte; como aquellos proceres jueces que inau-
guraron el Tribunal, Orsi viene de la POLÍTICA, igual que I 

ellos ha sido Convencional Constituyente; hace y enseña HIS-
TORIA, donde como también lo hicieron tan egregios jueces-
aquieta y acalla toda otra pasión que no sea la sagrada del 
bien administrar justicia. 

Es que, señores, todo en Orsi se da originado en excelen-
te cepa. Tras el gladiar de ideales en la hora que abrió su jul-
venil cauce en el campo político, la función pública vio pasar 
su profundidad laboriosa y el brío de su ejecutividad; proba-
das tanto desde la banca de legislador, como en la grave y 
honda tarea de integrante de la Asamblea Constituyente de 
1948. Y hubo de advenir también el maduro momento de la 
cátedra responsable y seria, preocupada de enseñar la pacífi-
camente aceptada historiografía, así como de develar los arca-
nos de la revisión renovadora y polémica, pero también sólida 
e inobjetable cuando se la encara como el doctor Orsi lo hace: 
con el respaldo documental; con la fina y objetiva interpreta-
ción que así, con semejante aval se legítima. 

Tal, el hombre público, el historiador ahincado, el do-
cente perpicaz y denso que hoy, ya Presidente reelecto de 
la Cámara Federal de La Plata, toma posesión de la Tribuna 
Académica de la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires, 
para memorar la génesis del Tribunal. 

A fuer de sincero, tengo para mí y seguro estoy que con-
cordamos, que la Conferencia a brindársenos sobre "El Poder 
Judicial de Buenos Aires según la Convención Constituyente 
de 1870/1873", habrá de ser: la genuina retoma de un pasado 
que un gran estudioso hará evocar en su prístina imagen his-
tórica, luego, la versión auténtica de una Cúnvención, dada 
por alguien que en su tiempo político, también supo catar el 





noble y legítimo gusto de saberse depositario de otra expre-
sión de soberanía constituyente; por fin, la delineación jurí-
d.ico-institucional precisa y segura, que el más alto magistrado 
del fuero federal con asiento en la ciudad capital de Buenos 
Aires, ofrecerá —permitidme atrapar y exponeros este final in-
grediente simbólico— ofrecerá, decía, de fijo en homenaje que 
la justicia de la Nación, deposita en aras de su hermana pro-
vincial, al celebrar ésta el Centenario de su Suprema Corte. 

Señoras, señores: Invito ya, a escuchar al doctor Rene 
Saúl Orsi. 

Luego de esta presentación del disertante, el doctor Rene Saúl 
Orsi dio comienzo a su meduloso y completo estudio, que se trans-
cribe: 



"EL PODER JUDICIAL DE BUENOS AIRES SEGUN LA 
CONVENCION CONSTITUYENTE DE 1870-1973" 

Para llevar a cabo la revisión total del instrumento constitu-
cional que había consagrado a Buenos Aires como un Estado con 
el libre ejercicio de su soberanía interior y exterior, se instaló la 
Convención Constituyente provincial, en mayo de 1870. Se llegaba 
al establecimiento de esa corporación en virtud de que los partidos 
políticos intervinientes acababan de ofrecer el patriótico espectácu-
lo de tenderse la mano por encima de las disensiones circunstancia-
les, escogiendo en todas las secciones electorales a las personalidades 
más relevantes. 

"Por la primera vez —ha dejado escrito Saldías al historiar un 
siglo de instituciones— y en tan elevado número, se vio en una 
asamblea de Buenos Aires representados los partidos y las opiniones 
que venían actuando desde época anterior, y en ningún parlamento 
nacional, sin excluir el de 1813, el de 1820 y el de 1853, la ciendia 
y la experiencia argentina tuvieron representación más cons-
picua". 1 

Por ello pudo decir muy bien el presidente del cuerpo, doctor 
Manuel Quintana, en la sesión de apertura, que "en el seno de la 
Convención se encuentran diseminados los hombres más notables de 
la Provincia. En unos se distingue la práctica de la administración 
en todos sus ramos, en otros el sello de la ciencia más adelantada; 
en estos sobresale la prudente experiencia de la edad madura, en 
aquellos el generoso ardor de los primeros años".2 

' Adolfo Saldías. Un siglo de instituciones, Buenos Aires en el Centenario 
de la Revolución de Mayo. La Pía,ta 1910, t. II, p. 218. 

2 Debates de la Convención Constituyente de Buenos Aires — 1870-1873. 
Publicación oficial hecha bajo la dirección del convencional Luis V. Varela, 
Buenos Aires, 1877. Tomo 1, p. 13; discurso inaugural del presidente doctor 
Manuel Quintana, sesión de instalación, mayo 23 de 1870. 
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Efectivamente, las dos principales divisas políticas; Autono-
mista y Nacionalista, no sólo llevaron a la constituyente a casi to-
das las mejores figuras de ese tiempo, sino que también llegaron 
los dos conductores partidarios: Adolfo Alsina —a la sazón vice-
presidente de la república— y Bartolomé Mitre, que apenas dos 
años antes había dejado la primera magistratura nacional. "El par-
tido autonomista tenía doble cantidad de bancas que las que tenía 
el partido mitrista"3, debiéndose poner de relieve que Alsina "con 
una ecuanimidad digna de un político de alto vuelo, había cavado 
la fosa en que enterró el pervertido principio del ostracismo y del 
olvido a que los gobiernos condenaban a sus adversarios— también 
según el decir ele Saldías—, pues se había atraído a las filas del par-
tido autonomista a los hombres principales del partido federal, lle-
vándolos a las bancas legislativas por la fuerza del voto que conta-
ba por entonces" 4. 

De tal suerte, esa agrupación de neto corte popular, que asen-
taba su poderío mayoritario en las gentes ele los barrios porteños,, 
en los ganaderos de antigua raigambre federal y en el peonaje de 
la campaña, dio un ejemplo de civismo al llevar como convenciona-
les reformadores, entre otros a D. Luis Sáenz Peña, futuro presi-
dente de la nación e hijo de uno de los componentes del alto tri-
bunal ele justicia durante los gobiernos de la Confederación hasta 
Caseros; a Bernardo ele Yrigoyen, que fuera enviado por Rosas co-
mo secretario de nuestra legación cerca del gobierno de Chile y 
quien por su militancia fue elegido por Urquiza para invitar a los 
gobernadores a suscribir el Acuerdo ele San Nicolás; a Lorenzo To-
rres, antiguo rosista ele predicamento y después hombre de Urqui-
za; a Adolfo Insiarte, con apellido ele larga resonancia federal; a 
Carlos D'Amico, futuro ministro y enseguida gobernador de la 
provincia; a Aristóbulo del Valle, flamante diputado nacional, mi-
nistro ele gobierno y elos años después senador nacional, brillante 
orador y profesor de Derecho Constitucional; a Emilio de Alvear, 
ex diputado al congreso ele Paraná y más tarde ministro del Presi-
dente Derqui; a Mariano Acosta, elegido gobernador mientras ac-
tuaba en la convención; a José Tomás Guido, el primer historiador 
de la vicia del coronel Dorrego; a Miguel Navarro Viola, ejue luego 
escribió la biografía del propio Adolfo Alsina; a Dardo Rocha, di-
putado y senador nacional, presidenciable como Bernardo ele Yri-

3 Adolfo Saldías, op. cit., t. II, p. 221. 
4 Ibid., t. II, p. 221. 



goyen, progresista gobernador de la provincia y fundador de La 
Plata; a Octavio Garrigós, diputado nacional ese mismo año y pre-
sidente de la Cámara baja; a Norberto Quirno Costa, más tarde vi-
cepresidente de la república y a Ezequiel N. Paz, periodista, que, 
a poco andar, fundaría el diario "La Pampa''. 

Pero también llegaron a la asamblea por consecuencia de la 
ejemplaridad señalada, los señores, Manuel Quintana, después pre-
sidente de la Nación; Antonio E. Malaver, uno de los más destaca-
dos juristas de la época, ministro de gobierno por entonces y pro-
fesor más adelante en la cátedra de Procedimientos Judiciales en 
materia civil y mercantil; José María Moreno, sobrino del secretario 
de gobierno y guerra en 1810, que fue vicerrector de la Universi-
dad porteña, diputado nacional, gobernador de la provincia y subse-
cretario de guerra y marina, quien al ser elegido ya llevaba casi diez 
años como catedrático de derecho civil, contándose entre los pri-
meros comentaristas del código de Vélez; Juan J. Montes de Oca, 
que juntamente con los anteriores dirigió v escribió la "Revista de 
Legislación y Jurisprudencia"; Ezequiel A. Pereyra, que al tiempo 
de incorporarse al cuerpo dictaba derecho romano en la citada Uni-
versidad y fue uno de los abogados que gozó de mayor prestigio 
en Buenos Aires; Pedro Goyena, que sucedió a Pereyra en la cá-
tedra y dictó filosofía en el Colegio Nacional, al propio tiempo que 
se destacaba como escritor, periodista, legislador y encendido sos-
tenedor de la escuela cristiana y defensor de la fe católica en la 
constituyente; Vicente Fidel López, de tan conocida actuación co-
mo político e historiador; Francisco Alcobendas, diputado, ministro 
de gobierno, intendente de Buenos Aires y miembro del jurado de 
enjuiciamiento; José Antonio Ocantos, Juan María Gutiérrez, Rufi-
no de Elizalde, el joven José Manuel Estrada, Guillermo y Adolfo 
Rawson, el constitucionalista Luis V. Varela, autor después del Có-
digo en lo Contencioso Administrativo, etcétera. 

La pléyade de hombres que compusieron la convención y 'la 
inspiración patriótica que los alentara hace que no sea rigurosamen-
te exacta la apreciación formulada por Carlos Pellegrini, veinte 
años después, cuando, a pesar de que afirmaba que en ese congre-
so se había elaborado una "constitución modelo" implantándose 
"la piedra angular del monumento institucional de la República", 
agregó que, luego se vio "que no se había adelantado un paso en 
materia de prácticas políticas, y si algún cambio se había operado, 



era tal vez un retroceso"5. Y digo que no es justa en términos ab-
solutos la apreciación del entonces presidente de la república, pues-
to que, si en lo referente a las "prácticas políticas" aún después 
de la sanción constitucional se continuaron desvirtuando los pro-
nunciamientos populares por intermedio de distintos tipos de frau-
de electoral, en cambio en lo tocante a la estructuración del Poder 
Judicial, la nueva Carta fue realmente transformadora. Y no yerro 
en el aserto. 

Comienzo por decir que todo aquello que hace a la esencia de 
un Poder Judicial en consonancia con la teoría de la división tripar-
tita de los poderes públicos y la formulación republicano federal 
tan cara a los rioplatenses, está contemplado en la Constitución de 
1873. Desde la institución de las magistraturas componentes del sis-
tema, hasta la elección, duración y responsabilidad de sus miem-
bros, con la importante asignación de atribuciones a la Suprema 
Corte que se creaba; el basamento de la administración judiciaria 
en materia civil, comercial y la organización de la justicia d? paz 
de origen popular, esto es, todo lo inherente al régimen que nos 
rige, se encuentra estatuido en aquel instrumento, acorde en abso-
luto con las reglas más evolucionadas de la ciencia jurídico-política. 
Encontramos allí la más amplia descentralización posible de tribu-
nales, tanto en su jurisdicción territorial como en la de su compe-
tencia en razón de la materia o por la naturaleza de las causas; la 
facultad de la Corte, en cierto modo colegisladora, de proponer en 
forma de proyecto las reformas de procedimiento y organización 
tendiente a mejorar la administración de justicia; la publicidad de 
los procedimientos; la normatización del sistema de jurados, no solo 
en las causas criminales sino en lo referente a la prueba de los 
hechos controvertidos en los juicios civiles y comerciales, aunque 
con carácter facultativo; la instauración de la libre defensa y repre-
sentación; la fundamentación de los fallos de los jueces y tribunales 
letrados en el texto expreso de la ley, en los principios jurídicos de 
la legislación vigente o en los principios generales del derecho; la 
inamovilidad de los jueces letrados mientras dure su buena conducta 
y la responsabilidad de los mismos ante los órganos que se especi-
fican. Todo lo cual significa, aunque no fuere más que por 'lo 

5 Carlos Pellegrini. Discursos y Escritos — 1881-1906. Buenos Aires, 1910, 
p. 67. Discurso pronunciado presidiendo la colación de grados en la Facultad 
de Derecho y Ciencias Sociales, 24 de mayo de 1892. 



enunciado, la organización de un Poder Judicial concertado armo-
niosamente. 

S O T K E M A C O R T E DE J U S T I C I A 

La estructuración orgánica más importante producida fue la 
creación de la Suprema Corte de Justicia, la que reúne "una suma 
tan considerable de poderes, que no se sabe de otro tribunal de 
justicia que los tenga más variados ni más extensos"6, por cuanto, 
como lo señaló Vicente Fidel López en el recinto de la convención, 
"este Tribunal no pertenece al orden regular de los tribunales que 
deciden las causas", "no puede tener conflictos con nadie porque, 
ella los decide"; "nunca tiene conflicto con los otros poderes, porque 
además de ser un tribunal de justicia, es un tribunal político, que 
es el que decide"; en definitiva, "este (es el) Tribunal de constitu-
cionalidad" 7. 

Sin embargo, la instauración de la Corte no fue tan asequible 
como pudiera suponerse; por el contrario, dio lugar a debates a veces 
inflamados desde que la asamblea no se pronunció inicialmente en 
favor de la creación de un tribunal de casación, como resultó a la 
postre. 

Los dictámenes, tanto de la comisión encargada de estudiar lo 
relativo al Poder Judicial, como de la coordinadora central, inte-
grada ésta por Mitre, López, Villegas, Rocha y Garrigós, estable-
cían la organización de un Superior Tribunal de Justicia, al que se 
le confería conocimiento y decisión en materia de jurisdicción origi-
naria y apelada, facultades de superintendencia, negocios regidos 
por la Constitución Nacional y local, y por los códigos de fondo y 
leyes provinciales, y recursos de fuerza. 

Las comisiones formadas luego, que se unificaron en la llamada 
"última comisión", despacharon un nuevo proyecto determinando en 
el mismo que "el Poder Judicial será desempeñado por una Suprema 
Corte de Justicia, Cámaras de Apelación y demás tribunales, jueces 
y jurados", al propio tiempo que modificaba íntegramente todo el 
trazado original, computando desde luego las sucesivas decisiones 
de la asamblea en lo tocante a ciertos artículos, que pasaron, con 

6 Carlos de la Vega. La Suprema Corte de Buenos Aires, en Jurispru-
dencia Argentina, t. III, 1919, p. 485. 

7 Debates..., op. cit., t. II, pp. 1111, 1112, 1114. 



sus contenidos reformados, a componer el texto final, suscripto por 
la totalidad de los convencionales, sin disidencia alguna. 

Así, al debatirse inicialmente el planeado artículo 184, referente 
a las calidades requeridas para ser miembro del Superior Tribunal 
(que después quedó volcado en el 186 y que tiene su correlación 
actual en el 167 vigente) las palabras de Ocantos revelaron la disen-
sión de fondo existente en el seno del cuerpo en lo tocante a la 
posible estructuración de un alto tribunal, al expresar que, "en la 
discusión de este proyecto, al principio, se decía que no iba a haber 
Tribunal Superior o de apelación para todas las causas; pero los 
mismos señores convencionales (que) esto indicaban, indicaban al 
mismo tiempo la conveniencia de que hubiese una Corte de Justi-
cia, a la cual irían tales o cuales asuntos y que estuviera investida 
de tales o cuales facultades que únicamente competen a un Tribunal 
de esa clase"8; de ahí que, juntamente con Perevra, requirieran la 
opinión de otros miembros de la comisión, lo cual determinó que 
Navarro Viola adelantara por primera vez que habría una Suprema 
Corte, mas no como se había dicho anteriormente, esto es, Corte de 
Apelación, ya que, agregó, "la idea que domina en esta comisión, es 
crear Cortes de Apelación especiales, Civil, Mercantil y Criminal 
(expresado hoy en el artículo 154 que rige); y de consiguiente 
(a) esta Suprema Corte le estaría reservada atribuciones muy 
•distintas" 9. 

Al tratarse —dos meses y medio después— el despacho de la 
última comisión del Poder Judicial, en cuyo debate López destacó 
d linaje del Tribunal que se propugnaba, el convencional Guido 
"se opuso a la creación de una Corte Suprema porque era un poder 
dictatorial, una hojarasca que podían imitar las demás provincias, 
lo que sería ridículo. Que cuando al Ejecutivo y demás poderes se 
les había limitado, no había razón para ampliar así el Poder Judicial, 
y que bastaría el Tribunal superior como está, aumentado con 
algunas atribuciones" 10. 

Ahora bien; no he de ser yo quien venga a este estrado a glosar 
e interpretar el capítulo de atribuciones conferidas por la Consti-
tución a la Suprema Corte, en tanto de allí dimana una serie de 
institutos procesales que sirvieron para trazar el rumbo cierto y defi-
nitivo hacia la consecución de la unidad jurídica provincial, en 

s Ibíd., t. II p. 933. 
9 Ibíd., pp. 934/935. 
'o Ibíd., p. 1102. 



r 
virtud de que aquélla nació destinada a mantener "la verdadera y 
genuina inteligencia de la ley y a formar con sus fallos una jurispru-
dencia uniforme e incontrovertible", según lo fijara el doctor Anto-
nio E. Malaver dos años más tarde 

Haré, sin embargo, una breve referencia a los antecedentes, 
especialmente nacionales, de los principales arbitrios concebidos para 
posibilitar la comparecencia ante la Corte, ya sea como parte recu-
rrente o como accionante por vía originaria. 

a) La comisión especial creada por la asamblea para conocer 
en definitiva lo relativo al Poder Judicial, modificó sustancialmente 
el despacho originario, tanto de la comisión inicial como de la coor-
dinadora central, estatuyendo por intermedio del inciso 6" del ar-
tículo 156 el recurso de inaplicabilidad de ley cuya decisión se 
atribuía a la Corte por determinarlo así el mismo apartado. 

Este recurso, que ha llegado hasta hoy consignado en la cláu-
sula 4^, inciso a) del artículo 149 de la Constitución vigente, fue 
precisado con alguna mayor exactitud por el artículo 219 de las 
"Disposiciones transitorias", al establecer que este remedio "de apela-
ción por inaplicabilidad de la ley en que los Tribunales de Justicia 
en última instancia fundan su sentencia, solo será admisible cuando 
ésta sea revocatoria"; pero fue reglamentado definitivamente en el 
acuerdo extraordinario del 8 de octubre de 1878, tomando como base 
la propia jurisprudencia del alto tribunal articulada durante el tiempo 
corrido desde su instalación ,2. Se regló, de tal suerte, el recurso 
por infracción a la ley —inaplicabilidad de ley— o por infracción a 
la doctrina-, pero sin aclararse debidamente este último concepto, lo 
que se hizo más adelante legislativamente, al especificarse que el 
remedio se daba frente a la viciación y falsa o errónea aplicación 
de la norma positiva o doctrina legal. Así empezó a funcionar en el 
país esta petición que, como lo señala Malaver, instituía la que 
era conocida en las codificaciones extranjeras de ese tiempo "con 
el nombre de recurso de casación" '3, en los casos, añado, de error 
"in iudicando". 

11 Antonio E. Malaver. Curso de Procedimientos Judiciales en materia ci-
vil y mercantil. Buenos Aires, 1875, tomo I, p. 148. 

'2 Acuerdos tj Sentencias dictadas por la Suprema Corte de Jus'icia de la 
Provincia de Buenos Aires, segunda edición hecha por el secretario del Tribu-
nal doctor Aurelio Prado y Rojas, Buenos Aires, 1892; primera serie, tomo II, 
pp. 53/54. Acuerdo reglamentando los recursos de inaplicabilidad de ley 
o doctrina y de inconstitucionalidad, Buenos Aires a 8 de junio de 1878. 

13 Antonio E. Malaver, op. cit., tomo I, pp. 138/139. 



Puede encontrarse alguna similitud entre este arbitrio consti-
tucional con los seculares recursos esgrimidos en Hispanoamérica 
bajo el nombre de Segunda Suplicación, de Nulidad y de Injusticia 
Notoria, que tenían andamiento frente a los fallos de las Reales 
Audiencias, para obtener un último pronunciamiento del monarca a 
través del Supremo Consejo de Indias. 

Iniciado el período patrio, al disolverse y extinguirse 'las Audien-
cias y crearse la Cámara de Apelaciones, por el Reglamento de insti-
tución y administración de justicia, del 23 de enero de 1812, se 
incluyeron entre las funciones del nuevo tribunal "las instancias de 
apelación, segunda suplicación (y) recursos ordinarios y extraordi-
narios por injusticia o nulidad notoria" 

En el Estatuto Provisional de 1815, formado por la Junta de 
Observación, se consagró la sección cuarta al Poder Judicial. En 
este instrumento aparece por vez primera en nuestro país la orga-
nización de un tribunal por encima de las cámaras de apelaciones, 
aunque la perdurabilidad del mismo era temporal, como que se 
constituía al solo efecto de entender, precisamente, en la tramita-
ción de esos recursos. En mi concepto, es aquí donde puede encon-
trarse el primer antecedente del alto tribunal que es la Corte Su-
prema nacional y su correlato bonaerense. 

Se estableció, pues, que "el ejercicio del Poder Judicial, por 
ahora y hasta la Resolución del Congreso General, residirá en el 
Tribunal de recursos extraordinarios de segunda suplicación, nuli-
dad e injusticia notoria; en las Cámaras de Apelaciones y demás 
juzgados inferiores" ,5; y, tal como lo dije, el tribunal de recursos 
extraordinarios funcionaba ad-hoc, de la siguiente forma: Termi-
nada por parte de la cámara respectiva la sustanciación del grado, 
se daba cuenta con autos al Director del Estado quien debía nom-
brar inmediatamente una comisión de cinco Letrados, la cual con-
cluida su avocación quedaba disuelta automáticamente. Este siste-
ma perduró hasta que el gobernador Viamonte asistido por su mi-
nistro Tomás Guido suprimió, por decreto del 20 de octubre de 
1829, esos antiguos recursos desapareciendo, por consecuencia, los 

14 Registro Oficial de la República Argentina, Buenos Aires, Imprenta 
"La República", 1879, tomo primero — 1810 a 1821, pp. 134/138. Reglamen-
to de institución y administración de justicia, Buenos Aires, 23 de enero de 
1812, artículos 12 y 25. 

15 Ibíd., tomo primero, pp. 315/316. Estatuto provisional para la dirección 
y administración del Estado, Buenos Aires, 5 de mayo de 1815, Sección Cuarta. 
Del Poder Judicial. Capítulo I, artículo I. 



tribunales temporarios, y aunque más tarde cobraron nueva vigen-
cia, sólo lo fueron como instancia extraordinaria para las cuestiones 
de puro derecho. 

b) Al sancionar el inciso l 9 del mismo artículo 156 —repro-
ducido literalmente en la Carta que aros rige en idéntica cláusula 
del artículo 149—, la convención creó dos caminos, uno originario 
y otro de apelación, a fin de que la Suprema Corte tuviese la atri-
bución imprescindible para intervenir y resolver frente a la tergi-
versación y desconocimiento de los principios esenciales de la Cons-
titución provincial, por sanción y aplicación de leyes, decretos o 
reglamentos locales. Se estatuyó así la acción declaratoria de in-
constitucionalidad o demanda originaria, y el procedimiento por 
acción, defensa o excepción, por intermedio del cual el alto tribu-
nal entiende por vía de apelación. 

Este remedio de linaje genuinamente constitucional no reco-
noce ningún antecedente colonial, como es obvio, y los precedentes 
directos e inmediatos los encontramos en los artículos 94, 100 y 
101 de la Constitución Nacional, que, al engendrar la justicia fede-
ral, sometió a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de 
la nación, el conocimiento y decisión de todas las causas que 
versen sobre puntos regidos por dicho instrumento. 

En el ya citado acuerdo extraordinario de octubre de 1878, se 
estableció asimismo, la procedencia del recurso de apelación por 
inconstitucionalidad, en forma pormenorizada. 

c) Implícitamente quedó sancionado también el recurso de 
nulidad por error "in procedendo", según lo trasuntan los artículos 
170, 171 y 176, el cual, después de pasar por la reglamentación 
de 1878 que lo incluyó dentro del recurso de apelación por incons-
titucionalidad, consignándose que procede "cuando las resoluciones 
pronunciadas por los tribunales, lo hayan sido en violación de la 
forma y solemnidades prescriptas por la Constitución" 16, ha llega-
do hasta nuestros días bastante modificado a tenor del texto de 
los artículos 156 y 159 de 'la Carta provincial en vigencia. 

d) Por último, la constituyente atribuyó a la Suprema Corte, 
por intermedio de otros dos incisos de la citada norma, que hoy 
continúan expresados en las cláusulas 2? y del artículo 149, tanto 

16 Acuerdos y Sentencias, op. cit., Acuerdo reglamentando los recursos de 
inaplicabiiidad de ley o doctrina y de inconstitucionalidad, del 8 de junio de 
1878, pp. 53/54, artículo 10, inc. 3«. 



el conocimiento y resolución, en forma originaria y exclusiva, en 
las causas de competencia entre los poderes públicos locales y en 
las que se susciten entre los Tribunales de Justicia con motivo de 
su jurisdicción respectiva, como la decisión de las causas conten-
cioso-administrativas, en única instancia y en juicio pleno, previa 
denegación de la autoridad administrativa competente al recono-
cimiento de los derechos que se gestionan por parte interesada. 

Finalizo lo atañedero a este asunto, reiterando que la discu-
sión de lo que después sería el artículo 155 —a cuya primera parte 
se asemeja el actual artículo 14S— se extendió inicialmente a la 
segunda oración, que se mantuvo en la reforma de 1889 y que, en 
espíritu, subsiste en el 154 vigente, como perduró en el 128 de la 
Constitución de 1949, demostrando todo el debate que la funda-
ción de un organismo judicial supremo dio bastante que hacer. 

En definitiva, cuando se votó el artículo 155, que fundamen-
talmente creaba la Suprema Corte de Justicia, el resultado fue pol-
la afirmativa por diez y siete sufragios contra dos; pero cabe des-
tacar, que a juzgar por la nómina de convencionales presentes y 
ausentes, la sesión del 20 de junio de 1873 se realizó en minoría, 
puesto que concurrieron veinticuatro constituyentes figurando 
ausentes veinticinco, de los cuales uno solo "con aviso"; si a ello 
se agrega que, de los veinticuatro que concurrieron ese día, se 
encontraban en el recinto al momento de votar sólo diecinueve 
miembros u . Sin embargo, ello no empece a la validez y legitimi-
dad de la sanción, si se tiene en cuenta que el cuerpo llevaba 
cuatro añcs sesionando y la totalidad de sus componentes carga-
ban sobre sus hombros un cúmulo de obligaciones, de todo tipo, 
y además, que al momento de suscribirse, el 29 de noviembre de 
1873, la Constitución fue firmada por cuarenta y cuatro conven-
cionales ,e. 

D E S C E N T R A L I Z A C I Ó N 

La segunda parte del artículo 155 explana que, el desempeño 
del Poder Judicia'l por parte de una Suprema Corte. Cámaras de 
Apelación y demás tribunales, jueces y jurados, se haría "consul-

Debates, op. cit., t. II, pp. 1101/1102. Acta de la 94» sesión ordinaria, 
20 de junio de 1873. 

'8 Ibíd., t. II, pp. 1346/1347. 



tando la descentralización posible en su jurisdicción territorial y 
en la de su competencia por la materia o naturaleza de las causas 
que dan origen al procedimiento". 

No obstante, antes de llegar a sancionarse dicha norma, se 
discutió con fervor, puesto que la cuestión tenía que ver con la 
existencia de una alta judicatura unificadora de la doctrina legal 
y la jurisprudencia, o por el contrario, la creación de distintas tri-
bunales para las diversas materias judiciables. En la actualidad, 
con el sistema estratificado y en perfecto funcionamiento, quizás 
parezca baladí que se polemizase sobre algo que parece connatural 
al Poder Judicial; pero que ello no es así, lo demuestra el hecho 
que, en nuestra contemporaneidad, se sigue debatiendo alrededor 
de este tema de la descentralización, ínsito, por lo demás, al sistema 
federal de gobierno, sin perjuicio de que, aún en los Estados autó-
nomos componentes de una unidad nacional debe existir una nor-
matización básica, central, con validez en todo el territorio '9. 

En la asamblea, Vicente Fidel López se declaró partidario de 
la descentralización como base de la administración de justicia, 
afirmando que cada uno de los convencionales intervinientes le 
otorgaba un significado distinto al tema, como que él entendía 
que el artículo estaba en contradicción con los demás, "porque 
es imposible —dijo— que la descentralización exista en presencia 
de un tribunal superior". Y yendo al meollo de la cuestión, expresó 
que él comprendía "por descentralización la completa separación 
de los tribunales; mientras que el señor convencional (Ocantos) 
entiende por descentralización la creación de distintos tribunales 
para distintas materias jurídicas" (método éste que fue consagrado 
en la Constitución y se expresa en espíritu en el actual artículo 
154-R.S.O.). Pero esto no es descentralización. La descentraliza-
ción consiste en la separación de los tribunales que han de cono-
cer en las distintas materias, de tal modo que cuando se haya pro-
nunciado sobre cualquiera de las materias que le están atribuidas, 
la sentencia del tribunal que se reúna sea la última palabra que 
pueda pronunciarse sobre las materias y que no dependa de otro 
tribunal la última palabra, porque entonces no sería descentrali-
zación". "En este proyecto —añadió— hay artículos que son com-
pletamente contradictorios, puesto que al mismo tiempo que se 

19 Sobre esta cuestión, ver Hans Kelsen, "Teoría General del Estado", 
México, 1959, esp. "Centralización y Descentralización", pp. 214/235. 



establece la descentralización, se establece también la superinten-
dencia del tribunal superior". Y, para abonar su tesis, trajo a cola-
ción la estructuración judicial en Estados Unidos, citando a las 
denominadas Cortes de Testamento, "de manera que en lo que es 
testamentaria el fallo de esa Corte es la última palabra. En materia 
de quiebras hay una Corte Superior, y todo lo que va a ese tribunal 
no va a ningún otro, porque allí la administración de justicia está 
descentralizada en todos los ramos, y no hay tribunal superior sino 
en materia político-administrativa... Es completamente contradic-
torio con el principio de descentralización que haya un tribunal 
superior en que han de centralizarse todos los demás 20. 

Resulta a todas luces evidente, que, figurando en el despacho 
primero que la organización del Poder Judicial se haría "bajo la 
base de la descentralización, en cuanto fuere posible", las conside-
raciones vertidas por López, entre otros, llevaron a corregir y per-
feccionar lo relativo a la descentralización en el definitivo artículo 
155 tal como lo he señalado, enfatizando en que debía consultarse 
para la descentralización la jurisdicción territorial y la competencia 
por la materia o naturaleza de las causas. 

E L E C C I Ó N Y DURACIÓN DE LOS M I E M B R O S 

DEL P O D E R J U D I C I A L 

Los artículos 165 y 166 de la Constitución vigente que se re-
fieren al nombramiento de los jueces letrados y Procurador de la 
Suprema Coi-te y a la duración en sus respectivos empleos, tienen 
su origen en la Carta de 1873, con el aditamento respecto del señor 
Procurador que fue obra de la constituyente de 1889. 

Estas cuestiones relativas a la forma de nombramiento de los 
magistrados y a la amovilidad o inamovilidad en sus cargos, han 
sido controvertidas en el país desde los primeros pasos de nuestra 
vida independiente, sosteniéndose, hasta su consagración definitiva 
en 1873, distintas tesituras, como que en la propia asamblea que 
nos ocupa se propugnaron tres modos de designación y otras tantas 
postulaciones en lo tocante a la perdurabilidad en los empleos, 
para llegar al fin a un sistema similar al artículo 96 de la Consti-
tución Nacional. 

20 Debates, op. cit., t. II, pp. 833/834. 



Sabiendo, como sabemos, que no existió la provincia de Bue-
nos Aires hasta la postrimería de 1820, en términos de organización 
institucional autonómica tal como lo entendemos hoy, la ciudad 
porteña (y su territorio aledaño), en tanto siempre fue capital 
natural del país, contó con la alta administración judiciaria de juris-
dicción nacional expresada en la Cámara de Apelaciones nacida al 
disolverse el Tribunal de la Real Audiencia. 

Aquella Cámara de Apelaciones estaba compuesta "por cinco 
individuos, tres de ellos letrados y dos vecinos sin esta calidad, 
pero con las precisas de buen juicio, costumbres y opinión, y to-
dos cinco empeñados en sostener la libertad de su patria", ha-
biendo además un Agente de la Cámara con funciones iguales a 
las de los antiguos fiscales y un letrado redactor para que, rela-
cionando los asuntos, acelerase el despacho21. En el artículo 16 
del Reglamento de 1812 se estableció el primer ordenamiento re-
ferente a la designación de magistrados, consignándose que el 
nombramiento de los integrantes del Tribunal, con más el agente 
fiscal y el redactor letrado, "la hará el Gobierno Superior en cada 
bienio en la que podrá continuarse al que se crea necesario"22. 
Es decir, que, en los primeros días del proceso independentista, el 
Poder Ejecutivo —en este caso el Triunvirato— se atribuyó, con 
exclusividad, la facultad de nombrar a los jueces del más alto tri-
bunal de entonces, estatuyéndose al propio tiempo un sistema de 
amovilidad relativa, sin perjuicio de que, al finalizar el ejercicio 
de sus empleos, aquellos pasarían "irremisiblemente por el juicio 
de residencia". 

La Asamblea del año XIII al sancionar un nuevo Reglamento 
para la justicia, revalidó las citadas disposiciones; pero modificó 
esencialmente lo relativo a la conservación de sus cargos por parte 
de los componentes del tribunal de alzada, estableciéndose a tra-
vés de un giro idiomático que ha llegado hasta nuestros días, que 
"los camaristas durarán en su destino mientras dure su buena con-
ducta" 23. 

Ya he señalado anteriormente, al tratar de las atribuciones de 

21 Registro Oficial, op. cit., Reglamento de institución y administración de 
justicia, cit., artículo 13, p. 135. 

22 Ibíd., artículo 16, p. 136. 
23 Registro Oficial, op. cit., p. 231. Reglamento de Administración de 

Justicia, Buenos Aires, 1 ' de setiembre de 1813, Título II, "De las Apelaciones", 
artículo 22. 



la Gorte, que, por el Estatuto Provisional de 1815 apareció por 
vez primera en el país la estructuración de un tribunal por encima 
de las cámaras de apelaciones, aunque la perdurabilidad del mis-
mo era temporaria, como que se constituía al solo efecto de enten-
der ante la interposición de determinados recursos. Ahora bien; 
los miembros de ese tribunal de recursos y los de las cámaras de 
apelaciones, eran designados de distinta forma, siendo la duración 
de sus cargos también diferente. 

a) Terminada por parte de la cámara respectiva la sustancia-
ción de los recursos, se daría 'cuenta con autos al Director del Es-
tado, quien deberá nombrar inmediatamente una comisión de cin-
co letrados que la determinen, la cual concluido el acto, quedará 
disuelta24, esto es, que, la duración en sus cargos de estos jueces 
"comisionados" era ciertamente transitoria. 

b) A su vez, los nombramientos de camaristas, "se harán por 
el Director del Estado", —como se aprecia, las designaciones se-
guían siendo facultad privativa del Ejecutivo—; más en este caso 
con una variante interesante, ya que la denominación se produ-
ciría sobre la base de una "propuesta del cuerpo de abogados re-
sidentes en la ciudad del asiento de dichas Cámaras", quienes, pro-
ducida una vacante, se reunirían todos sin excusa, y teniendo a 
la vista la nómina de matriculados formaría una terna, "de los 
cuales uno resida en cualquier lugar de distrito fuera de la Ca-
pital", que se elevaría al jefe del Ejecutivo para su designación25. 
Con respecto a estos jueces el Reglamento nada dice referente a 
la duración en sus cargos, lo que significa, a mi juicio, que mien-
tras tuvieran buena conducta mantendrían sus empleos, especial-
mente si se tiene presente que la administración judiciaria se se-
guiría rigiendo por los mismos principios del año XIII, salvo de-
terminadas reformas que no hacen a este tema. 

El Reglamento Provisorio de 1817 sancionado por el Con-
greso Nacional ya instalado en Buenos Aires, mantuvo la organi-
zación del Poder Judicial como el Estatuto del XV, particularmen-
te en cuanto a los más altos tribunales, pero modificó el procedi-

24 Registro Oficial, op. oit., p. 315. Estatuto Provisional para la dirección y 
administración del Estado formado por la Junta de Observación, Buenos Aires 
a 5 de mayo de 1815. Sección cuarta, "Del Poder Judicial", Capítulo III, 
Artículo 9. 

2 5 Ibíd., p. 315, Capítulo Segundo, artículos III, IV y V. 



miento de las designaciones, aunque siempre el nombramiento era 
atribución exclusiva del Ejecutivo. 

En lo relativo al Tribunal de recursos, virtualmente subsistió 
el método anterior; pero fue en cuanto a la designación de camaris-
tas donde el trámite sufrió una modificación más notoria, como 
que se sustituyó la terna formulada por el cuerpo de abogados por 
una 'propuesta de cuatro letrados, que pasarán los mismos Tribu-
nales por juicio comparativo de la mayor aptitud y servicio de los 
abogados del distrito", restableciéndose aquí, en forma expresa, la 
inamovilidad de los camaristas mientras durase "su buena com-
portación; pero podrán ser trasladados de una Cámara a otra, y 
estarán sujetos a residencia cada cinco años, o antes si lo exigiese 
la justicia"26. 

Fue la Constitución de 1819 —que no alcanzó a regir— la que 
potencialmente dio nacimiento por primera vez a una Corte Su-
prema de Justicia, con la investidura del Poder Judicial, consa-
grándose también la inamovilidad en sus empleos de sus compo-
nentes, no solo porque así quedó normatizado en forma positiva, 
sino porque, en el "Manifiesto" del Congreso ,su redactor, el Deán 
Funes, aseveró con precisión y galanura que a fin de que los se-
ñores magistrados "sean órganos fieles de la ley, instruyéndose 
constantemente de su espíritu, dispone la Constitución que duren 
en sus plazas lo que dure su probidad de vida y buena opinión. Po* 
derlo todo a favor de la justicia y no poder nada a favor de sí 
mismos, es el estado en que la misma Constitución pone a estos 
ministros" 27. 

En tal sentido, el artículo 92 establece que "Una Alta Corte 
de Justicia, compuesta de siete jueces y dos fiscales, ejercerá el Su-
premo Poder Judicial"; que dichos ministros "serán nombrados por 
el Director del Estado con noticia y consentimiento del Senado", y 
que "los individuos de esta Corte ejercerán el cargo por el tiem-
po de su buena comportación" 28. 

26 Registro Oficial, op. cit., p. 445. Reglamento Provisorio sancionado por 
el Soberano Congreso de las Provincias Unidas de Sud-América, Buenos Aires, 
3 de diciembre de 1817, Sección Cuarta, "Del Poder Judicial", Capítulo II, 
artículos IV y VI. 

27 Registro Oficial, op. cit., p. 500. Constitución de las Provincias Unidas 
en Sud-América, Buenos Aires, 22 de abril de 1819. Manifiesto del Soberano 
Congreso General Constituyente de las Provincias Unidas en Sud-América, al 
dar la Constitución. 

28 Ibíd., pp. 505/506. Sección Cuarta, "Poder Judicial", capítulo único, 
Corte Suprema de Justicia, artículos 92 y 102. 



En esta Constitución se encuentra también el primer antece-
dente relativo a la organización de lo que hoy es nuestra justicia 
federal (a pesar del neto sentido centralista del instrumento), y 
aunque parece que su artículo 97 habría sido tomado de la Cons-
titución de Estados Unidos, quizás las deficiencias de traducción 
o la falta de bibliografía específica llevaron a los diputados a re-
dactar esa norma en forma imperfecta. De todos modos, allí se fija 
en qué causas la Alta Corte que se creaba conocería exclusiva-
mente, al propio tiempo que en el artículo siguiente se señalan 
aquellos casos en que conocería "en último recurso". 

Ahora bien, con relación a la ciudad de Buenos Aires, con-
cretamente, la primera instancia judicial estaba confiada a la jus-
ticia capitular en cabeza de 'los alcaldes ordinarios de primero y 
segundo voto, y, en grado superior en la denominada "Alzada de 
Provincia", tribunal éste de segunda instancia en lo civil y crimi-
nal creado por el Reglamento de 1817 y suprimido después de 
Caseros, en 1854, y en la llamada "Alzada de Comercio", que ope-
raba también como segunda instancia en asuntos mercantiles, de-
cidiéndose los recursos de nulidad e injusticia notoria de este ramo 
también por la Cámara de Apelaciones. 

En diciembre de 1821, la Junta de Representantes dispuso la 
supresión de los seculares Cabildos de Buenos Aires y Luján, es-
tatuyendo que "la justicia ordinaria será administrada por cinco 
letrados denominados Jueces de Primera Instancia"; que "dos de 
los cinco jueces administrarán justicia en la Capital y tres en la 
campaña" —consagrándose de esta suerte en forma elemental el 
principio de descentralización—; que "sus atribuciones hasta el es-
tablecimiento de los Códigos, serán las mismas en lo civil y crimi-
nal que la de los Alcaldes llamados ordinarios"; y que "se nom-
brará además un letrado que desempeñe las funciones de Defen-
sor de Pobres, Menores y Procurador General de la Provincia"29. 

Es interesante revisar muy brevemente el debate habido en la 
Junta de Representantes en torno al proyecto y posterior despacho 
de la comisión designada para que lo estudiase, desde que fue 
discutido en varias sesiones con participación activa del entonces 
ministro de gobierno, don Bernardino Rivadavia, sosteniendo éste 

2 9 Archivo General de la Nación, Acuerdos del Extinguido Cabildo de 
Buenos Aires, Buenos Aires, 1934, serie IV, tomo IX, años 1820 y 1821, pp. 
593/594. Ley de la H. lunta de Representantes del 24 de diciembre de 1821, 
artículos l 9 , 2 ' , 3», 4« y 6 ' . 



y uno de sus diputados mas adictos, don Julián Segundo de Agüe-
ro, una posición frontalmente adversa a la inamovilidad de los 
jueces al propugnar con toda su fuerza el texto del artículo 8° del 
dictamen que establecía que los señores magistrados serían no-
minados "en comisión". 

Al debatirse la cláusula proyectada, en la reunión del 22 de 
diciembre, don Valentín Cómez sostuvo que no debía nombrarse 
"en comisión a todos los magistrados que debían desempeñar el 
Poder Judicial", puesto que con ello "se les desnudaba de la per-
petuidad, única garantía que tenían éstos para la inviolabilidad 
de 'los juicios, sin la que no era posible en su concepto conservar 
la independencia recíproca de los tres poderes que era el punto 
de arranque de toda la administración representativa. Que estando 
los jueces todos en comisión, era dejarlos pendientes instantánea-
mente del mero arbitrio del Poder Ejecutivo, a que se le daba con 
esta atribución una preponderancia a su parecer tan funesta que 
acaso produciría un retroceso violento del paso que había adelan-
tado la revolución en haber sostenido hasta ahora el Poder Judi-
cial siempre independiente del legislativo y ejecutivo. Que esa 
perpetuidad en su concepto importaba tanto cuanto emanando el 
nombramiento de los jueces de la autoridad del Gobierno, no ha-
bían encontrado las naciones más respetables y que hacían ejem-
plo de la ilustración, como la Francia, la Inglaterra y los Estados 
Unidos, otro recurso para garantir la inviolabilidad de los actos 
judiciales, que declarando la perpetuidad en sus empleos de 'los 
encargados de su administración. Y por tanto que era de opinión se 
suprimiese este artículo"30.. 

Salió a refutar a Gómez el diputado Agüero para sostener la 
tesitura del oficialismo, diciendo "que la amovilidad de los emplea-
dos inclusos los que pertenecen a la judicatura estaba en las cir-
cunstancias actuales del país. . . Que de nada valían los ejempla-
res de las naciones constituidas al caso extraordinario en que nos 
hallábamos, pues que no consideraba con mayor derecho a los 
empleados en el ramo judicial a su perpetuidad que a los demás, 
que han sido reformados. Que no consideraba haberse fijado por 
la revolución esa independencia del Poder Judicial expresado por 

3 0 Archivo Histórico de la Provincia de Buenos Aires — Documentos del 
Archivo, Acuerdos de la Honorable Junta de Representantes de la Provincia de 
Buenos Aires - 1820-1821, volumen II, año 1821, La Plata, 1933, p. 634. 
Reunión del 22 de Diciembre de 1821. 



el señor preopinante, que muy lejos de ello, el último Tribunal dé 
justicia que corresponde a 'la Alta Corte que reconocen esas nacio-
nes civilizadas como un supremo poder y con absoluta independen-
cia de Legislativo y Ejecutivo, entre nosotros era una comisión de 
cinco abogados, amovible a arbitrio del Poder Ejecutivo. Por todas 
esas razones opinó por la conservación del artículo como se halla-
ba en el proyecto"31. 

Empero, por si acaso los argumentos expuestos por Agüero, 
que había equiparado a los miembros del Poder Judicial con los 
demás empleados de la administración general en cuanto a la per-
petuidad en sus cargos, agregando que el movimiento revoluciona-
rio rioplatense no había establecido la independencia de este Po-
der respecto de los otros dos, trayendo como ejemplo la integra-
ción temporaria que realizaba hasta 1820 el Director del Estado al 
constituir el Tribunal de Recursos con cinco abogados, que se di-
solvía al concluir la causa, don Bernardino Rivadavia pidió la pa-
labra y "fortificó esta última razón, fundando de que la indepen-
dencia del Poder Judicial no consistía en la amovilidad de los em-
pleados de él, sino en la inhibición del Ejecutivo para intervenir en 
los actos judiciales"32. 

No obstante los dichos de Agüero y el "fortalecimiento" de 
Rivadavia, con toda la gravitación que éste y el Ejecutivo que re-
presentaba tenían en el manejo de la cosa pública, consigna el ac-
ta, que, "puesto el artículo en votación, quedó suprimido por vo-
tación competente"33. Y no podía ser de otra manera, ya que si 
bien la cuestión de la amovilidad o inamovilidad de los magistra-
dos ha sido un tema opinable en nuestras asambleas constituyen-
tes, la verdad es que la tesis de Bivadavia no resiste el menor 
análisis por aquello de que para él la independencia del Poder 
Judicial no estribaba en la perpetuidad de los jueces sino en la 
existencia de un supuesto freno inhibitorio que el Ejecutivo se 
pondría a sí mismo para no decidir la suerte de las causas judiciales. 

Años después, en 1829, el gobernador Viamonte asistido por 
su ministro don Tomás Guido, determinó el modo y forma de nom-
brar los jueces de primera instancia en lo civil y comercial, pres-
cribiendo que la designación "se hará por el Gobierno, a propuesta 
de la Excma. Cámara de Apelaciones, en terna de abogados na-

31 Ibíd., p. 364. 
32 Ibíd., pp. 364/365. 
33 Ibíd., p. 365. 



turales de la provincia o domiciliados en ella", a cuyo efecto, pro-
ducida que fuese una vacante se daría ello a publicidad, y des-
pués de recibidas "las solicitudes que se hiciesen para obtener el 
cargo", la Cámara elevaría "sus propuestas con el correspondiente 
informe" y con los "comprobantes de idoneidad y servicios"34. 

Este decreto de un gobierno influido por el pensamiento fe-
deral, gravitante de nuevo después del alejamiento de Lavalle co-
mo que dos meses más tarde accedería Rosas al poder, constituye 
el primer documento oficial de la provincia demostrativo de la de-
clinación por parte del Ejecutivo de una prerrogativa, que, como 
se ha visto, Rivadavia intentó mantener hasta sus últimas conse-
cuencias. En tal sentiQo, cabe señalar que en los considerandos 
del mismo, el gobernador Viamonte pone de resalto que "para dar 
a la Administración de Justicia la importancia que requiere un 
buen orden judicial, parece que se despojara de una de sus atri-
buciones en el nombramiento directo de empleados, (pero) ha que-
rido más bien sobreponerse a este sentimiento, que al de dejar por 
mas tiempo abandonada a la voluntad del poder la elección de 
los magistrados" 35. 

Este magnífico ejemplo, consistente en convocar a una espe-
cie de concurso para proveer cargos judiciales de primera instan-
cia, fue efectivizado por Rosas exactamente dos meses después, 
asistido también por Guido como ministro, al designar el 17 de 
diciembre de 1829 a uno de los candidatos de la terna elevada por 
la Cámara de Apelaciones. 

Cuatro años más tarde, en diciembre de 1833, la comisión de 
negocios constitucionales de la Sala de Representantes, a quién el 
cuerpo había requerido la redacción de un proyecto de constitu-
ción, hizo llegar al recinto su dictamen, el cual nunca fue sancio-
nado. Se estatuía que el Poder Judicial "será ejercido en la pro-
vincia de Buenos Aires por el Superior Tribunal de Justicia" y 
demás juzgados que establezca la ley; los miembros del Tribunal 
eran nombrados por el Gobernador a propuesta en terna del Se-

34 Registro Oficial del Gobierno de Buenos Aires, Libro Octavo, 1829, 
Núm. 10, Buenos Aires, noviembre l 9 de 1829. Buenos Aires, 1829, Imprenta 
de la Independencia, pp. 13/14. Decreto n ' 1219 suscripto por Viamont y 
Tomás Guido a 17 de octubre de 1829, artículos 1, 2 y 3. 

35 Ibíd., pp. 12/13. Considerandos del decreto n9 1219 del 17 de octubre 
de 1829. 



nado y se determinaba la inamovilidad de los jueces de aquel tri-
bunal "mientras dure su buena comportación" 3Ó. 

Después de Caseros, por ley del 28 de noviembre de 1853, se 
estableció un sistema relativamente similar al del decreto de Via-
monte y Guido, conforme al que, los jueces de primera instancia 
serian nombrados por el Poder Ejecutivo a propuesta en terna 
de la Cámara de Justicia. 

Y así llegamos al antecedente más inmediato a la conven-
ción de 1870/1873, que es la Constitución del Estado de Buenos 
Aires, sancionada en 1854 por la Sala de Representantes, en uso 
de la soberanía extraordinaria que invistiera. 

Establecía ese instrumento que el Poder Judicial "será desem-
peñado en el Estado por los Tribunales y Juzgados que la ley 
designe, y sus miembros durante el tiempo que según ellas deban 
ejercer sus funciones no podrán ser removidos sin causa y senten-
cia legal, aunque quedarán suspendidos desde que sean enjuicia-
dos" 37. De esta norma resulta la eliminación de la categoría cons-
titucional en la creación de todos los tribunales y juzgados en tanto 
quedaban a merced de la decisión legislativa, al propio tiempo que 
se le quitaba perpetuidad al cargo puesto que la inamovilidad du-
raba, en términos de buena conducta, nada más que por el lapso 
fijado en la ley. En general, todo el régimen de la administración 
de justicia, v.g., compensación y atribuciones del Tribunal Supe-
rior, serán establecidos por las leyes vigentes y ulteriores. 

En materia de designación de los componentes del Alto Tri-
bunal, ellos serían "nombrados por el gobernador a propuesta en 
terna del Senado y los de los juzgados inferiores a propuesta en 
terna' de aquél tribunal38. 

La norma legal organizando el Superior Tribunal fue sancio-
nada en 1857, apuntando con la creación de esa alta magistratura 

3 6 Gabriel A. Puentes, El Gobierno de Balcarce — División del Partido 
Tederal — 1832-1833. Buenos Aires, 1946. Apéndice documental, pp. 247/276. 
Proyecto de Constitución para la Provincia de Buenos Aires, diciembre 19 de 
1833: nota acompañando el proyecto y sección séptima "Poder Judicial", espe-
cialmente artículos CXIII y CXVIII. 

3 7 Provincia de Buenos Aires, Asamblea Constituyente. Año 1949. Debates 
de la Asamblea Constituyente, La Plata, 1950. Constitución del Estado de Bue-
nos Aires; Buenos Aires, abril 11 de 1854, p. 348. Sección VI, "Del Poder 
Judicial", art. 119. 

3 8 Ibíd., p. 349, artículo 121. 



a terminar con el sistema procesal vigente a la época, según el cual 
la Cámara de Justicia resolvia en apelación y enseguida podía en-
tender de nuevo en la causa por vía del recurso de súplica, lo 
que evidentemente no ofrecía mayores garantías a las partes. 

Ahora bien: yendo a lo resuelto por la Convención en 1873, 
señalo de antemano que esta cuestión del nombramiento de los 
jueces de la Suprema Corte y la duración en sus cargos, tanto de 
éstos como de los inferiores fue una de las más 'largamente deba-
tidas en las comisiones y en el propio recinto de sesiones. Y tan 
es así, que, al pasarse a considerar el artículo 180 del proycto de 
constitución, que establecía que "los miembros del Superior Tri-
bunal —a esta altura ya estaba decidida la creación de la Suprema 
Corte de modo que eí debate corresponde a la nueva estructura—, 
serán elegidos por la Asamblea Legislativa a pluralidad absoluta 
de votos" el doctor Sáenz Peña dijo inicialmente que "este es un 
punto de grave trascendencia y en que la comisión del Poder Ju-
dicial aparece dividida en opiniones"39; Aristóbulo del Valle, a su 
turno, aseverando lo dicho expresó igualmente, que, en el seno de 
la comisión "la discusión relativa a la elección de los jueces fue 
lo que primeramente Mamó su atención. Desde el primer momento 
se presentaron dos ideas radicales: la idea de los que sostienen 
que el Poder Judicial debe emanar de los otros Poderes públicos, 
y la idea de los que sostienen que el Poder Judicial debe emanar 
directamente del pueblo como los demás Poderes del Estado"40, 
Pero el más explícito en ese planteo inicial fue José Antonio Oean-
tos, quien, para explicar la disidencia esencial producida en la co-
misión, dijo que la mayoría de ella aceptaba el artículo como se 
había despachado; pero, aunque él formaba parte de esa mayoría 
debía manifestar, como ya lo adelantara, que dicho proyecto no 
expresaba sus ideas al respecto y que aceptaba "su redacción como 
una transacción hecha con dos de los miembros de la Comisión 
que se aproximaban a (sus) ideas, siendo así que los otros dos 
eran radicamente opuestos a la elección de segundo grado y esta-
ban por la elección directa. Estos eran los señores Elizalde y Del 
Valle. Por mi parte —agregó— creyendo entonces como creo ahora, 
que dar la elección directa al pueblo en los nombramientos de sus 
magistrados es una facultad en mi concepto perjudicial, he creído 
que, ya que no era posible que triunfasen mis opiniones en el se-

39 Debates, op. cit., t. II, p. 849. 
40 Ibíd., t. II, p. 855. 



no de la Comisión, opiniones que estaban perfectamente de acuer-
do a las que han predominado en la Constitución Nacional, res-
pecto a la organización de los tribunales, debía optar por otro tem-
peramento que se acercase en cuanto fuese posible a estas opinio-
nes"41. Así, a pesar de no considerarse obligado a sostener la re-
dacción del precepto, se creyó en el deber de dar las explicaciones 
ncesarias para elucidarlo, reafirmando que a él le sería indiferen-
te si fuese sancionado o no; pero que le prestaría su apoyo si 
hubiese "peligro de que sea suplantado por la idea de la elección 
popular"42. 

Como lo anticipara Ocantos, dos caracterizados miembros de 
la comisión reformadora —del Valle y Rufino de Elizalde- pro-
pugnaron para el nombramiento de los jueces letrados el sistema de 
elección popular directa, con una suerte de subvariante sostenida 
por el segundo, en el sentido de que los electores serían calificados; 
junto a ellos se alinearon, Vicente G. Quesada -incorporado a la 
convención en julio de 1872— pronunciándose decididamente por 
el sistema de elección popular para todos los jueces, va que — dijo— 
"cualquiera de las otras formas da al Poder Judicial un origen 
bastardo" 43, y Ezequiel N. Paz, como se verá. 

En su extenso discurso, del Valle señaló que en la comisión 
se habían presentado "todos los inconvenientes que surgen de la 
elección popular. Allí se nos ha presentdo el gran fantasma de la 
deserción que él pueblo hace de los comicios en los momentos que 
es llamado a sufragar para la elección de Diputados y Gobernador; 
pero este argumento ha venido a estrellarse confia esta sola consi-
deración. ¿Cuál es la razón porque el pueblo no concurre a su-
fragar cuando es llamado a ejercer su derecho en los actos electo-
rales? Ya lo había dicho el señor convencional y hoy ha venido 
a decirlo en el seno de la Convención (manifestó, refutando a 
Ocantos). Aquí el pueblo no concurre a los comicios públicos cuan-
do un interés del momento no lo agita", empero cuando se tratare" 
"de la elección de los jueces que han de decidir de la honra, de la 
fortuna, de la vida y del honor de todos los habitantes de la Pro-
vincia, el espíritu público ha de reaccionar. Es por eso que 
nosotros creemos que si al interés que tiene la elección de los 
funcionarios públicos, se agrega el interés mayor que tiene para el 

4 ' Ibíd., t. II, p. 850. 
4 2 Ibíd., t. II, p. 850. 
4 3 Ibíd., t. II, p. 884. 



pueblo 4a elección de sus magistrados, el pueblo ha de salir de su 
letargo, y ha de concurrir a los comicios públicos como lo hacen 
todos los países libres"; de ahí, que, terminó afirmando que "aquel 
que se encuentra en condiciones de elegir los jueces, tales como 
se requieren para el ejercicio de esas altas funciones, es precisa-
mente el pueblo, sobre el cual van a pesar todos los actos de esos 
funcionarios" 44. 

A propósito de los dichos de Aristóbulo del Valle, es oportu-
no recordar que tres meses antes de este debate, en diciembre de 
1872, había salido de las prensas de una imprenta de la calle Vic-
toria, la primera edición del "Martín Fierro", y, aunque en la ciu-
dad porteña no tuvo resonancia enseguida, quizás ya andaría re-
corriendo la campaña en esa tirada en papel de barrilete que se 
vendía en las pulperías pampeanas, según se lo diría años después 
Nicolás Avellaneda al propio Hernández, al relatarle que uno de 
los clientes de su estudio —almacenero al por mayor— le había 
mostrado sus libres ' con los encargos de los pulperos de la cam-
paña: 12 gruesas de fósforos; una barrica de cerveza; 12 Vueltas 
de Martín Fierro; 100 cajas de sardina"45. Pues bien, al igual que 
del Valle, también Hernández, en los primeros versos del poema 
da testimonio que el pueblo no concurría a sufragar cuando era 
llamado a ejercer sus derechos electorales; así, al relatar Fierro 
como lo arrearon en montón a la frontera, dice: 

"A mi el juez me tomó entre ojos 
En la última votación— 
Me le había hechó el remolón 
Y no me drrimé ese día— 
Y el dijo que yo servía 
A los de la aposición 
Y ansí sufrí ese castigo 
Tal vez por culpas ajenas— 
Que sean malds o sean güeñas 
las listas, siempre me escondo— 
Yo soy un gaucho redondo 
Y esas cOsas no me enllenan"46 

44 ibíd., t. II, pp. 855/856. 
45 José Hernández, El Gaucho Martín Fierro de la quinta edición, Buenos 

Aires, 1894. Carta de Nicolás Avellaneda a Hernández en Advertencia Edito-
rial, pp. VI/VII. 

46 Ibíd., p. 7. 



En la sesión siguiente, Rufino de Elizalde, basándose al pa-
recer en la facultad que se otorgaba a la Legislatura, por otro 
artículo, en lo referente a determinar las condiciones, forma de 
nombramiento, duración y atribuciones de los jueces que no re-
quieran la calidad de Letrados —que se correspondería con las 
normas del acápite "Justicia de Paz" de la Constitución después 
sancionada, juzgados éstos que no figuran en el proyecto de la co-
misión; pero que el artículo 180 de aquel instrumento establecería 
diciendo que los jueces de paz legos serían elegidos directamente 
por electores calificados, es decir, por ciudadanos mayores de vein-
tidós años, con residencia de uno por lo menos en el distrito en 
que se verifica la elección—, sostuvo, que, resultando el sistema 
"tan notoriamente útil y conveniente tratándose de la elección de 
los jueces de Paz, que no lo serán tratándose ele los Jueces de dis-
tritos, que están sujetos a las mismas reglas", "Quedan únicamen-
te, señor, los Jueces de la Suprema Corte. . . ¿Cómo pueden ser-
nombrados esos jueces? Yo creo que no pueden ser nombrados de 
otra manera que en la que se nombren todos los otros Poderes Púv-
blicos que están llamados a ejercer sus funciones sobre todo el 
pueblo; que si el pueblo puede ejercer esta facultad por sí mismo, 
deberá ejercerla por electores calificados". "Se pretende —agregó 
Elizalde— que un hombre del pueblo no puede ser elector califi-
cado; que, aunque puede tener completa conciencia para nom-
brar su Gobernador, sus Diputados y Senadores, no tiene la con-
ciencia ni los conocimientos necesarios para nombrar al Juez que 
ha de fallar en sus causas"; y, después de afirmar que las elecciones 
de gobernador y legisladores eran más graves y difíciles, añadió, 
que "si admitimos que realmente el pueblo de Buenos Aires no 
tiene capacidad ni ciencia suficiente para elegir con acierto los 
jueces? ¿A quién va a elegir para delegar los poderes que en esta 
parte le pertenecen? Nosotros sus representantes, nosotros que obra-
mos por el mandato que nos ha conferido el pueblo ¿vamos a decla-
rar que ese pueblo que nos ha conferido el pueblo ¿vamos a declarar 
que ese pueblo que nos ha constituido sus mandatarios no tiene jui-
cio ni sabe lo que le conviene?"... 'Por otra parte, señor Presidente; 
es necesario tener presente que bajo el sistema Representativo, Re-
publicano, Federal, la división de los Poderes es un principio fun-
fundamental; la división de los poderes exige que el pueblo nom-
bre directamente sus mandatarios, pues ese sistema de gobierno no 
permite que los Poderes Públicos se deriven unos de otros. De 
otra manera, estas mismas resistencias que hemos encontrado para 



elegir los Jueces habríamos de encontrarla para elegir Goberna-
dor, y las Cámaras habrían sido desnaturalizadas convirtiéndo-
las en poder electoral"47. 

Defendiendo, por último, la misma tesitura se expidió en un 
largo discurso el convencional de notoria filiación "alsinista", don 
Ezequiel N. Paz, expresando que, entre los "muchos argumentos 
que se han hecho en contra de la elección popular, francamente 
no he oido ninguna razón poderosa que me haga fuerza para va-
riar la convicción que a este respecto he manifestado desde la no-
che anterior sin haber abierto ningún libro, no consultando un 
solo constitucionalista, sino estudiando en el gran libro de la ex-
periencia de nuestro país". Sostuvo que los datos que suministran 
los escritores extranjeros en ilo tocante a la designación de los ma-
gistrados pueden ser muy buenos para la reforma de la Adminis-
tración de Justicia de sus respectivos países; pero es necesario "no 
tomar a ciegas todo lo que se hace fuera de nuestro país para apli-
carlo entre nosotros". "Yo no se —se preguntaba— por qué el pue-
blo ha de ser menos sabio que el Gobernador de la Provincia, por 
qué ha de ser menos sabio que el grupo de abogados que forma 
el Tribunal, a quién se quiere consultar; por qué ha de ser menos 
sabio que los Senadores, cuyo acuerdo se quiere pedir.. . Yo digo 
que si él pueblo es hábil para nombrar Senadores y Diputados, si 
el pueblo es hábil para elegir Gobernador y los Convencionales 
que están aquí echando las bases de la Constitución que ha de 
regir al país, si es hábil para elegir los Legisladores que han de 
dictar las ¡leyes orgánicas de esta Constitución, ¿por qué no ha de 
poder nombrar los Jueces, cuya elección se hace en una esfera más 
limitada? . . .Yo no se, señor Presidente, por qué se quiere hacer 
tan incapaz al pueblo, un pueblo que sabe pagar los impuestos; 
que sabe matarse en las fronteras, ¿por qué no ha de saber elegir 
Jueces?" 48. 

El primero en explicitar la posición adversa a la idea de que 
el Poder Judicial debe emanar directamente del pueblo, fue el 
doctor Ocantos en una larga exposición, citando la experiencia de 
los Estados de la Unión Americana y de sus constitucionalistas, y 
sosteniendo, con un cabal sentido político, que debía prescindirse 
de toda cuestión abstracta y resolverla en términos prácticos: "Ver 
qué es lo que realmente conviene a nuestro país, en la situación en 

47 Debates, op. cit., t. II, pp. 871/872/873. 
48 Ibíd., t. II, pp. 877/878/879/880/881. 



que nos encontramos y cual es el estado de civilización a que 
hemos llegado. En los Estados Unidos —dijo— hubo un tiempo 
en que la elección era popular, y escritores muy notables recuerdan 
cuán graves eran los inconvenientes de este sistema de elección"; 
y, trayendo como ejemplo di texto de la Constitución nacional de 
aquel país y las de los diversos Estados, agregó que "en ninguna 
de ellas prevaleció la doctrina de la elección popular directa". 'Yo 
debo recordar a la Convención —expresó después— que esta cues-
tión debe resolverla más que la ciencia, más que los argumentos 
en abstracto, el buen sentido, el sentido común", aportando en 
abono de su postura el caso ofrecido por algunos ensayos de nues-
tro país. "Por otra parte, yo creo que para que la elección sea 
hecha por el pueblo, no es necesario que ella sea directa; en los 
países representativos la eüección siempre viene del pueblo llá-
mese directa o de segundo grado; ya sea hecha por el Gobernador 
o por el Senado siempre es el pueblo el que ha elegido"49. 

Una buena exposición fue la del doctor Ezequiel Pereyra 
quién explanó su opinión decididamente adversa al sistema de 
elección popular de los jueces iletrados propugnada por del Valle, 
Elizalde, Paz y Quesada. Refutó lo expuesto por Elizalde en orden 
a equiparar la elección de los Jueces de Paz con la de "los jueces 
científicos", señalando que aquél no ponderaba debidamente las 
cuestiones que están llamados a resolver los jueces legos, puesto 
que "su importancia no consiste precisamente en la cantidad de 
que conocen, no consiste precisamente en que todas ellas son cues-
tiones especiales, sino que son cuestiones que pueden decidirlas 
cualquiera que tenga buen sentido, y que no tienen por consiguien-
te por qué ir a buscar la justicia científica. Efectivamente, las 
cuestiones en que entienden los Jueces de Paz provienen de con-
tratos hechos entre sus convecinos, que tienen motivos poderosos 
para conocerlos, pero no sucede así con la jurisdicción de los jue-
ces científicos que no solamente conocen en asuntos de mayor im-
portancia, sino que ejercen su jurisdicción respecto de personas 
que nunca han estado en contacto ni en relación con ellos. es 
que tratándose de la elección de los jueces de Paz, que es hecha 
por el vecindario de la localidad en que este juez ha de ejercer su 
jurisdicción, generalmente Ja elección es más acertada, porque es 
una elección hecha por el vecindario que conoce a todos los ve-
cinos, por el vecindario que sabe cuales son los vecinos honrados, 

Ibíd., t. II, pp. 851/852/853/854. 



cuales son los más capaces de resolver su cuestiones". Y para rea-
firmar su conceptuación trajo como ejemplo el de los Cantones 
Suizos, "cuyas ideas democráticas estoy seguro —agregó— que nin-
guno de los señores convencionales ha de poner en duda, y allí 
la elección de los jueces superiores... la hace el Gran Consejo de 
Estado, que tiene los atributos de cuerpo deliberante y al mismo 
tiempo de Poder Ejecutivo"50. 

Después de expedirse Goyena, Estrada y Guido en contra del 
régimen de elección popular se pasó a votar, resultando rechazado 
tanto el proyecto de Ha mayoría de la comisión —"los miembros 
del Superior Tribunal serán elegidos por la Asamblea Legislativa 
a pluralidad absoluta de votos"—, como el de la minoría —todos 
los jueces, tanto letrados como legos serían elegidos por electores 
calificados—; ambos pronunciamientos negativos lo fueron por vein-
ticuatro votos contra cinco51 sancionándose en definitiva una for-
ma similar a la del artículo 86, inciso 5" de la Carta Magna. 

Amovilidad o inamovilidad de los ¡veces 

A pesar de que la Constitución Nacional, que había consagra-
do el principio liminar de la inamovilidad de los jueces, tenía ya 
veinte años de vigencia, ésta fue una de las materias debatidas 
con ardimiento al tratarse el proyectado artículo 182, que determi-
naba la elección por el término de seis años de los jueces letrados 
del Tribunal Superior e inferiores, renovándose su número por ter-
ceras partes, cada dos años. 

La minuta fue llevada al recinto por considerarse pertinente 
su discusión desde que, ya se hiciere el nombramiento por elec-
ción popular o por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado, 
podía establecerse un término para la duración del empleo de los 
jueces letrados, en orden al establecimiento o no del carácter de 
vitalicio en el desempeño de esas magistraturas. 

También en lo tocante al principio rector a adoptarse hubo di-
sidencia en la comisión respectiva como que el primero en hablar 
fue uno de sus componentes, Rufino de Elizalde, impugnando el 
texto traído como despacho "y proponiendo la primera parte del 
artículo 96 de la Constitución Nacional en su reemplazo"52. 

so Ibíd., t. II, pp. 891/892. 
51 Ibíd., t. III, p. 885. Acta de la sesión del 26 de marzo de 1873. 
52 Ibíd., t. II, p. 908. Acta de la sesión del 28 de marzo de 1973. 



Para fundar la norma articulada en el planeado artículo 1S2, 
habló por la mayoría de la comisión el doctor Ocantos, acopiando 
los precedentes históricos que ofrecían los antiguos sistemas ju-
diciales de España y Francia y especialmente de Inglaterra, con-
sagratorios del principio de la amovilidad de los jueces, aseverando, 
en abono de ello, que "la inamovilidad en su origen no ha sido es-
tablecida como una garantía para los jueces, sino como una ga-
rantía contra la Corona o las conquistas hechas contra ella. Se tra-
taba de impedir que el rey fuese juez y el modo de hacerlo era 
que el juez, una vez nombrado, no pudiera ser removido sin justa 
causa. Siendo así no podrá sostenerse con exactitud que en todas 
partes donde sea necesario establecer una garantía de independen-
cia de los magistrados, sea necesario también hacer que los jue-
ces sean inamovibles, porque no marcharían con la enseñanza de 
la historia, y faltaríamos a los principios que rigen nuestro siste-
ma de gobierno"53. 

Primero trató de demostrar que en Inglaterra el régimen de 
duración de los magistrados era ecléctico, trayendo a colación en-
seguida el sistema de inamovilidad estatuido en la Carta Magna 
de Estados Unidos, apuntando, en orden a los errores que dicho 
instrumento contiene, que "hasta los mismos constituyentes que 
sancionaron esa Constitución no quedaron satisfechos de su obra", 
por lo cual, agregó, no podemos ser "nosotros serviles imitadores" 
de un estatuto criticado, además, por Hamilton, Washington y 
Franklin 54. 

Y refutando la tesis corriente de que "la inamovilidad de los 
jueces es un principio inherente a la República", sostuvo que tal 
precepto no puede decirse que esté inscripto en el citado docu-
mento norteamericano porque se considerase como condición in-
dispensable de un sistema democrático, desde que allá lo único 
que se hizo fue imitarse el método británico, siendo rechazado de 
seguida. Así, "la reacción no se hizo esperar en las Constituciones 
de los Estados particulares, en las que al principio venía escrito 
el principio de la inamovilidad, vino después la reforma a estable-
cer el principio contrario —la amovilidad de los jueces—, que está 
declarada en las constituciones de California, Illinois, Pennsilva-
nia, Nueva York, Nueva Jersey, Indiana, Ohio, Connectticut, y 

53 Ibíd., t. II, pp. 911/912/913. 
54 Ibíd., t. II, p. 913. 



varias otras, la reacción tuvo lugar no solo en los Estados, como 
acabo de demostrarlo, sino en el régimen nacional. Es sabido que 
Jefferson, durante la vicepresidencia, promovió varias veces la re-
forma de la Constitución Nacional en esta parte. Jefferson deseaba 
que los jueces fuesen amovibles, que durasen cuatro años en el 
ejercicio de sus empleos y que fuesen reelectos. La aspiración de 
Jefferson no fue satisfecha, pues la Constitución no se reformó. 
Hay un escritor que dice que esta reforma no vino a operarse en 
los Estados Unidos, no porque el principio de la amovilidad re-
clamada y proclamada por Jefferson no fuese saludable, sino por-
que el Congreso desconfiaba mucho de las pasiones de Jefferson, 
pues el Congreso suponía que Jefferson era mal apasionado contra 
los miembros de la Corte; el Congreso creía que la declaración de 
Jefferson era, en cierta manera, la democracia"; pero que era con-
traria a los lincamientos de la Constitución55. 

Para redondear su pensamiento, en este terreno doctrinario, 
puesto que formuló extensas consideraciones de tipo práctico, el 
doctor Ocantos trajo "una razón (a su) juicio fundamental", pre-
guntándose lo siguiente: ¿Por qué "si en los pueblos representati-
vos todos los Poderes del país son amovibles? ¿no lo sería también 
el Poder Judicial? ¿Si el pueblo tiene el derecho, en las Repúblicas, 
de exigir la variación periódica de sus mandatarios, del Cuerpo Le-
gislativo que hace sus leyes, del Poder Ejecutivo que las ejecuta? 
¿Por qué no tendrá el mismo derecho tratándose del Poder Judicial, 
que las aplica? Se explica que en las monarquías el Juez sea ina-
movible, porque es inamovible el poder de donde emana; pero no 
se explica que en las Repúblicas sea inamovible, cuando es un po-
der igual a los demás que son amovibles según el sistema que aca-
bamos de sancionar. De otra manera sería proceder en contradic-
ción con el principio de la renovación de los Poderes que hemos 
adoptado tratándose del Poder Ejecutivo v Legislativo"56. 

A su turno, Miguel Navarro Viola, sostuvo, optando también 
por la amovilidad, "que el gran punto práctico de la cuestión resi-
día en la reelección; que ella era una garantía contra los malos jue-
ces, que de cierto no serían reelectos para los segundos períodos. 
Propuso tres años para su duración en vez de los seis del artículo, 
y acabó citando en su apoyo las Constituciones de los Estados Ame-
ricanos" 57. 

5 5 Ibíd., t. II, pp. 913/914. 
56 Ibíd., t. II, p. 915. 
w Ibíd., t. II, p. 908. Acta de la sesión del 28 de marzo de 1873. 



A partir de este discurso la discusión se tomó bastante tensa 
como muy pocas veces se dio a lo largo de cuatro años de debates, 
concluyendo "con un incidente entre los señores Ocantos, Navarro 
Viola y del Valle, en el cual se hizo moción para que este último 
fuese llamado al orden"58, según consigna el acta de la sesión, ya 
que esta parte corresponde a una de las tantas versiones taquigrá-
ficas que se extraviaron en manos del taquígrafo Camaña, de modo 
que debe estarse a la síntesis del acta. 

El convencional Adolfo Rawson pidió la palabra para replicar 
los dichos anteriores, en la inteligencia que "esta es una cuestión 
que debe considerarse solo bajo el punto de vista de la práctica y 
dejar de lado los principios fundamentales que rigen la materia", 
señalando que, en función de esa premisa operaron los estadouni-
denses, teniendo presente que "es tendencia incesante de los pode-
res públicos intervenir en los asuntos de los demás y salir de la órbita 
de sus atribuciones, por la naturaleza misma de la humanidad; en-
tonces dijeron los americanos; busquemos un Poder Judicial que 
vele por los intereses y las libertades particulares, que contenga los 
abusos de los Poderes Políticos de la Nación, y es precisamente 
este carácter especial del Poder Judicial lo que ha autorizado a los 
comentadores americanos a sostener ante todo como requisito indis-
pensable para la organización de un país republicano, que era ne-
cesario garantir a todos por la independencia del juez. La indepen-
dencia del Juez se garante, no tanto por la seguridad, por el sala-
rio, por la fórmula de su nombramiento ni por las garantías persona-
les que se acuerdan, sino principalmente por la duración de su em-
pleo mientras este Juez responde a la confianza del país, mientras 
sepa hacer justicia a sus ciudadanos, interpelando la lev y la Cons-
titución para desempeñar fielmente los deberes que le han sido con-
fiados. Así es que estas condiciones es el requisito más indispensa-
ble y esencial para la independencia de los jueces. 

Originando, enseguida, un breve incidente verbal con Navarro 
Viola, al anticipar que votaría en contra del artículo en discusión, 
'proponiendo en sustitución el que tiene la Constitución Nacional 
como lo había indicado el señor Convencional Elizalde", don Adol-
fo Rawson finalizó su discurso señalando dos facetas más de la 
cuestión, una de política práctica y otra relativa a la más alta fun-

5 8 Ibíd., t. II, p. 909. Acta de la sesión del 28 de marzo de 1873. 
59 Ibíd., t. II, pp. 918/919. 



ción jurisdiccional del Poder Judicial. En lo tocante a la primera, sos-
tuvo que si se les daba a los jueces una duración de tres años, es 
decir, el mismo tiempo que al Poder Ejecutivo y se combinaba 
esta proposición con la facultad que se le otorgaba al Gobernador 
de poseer la iniciativa en el nombramiento de los mismos, quedaría 
ello "en manos de las fracciones políticas y de los partidos que se 
disputen el triunfo en la lucha electoral", y, si bien es cierto que 
el Senado interviene en el trámite de las designaciones prestando 
su acuerdo, es innegable —afirmó—, "que han de influir también 
en el Senado las mismas tendencias y los mismos intereses que han 
influido en el nombramiento del Gobernador". En lo referente al 
ejercicio jurisdiccional, especificó que "una de las funciones más im-
portantes del Poder Judicial es la aplicación de las leyes en relación 
a su constitucionalidad o inconstitucionalidad, y si le dejamos a los 
partidos políticos la elección periódica de los jueces, es posible que 
muchas de las cuestiones en que están interesados los partidos o las 
fracciones políticas, que las leyes que la Legislatura dicte o los de-
cretos que los gobiernos expidíin contrarios a la Constitución, ten-
gan que ser llevados a juicio de esos tribunales, tribunales que no 
tendrían bastante independencia y bastante fuerza para condenar 
esas leyes o esos decretos contrarios a la Constitución, dando un 
voto de censura o de condenación al Poder Ejecutivo que, violando 
la Constitución había dado un decreto perfectamente contrario a 
ella". Puesto que, agregó, "las funciones del Poder Judicial no se 
reducen únicamente a dirimir cuestiones entre particulares, sino a 
levantar sobretodo las garantías que la Constitución acuerda a los 
ciudadanos, y es necesario que ese tribunal tenga la independencia 
necesaria para decir en todo tiempo tal decreto o tal ley que afecta 
a los intereses públicos, —o es contraria a la Constitución o es com-
pletamente nula—, porque él es la única salvaguardia que tienen los 
pueblos contra los abusos de la autoridad, el único poder que ga-
rante a los ciudadanos que jamás en ningún tiempo podrán los 
Poderes Políticos saltar sobre las conquistas constitucionales por obe-
decer a los intereses de partido, a las fracciones políticas, proce-
diendo de una manera contraria al sistema que nos rige"60. 

Como he dicho al comienzo de este acápite, esta cuestión de 
la duración restringida o ilimitada de los magistrados en sus res-
pectivos cargos, se erigió en uno de los temas más controvertidos, 
y ello resulta probado si sabemos que el artículo propuesto por la 

6 0 Ibíd., t. II, pp. 920/921. 



comisión fue rechazado por negativa de catorce sufragios contra 
once61, pasando a votarse enseguida el proyecto de Elizalde, esto 
es, que "los jueces letrados conservarán sus empleos mientras dure 
su buena conducta", el que resultó aprobado por afirmativa de ca-
torce votos contra doce, figurando ausentes veintidós convencio-
nales 62. 

J U R A M E N T O D E LOS MAGISTRADOS 

La norma formulada en el artículo 188 de la Carta de 1873 
está reproducida casi literalmente en el actual artículo 169, y se re-
fiere al juramento que los jueces de la Suprema Corte rendirían al 
asumir su alto ministerio, como asimismo el de los rangos inferiores. 

Esta cuestión del sometimiento del magistrado en forma so-
lemne a los preceptos constitucionales, en función de los trascenden-
tales deberes inherentes al empleo, fue discutida por la asamblea a 
consecuencia que en el despacho de la comisión central coordinadora 
se consignaba que los miembros del Superior Tribunal prestarían 
juramento "o promesa" de desempeñar fielmente el cargo. 

El convencional don José Tomás Guido mocionó y sostuvo en 
el recinto "que la fórmula del juramento solemne cjue deben prestar 
los jueces en el acto de recibirse ele sus augustas funciones, debe ser 
prestado de acuerdo perfectamente con la fórmula sancionada para 
el Gobernador de la Provincia, es decir, sobre los Santos Evange-
lios"63, tesitura ésta que fue respaldada por Navarro Viola, recor-
dando la actitud del ministro inglés, Gladstone' "que levantó muy 
en alto el Evangelio"64. 

En la sala de debates no se rebatieron las extensas apreciacio-
nes de Guido y las de apoyo de Navarro Viola, cuando se llamó a 
votar, el cómputo demuestra cómo fue disputado el tema, pues el 
despacho —suprimiendo la alocución 'o promesa"— fue sancionado 
por diez y seis sufragios contra trece, y cuando se votó la adición 
propuesta, esto es, que los jueces jurasen sobre los Santos Evange-
lios "fue rechazada por negativa de catorce contra quince"65; como 
se desestimó también la moción del convencional Mariano Marín en 

61 Ibíd., t. II, p. 922. 
62 Ibíd., t. II, p. 924. 
6 3 Ibíd., t. II, p. 937. 
6 4 Ibíd., t. II, p. 939. 
« Ibíd., t. II, p. 943. 



el sentido de que el juramento se hiciese "por Dios y por la Pa-
tria" 66, similar a la establecida para los legisladores. 

A renglón seguido, don Miguel Navarro Viola —que al igual 
que del Valle, no aparece firmando la Constitución sancionada—, 
señaló enfáticamente "que es demasiado lacónica la redacción de 
este juramento de los jueces, de desempeñar fielmente el cargo", 
añadiendo que los jueces malos "no son malos porque los son; ge-
neralmente las ocasiones son las que vienen a pervertir a los que 
no son caracteres eminentemente morales. Así es que las mejores 
Constituciones y las mejores legislaciones son aquella que traen re-
flexiones más prácticas y positivas, respecto al ejercicio y a las fun-
ciones de los magistrados". Y en abono de lo dicho propuso que 
a la frase "desempeñar fielmente el cargo" debía agregarse lo si-
guiente: "rechazando todo presente directo o indirecto de las per-
sonas sometidas a su jurisdicción y toda recomendación de palabra 
o escrito", oración ésta que el final no fue aceptada 67. 

Para demostrar que esa variante integradora del juramento no 
debía desecharse por trivial o insustancial, sostuvo Navarro Viola 
que "respecto de empeños de palabra o por escrito esta es una 
garantía no tan solo en favor de los que litigan, sino en favor de los 
mismos jueces", añadiendo que "puede decirse que no hay un solo 
juez que no haya recibido recomendaciones, y entonces ¿cuál debe 
ser la actitud de un magistrado que recibe cartas de recomendación 
de personas respetables, respecto de cualquier asunto? Puede ser 
que falle el asunto según su conciencia; pero puede muy bien su-
ceder que se incline en el sentido de los intereses de la persona que 
le era recomendada, y entonces se comprende cuál es la situación en 
que se colocaría ese Juez. Es por eso que decía que esta agregación 
no es solo en favor de los litigantes, sino también en favor de los 
mismos Jueces 68. 

Para afianzar aún más su ponencia, expuso en la asamblea 
algunos antecedentes extranjeros de corrupción y violaciones del 
decoro, como igualmente distintas fórmulas de juramento, entre las 
cuales destaco por lo original —aunque semejante a la de la ley es-
pañola del 15 de mayo de 1778— el que prestan los jueces ingleses, 
que viene de la época de Juan Sin Tierra, y por el que los magis-
trados se obligan, literalmente, a "repartir la justicia impar cialmente 

66 Ibíd., t. II, p. 928. Acta de la sesión del 4 de abril de 1873. 
67 ibíd., t. II, pp. 939/941. 
68 Ibíd., t. II, p. 942. 



a todos los amigos y enemigos, no faltar a este deber aún cuando el 
rey por acto directo o por orden verbal le mandara obrar de otro 
modo, y no recibir ningún honor, ninguna proposición, ningún de-
recho que no sea del rey, ni ningún presente, ni ninguna recomenda-
ción, ni ningún objeto destinado a corromperlo de personas que ten-
gan pleito, excepto comestibles y bebidas, a condición de que estos 
últimos artículos no sean de gran valor"'69. 

Pero, retornando al juramento de los jueces de la Suprema Cor-
te y los demás de la Provincia, cuyo texto actual expresado en el 
artículo 169 es reproducción casi fiél del 188 sancionado, es perti-
nente dejar por sentado, que, en virtud de lo que surge del "Actiál 
de Instalación de la Suprema Corte de Justicia", del 23 de enero 
de 1875, el Alto Tribunal que se constituía no se ajustó a la letra 
de la Constitución, ya que el Presidente, los señores Vocales y el 
Secretario procedieron a prestar juramento "por Dios y por la Patria", 
y ese mismo día al reunirse en Acuerdo Extraordinario, valiéndose 
de la facultad conferida por el citado artículo 188 (también casi 
similar en esta frase al 166 vigente), dispuso que todos los miefn-
bros del Poder Judicial debían hacerlo usando esa fórmula 70. 

Es decir, que, más allá del texto constitucional —expresión ca-
balmente mayoritaria de lo resuelto por la Convención— la Suprema 
Corte prescribió para sus miembros y secretarios, como para el reste 
de los componentes del Poder Judicial de Buenos Aires, que jurasen 
por Dios y por la Patria, quedando así consagrada por vía pretorial 
una fórmula similar a la que, con linaje constitucional, se había es-
tablecido para los Senadores y Diputados; suscribiendo tal decisión 
Manuel M. Escalada y Sabiniano Kier (convencionales renunciantes 
en 1872) y Sixto Villegas y Alejo B. González que firmaron la Cons-
titución —como tales— el 29 de noviembre de 1873. 

C O M P E N S A C I Ó N QUE G O Z A B Í A N LOS J U E C E S 

La comisión central coordinadora incluyó en su despacho una 
norma según la cual "los jueces gozarán de la compensación que 

« Ibíd., t. II, p. 941. 
70 Acuerdos y Sentencias, op. cit., p. 25, Acuerdo extraordinario del 23 de 

enero de 1875, designando la forma y el día en que deben prestar juramento 
los funcionarios del nuevo Poder Judicial. 



la ley designe, la que no podrá ser alterada sino para los electos con 
posterioridad a ésta" (Artículo 176). 

Este proyectado artículo fue defendido en el recinto por los 
señores Ocantos y Sáenz Peña; pero en última instancia fue elimi-
nado por el plenario de la asamblea. 

Quiero poner de relieve que el citado concepto fue retomado se-
tenta y seis años después, al reformarse la Carta provincial en 1949. 
En efecto, si se cotejan los artículos 185, de 1873, 188, de 1889, y 
166 de 1934, con el artículo 137 de la Constitución de 1949 se com-
probará que en este último, no sólo se afirmó expresamente la 
"inamovilidad" de los jueces letrados, el Procurador de la Suprema 
Corte y demás miembros del ministerio público, sino que fue in-
cluido como segundo párrafo del mismo, que los señores magistra-
dos "gozarán por sus servicios de un sueldo establecido por ley, el 
que no podrá ser disminuido salvo el caso en que ley lo dispusiera 
con carácter general para los demás magistrados, funcionarios y em-
pleados de la administración". 

Esta garantía, que fue eliminada en aquellos debates de 1873 
por haber sido combatida "por los señores Elizalde, Alsina, Navarro 
Viola y Montes de Oca", según reza el acta de la sesión respecti-
va71, y que, repito no existe en la Carta de 19.34 que nos rige, no 
tiende a establecer un privilegio para los señores miembros del Po-
der Judicial, sino por el contrario, apunta a consolidar definitiva-
mente la independencia de su componentes, con relación a los otros 
Poderes del Estado. 

Señores: 
Con la firma de Rufino de Elizalde, Vicente Fidel López, Dar-

do Rocha, Santiago Alcorta, Ezequiel N. Paz, Juan José Romero y 
Luis V. Varela se presentó a la Convención antes de clausurar sus 
sesiones, un proyecto enderezado a peticionar de la Legislatura "los 
fondos necesarios para conmemorar la jura de la Constitución que 
acaba de firmarse, erigiendo una estatua de bronce al doctor don 
Mariano Moreno, el primer iniciador y el primer mártir de las liber-
tades democráticas de que hoy gozamos"72. 

Al fundarlo, don Vicente Fidel López, expresó que "al estallar 

71 Debates, op. cit., t. II, p. 807. Acta de la sesión del 14 de marzo 
de 1873. 

72 Ibíd., t. II, pp. 1335/1386. 



en Buenos Aires la revolución del 25 de mayo de .1810, había un 
hombre en cuya cabeza y corazón cundían todas las ideas y prin-
cipios que acabamos de consagrar en el libro constitucional", aña-
diendo, que un pensador había dicho "que sólo aquellos pueblos 
que saben comprender y amar sus tradiciones, son los únicos que 
pueden ser libres y morales... , y puesto que vamos a establecer en 
el libro de nuestras libertades constitucionales la última forma de 
los tiempos modernos, debemos también conmemorar este hecho le-
vantando una estatua a don Mariano Moreno", palabras éstas rubri-
cadas por todos los presentes, poniéndose de pie73. 

Señores: 

Evocando también a nuestro ilustre antecesor, el doctor Maria-
no Moreno —autor del genuino plan de la revolución rioplater.se—, 
termino mi exposición sobre el Poder Judicial de Buenos Aires se-
gún la Convención Constituyente de 1870/1873. 

Al término de este acto los asistentes fueron invitados a partici-
par de un vino de hónor, servido en la Sala de Acuerdos de verana 
de la Suprema Corte de Justicia. 

73 ibíd., t. II, pp. 1351/1352. 



COMIDA DEL CENTENARIO 

En el Salón Dorado del Gran Hotel Provincial de La Plata, 
se llevó a cabo el banquete que la Suprema Corte de Justicia ofreció 
a las autoridades nacionales y provinciales concurrentes a los actos 
celebratorios de su centenario. 

Entre la asistencia al mismo, cabe destacar a las más altas auto-
ridades administrativas, legislativas y judiciales de nuestra Provincia; 
señores Presidentes y Ministros de Superiores Tribunales de Justicia 
de provincias hermanas; Jefes militares, autoridades eclesiásticas; 
Ministros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y miembros 
del Cuerpo Consular acreditados en nuestra capital. 

A los postres, el señor Presidente de la Suprema Corte y los 
señores Ministros del Tribunal procedieron a la entrega de medallas 
de oro recordatorias del centenario, a los titulares de los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo, como así también a los señores Ministros 
integrantes del Poder Administrador. 

V 

MISA DE ACCION DE GRACIAS 

Culminando los actos celebratorios del centenario del Tribunal, 
el día viernes 1G de mayo se celebró en la Iglesia histórica de San 
Ponciano, a las 11.30 horas, oficiada por el Excmo. y Revdmo. señor 
Arzobispo de La Plata, Monseñor Antonio José Plaza, una misa de 
Acción de Gracias y recordatoria de todos los magistrados, funcio-
narios y empleados del Poder Judicial ya fallecidos. 

Concurrieron a este solemne acto, funcionarios de la Adminis-
tración pública, del Poder Judicial y familiares de los funcionarios 
desaparecidos. 
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C A P Í T U L O I 

B R E V E R E S E Ñ A D E A N T E C E D E N T E S 

1 

P E R Í O D O COLONIAL 

A) El Instituto de la Real Audiencia. 

B) La Audiencia de Charcas. 

C) Primera Audiencia del Río de la Plata. 

D) Nueva erección de la Real Audiencia en Buenos Aires. 

A) El Instituto de la Real Audiencia. 

No poca importancia concedió la Corona de España a la admi-
nistración de justicia en sus colonias; prueba de ello es la preocu-
pación puesta de manifiesto, tanto al legislar para las Indias, como 
para conferirles una organización capaz de asegurar el cumplimiento 
de las leyes. En la cumbre de dicha organización, en América, esta-
ba ubicada la Real Audiencia, prestigiosa institución que sobresalía 
por su importancia jurídica y política, y que, de alguna manera, 
desarrollaba en estas tierras las tareas que cumplía el Consejo de 
Indias en la península. 

Su caracterización y trascendencia han siclo señaladas por Clo-
domiro Zavalía al expresar que "en España habían logrado un influ-
jo preponderante, no sólo porque su creador, el Rey D. Enrique II, 
dotólas de funciones y preeminencias casi ilimitadas, sino porque 
se cuidó siempre que el nombramiento de sus dignidades recayese 



en personas de tales antecedentes y empaque, que pudieran estar 
por encima de toda sospecha de soborno y en actitud de mantener 
erguida la investidura aun frente a los poderosos, ya que la tarea 
de «juzgar» los identificaba con la persona del soberano" ("Historia 
de la Corte Suprema de Justicia de la República Argentina", página 
35, edición 1920). 

B) La Real Audiencia de Charcas. 

Hacia 1559 se crea en virtud de la Real Cédula del 15 de junio, 
la Real Audiencia de Charcas a iniciativa del Consejo de Indias que 
venía bregando por su instalación desde 1551, la cual, empero, lleva-
ráse a cabo recién en 1561; siendo subordinada, la presidía el oidor 
más antiguo y su jurisdicción quedó delimitada a través de la Real 
Provisión del 29 de agosto de 1563. A partir de 1566 la provincia 
del Río de la Plata pasa a depender de ella hasta la creación de 
esta institución en Buenos Aires. (Confr. Zorraquín Becú, Bicardo, 
"Historia del Derecho Argentino', tomo I, pág. 142, edición 1969). 

C) Primera Audiencia del Río de la Plata. 

Debido a la excesiva distancia entre la ciudad de Charcas y la 
de Trinidad del Puerto de Buenos Aires, eran muy pocos los habi-
tantes de esta última que podían costear un litigio en el Alto Perú. 
Su creación tuvo por objetivo, entre otros de índole política y eco-
nómica, suprimir estos inconvenientes para " . . .que las Provincias 
del Río de la Plata, Tucumán y Paraguay, sean bien gobernadas, 
así en lo militar como en lo político, administrándose a los vecinos 
de ellas justicia con toda integridad, y atendiendo, á que respecto 
de estar tan distantes aquellas Provincias de mi Audiencia Real de 
la Ciudad de la Plata en la Provincia de los Charcas, en cuyo dis-
trito se comprendían, no podían ocurrir los vecinos de ellas a seguir 
sus pleitos y causas y á pedir se les guardase justicia en los agravios 
que se les hacían por sus Gobernadores y otras personas podero-
sas. . ." (Cédula referente al primer establecimiento de la Audiencia 
Real de las provincias del Río de la Plata, en "Ac. y Sent.", Serie P , 
Tomo I, pág. 64, ed. Of. Peuser). 

La integraban según la Real Cédula de erección del 6 de abril 
de 1661, un Presidente, que a la vez desempeñaba las funciones de 
Gobernador y Capitán General de las Provincias del Río de la Plata; 
tres Oidores, un Fiscal y los miembros necesarios para llenar las 



necesidades que motivaron su instalación, producida en 1663. Sus 
primeros miembros fueron D. José Martínez de Salazar, D. Pedro 
García de Ovalle y el Dr. D. Juan Huerta Gutiérrez, habiendo 
sido designado para actuar como fiscal, D. Diego Portales. 

Hubo de tener brevísima gestión, pues fue suprimida en 1671, 
pasando a integrar nuevamente las Provincias del Río de la Plata, 
Tucumán y Paraguay la jurisdicción de la Real Audiencia de Charcas. 

D) Nueva erección de la Real Audiencia en Buenos Aires. 

Numerosas fueron las opiniones que se elevaron peticionando 
la reimplantación de este organismo en el Río de la Plata. Así se 
sucedieron gestiones realizadas por el Cabildo y el Gobernador de 
Buenos Aires, D. Juan José Vertiz, y consultas efectuadas por la 
Corona a la Audiencia y al Fiscal de Charcas D. Thomas Alvarez 
de Acevedo y al Virrey del Perú D. Manuel de Amat, quienes se 
expidieron favorablemente. (Confr. Ibáñez Frocham, Manuel, "La 
Organización Judicial Argentina", pág. 12, ed. 1938; Ruiz Guiñazú, 
Enrique, "La Magistratura Indiana", pág. 196 y ss., ed. 1916). Asi-
mismo, el Consejo de Indias luego de haber interrogado a la Con-
taduría General y a los Fiscales del Rey, el 27 de junio de 1782 hizo 
saber a Carlos III " . . .lo conveniente que es a mi Real servicio y be-
neficio de mis vasallos, la erección de una audiencia en la Capital de 
Buenos Aires. . ." (Cédula ereccional de Segunda Audiencia en el 
Río de la Plata, en "Acuerdos y Sentencias", Serie P , Tomo I, pág. 
142); y aquél, por último, ordenó el establecimiento de la misma 
por Real Cédula del 14 de abril de 1783. Llevóse a cabo su instala-
ción el 9 de agosto de 1785 con todas las solemnidades que requerían 
las circunstancias. Ruiz Guiñazú historia este acontecimiento no esca-
timando detalles: "Juntóse como a las cuatro de la tarde el Real 
Acuerdo con los Contadores de la Contaduría de cuentas y el Ilustre 
Cabildo en la posada del Exmo. Señor Virrey y Presidente (de la 
Audiencia), que es en la Real Fortaleza, y habiéndose bajado en 
dos filas, presidiendo Su Excelencia y el Señor Regente, se incor-
poró el Canciller en la Plaza de Armas llegando hasta la ribera del 
río, dos cuadras al norte del Fuerte, cubierta la carrera con tropas 
formadas. Desembarcó de la falúa el capitán don Manuel de Trelles 
de la fragata correo LA DILIGENCIA, portador del sello, montando un 
caballo bien enjaezado guardado al estribo por dos marineros uni-
formados. Salido del agua en medio de las salvas de las Reales 
culebrinas, entregó el sello a Loreto y Real Acuerdo, pasándoselos 



estos al Canciller. El Teniente del Gran Canciller de las Indias, ves-
tido de color, y no de negro como debiera, el cual gozaba de honras 
y preeminencias, puso el sello de las armas de la corona sobre una 
almohada de terciopelo carmesí con galones de oro y borlas en los 
ángulos. Tomando dos de éstas los Alcaldes ordinarios José A. Ibáñez 
y Juan Antonio Lezica, se volvió la comitiva hacia la Real Audien-
cia, llevando el Canciller el cojín sobre sus extendidas manos, debajo 
de palio, cuyas seis varas portaban los Regidores, Seguían el Real 
Acuerdo bifurcado; en una columna, a la izquierda del palio, presi-
día el Márquez; en la otra, la de la derecha el flamante Regente. 
Rompió la marcha el cortejo, al son de música militar, saludaron las 
banderas, tronaron los cañones; y, pasando por debajo del Arco 
triunfal, entró el concurso a la sala del Real Acuerdo. Depositóse el 
sello y retiróse la concurrencia' (ver op. cit. pág. 210). 

En la Real Cédula de erección se señala que tendrá " . . . por 
distrito la provincia de este nombre (Buenos Aires) y las tres del 
Paraguay, Tucumán y Cuyo. . . " (Cédula ereccional de la Segunda 
Audiencia en el Río de la Plata, en "Ac. y Sent.", Serie ya cit.) y 
" . . . que la nueva Audiencia se componga del Virrey como presi-
dente, de un Regente, cuatro Oidores y un Fiscal.. ." (ob. y loe. 
cit.). Existían otros funcionarios como los relatores nombrados por 
el presidente, éstos hacían las veces de secretarios, recibían las prue-
bas que se producían, encauzando el proceso y facilitando el estudio 
de las causas a los oidores. También formaban parte de la Audien-
cia los escribanos de cámara quienes debían ordenar las pruebas, 
notificar a los fiscales de los procesos, controlar los poderes y certi-
ficar los autos. Además eran secundados por los alguaciles mayores, 
abogados, receptores, procuradores, visitadores generales y jueces de 
bienes difuntos. 

Sus atribuciones, que eran sin duda amplias, comprendían fun-
ciones de gobierno, de administración y de hacienda, conformando 
una institución tanto política como judicial. Actuaba a veces como 
órgano de consulta del Rey o del Virrey; con éste y funcionarios de 
la Real Hacienda decidía cuestiones de gobierno, y en caso de acefa-
lía o impedimento del Virrey lo reemplazaba, tal como sucedió cuan-
do fue destituido Sobremonte. 

Como Tribunal de Derecho cabe destacar la diversidad de su 
competencia, pues entendía en grado de apelación en las causas sen-
tenciadas por los gobernadores, alcaldes mayores y otros magistra-
dos del territorio; conocían en primera instancia en los " . . .casos de 



Corte en las causas criminales que sucedieron en la Ciudad, Villa, ó 
villas donde residieron (los Oidores)" y en los casos de fuerza falla-
dos por jueces eclesiásticos. 

Además, ha de señalarse que tenían la facultad de revisar los 
actos de gobierno ejecutados por el Virrey que causaren perjuicio 
a terceros, como así también las decisiones emanadas del Tribunal 
de cuentas, constituyendo por lo tanto, lejano antecedente de suerte 
de tribunal contencioso administrativo. 

Así, los oidores junto con el presidente integraban un cuerpo 
colegiado que decidía en última instancia cuestiones civiles o crimi-
nales, debiendo ser acatadas sus sentencias como si provinieran 
del Rey. 

Sujetos a una severa disciplina, acota Galletti que "tanto el pre-
sidente, como los oidores y los demás funcionarios estaban someti-
dos a un estricto control de su vida pública y privada, con el objeto 
de lograr la mayor probidad e imparcialidad en el ejercicio de sus 
funciones; no debían poseer casas, chacras, estancias, huertos ni 
bienes, ni sembrar trigo y maíz; sus esposas no podían intervenir en 
negocios propios o ajenos ni recibir dádivas. No podían contraer 
matrimonio en el distrito donde ejercían sus funciones ni tampoco 
podían hacerlo sus hijos o hijas". ("Historia Constitucional Argen-
tina", pág. 120, vol. I, Ed. Platense, 1972). 

La labor de la Audiencia dejó huellas perdurables en el Río de 
la Plata, a tal punto que no sólo sobrevivió a los primeros tiempos 
de los gobiernos patrios, sino que sus rasgos esenciales se mantuvie-
ron en la institución que más tarde la reemplazaría. 

2 

PERÍODO Y ANTECEDENTES PATRIOS 

A) Disposiciones de la Primera Junta. 

B) Reglamento de Institución y Administración de Justicia 
de 1812. 

C) Reglamento de 1813. Estatutos de 1815 y 1817. Modificacio-
nes posteriores a 1829. 



A) Diposiciones de la Primera Junta. 

Producida la Revolución de Mayo de 1810, la Real Audiencia 
subsiste. La primera disposición referente a la Justicia del gobierno 
patrio, es el art. 7 del Reglamento del 25 de mayo, que introduce 
una limitación a la Junta vedándole absolutamente "ejercer el poder 
judiciario el cual se refundirá en la Real Audiencia, a quien pasarán 
todas las causas contenciosas que no sean de gobierno"; este esbozo 
de separación de funciones no siempre fue respetado, debido en 
gran medida a la necesidad de afianzar la Revolución, pues las des-
inteligencias entre los proceres de Mayo y los integrantes de la Real 
Audiencia, entre otros motivos, comprometían su éxito. 

La Junta puso fin a esta situación separando a los Oidores de 
sus cargos y embarcándolos con el Virrey Cisneros rumbo a las islas 
Canarias. Sólo quedó en funciones el Regente Muñoz y Cubero, 
quien junto a los doctores José Darragueira, Vicente Echevarría y 
Pedro Mediano como Oidores y el Dr. Simón Cossio como Fiscal 
fueron designados para integrar la Real Audiencia el 22 de junio de 
1810. Estos son los primeros jueces criollos, de quienes comenta 
Ricardo Levene que " . . .fueron todos ellos egresados de la Univer-
sidad de Charcas o Chuquisaca y se destacaron como juristas y 
hombres públicos. Se cumplía uno de los fines de la Revolución, 
reivindicándose el prestigio de los abogados criollos, la gran mavoría 
de ellos al frente del movimiento de Mayo, abogados contra quienes 
se habían dictado resoluciones de algunos organismos y aun leyes 
de Indias que afectaban su dignidad". ("Historia del Derecho Ar-
gentino", tomo IV, pág. G6, Ed. 1948). 

B) Reglamento de Institución y Administración de Justicia de 1812. 

Esta situación persiste hasta la sanción del Reglamento de Insti-
tución y Administración de Justicia del 23 de enero de 1812, que 
introduce importantes modificaciones. En sus considerandos se decla-
ra: "Cuando los hombres consagran todos sus afanes a la defensa 
de su libertad, consideran esta preciosa prerrogativa como el medio 
necesario para llegar a la felicidad que es el fin de sus desvelos, de 
sus deseos y de sus sentimientos. Para lo primero basta rechazar con 
valor los esfuerzos de la tiranía, para lo segundo es indispensable 
mejorar nuestras instituciones políticas". 

"Persuadido el gobierno de que ambos objetos forman el punto 
a donde deben dirigirse todos sus conatos, ha tratado en medio de 



los grandes negocios que le rodean dar un paso a la reforma de 
nuestros establecimientos civiles, y simplificando la administración 
interior, hacer que los pueblos empiecen a gustar de los frutos de 
su libertad naciente. Tribunales numerosos, complicados, e instituí-
dos para colocar y sostener en la mayor elevación a los agentes del 
despotismo, y a las Provincias en una gravosa dependencia, no son 
ya los que convienen a unos pueblos libres y virtuosos". 

"No hay felicidad pública sin una buena y sencilla administra-
ción de justicia, ni ésta puede conci'liarse sino por medio de magis-
trados sabios que merezcan la confianza de sus conciudadanos". 
("Reglamento de Instituciones y Administración de Justicia del Go-
bierno Superior de las Provincias Unidas del Río de la Plata", en 
"Acuerdos y Sentencias' Serie Primera, Tomo I, pág. 144). 

Crea como "Tribunal Supremo de Justicia" una Cámara de Ape-
laciones sustituyendo así a la Real Audiencia. Según el art. 13, "la 
Cámara se integrará por cinco individuos, tres de ellos letrados, y 
dos vecinos sin esta calidad; pero con las precisas de buen juicio, 
costumbres y opinión y todos cinco empeñados en sostener la li-
bertad de su patria" (ob. y loe. cit.). Además se designaba un agen-
te de Cámara con las mismas atribuciones ejercidas por los fiscales 
de la Audiencia. 

Eran designados por el Gobierno Superior y duraban en sus 
funciones dos años pudiendo ser reelectos, quedando sujetos al 
juicio de residencia. La presidencia era ejercida por uno de sus 
miembros, debiendo rotar cada cuatro meses y cuyas funciones eran 
cuidar "la policía interior del cuerpo, pureza y exactitud en las fun-
ciones respectivas de los subalternos" (ídem). 

Su competencia quedaba determinada por el mismo Estatuto y 
comprendía de acuerdo al art. 25 "las instancias de apelación, se-
gunda suplicación, recursos ordinarios y extraordinarios por injus-
ticia o nulidad notoria, fuerzas eclesiásticas, y demás que por las 
leyes y ordenanzas han podido y debido conocer las audiencias y 
chancillerías de América, y en las causas criminales a más de la ape-
lación y suplicación, podrá votar o conocer en consulta" (íbidem). 

El despacho de la Cámara estaba ubicado en las "Casas Con-
sistoriales" en el edificio del Cabildo, lugar que ocupaba la anti-
gua Audiencia, y habiéndose instalado con las solemnidades de rigor 
inició sus funciones el 27 de enero. Para integrarla, el Gobierno 
Superior designó en un artículo del mismo Estatuto (art. 40) a D. 
Juan Luis de Aguirre, D. Francisco del Zar, D. Tomás Valle, D. Ga-



bino Blanco y a D. Hipólito Vieytes como jueces y a D. Tomás Sán-
chez de Bustamante como Agente. 

C) Reglamento de 1813. Estatutos de 1815 y 1817. Modif icaciones 
posteriores a 1829. 

Pocas variantes introdujo el Reglamento de Administración de 
Justicia dictado por la Asamblea General Constituyente del año 1813. 
Dispuso que integraran la Cámara cinco miembros, debiendo ser 
todos ellos letrados con la salvedad que por esa única vez el Go-
bierno designaba a sólo dos con aquella calidad; adoptó el princi-
pio de inamovilidad de los jueces ya que los mismos perdurarían 
en sus funciones mientras observaren buena conducta. En cuanto al 
Agente Fiscal, lo dotó de voto " . . .en caso de discordia, y en el que 
no haya sido parte". Le otorgaba a la Cámara el tratamiento de 
"Señoría"; en cambio, a sus componentes ,el de " . . .usted llano". 

Producida la Revolución Federal del 15 de abril de 1815 y es-
tablecida por el Cabildo de Buenos Aires la Junta de Observación, 
que poseía facultades legislativas y constituyentes, se dicta el Esta-
tuto Provisorio el 6 de mayo del mismo año. 

En la parte referida a la administración de justicia, sienta como 
enunciado fundamental el principio de independencia del Poder Ju-
dicial al prohibir toda intervención del Director Supremo, salvo los 
casos previstos por el Estatuto. 

Innova a su vez, en la elección de los Jueces letrados de la Cá-
mara de Apelaciones, quienes debían ser elegidos por el Ejecutivo 
de la terna elevada por el cuerpo de abogados del foro; para ser vo-
cal, se requería ser mayor de 25 años, con seis años de antigüedad 
en el ejercicio de la profesión de abogado (Ibáñez Frocham, Op. Cit. 
pág. 71). 

Su competencia no se alteró sustancialmente; sólo agregóse a la 
existente, el conocimiento de los recursos de nulidad e injusticia no-
toria contra las sentencias del Tribunal del Consulado. 

Trasladado el Congreso que declarara la independencia en Tu-
cumán, a Buenos Aires en setiembre de 1316, prosigue sus delibe-
raciones al año siguiente y sanciona el 3 de diciembre de 1817 el 
Reglamento Provisorio que se elaboró en base al Estatuto de 1815. 

Introduce una variante en la forma de designación de los inte-
grantes de la Cámara de Apelación, ya que si bien sigue siendo 
el Director Supremo quien los nombra, la nómina de ahora cuatro 



letrados, le será proporcionada por el mismo tribunal y no por los 
abogados del foro. 

En lo que hace a sus atribuciones, el Reglamento Provisorio 
las extiende el juzgamiento de las apelaciones contra las sentencias 
de los Intendentes Gobernadores de Provincia en las causas de con-
trabando y asuntos y negocios de hacienda. 

Producida la crisis del año 1820, la Honorable Junta de Repre-
sentantes de Buenos Aires dio a la provincia una ley por la cual 
se disuelve el Cabildo y se reorganiza la justicia de primera instan-
cia y la alzada de provincia. La reforma imponía la justicia letrada 
con jueces rentados y permanentes. En cuanto a la Cámara de Ape-
laciones, no sufrió modificación de importancia en el lapso transcu-
rrido entre 1817 y 1829, salvo que por las especiales circunstancias 
de la época, redújose su competencia territorial al ámbito de la 
provincia. 

Recién en 1830, por decreto del 5 de marzo se modifica el 
órgano; ello así, como quiera que se eleva el número de sus inte-
grantes a siete. Posteriormente, en 1832, se dispone que el ejercicio 
de la presidencia sea anual, siendo su titular designado por el go-
bernador a principio de cada año. 

No obstante, por decreto del 8 de agosto de 1853, se reducirá 
nuevamente a cinco el número de aquellos componentes. 

- 3 -

P E R Í O D O INSTITUCIONAL 

A) La Constitución de 1854. 

B) La Constitución de 1873. 

A) La Constitución ele 1854. 

Después de Caseros, la Confederación se dio a la tarea de or-
ganizar institucionalmente a la Nación. Para ello, luego de la mi-
sión que Urquiza encomendara a Bernardo de Irigoyen a fin de 
lograr la participación de las provincias, éstas se reúnen en San Ni-
colás el 20 de mayo de 1852 y sobre la base del Pacto Federal de 



1831 declaran la necesidad de la instalación de un congreso a efec-
tos de dar cumplimiento al art. 16 del mencionado pacto, es decir 
"arreglar por medio de un Congreso general federativo la admi-
nistración general del país bajo el sistema federal, . . . " ; esto así, 
el 31 de mayo del mismo año. 

Posteriormente, Buenos Aires que había estado en el acuerdo 
por intermedio de su gobernador, el Dr. D. Vicente López y Planes 
ex integrante de la Cámara de Justicia, destituye al Gral. Galán, 
delegado de Urquiza en la provincia, el 11 de setiembre de 1852. 
Valentín Alsina asume la gobernación y reabre la legislatura que 
había sido disuelta por el Director Provisorio, mientras que el 20 
de noviembre comienzan a reunirse en Santa Fe los representantes 
de doce provincias a los que luego se unen los diputados por San 
Juan; obviamente, sin la presencia de Buenos Aires. 

Poco después, el Gral. Lagos se pronuncia contra la política 
de secesión de la provincia; pero luego del sitio que sometió a la 
ciudad, fue derrotado en julio de 1853 al entregarse la escuadra de 
la Confederación en el puerto. 

Entre tanto, en Santa Fe, el 1° de mayo se sancionaba la Cons-
titución Nacional. Dueña ahora Buenos Aires de todo el territorio de 
la provincia, rechaza la carta de Santa Fe y se apresta a otorgarse 
un texto fundamental. A tal efecto su legislatura se transforma en 
constituyente y luego de renovar parcialmente sus miembros, en-
comienda el 17 de octubre a una comisión de siete diputados inte-
grada por Valentín Alsina, Miguel Estévez Saguí, Nicolás Ancho-
rena, Manuel M. Escalada, Carlos Tejedor, Mariano Acosta y Eusta-
quio Torres la redacción de un proyecto, la que después de con-
cluir su labor, lo entregó al Congreso y éste comenzó a tratarlo el 
2 de marzo, siendo "a posteriori' sancionado, el 11 de abril de 1854. 

Básicamente, en su art. 1", declaró que "Buenos Aires es un 
estado con el libre ejercicio de su soberanía interior y exterior, 
mientras no la delegue expresamente en un Gobierno Federal"; y 
en relación al Poder Judicial, en su sección sexta expresaba que 'es 
independiente de todo otro en el ejercicio de sus funciones" (art. 
118), consagrando de tal manera el principio de división de pode-
res que ya afloraba en las disposiciones de la Primera Junta según 
se puntualizara oportunamente. 

A pesar de que delegaba en una ley posterior la organización 
del poder judicial, en diversos artículos menciona al Tribunal Supe-
rior de Justicia y lo ubica en la cúspide de la organización judiciaria. 



La competencia del Tribunal la defiere el art. 123 a las leyes 
existentes y a las que posteriormente se dictaran; por manera que 
sus atribuciones no eran otras que las que emanaban del Regla-
mento de 1817, último texto legal que continuaba vigente a esa fe-
cha y que discernía las funciones de la Cámara de Apelaciones ahora 
y así fenecida. De tal suerte, este Superior Tribunal ahora creado 
en 1854, viene a entroncarse en una inocultable vía filiatoria, con 
aquella tradicional institución del derecho indiano que fue la Real 
Audiencia, como quiera que el mencionado Reglamento, tal cual se 
recordará, confería a la Cámara las mismas facultades que tenía 
aquélla. 

La Carta de Buenos Aires le atribuía además al Tribunal el 
poder de superintendencia y disponía que por un Tribunal especial 
que se crearía por ley se resol. ieran "las causas contenciosas de 
hacienda que nacen de contratos particulares y el gobierno..." 
(art. 128). 

Recién el 28 de setiembre de 1857 una Asamblea general del 
Senado y la Cámara de Representantes sanciona la ley a que hace 
referencia el art. 118 de la Constitución. Dispuso que el Superior 
Tribunal de Justicia se integrara con diez jueces y un fiscal, actuan-
do dividido en dos salas, una civil y otra criminal, quienes cono-
cerían en las apelaciones intentadas contra las sentencias dictadas 
en primera instancia. En caso de que cualquiera de las salas la 
confirmara, no se admitía ningún nuevo recurso. Si una sala revo-
caba la resolución del inferior, restaba aún un nuevo recurso por 
ante la otra sala; y, en los casos criminales en donde no se inter-
pusiera este último, conocía ésta en carácter de consulta. 

Al hablar del Tribunal en pleno, Levene expresa que éste se 
componía "por lo menos de siete jueces y conocería: 

1° De todo recurso de apelación que se interpusiese de resolu-
ciones del gobierno en asuntos con particulares, mientras no se es-
tableciese el Tribunal especia! a que se refería el art. 129 de la 
Constitución; 

2 9 De los recursos de fuerza y protección de los tribunales y 
juzgados eclesiásticos; 

3° De los negocios contenciosos pertenecientes al Patronato de 
las Iglesias; 

4° De la superintendencia de toda la administración de jus-
ticia. 



El presidente del Tribunal conocería de las competencias que 
se suscitaban entre la jurisdicción ordinaria y mercantil y entre 
los jueces de primera instancia en lo Civil y Criminal en los casos 
de disenso y licencias para contraer matrimonio los menores de 
edad". (Op. cit. Tomo X, pág. 108). 

La primera integración del Tribunal estuvo compuesta por 
Juan José Cernadas, Domingo Pica, Francisco de las Carreras, Ba-
silio Salas, Andrés Somellera, Tiburcio de la Cárcova, Juan José 
Alsina, José Antonio Acosta, Benito Carrasco, y Angel Medina, sien-
do secretarios Pedro Calleja de Prieto y Tomás Castro. ("Acuerdos 
y Sentencias" Serie, Tomo I, pág. 258). 

B ) La Constitución de 1873. 

Después de Cepeda y firmado el Pacto de San José de Flores 
el 11 de noviembre de 1859, la Legislatura de Buenos Aires designa 
el 25 de diciembre los encargados de revisar la Constitución Na-
cional de 1853. Abierta las sesiones el 6 de enero de 1860 se nom-
bra una comisión integrada por Mitre, Mármol, Sarmiento, Vélez 
Sárfield, y Cruz Obligado, que se expide el 3 de abril, aprobándose 
las modificaciones a proponerse en la Convención Constituyente de 
Santa Fe, el 11 de marzo del mismo año. 

Luego del Pacto complementario del 6 de junio se reúne la 
Convención el 14 de setiembre, en la que participan doce diputadoá 
por Buenos Aires. Allí se designa a una Convención "ad hoc" forma-
ida por Mariano Fragueiro, Valentín Alsina, Domingo F. Sarmiento, 
José Benjamín Gorostiaga, Francisco de las Carreras, Carlos Bou-
quet, Marcos Paz y Nicasio Oroño, quienes elevan a la Convención 
Constituyente, reunida el 23 de setiembre, las reformas propuestas, 
siendo sancionada por ésta dos días después y promulgada por 
Buenos Aires el 2 de octubre, y posteriormente jurada por la pro-
vincia el 2-1 del mismo mes. 

Estos sucesos motivaron que Buenos Aires tuviera que adaptar 
su Ley Fundamental a la Constitución que acababa de acatar. Sin 
embargo, pasaron diez años antes que se llevaran a cabo eleccio-
nes de convencionales. 

Recién en 1870 fueron elegidos e iniciaron las sesiones el 21 
de mayo a efectos de aprobar los poderes presentados y realizar 
la elección de presidente que recayó en Manuel Quintana, lleván-
dose a cabo la instalación solemne el 23, nombrándose las comi-
siones encargadas de elaborar los distintos proyectos. 



Refiriéndose a los debates que se llevaron a cabo Luis V. Va-
rela expresa: ". . .son modelos de erudición y de talento, viéndose 
en todos el noble propósito de dotar al país de las instituciones me-
jores y más avanzadas sin que intenciones preconcebidas o prejui-
juicios partidistas apareciesen jamás mezclados a las discusiones más 
elevadas y trascendentales.". ('Plan de Reformas a la Constitución 
de Buenos Aires", Tomo I, pág. 13, La Plata, 1907). 

La Constitución quedó por fin sancionada el 29 de noviembre 
de 1873 siendo posteriormente promulgada el 16 de diciembre de 
ese año. 

En la sección quinta reservada al Poder Judicial se establece 
que éste " . . . será desempeñado por una Suprema Corte de Justi-
cia, Cámaras de apelación y demás tribunales, jueces y jurados 
que esta Constitución establece V autoriza, consultando la descen-
tralización posible en su jurisdicción territorial y en la de su com-
petencia por la materia o naturaleza de las causas que dan origen 
al procedimiento"; mientras que en la sección novena relativa a 
disposiciones transitorias el art. 216 ordena que la legislatura dicte 
la ley orgánica. 

No obstante, en la disposición siguiente se prevé el caso de 
que no se dicte la ley antes del 1" de marzo de 1874, dándose las 
pautas para la integración del Tribunal y, así propio, que "la Su-
prema Corte se establecerá en la capital de la provincia con cinco 
jueces y un secretario que deberá ser letrado y nombrado en la mis-
ma forma que los miembros de la Corte". 

La presidencia del cuerpo "se turnará anualmente entre sus 
miembros, principiando por el de mayor edad". 

Sus primeros integrantes fueron Manuel Escalada, Sixto Ville-
gas, Alejo B. González Garaño, Sabiniano Kier y Andrés Somellera, 
quienes se instalaron y juraron el 23 de enero de 1875, actuando co-
mo secretario Aurelio Prado. Inmediatamente su Presidente Ma-
nuel María Escalada da cuenta del acto al Poder Ejecutivo; la nota 
publicada en el "Rejistro (sic) Oficial de la Provincia de Buenos 
Aires" del año 1875, en la página 14 expresa: 

"El Presidente en ejercicio de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Enero 23 de 1875. 

Al Excmo. Poder Ejecutivo de la Provincia. 

Tengo el honor de poner en conocimiento de V.E. que hoy á 



la una de la tarde ha tenido lugar la instalación de la Suprema 
Corte de Justicia de la Provincia, acompañando copia del acta 
respectiva. 

Por acuerdo de esta fecha se ha designado la misma hora el 
lunes 25 del presente para que presten juramento los miembros de 
las Cámaras de Apelación, Fiscales y demás majistrados (sic) y 
funcionarios del Departamento de la Capital, así como los Presi-
dentes de las Cámaras de Apelación de los Departamentos de cam-
paña. 

Dios guarde á V.E . 

Manuel María Escalada." 



C A P Í T U L O I I 

TRAYECTORIAS CONSTITUCIONALES Y ESTABLECIMIENTO. 
EVOLUCION DE COMPETENCIAS Y ATRIBUCIONES DE LA 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

I . INTRODUCCIÓN 

A) La raíz histórico-constitucional. 

No resulta excesivo aseverar que la Suprema Corte de la Pro-
vincia de Buenos Aires irradió sabiduría y paciencia constructiva, 
en el curso del último cuarto de siglo precedente, dentro ele la 
constelación institucional que debió darse el Estado provincial, a 
la luz de la concepción federalista. 

Las provincias, que preexistieron a la Nación, asegurada la 
unicidad y coherencia de la federación, debían tornar positivas las 
facultades, que según la técnica empleada, reservaban privativa o 
concurrentemente con el Poder central. Así propio, como que se tra-
tó de la coronación de un proceso histórico-jurídico de reencuentro 
e integración formativa, bien pudo Alberdi —conceptuado por Da-
na Montano, como el coautor y máximo inspirador del proceso ("La 
constitución de 1853 y sus autores e inspiradores", 1943, pág. 14)— 
delinear con gran sentido de la realidad el cuadro de la situación 
y sus perspectivas: "Luego de una lucha estéril alimentada por lar-
gos años, los protagonistas buscan hoy una fusión que abrace y 
concilie las libertades de cada provincia, y las prerrogativas de toda 
la Nación, solución inevitable y única, que resulta de la aplicación 
a los dos grandes términos del problema argentino —la Nación y 
las Provincias— de la fórmula hoy llamada a presidir la política mo-
derna, que consiste en la combinación armónica de la individuali-



dad con la generalidad, del localismo con la Nación, o bien de la 
libertad con la asociación; la ley natural de todo el cuerpo orgánico 
sea colectivo o sea individual, llámese Estado o llámese hombre; 
según la cual tiene el organismo dos vidas, para decirlo así, una de 
localidad y otra general o común, a semejanza de lo que enseña la 
fisiología de los seres animados... ("Bases y puntos de partida 
de la Organización Política de la República Argentina" en "Orga-
nización de la Confederación Argentina", t. I, cap. XVII, pág. 83). 

Ahora bien: cierto es que para que los fundadores del Estado 
general dieran los últimos toques a la dificultosa obra institucional 
que debe culminar en los años que van desde 1854 a 1880; para 
que madurasen los frutos de la Convención Constituyente Provin-
cial de 1870/73, donde se establecieron los cimientos de formación 
y consolidación, habrían aún de advenir ásperos episodios, demo-
rándose el finiquito de confüctivas situaciones. Recién en 1880, re-
sueltas la "cuestión Capital", una nueva crisis de la sucesión presi-
dencial y la integración de Buenos Aires, sus hombres y sus ideas, 
podrá decirse "que el destino quiso que no fuera estéril lo ocurrido 
y que por encima de las pasiones del momento se afirmara depu-
rada la unión definitiva de todos los argentinos". (Asamblea Cons-
tituyente Argentina, t. VI, pág. 4 y págs. 519 y sigs. publ. por Ins-
tituto de Investigación Histórica, dirig. por Emilio Ravignani). 

La derrota de Buenos Aires, en la Batalla de Cepeda no es otra 
cosa que el eclipse de la Constitución de rasgos segregacionistas 
dictada por aquel Estado en 1854, y severamente impugnada por 
Alberdi entre otros; pero también la neutralización de todo intento 
separatista. (Zavalía, Clodomiro: "Lecciones de Derecho Público 
Provincial", 2da. Ed. Bs. As. 1937, págs. 498 y sgtes.). 

"En el Pacto del 11 de noviembre de 1859 —expresan Heras y 
García, en un análisis restrospectivo que parte de los resultados jurí-
dico-políticos— no hubo imposición ni sometimiento, sino encuentro 
de dos políticas rivales que desde 1852 se habían disputado la he-
gemonía nacional. Fueron ellas la política del Acuerdo de San Ni-
colás de los Arroyos, y la política de la Revolución del 11 de sep-
tiembre reflejada en el Pacto de San José de Flores. La primera 
legó al país la Constitución de 1853; la segunda perfeccionó la obra 
con la Reforma de 1860. Ambas se enfrentaron y mantuvieron por-
fiada lucha sin diferir en el fondo acerca de la solución de los 
grandes problemas de la organización nacional. Ambas fueron fe-
derales, pero nutridas en distintas corrientes históricas debieron lu-



char fatalmente, dando un cáliz singular a este apasionante período 
de nuestra historia política": ("Introducción a Universidad Nacio-
nal de La Plata. Reforma Constitucional de 1860, Textos y Docu-
mentos"). 

En el seno de la Convención provincial que se congrega como 
inmediata consecuencia del Convenio de Unión celebrado entre la 
Confederación y Buenos Aires, la Constitución Nacional de 1853 
fue revisada por una Comisión integrada por los convencionales 
Bartolomé Mitre, Dalmacio Vélez Sarsfield, José Mármol, Antonio 
Cruz Oligado y Domingo Faustino Sarmiento. El informe produci-
do constituirá el fundamento de las Reformas que en definitiva apro-
baría la Convención Nacional "ad-hoc', con lo cual habrá de que-
dar "salvado el principio de soberanía, desde que Buenos Aires po-
nía en ejercicio el mismo derecho que usaron las Provincias en 
1853, patentizando así su libertad de acción por medio de la pro-
posición de Reforma y de la Reunión de una Convención Nacio-
nal". (Heras, Carlos y García, Carlos F., op. cit., pág. 41). 

En este punto se consolida en forma definitiva la composición 
del cuerpo nacional, donde concluían los Estados autónomos, con 
una definitiva distribución de poderes, competencias y facultades, 
que cobraron realce y se precisaron a lo largo de la centuria. 

B) El contexto político y socio-económico. 

¿En qué espacio; dentro de qué clima debieron impartir jus-
ticia los primeros integrantes de la Suprema Corte de la Provincia 
de Buenos Aires? ¿Eran de menor cuantía los problemas sobre los 
que debían echarse los fundamentos de una sociedad que anhelaba 
vivir con ajuste a la ley? 

Acaso la Provincia ostente el primado de la continuidad en la 
obra conquistadora y fundadora de, España, a partir de 1810. Dé-
cadas transcurrirán durante las cuales los indios asuelan las comar-
cas de aquélla; si Callfucurá encabeza miles de lanzas, feroces prín-
cipes suyos serán Namucurá, Pincén y Mariano, Aún después de su 
muerte en 1875, bárbaros malones azotan el Azul y jaquean a im-
portantes contingentes militares. Sólo en 1890, antes de asumir la 
Presidencia, Julio A. Roca, atravesando los ríos Negro y Colorado, 
desmantelaría para siempre el imperio de ranqueles y araucanos. 

En 1869, el primer censo nacional arroja una población de 
1.877.490 habitantes, de los cuales el 25 % es absorbido por la Pro-
vincia de Buenos Aires; sólo un 20 % son alfabetos. 



En 1870 es derrotado en Cerro Corá Francisco Solano López y 
escuadrones argentinos ocupan territorio paraguayo. Ello, luego de 
los combates de Humaitá, Curupaytí y Tuyutí, y en medio de vio-
lentas críticas políticas, deserciones, levantamientos de las montone-
ras y descontento popular. 

La ciudad conocía el terror. Ya habían perecido en 1867 más 
de 9.000 personas víctimas del cólera. Pero en 1871 se reaviva el bro-
te de fiebre amarilla con focos en el Bajo Belgrano y San Telmo: 
más de 13.000 muertos obligan a la apertura del Cementerio de la 
Chacarita. 

En momentos en que el país expandíase en sus fronteras inte-
riores, entra a raudales en él una inmigración de soldados-colonos 
de la Legión italiana, de vascos, daneses y holandeses, gallegos, 
checos y eslovenos, que se difunden por doquier. Vale unir a ello 
el surgimiento de técnicas nuevas, y todo favorecerá la tenencia de 
la tierra en privilegiados latifundios. Los libros de marcas de vacas 
y ovejas, permitirían rastrear la propiedad clel suelo. 

Mientras se instala la Sociedad Rural en 1867, y en 1870 una 
industria incipiente materializa la inauguración de la Primera Ex-
posición de Maquinaria Agrícola e Industrial, comienza a pronun-
ciarse como un sistema arterial el abanico de vías férreas hacia Ro-
sario, Córdoba y Tucumán. Esto por un lado; que de otro, se habla 
ya de un Observatorio Meteorológico, de un Museo de Historia Na-
tural, de los Jardines Zoológico y Botánico, de un Colegio Militar. 

Pero en tanto López Jordán reitera la rebeldía de su caballería 
entrerriana contra Sarmiento y se multiplican los conflictos intesti-
nos; mientras Chile formula ásperas reclamaciones y se establece 
en Magallanes —ensayando exigencias sobre la Patagonia; se fundan 
mil escuelas y salen los primeros embarques de trigo. 

Se aprueban los Códigos y la Ley de Contabilidad; se esta-
blece la primera hilandería y una encuesta, determina que en 1876 
son quince las máquinas trilladoras que es dable hallar en las co-
lonias agrícolas. 

Se adoquinan las calles céntricas y se inaugura el Puerto de 
Buenos Aires en 1882. Antecedentemente en 1869 se había establecido 
el primer telégrafo entre Buenos Aires y Rosario; ya se menciona el 
teléfono, y de pronto, arriba en 1877 el primer barco frigorífico que 
con sus métodos de enfriamiento de carnes, revolucionará la his-
toria exportadora de la Provincia. 



En medio de la exultación también se conocen las crisis econó-
micas; así en 1S75 la deuda con Inglaterra acreciéntase en forma 
inquietante; las exportaciones disminuyen, tanto como se rebajan 
los sueldos y se multiplican las cesantías. En ese mismo momento 
se reiteran las ediciones de un "libro raro", el "Martín Fierro" que 
no había convencido a los sectores cultos; pero que a poco, "ya 
se vendía en los almacenes de campaña, junto con los fósforos, la 
cerveza y la sardina". 

En 1880 Avellaneda declarará la intervención de Buenos Aires, 
y la escuadra bombardea Retiro. Se obliga a renunciar a Carlos 
Tejedor. El Congreso Nacional reunido en la Municipalidad de 
Bclgrano sanciona el 21 de septiembre la ley que convierte a Bue-
nos Aires en Capital definitiva, conviviendo por un tiempo en extra-
ña hermandad las autoridades nacionales y provinciales, incluso las 
judiciales. A poco, levantaráse como por ensalmo La Plata, la ciudad 
cuyo trazado fue considerado el más avanzado del mundo, luego de 
haber cedido el territorio de la "Gran Aldea" saturado de historia 
y tradición. 

Allí, en ese clima, dirimían conflictos de poderes, y contornea-
ban los derechos de cada hombre; organizaban la vicia civil y fami-
bar y el uso de la propiedad ,argentinizando un estilo peculiar de 
libertad constitucional nato, intrínseco, los hombres de la primera 
época de la Corte. 

También la sociedad y sus gustos, tanto como sus hábitos, se 
habían modificado. Se iba a trabajar en tranvías a caballo: se corrían 
elegantes carreras; hacían sus primeras armas los musculosos maestros 
del deporte traídos de Inglaterra; se fumaba cigarrillos turco-ame-
ricanos y la moda tiranizaba con dolientes contricciones los pies y 
la cintura de las damas. 

Crisis, exultación, luchas intestinas; revolución inacabable en 
los métodos de j)roducción y comercialización, el indio cruel, expan-
sión; la introducción de sangre y hábitos europeos y el choque de 
costumbres y conceptos sobre libertad, vida social, propiedad, ca-
racterizaban la época. 

En ese contexto vivía, trabajaba y forjaba una herencia secular, 
la Corte de la Provincia de Buenos Aires. 

C) Esbozo metodológico. 

Desde sus orígenes, y salvadas ciertas particularidades, la Corte 
se personifica para realizar su misión de poder y magistratura, con-



forme criterios que, ahondados, permiten entrever palpitantes ideas 
y valoraciones dominantes, de quienes asumieron la trascendente 
responsabilidad de construir, en la medida de su esfuerzo, la Nación 
Argentina. 

A fin de seguir paso a paso tanto la trayectoria del órgano, 
como su estructura y funcionamiento; así igualmente la evolución de 
sus caracteres, se ha optado en las alternativas metodológicas posi-
bles por hacer la historia constitucional de la Suprema Corte, transi-
tando dos derroteros primordiales: previamente su conformación 
como instrumento orgánico instituido para la participación en el 
poder; luego, el génesis, formulación y resultados globales de las 
competencias, atribuciones y responsabilidades. Dos modos coadyu-
vantes, en suma, para apreciar más adelante, como se dinamizó y 
actualizó en la realidad diaria, la historia de la organización y es-
tructura del Tribunal. 

2 . T R A Y E C T O R I A ORGÁNICA DE LA C O R T E 

A) Su inserción en el pocler estatal. 

Si bien el principio de división de poderes o funciones aparece 
ya subyacente en las Actas Capitulares del Cabildo de Mayo, el 
germen de la idea se desarrolla desde luego, en los diversos intentos 
de constitucionalizar el país y las Provincias. 

La ciencia política coetánea no sólo había afirmado dicho prin-
cipio esencial del sistema republicano; también descartó la idea de 
separación absoluta entre los diversos órganos estatales y el ejerci-
cio exclusivo y excluyente de las funciones, satisfaciendo la necesi-
dad de alcanzar equilibrio y articulación entre los cuerpos gober-
nantes. 

Antecediendo a ello y en época de precursores, ya la Comisión 
de Negocios Constitucionales designada para redactar el Proyecto 
de Constitución para la Provincia de Buenos Aires, decía en 1833, 
"que no podía lisonjearse de presentar una obra original y propia 
de su invención, cuya vanidad sería ridicula, porque en esta materia 
los maestros más clásicos de la política han extendido hasta tal pun-
to los conocimientos y analizado de tal suerte las ideas, que es difícil 
sino imposible, poder crearse algo nuevo". 

La idea motriz que guiaba a aquellos precursores sobre el 
Poder Judicial y su estructura, fluye del informe que se materializa 



luego en los artículos 113 a 130 del Proyecto de Constitución de 
1833. Así se comprimieron las medulares motivaciones: "Siendo el 
P O D E R JUDICIAL el que tienen los ciudadanos más a la vista, acaso 
el más temible, porque, estándole encomendada la aplicación de 
las leyes, pende de él inmediatamente su honor, la vida y la pro-
piedad; ha creído la comisión, en su establecimiento, deber asegu-
rar tan caros intereses contra los golpes de la arbitrariedad y las 
violencias. Si no se engaña, se ha logrado tan importante objeto, 
consignando en la Constitución su independencia de todo otro poder 
en el ejercicio de sus funciones, estableciendo las calidades que 
deben tener los miembros de la Corte o Superior Tribunal de Justi-
cia, y la forma de su elección, la permanencia de sus destinos, mien-
tras dure su buena comportación, la publicidad en su votación defi-
nitiva de los juicios, su responsabilidad como funcionarios públicos" 
(Varela, Florencio: "Tratados de los Estados del Río de la Plata, 
etc.", Montevideo, 1847-48, pág. 468; Ramos, Juan P.: "El Derecho 
Público de las Provincias Argentinas", tomo I, pág. 261 y sgtes.; 
Zavalía, Clodomiro: "Derecho Público Provincial", Buenos Aires, 
1937, 2? edición, pág. 143). 

La función judicial conservada históricamente por las Provin-
cias es harto amplia. La técnica de los artículos 5°, 104, 31, 105 y 
106 de la Constitución Nacional, conserva para los Tribunales de 
Provincia la aplicación de los Códigos de fondo previstos en el art. 
67, inciso 11, "en cuanto las cosas y personas cayeran bajo su juris-
dicción"; las leyes federales, la Constitución local, las leyes provin-
ciales y los tratados interprovinciales celebrados conforme el pre-
cepto del artículo 107 de la Constitución Nacional (González Cal-
derón, Juan A.: "Introducción al Derecho Público Provincial", Bue-
nos Aires, 1913, págs. 319/20; Zavalía, Clodomiro: "Lecciones de 
Derecho Público Provincial", edición, págs. 429/30). 

Resulta por lo demás, una constante, que se advierte desde la 
Constitución del Estado de Buenos Aires sancionada en 1854 la afir-
mación de la independencia del Poder Judicial, y la formulación de 
las estructuras adecuadas para el cumplimiento de la extensa misión 
reservada. 

Al efecto, el artículo 119 de dicho Estatuto, señala que la fun-
ción será ejercida en el Estado Provincial por Tribunales y Juzga-
dos, cuya perfección orgánica se defiere a la Ley. No obstante, defi-
níase a continuación cómo se encabezaría el sistema, al anunciarse 
la existencia de un Tribunal Superior de Justicia (Art. 120 de la 



Constitución Provincial de 1854), cuyas connotaciones revelan esen-
cial equivalencia con relación al cuerpo "Suprema Corte" que en 
forma invariable, gobierna la estructura a lo largo del siglo que 
corre desde su implantación, 'a posteriori" de la Constitución de 
1873; aun con matices en su configuración ("Debates de la Conven-
ción Constituyente de Buenos Aires 1870-1873, Publicación Oficial, 
Sesión del 29 de noviembre de 1873, pág. 1353). 

Puede observarse, en una suerte de ensayo comparativo, que 
los diversos textos constitucionales ubican con marcada similitud al 
órgano Suprema Corte, con las siguientes particularidades, reseña-
das esquemáticamente: La Constitución de 1854, en su Sección Sexta 
incluye cuanto atañe al Poder Judicial. En las posteriores se describe 
la composición del referido Poder, desprendiendo lo relativo a las 
atribuciones y competencias de la Suprema Corte. Constitución de 
1873: Sección Quinta, Poder Judicial, Capítulo I, artículos 155 a 159; 
Capítulo II, artículos 184, 186 y 188, relativos respectivamente a 
"Atribuciones de la Suprema Corte de Justicia" y "Elección, dura-
ción y responsabilidad de los miembros del Poder Judicial"; Consti-
tución de 1889: Sección V, Poder Judicial, Capítulo I, Cap. II, "Atri-
buciones de la Suprema Corte de Justicia", Cap. VI, "Elección ... . , 
etc."; arts. 187, 189, 191 y 192; Constitución de 1934: Sección V, 
Cap. I, Cap. II, "Atribuciones. . . " , Cap. V: "Elección . . . etc."; arts. 
165 a 167, 169 y 170; Constitución de 1949: Título III, Poder Judi-
cial, Cap. I, "De su composición", Cap. II: '"Atribuciones de . . . " , 
cap. V: "Elección. . .", arts. 136 a 140. 

Infiérese de cuanto antecede, y "a fortiori" de examen más pro-
fundizado —aunque esto excedería la índole de esta publicación—, 
que, como agudamente señalara un autor, en la concepción y estruc-
tura del Poder Judicial, y específicamente del Alto Cuerpo que 
habría de gobernarlo, se refleja de manera invariable "la preocupa-
ción fundamental de conservar la independencia de aquél, y la alta 
jerarquía que lo acredita como eje y resguardo de la Constitución" 
(Legón, Faustino }., "Derecho Político Provincial", Buenos Aires, 
1943, pág. 385). 

B) Estructura del cuerpo. 

En la Constitución de 1854, los miembros del Tribunal serían 
nombrados por el Gobernador a propuesta en terna del Senado 
(Artículo 121 de la Constitución Provincial de ese año). Desde 1873, 



es rasgo invariable el nombramiento por el Gobernador con acuerdo 
de Senado. 

Punto de partida válidamente computable en el génesis de la 
conformación del cuerpo, lo brinda la ley del 28 de setiembre de 
.1.857 que estableció "la nueva organización del Superior Tribunal de 
Justicia", dividiéndolo en dos Salas: "de lo Civil" y "del Crimen". 
Así propio, se componía aquél por entonces, de diez miembros, un 
fiscal y dos secretarios. 

También es característica permanente desde la Constitución de 
1873, según lo acredita una confrontación de los diversos textos his-
tóricamente vigentes, que fue deferida a las respectivas leyes de 
organización de justicia, la composición de la Corte en cuanto al nú-
mero de los miembros. A modo de ilustración de cómo se instru-
menta la idea, cuadra señalar la ley N° 1431, dictada en Octubre 26 
de 1881, la que en su artículo 5° fija la composición del Tribunal: 
cinco vocales, un procurador general, un secretario y "los empleados 
que determine la Ley General de Presupuesto". Conforme a este 
criterio, se han adoptado soluciones en las leyes sucesivas, según 
se verá más adelante. 

C) Requsitos para su integración. 

En la Constitución provincial de 1854, el artículo 120 precisaba 
las condiciones habilitantes para asumir la alta magistratura: "Para 
ser nombrado miembro del Tribunal Superior de Justicia, se re-
quiere estar en ejercicio de la ciudadanía, ser mayor de treinta 
años, con seis al menos en ejercicio de la facultad...". La norma 
homologa de 1873, en su artículo 186, adicionará otras exigencias: 
título o diploma que acredite suficiencia en la ciencia del derecho, 
reconocido por autoridad competente en la forma que determine la 
ley; límite máximo de edad, que se establece en "menos de setenta"; 
seis (años) a lo menos de ejercicio en la profesión de abogado o en 
el desempeño de alguna magistratura o empleo judicial. Más luego, 
se advertirá del texto de 1889, que se extreman los recaudos nece-
sarios para acceder al Alto Cuerpo: ". . .haber nacido en territorio 
argentino, o ser hijo de ciudadano nativo si hubiese nacido en país 
extranjero.'. ." y "diez (años) a lo menos de ejercicio en la profesión 
de abogado o en el desempeño de alguna magistratura..." (ar-
tículo 189). 

Establecido cuanto precede, fácil resulta verificar que se han 
venido tornando más rigurosos los requisitos y requerimientos, no 



sólo en cuanto a la expresa nacionalidad impuesta, sino también 
respecto de la experiencia en la práctica de la ciencia del derecho 
al incrementarse de seis a diez años el ejercicio profesional o des-
empeño de la magistratura, descartándose del cómputo el mero 
"empleo judicial". 

El texto que deviene con la sanción de la Constitución provin-
cial de 1934 (artículo 167) es idéntico. Pero en cambio, si se cul-
mina la exposición comparativa, con la reforma de 1949, puede 
afirmarse que si bien sobre el tema ésta no conllevó diferencias fun-
damentales, mediaría una salvedad en punto al límite máximo de 
edad. En efecto, el artículo 138 en su parte pertinente decía: "Para 
ser juez de la Suprema Corte de Justicia, y Procurador General, se 
requiere ser argentino nativo, con título de abogado reconocido por 
autoridad competente en la forma que determine la ley, con diez 
años de ejercicio y treinta años de edad. . . " . 

No es ocioso señalar que al tópico lo enriquecen clos sugestivas 
particularidades. Así, es adecuado puntualizar que ya Varela des-
arrolló largas consideraciones contra la rígida exigencia del nativis-
mo, que no contuvieron las Constituciones argentinas de 1819, 1826 
y 1853, ni las bonaerenses de 1854 y 1873, y que se incluyera —tal 
cual se dijo antes— en la Constitución Provincial de 1899. Entrañaba 
una injusticia, en su concepto, exigir este recaudo a los extranjeros 
que con su esfuerzo y tributo se habían vinculado definitivamente 
al país. No merecen desatención del estudioso, por su originalidad, 
los demás argumentos que el publicista desarrolla en su Plan de 
Reforma a la Constitución de Buenos Aires (La Plata, tomo II, 
pág. 759, y siguientes). 

En cuanto al límite de edad, liberado por obra de la Conven-
ción Provincial de 1949, también recibió reproche, con argumentos 
al estilo del que emitiera Sauzet, quien suele citarse al condenarse 
la limitación. A juicio del mismo la restricción resultaba "ciega 
como una fecha, inflexible como un castigo, perdonando las enfer-
medades que no tienen edad y castigando la edad que no tiene 
enfermedades". 

D) Designación. 

En lo referente al modo de designación de los jueces, la tesis 
triunfante en la Convención Constituyente de 1870/73 (art. 184), 
entre una serie de proposiciones opuestas, permanecería incólume 
en los textos constitucionales posteriores rigiendo actualmente. 



González Calderón logra extraer de los profusos y férvidos 
debates desarrollados en aquella Asamblea, siete sistemas o propo-
siciones de nombramiento de funcionarios judiciales: 1" Elegidos 
directamente por el pueblo; 2" Elegidos por las dos Cámaras legis-
lativas, reunidas en Asamblea y a pluralidad de votos; 3° Nombra-
dos por el Gobernador, con Acuerdo del Senado, y previa consulta 
del Superior Tribunal de Justicia, sobre las aptitudes y condiciones 
del candidato; 4" Por concurso de oposición entre los candidatos 
que se presentasen; 5° Por ascenso, llenándose las vacantes por el 
Gobernador con Acuerdo del Senado; 6° Por el Gobernador con 
acuerdo de la Asamblea General formada por la reunión de las dos 
Cámaras; 7° Por el Gobernador con acuerdo de Senado (op. cit., 
págs. 309/310 ;V arela, Luis V.: "Plan. . . , ob. cit., t. II, pág. 686; 
Debates de la Convención.. ., t. II, págs. 849 a 943). 

Complejas y fatigosas son las controversias habidas en torno del 
sistema más adecuado de designación de jueces. Privando alternati-
vamente razones que hacen a la esencia republicana, o a la eficacia 
del cometido, es admisible reducir el problema reconociendo la im-
posibilidad de establecer reglas absolutas y con validez permanente 
en tiempo y espacio, pues depende el acierto de la solución, de 
variadas y cambiantes circunstancias. Paradigma de cuanto se dice, 
es memorar lo que atinadamente Bryce señaló en su momento, en 
el sentido de "que la elección popular de los jueces resultaba mala 
en los Estados Unidos, y buena en Suiza" (Bryce, James: "Modera 
democracies", Londres, t. I, págs. 402/403). 

En nuestra provincia, las ansias de perfeccionar el sistema, in-
dujeron a Varela a formular derivaciones inagotables, que culmi-
naron en proposiciones ciertamente complicadas ("Plan. . . " , t. II, 
págs. 684 y sgtes.), así como en correspondencia con ello y ya en 
este siglo, el análisis de la Convención del año 1934, permite recor-
dar el proyecto de la bancada socialista, que se inclinaba a que los 
miembros de la Corte fueran nombrados por la Legislatura, y los 
demás jueces por un Colegio Elector especial a base de sorteo 
(Convención Constituyente, Quinta Reunión, 6 de noviembre de 
1934, t. II, pág. 325). 

Un analista de fuste en la tarea histórico-comparativa de] Dere-
cho federal, tiene la virtud de resumir la opinión de una buena 
parte de la doctrina que auspicia la permanencia de la solución 
escogida en 1870/73: " . . . E s el sistema que ofrece mayor número 
de ventajas, desde que reconoce en los encargados del Poder Ejecu-



tivo la más completa aptitud para discernir quiénes serán los capa-
citados para desempeñar las delicadas funciones judiciales, y en 
los representantes la expresión de los sufragios del pueblo, que 
ratificarán o no las propuestas de aquel poder. . . " (González Cal-
derón, Juan A. "La función judicial en la Constitución Argentina", 
Buenos Aires, 1911, pág. 48). 

E ) Duración de la magistratura en función del principio de 
independencia• del poder. 

Con precisión conceptual se ha expresado que la inamovilidad 
de los jueces es un derivado lógico del principio fundamental de la 
separación e independencia de los poderes. Pareciera cierto, a la 
inversa, que la amovilidad, habría de negar la sabia máxima de 
"El Federalista": 'que no hay libertad si el poder de juzgar no está 
separado de la potestad legislativa y ejecutiva". (González Calderón, 
Juan A.: "La función Judicial en la Constitución Argentina", pág. 
49). Por modo que se justifica el rango constitucional del principio, 
que "debe incluirse en los textos organizativos fundamentales, desde 
que se considera ai Judicial como "Poder". (Duguit, León: 'Tratado 
de Derecho Constitucional", t. III, pág. 181 y sgt^s.). 

La perfilada concepción se recepta y mantiene invariablemente, 
consagrándose la inamovilidad de les jueces, "mientras dure su bue-
na conducta". 

El criterio, pergeñado aún antes de 1853, se asimiló en forma 
definitiva, con vigencia constitucional ininterrumpida a la fecha, en 
las Sesiones octogésimo-séptima y octogésimo-octava ordinarias del 
28 de marzo y 4 de abril de 1873, celebradas bajo la Presidencia 
del doctor clon Manuel Quintana, según consta en el desarrollo de 
los Debates de la Convención Constituyente, y se registra en las 
correspondientes actas incluidas en las páginas 1103/1104 y 1114/1115 
de los "Debates de la Convención Constituyente de Buenos Aires" 
(Publicación Oficial, dirigida por el convencional Luis V. Varela). 

El art. 182 del Proyecto, tratado en la Comisión de Poder-
Judicial, en la que cooperaron Somellera, Elizalde, Garrigós, Ocan-
tos y del Valle, proponía: "Los jueces letrados del Tribunal Supe-
rior e inferiores serán electos por el término de seis años, renován-
dose su número por terceras partes cada dos años. La suerte decidirá 
los que deben concluir en el primero y segundo bienio". 

Las resultantes del animado debate, emergen de las constancias 
asentadas en la primera de las Actas aludidas; y en intento de 



reconstruir lo pertinentemente trascendente de aquél, cuando se hubo 
puesto en discusión el artículo 182 del Proyecto, habrá de reprodu-
círselo en lo esencial, por virtud de su interés histórico y elocuencia 
documental: 

" . . . e l señor Elizalde lo combatió sosteniendo la inamovilidad 
de los jueces y proponiendo la primera parte del artículo 95 de la 
Constitución Nacional en su reemplazo..."; " . . . e l Sr. Varela pidió 
la palabra para fundar su voto. Dijo que en principio era partidario 
de la amovilidad pero que inspirado del deseo de responder a la 
mira de sus electores y a las del país entero, votaría por la inamo-
vilidad. En seguida el Sr. Ocantos, después de optar por la amovi-
lidad, fijó los precedentes históricos de España, Francia y otros 
países; hizo notar que la grave cuestión que se trataba era una cues-
tión práctica y de buen sentido más que de principios. Dijo que la 
inamovilidad (en el orden federal) estaba consagrada en la Consti-
tución de los Estados Unidos por un espíritu de imitación de las 
prácticas inglesas. Citó en su apoyo las Constituciones de los Esta-
dos Federales y acabó su discurso con consideraciones prácticas ba-
sadas sobre hechos que tienen lugar en nuestro país". 

"El Sr. Montes de Oca le contestó haciendo notar que no era 
por un espíritu de servilismo que la inamovilidad de los jueces existía 
en la Constitución de los Estados Unidos, si no por el adelanto que 
encarnaba el principio. Rebatió los distintos puntos del discurso del 
Sr. Ocantos y concluyó con las palabras de Royer-Collard tendientes 
a establecer para el Juez las garantías de duración que requieren sus 
delicadas funciones". 

"El Sr. Navarro Viola, optando por la amovilidad, observó que 
el gran punto práctico de la cuestión residía en la reelección; que 
ella era una garantía contra los malos jueces, que de cierto no serían 
reelectos para los segundos períodos. Propuso tres años para su 
duración en vez de los seis del artículo, y acabó citando en su apoyo 
las Cartas de los Estados Americanos...". 

"El Sr. Rawson observó que para él la cuestión era de princi-
pios y no únicamente de hechos, como se decía. Se manifestó en 
discordancia con el artículo 182 y propuso en su lugar el artículo 95 
de la Constitución Nacional. Inclusión considerada inconveniente 
por Ocantos. Varios señores convencionales le contestaron —transac-
cionalmente— sosteniendo que sólo se adoptaría la primera parte 
de dicho artículo". 

"Se puso en seguida a votación el artículo propuesto por el 



Sr. Elizalde —continúa expresando el acta—, y fue aceptado bajo la 
siguiente forma: «Los jueces letrados conservarán sus empleos mien-
tras dure su buena conducta»". 

Este debate, producido en los albores de la institucionalización 
del Poder Judicial y de la Suprema Corte de la Provincia, se refleja 
en virtud de su efecto a lo largo de cien años de vida. La solución 
se ratifica sucesivamente en el texto definitivo de la Carta de 1873 
(Artículo 185); y en los posteriores, ele 1889 (Artículo 188) que se 
extiende al Procurador de la Suprema Corte; de 1934 (Artículo 166) 
y 1949 (Artículo 137), que involucra en el criterio seleccionado "a 
Jueces y miembros del Ministerio Público". 

La excepción al principio de la inamovilidad que determina la 
suspensión en el cargo en caso de acusación, es incorporada ya en 
1873, y se reproduce dentro de los módulos constitucionales de cada 
momento en las sucesivas reformas. 

No obstante lo dicho, los ensayos de separación del principio 
consagrado fueron múltiples y variados. Desde luego, merece recor-
darse que Varela propuso un régimen original que llamó "de la 
amovilidad-inamovible", en que se combina un primer período de 
prueba y una reelección por el P O D E R E J E C U T I V O , subordinada al 
acuerdo de las Cámaras, si éstas hubieran recogido favorable opinión 
del pueblo (Várela, Luis V.: "Plan. . ." , t. III, pág. 703). Por otra 
parte, sustentaron diversas posiciones otros autores; siendo oportuno 
concluir que una evaluación aguda del sistema adoptado y vigente 
la formuló Clodomiro Zavalía, al señalar " . . .En el sistema de nom-
bramiento con acuerdo de Senado hay que decidirse entre inamovi-
lidad temporal e inamovilidad absoluta. La única ventaja del primer 
sistema, estriba en que la sociedad pueda librarse a plazo fijo del 
que hubiese resultado mal Juez; pero es que siendo incalculables las 
ventajas que provienen de la independencia de criterio —sólo ase-
gurada por la inamovilidad permanente—, los inconvenientes produ-
cidos por la inconducta o la incompetencia de los magistrados, se 
subsanan estableciendo un procedimiento sencillo y ágil para remo-
verlos.. ." (Zavalía, Clodomiro: "Lecciones de Derecho Público 
Provincial", pág. 414). 

F ) Compensación en función del principio de independencia 
del ptíder. 

Titulado este parágrafo con sugestivas similitudes al anterior, 
ello lo es en mérito a que también los convencionales de 1870/73 



se plantearon el problema de la compensación de los integrantes 
del Poder Judicial en función de la independencia en el ejercicio 
de su comprometida y excelsa misión. 

Con gran sobriedad, el artículo 122 de la Carta Provincial de 
1854, refiriéndose a los integrantes del Poder Judicial, e incluyendo 
desde luego los del Tribunal Superior de Justicia, preceptuaba: 
"Gozarán de la compensación que la ley designe". 

Al parecer, la experiencia hizo opinable el aspecto, así como 
susceptible de controversia el ejercicio facultativo que al Poder 
Legislativo se derivaba en aquel Estatuto. 

Reuniendo los antecedentes acopiados al respecto, el proyecto 
de Constitución de 1870/73 que sometía a los Convencionales los 
resultados obtenidos por las diversas comisiones, prescribió en su 
artículo 176: "Los jueces gozarán de la compensación que la ley 
designe, la que no podrá ser alterada, sino para los electos con pos-
terioridad a ésta" ("Debate. ..": Sexta sesión ordinaria del 15 de 
junio de 1871; pág. 120). 

No obstante, el examen del "Despacho de la última Comisión 
del Poder Judicial", firmado por Ezequiel A. Pereyra, José María 
Moreno, Vicente Fidel López, Francisco Alcobendas, Antonio A. 
Malaver, Luis Sáenz Peña, Dardo Rocha, Pedro Goyena, Miguel 
Navarro Viola, revela la no incorporación de la cláusula proyectada 
("Debate...", pág. 1381). 

No resulta develada la incógnita a través de la lectura de los 
debates sostenidos alrededor del punto, ya que se seccionan las 
series arguméntales, justamente cuando las razones cobraban mayor 
significación y vuelo, desde que como en otros sectores del histórico 
documento, el recopilador pone de manifiesto que "falta la cuarta 
parte, tomada por el taquígrafo Camaña"; pero es harto sugerente 
reproducir la discusión: Sr. Alsina: —Desearía conocer, Sr. Presi-
dente, qué razón hay para esta limitación que, la comprendo, tra-
tándose de sueldos de funcionarios que pueden hacer alguna denun-
cia en la composición de las Cámaras; pero tratándose de los Jueces, 
yo no veo inconveniente en que el sueldo pueda ser alterado, bene-
ficiándolos, lo que hasta cierto punto es un estímulo". " . . .Además 
falta la razón filosófica y moral que se ha tenido en vista respecto 
de los demás funcionarios". 

" . . . S r . Navarro Viola: —Considero que, efectivamente, al re-
dactarse así este artículo, se ha tenido presente lo que ha pasado 
antes, no lo que dejó de pasar; es decir, que los empleados y jueces 



formen parte de la Legislatura, y que puedan ellos mismos aumen-
tarse sus sueldos como legisladores". 

'"Sr. Ocantos: —.. .yo diré la razón que se ha tenido para acep-
tar el artículo tal como está. . ." "Hemos pedido, Sr. Presidente, es-
tablecer la más completa independencia ele los poderes, no dejando 
al poder Judicial también en esta parte dependiente de la Legisla-
tura, ni menos del Peder Ejecutivo, que podrían poner su influencia 
en la Legislatura para que los sueldos de los Jueces fuesen aumen-
tados o disminuidos durante el tiempo que estuvieren funcionan-
do. . ." "Se sabe que todos los tratadistas que se han ocupado de 
la independencia de los poderes, aconsejan que queden completa-
mente desligados de las influencias más o menos legítimas que pue-
dan ejercer los otros poderes 

Hasta aquí el debate y su transcripción por el recopilador. Lo 
cierto es que ninguna cláusula relativa al tema de la compensación, 
se incluyó en el texto definitivo de 1873. 

En la Constitución de 1889, no se introduce modificación. Pe-
ro en la Convención de 1934, en el curso de la decimotercera reu-
nión celebrada el 21 de noviembre ele ese año y a través de la 
proposición del convencional Ojea, se discuten dos nuevos artícu-
los en los que mediante el aseguramiento e inalterabilidad "de los 
sueldos de los miembros del Poder Judicial" —para efectivizar la 
independencia apetecida—, se postula una verdadera "autonomía 
del Poder Judicial económico-financiera". El primero de ellos dis-
pone: "Los miembros del Poder Judicial, gozarán de los sueldos que 
le señale la Ley de Presupuesto, los cuales no podrán ser dismi-
nuidos sino en los casos en que lo sean lo del Gobernador y los 
miembros de la Legislatura". Esta normativa fue desestimada, pero 
parece apropiado recordarla, toda vez que invocaba como fuentes: 
el artículo 96 de la Constitución Nacional y el artículo 14 del Plan 
Varela (t. III, pág. 782); varias Constituciones Provinciales; el 
artículo 180 de la de Colombia y la de Estados Unidos —ait. 3°, 
Sección Ira.— Oportuno es igualmente connotar que fue receptado 
el dispositivo —con diferencias en la técnica de expresión legal—, 
por la Constitución del año 1949 (artículo 137, 2do. párrafo), que 
prescribiera: ".. .Gozarán por sus servicios, de un sueldo estableci-
do por la ley el que no podrá ser disminuido salvo el caso en que 
la ley lo dispusiera con carácter general para los demás magis-
trados, funcionarios y empleados de la Administración". 

La segunda cláusula propuesta materializaba —como se expre-



só antes— un ensayo de verdadera autonomía económica del Poder 
Judicial: "La Tesorería General de la Provincia separará de la pri-
mera renta por recaudación de justicia, el importe asignado por 
presupuesto a sueldos y gastos del Poder Judicial, depositándolo a 
la orden de la Suprema Corte de Justicia, que deberá proceder a su 
aplicación, con arreglo a la ley". 

El debate, que concluyó con el rechazo del artículo propuesto, 
dejó larvadas inquietudes específicas que con relativa frecuencia, 
se reavivan cuando de perfeccionar el sistema económico financiero 
que sostiene al Poder se trata ("Debate de la Honorable Conven-
ción Constituyente de la Prov. de Buenos Aires', 1934 —tomo II, 
págs. 123 y sgts. y 634 ysgts.). 

Resulta incuestionablemente oportuno referir en orden al con-
tenido de este acápite, la recepción que el tema tuvo dentro del 
Tribunal en histórica comunicación remitida en el año 1886. 

En efecto, el 6 de julio del año mencionado, la Suprema Corte 
envió una nota al Poder Legislativo con motivo de un descuente 
hecho en los sueldos de los magistrados, donde dejaba sentado, 
en forma enfática e ilustrada, un precedente asaz valioso sobre el 
punto. Decía entonces, entre otros conceptos: "El Poder Ejecutivo 
de la Provincia ha comunicado a esta Corte las sanciones de V.H. 
al dictar la ley del presupuesto. El espíritu de necesarias econo-
mías que ha campeado en esas resoluciones ha llegado a afectar 
principios fundamentales del régimen constitucional que, a los de-
positarios del P. J. por lo que a él toca, no les es permitido dejarlos 
comprometidos con el silencio. La Corte pone a cubierto su deber 
oficial de toda interpretación equivocada. Declara que no busca nin-
gún interés pecuniario; que individualmente ha acatado aquellas 
sanciones; que no tomará ningún provecho que le diera una resolu-
ción contraria; que no habría sido la última en aceptar espontánea-
mente la disminución que conciliase los principios con las necesi-
dades públicas. Y puede declarar también que es éste el sentimien-
to de la mayoría de los Camaristas y Jueces de la Capital manifes-
tado terminantemente en nota elevada. Hecha esta salvedad, le 
queda facilitado el camino para expresar su sentir al objeto indi-
cado". 

"Nuestra Constitución que responde a la más pura democra-
cia, ha dividido el ejercicio de la soberanía en poderes públicos 
fundamentalmente divididos entre sí, y con una independencia tan-
to más necesaria, cuanto que son recíprocamente llamados a juz-



gar los procederes comunes. La inamovilidad de los magistrados en 
los períodos legales, es la garantía esencial en que esa independen-
cia reposa. Ella cierra la puerta a las revoluciones cotidianas, al 
desorden y al caos que acompañarían a las duraciones eventuales". 

"Esa inamovilidad, la independencia que en ella se funda, no 
pasaría de una quimera, si habiendo cada año y cada hora la difi-
cultad de disminuir los sueldos primitivamente señalados, habría 
lógicamente el derecho de rebajarlos hasta una pequeñez el día 
que otro de los poderes decidiera hacer desaparecí" su personal pa-
ra variar esos sueldos al siguiente de renovado. Dejaría de ser poder 
intrínsecamente independiente, como tal, no existiría sino escrito 
desde que en otro decidiera el medio de cambiarlo por ese camino". 

"No es de extrañarse entonces que ante el ejemplo de los Es-
tados Unidos, de la Nación y de nuestras propias tradiciones, se 
creyera excusado el decir que no hay inamovilidad posible en los 
miembros del P. J. si hay el derecho de disminuir cada año los 
sueldos sin límite alguno, derecho que envolvería un temor amena-
zante para el Letrado al abandonar el capital permanente de la 
clientela por un puesto inseguro en su compensación y eventual 
en su tiempo". 

G Responsabilidad política de los miembros de la Suprema 
Corte. 

"¿Sólo Tribunal o Poder?", se preguntaron no pocas veces los 
analistas. 

El problema se interpenetra en los antecedentes coloniales y 
patrios, desde que los Auditores tenían no sólo facultades judicia-
les sino también políticas, y quedaban consiguientemente involu-
crados en los mecanismos de responsabilidad. Que no habrá de con-
fundirse con aquel "juicio de residencia", por el que se examinaba 
la conducta de los funcionarios salientes. 

Siendo el Judicial un copartícipe en el ejercicio del Poder po-
lítico, no pudo quedar sustraído a la revisión o responsabilidad 
de tal linaje que sobre los cuerpos deliberativos y representativos 
recae para hacer efectivo el funcionamiento del sistema republica-
no. Y siguiendo las huellas de los artículos 45, 51 y 52 de la Gons-



titución Nacional, fue estatuido un enjuiciamiento especial en los 
artículos 66 inc. 2, 73, 74 y 75 de la Constitución Provincial de 1873. 

Ya con anterioridad, habíase reflexionado sobre que los ma-
gistrados no sólo respondieran políticamente sino por los derivados 
de un desafortunado ejercicio de la función. De tal guisa, desde 
el precedente provincial que suministra el proyecto de Constitución 
de 1833, la Suprema Corte se vio sujeta al juicio político, implícito 
presupuesto del régimen. 

Dicha proposición en el art. 21 de la Sección IV del Poder 
Legislativo, Capítulo 1ro. de la Cámara de Representantes, decidía 
como de competencia de la misma, "el derecho exclusivo de acusar 
ante el Senado al Gobernador de la Provincia, y sus ministros, a los 
miembros de ambas Cámaras y a los del Superior Tribunal de Jus-
ticia, por delitos de traición, concusión, malversación de fondos pú-
blicos, violación de la Constitución, principalmente con respecto de 
los derechos primarios de los ciudadanos, u otros crímenes que me-
rezcan pena infamante o de muerte, habiendo primero tomado co-
nocimiento de ellos a petición de parte que los denuncie, o de al-
guno de sus miembros, y declarado haber lugar a la formación de 
causa. . . " 

En el Capítulo II de la misma Sección —del Senado— artículo 
32, se determinaba: "Es atribución del Senado juzgar en juicio po-
lítico a los acusados por la Cámara de Representantes, v a la con-
currencia de dos terceras partes de sufragios hará sentencia con-
tra el acusado, al solo efecto de separarlo del empleo". Por su par-
te, el siguiente, art. 33, proseguía: "La parte convencida y juzgada 
quedará, no obstante, sujeta a acusación, juicio o castigo, conforme 
a la ley (Ramos, Juan P.. "El Derecho Público de las Provincias 
Argentinas", t. I, pág. 261 y sgts.). 

La Constitución de 1854, recogió el precedente en los artícu-
los 24, 33 y siguientes. 

Como antes se dijera, el punto se trató también en las sesio-
nes cuadragésimo cuarta y cuadragésimo sexta de la Convención 
Constituyente Provincial de 1870/73 que, puliendo y actualizando 
el dispositivo, lo adecuó en lo referente a las causales, a los pre-
ceptos de la Constitución Nacional, e incorporando el requisito pre-
vio de la reunión de un porcentual crecido de sufragios de diputa-
dos, para declarar la procedencia del juicio en sí mismo. 

A su tumo, la Constitución de 1889, en el Capítulo II, Sección 
III: "Poder Legislativo", repitió en idéntico texto las normas y su 



funcionamiento. La Carta Provincial de 1934, mantiene en lo esen-
cial la técnica anterior y el recaudo de "los dos tercios de votos de 
sus miembros presentes" para declarar que hay lugar a formación 
de causa, incluyendo por lo demás entre los funcionarios enjuicia-
bles, al Procurador General de la Corte y al Fiscal de Estado. 

La Constitución de 1949 en el Capítulo I, del Título I, de la 
Parte III, (artículo 46) era similar salvo una restricción en la pro-
cedencia, en cuanto fijaba como requisito, la reunión "de dos ter-
cios de votos de la totalidad de sus miembros" para declarar la 
viabilidad de la causa. 

3 . E V O L U C I Ó N DE LAS C O M P E T E N C I A S Y OTRAS ATRIBUCIONES DEI . 

C U E R P O 

A) Extensión y trascendencia institucional de la esfera de com-
petencia. 

Dentro de "la complexión o construcción real de la máquina del 
Estado" —como denomina Alberdi al ensamble orgánico que ma-
terializa el dispositivo del poder—, la Suprema Corte de la Provin-
cia de Buenos Aires, se ha erigido desde los prolegómenos en últi-
mo bastión de la Constitución: de los fines del Estado; y tanto en 
lo comunitario como en lo individual, de los de cada uno de los 
hijos de la Provincia. 

El Poder jurisdiccional constituido, que juzga y decide sobre 
lo sustancia], diario ,real y concreto, es el propio Estado desdobla-
do que racionaliza el cauce que fluye del quehacer de los grupos 
agregados. Es la expresión corporizada, solemnemente investida, de 
la justicia que ha querido el pueblo (doct. art. 2Const i tuc ión 
de 1934). 

La augusta empresa de impartir justicia es un acto de perma-
nente autoconciencia; si bien se atiende, instintivamente despren-
dido del dispositivo consensual del Estado bonaerense, para ga-
rantir a todos y a cada uno de sus habitantes la posesión de todas 
las cosas, bienes, valores y amparos, sin cuyo auxilio la persona no 
puede realizarse a sí misma, como ser moral. Esto dicho, vale aña-
dir que el poder institucionalizado resumido en fórmulas justicie-
ras, tiene inexorable referencia a un cuadro de valores ético cons-
titucionales, que esa función del más noble de los servicios, se rea-



liza en cada "situación real" de modo tal que la coerción y el im-
perio para decidir, son instrumentales. Y si son instrumentos, re-
quieren hombres dotados para su aplicación. La Corte de la Pro-
vincia, los tuvo en todas las épocas. 

Las competencias del artículo 149 de la Constitución Provin-
cial, son modos prácticos y discriminados de realizar mediante el 
monopolio de la actividad jurisdiccional incondicionada, los fines 
últimos del Estado. Los que se han inscripto en los artículos 9°, 
10 entre otros, y el Preámbulo de la Constitución Provincial, con 
subordinación y enlace a los artículos 59, 31, 104, 105 y 106 de la 
Constitución de la Nación. 

Nuestra Corte ha entendido durante la centuria en los nego-
cios comunes, por vía recursiva extraordinaria; originariamente en 
la acción de inconstitucionalidad y cuando se entienda producida 
la vulneración de algún derecho subjetivo administrativo concul-
cado por la obra de un Estado que ensancha y regula sus contrata-
ciones y servicios; por fin, armonizando y resolviendo conflictos 
entre los factores organizados del Poder. Sin perjuicio de atender al 
gobierno y Administración del Poder Judicial. 

Por todo ésto y por aquéllo de que el poder debe ser una fuer-
za al servicio del hombre, la historia de las competencias y demás 
atribuciones consignadas al Cuerpo, en la Carta Provincial, es la 
historia de una fracción valiosa del ejercicio del poder político. 
La historia de los fines concretos encarnados en cada una de las 
individualidades; pero también del bien común, del bienestar ge-
neral de la comunidad orgánica, y del rico ejercicio de la libertad 
creadora a través del fin excelso de más dificultosa realización: la 
justicia. 

B) Competencia originaria de inconstitucionalidad. 

La acción originaria de inconstitucionalidad, implantada en la 
Constitución de 1873, merced al propósito explicitado por los re-
presentantes de organizar el control jurisdiccional de constituciona-
lidad, fue preanunciada en el art. 192, del Proyecto producido por 
la Comisión de Poder Judicial (pág. 121 del Debate). El mismo 
proponía: "Art. 192: . . .El Superior Tribunal. . . tendrá también ju-
risdicción originaria y de apelación para dirimir las demandas que 
se dirijan contra la Provincia por individuos o compañías particu-
lares, por razón de alguna ley de la Legislatura o reglamento eje-
cutivo que viole derechos garantidos por la Constitución Provin-



cia l . . . " ; "en los casos mencionados en este artículo, uno de los jue-
ces del Superior Tribunal conocerá en primera instancia y los de-
más en apelación. . . " . 

El despacho final, producto de un debate no suficientemente 
esclarecido, quedó impreso en el texto de la Centésima undécima 
sesión originaria del 29 de noviembre de 1873 (pág. 1345 de "De-
bates"). Bien se ha dicho que la histórica discusión fue nítida-
mente impregnada de prevalentes rasgos iusprivatistas; por modo 
tal, las exposiciones de Mitre y López, evidenciaron la preocupa-
ción por el resguardo de los derechos del individuo, como condición 
de la integridad del orden constitucional (Gronda, Angel Carlos, 
"El sistema de declaración de inconstitucionalidad por vía de de-
manda originaria ante la Suprema Corte de Justicia", Revistas Jus 
N<? 9, La Plata, págs. 10/20). 

El texto ele la Constitución de 1889 es prácticamente idéntico, 
con el mero agregado de "ordenanzas" entre las normas cuya cons-
titucionalidad sería susceptible de controversia. Tanto las Constitu-
ciones de 1934 como la de 1949, respetaron la primigenia concep-
ción de esta competencia. 

El artículo receptado en 1873, expresa: "Art. 156: . . .La Su-
prema Corte de Justicia tiene las siguientes atribuciones: lio. Ejer-
ce la jurisdicción originaria y de apelación para conocer y resolver 
acerca de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de leyes, de-
cretos, o reglamentos que estatuyan sobre materia regida por esta 
Constitución y se controviertan por parte interesada". Tal texto, ha 
sido objeto de reiteración, con el aditamento puntualizado por los 
artículos 157 inc. 1?, de 1889; 149 inc. 1<? de 1934; y 126 inc. 1? 
de 1949. 

Cuanto se relaciona con la interposición por vía del recurso 
extraordinario de inconstitucionalidad, se considera sistematizada-
mente y junto con otros recursos casatorios en área separada de 
esta publicación (Sección 3*); sin perjuicio de lo cual, no está de 
más que ahora se señale que el sentido evolutivo de la acción hacia 
funciones de verdadero y sólido resguardo de la Constitución Pro-
vincial, ha sido apuntado con fundamentación en doctrina presti-
giosa y fallos de antigua data, subrayándose el ejercicio amplísi-
mo de la competencia de la Corte en la materia, al determinar que 
la acción trasciende del caso particular, y en realidad sobre el in-
terés concreto, aparece la determinación del principio general. Se 
convierte de tal manera el Cuerpo a través de sus pronunciamien-



tes, en regulador del ordenamiento constitucional, con realismo co-
munitario, sin perjuicio de su función de custodio de los derechos 
fundamentales de las personas (Molina Carranza:, Emilio, "Las ac-
ciones de inconstitucionalidad en la Provincia de Buenos Aires", 
"J.A.", tomo 50, págs. 323 y sgts.). 

Para los tratadistas que han ahondado el fundamento del pre-
cepto hoy vigente, la raíz del dispositivo se encuentra en el art. 100 
de la Constitución Nacional, que a su vez reproduce la idea nuclear 
de la carta norteamericana (Sección II, Artículo 3ro.); siendo ca-
racterística compartida por todas esas fórmulas, la de que los Tri-
bunales no proceden "de oficio" sino a requisición de parte inte-
resada. "Mientras un caso judicial no se ha producido, la ley, el 
decreto, la ordenanza o el reglamento sospechados de inconstitu-
cionales, serán perfectamente válidos y eficaces, produciendo todos 
sus efectos" (González Calderón, Juan A., "Introducción al Dere-
cho Público Provincial", pág. 321). 

Conexo al tema, queda por lo regular implicado el problema 
del alcance de la sentencia de inconstitucionalidad. Las soluciones 
son dos, desde luego: que la sentencia aniquila o anule íntegramen-
te la ley, o que sólo resuelva el caso planteado en el juicio respec-
tivo; este último, es el criterio adoptado por nuestro sistema. No 
obstante, es oportuno memorar que en un ensayo frustrado por 
adoptar si primero de los criterios analizados, en la Convención 
Constituyente de la Provincia de Buenos Aires del año 1934 (T. 
II, pág. 474, "Debates"), el Convencional Sánchez Viamonte pro-
puso la siguiente norma: "La inconstitucionalidad declarada por la 
Suprema Corte en ejercicio de su jurisdicción originaria, produce 
la caducidad de la ley, ordenanza, decreto, u orden en la parte 
afectada por aquella declaración". 

C) Causas de competencia entre poderes públicós. 

La facultad regulatoria consagrada en el inciso 2 del artículo 
149 de la Constitución Provincial, fue sabiamente aprehendida en 
la doctrina del Acuerdo de la Suprema Corte de la Provincia de 
Buenos Aires, celebrado en La Plata el 18 de abril de 1887: por 
entonces dijo el Tribunal: " . . . L a Suprema Corte de la Provincia 
de Buenos Aires, es un Tribunal esencialmente constitucional con 
relación a los demás poderes, porque según la expresión de los 
constituyentes, es la autoridad encargada de interpretar la ley fun-
damental de la Provincia y dirimir las controversias o conflictos que 



puedan suscitarse entre los poderes del Estado. La Suprema Corte 
provincial tiene jurisdicción para resolver los conflictos que pue-
dan promoverle al Poder Judicial los otros poderes del Estado y la 
competencia peculiar que inviste a ese efecto, emana del carácter 
de Tribunal especial de constitucionalidad ("Acuerdos tj Sentencias", 
serie 13?, t. II, pág. 52). 

Con pareja ponderación, trazáronse a su turno los límites del ' 
accionar previsto por los Constituyentes en el Acuerdo del 7 de 
mayo de 1903, en el caso: "De la Riestra y otros c/Cámara de Di-
putados": "...Estableciendo el texto constitucional en términos ab-
solutos, que cada Cámara es juez exclusivo de la elección de sus 
miembros y de la validez de sus títulos, no es admisible la inter-
vención de la Suprema Corte provincial para decidir una controver-
sia acerca de la nulidad de determinadas actas electorales, porque 
su competencia convertiría al Poder Judicial en el verdadero Juez 
de la elección.. ." " . . . L a intervención del Poder Judicial, en los 
casos cuya solución es de competencia privativa de los otros Pode-
res, importaría una manifiesta y peligrosa usurpación de atribucio-
nes de la mayor gravedad en el orden constitucional instituido, 
atenta la finalidad de la Suprema Corte Provincial, encargada de 
una alta misión reguladora respecto de los otros Poderes del Estado" 
("Acuerdos y Sentencias": serie 6?, t. XII, pág. 349). 

Y subrayando el distingo de la función que se le atribuyera, 
con relación a la Corte de la Nación Argentina o la Corte de Esta-
dos Unidos, exhibióse precisa claridad al establecer "in re" "Sán-
chez Viamonte y García vs. Asamblea Legislativa": "La Constitu-
ción de la Provincia de Buenos Aires, a diferencia de la ley fun-
damental de la Nación ha investido a la Suprema Corte Provincial 
de un conjunto de facultades complejas que le permiten conocer en 
juicio, no sólo de las contraversias que se susciten entre Jos particu-
lares, sino también entre los Poderes del Estado, para impedir que 
esta clase de contiendas queden sin solución legítima..." " . . . La 
Constitución confiere exclusivamente a la Suprema Corte de la Pro-
vincia, la facultad de definir las atribuciones constitucionales de 
los poderes públicos, en las controversias que se originen acerca de 
sus respectivas facultades...". Así propio, del mimo caso, donde se 
contradicen los límites difusos de los apectos justiciables o no, por 
su naturaleza política privativa o interconexa, es permitido extraer 
elaboraciones que demuestran la tarea realizada por la Corte de la 
Provincia, al interpretar, no sólo la dimensión y alcance del inc. 



2° del art. 156 de la Constitución de 1S73, de las órbitas de los 
poderes recién constituidos —por ende, celosos y tensos en el ejer-
cicio de sus facultades— sino que con quizás mayor trascendencia, 
la misión augusta de fortalecer el funcionamiento armónico del jue-
go institucional; la actualización y practicidad del principio de la 
división, coordinación y armonía de los poderes nvestidos; el desen-
trañamiento de las claves que habrían de resguardar la autonomía 
provincial y su integración al cuerpo de la Nación. 

En la Constitución de 1934 se mantuvo inalterable la facultad. 
Sin pausa continuó la Corte su tarea de tribunal de constitucionali-
dad en el ejercicio de los poderes; y congruentemente, tampoco va-
rióse en esencia, permaneciendo inalterable la facultad conferida, 
cuando se la contuvo en los incisos 1 y 2 del artículo 126, de la 
Constitución de 1949, que introdujo "vigencias" del Constitucionalis-
mo moderno. La novedad técnica consistió en que lo normado por 
el artículo 187 de la Constitución de 1934 (Solución de conflictos 
internos de las Municipalidades), transferíase al Capítulo de "Atri-
buciones de la Suprema Corte de Justicia". 

La historia de la competencia comentada revela que si bien se 
convino desde los orígenes, que algún órgano dentro del mecanis-
mo constitucional —que no podía ser otro que la Suprema Corte-
debía tener atributo como para resolver inevitables causas de deli-
mitación de competencias y conflictos potenciales entre los órganos 
estaduales que en la práctica corporizaban el poder, no siempre 
hubo coincidencia total en cuanto a la instauración del procedimien-
to escogido. 

Ello explica que en vísperas de la Convención de 1934 y como 
resultado de los antecedentes computados, ilustres opiniones se in-
quirieron sobre la conveniencia de su conservación, "dado que la 
experiencia no había demostrado ventajas, sino por el contrario, in-
convenientes" (Varela, Luis V., "Plan...", t. II, pág. 804 y si-
guientes ). 

Para justificar el origen de la atribución, se hace menester re-
pensar los móviles que guiaron a los constituyentes, cuando de es-
tructurar resortes de decisión y regulatorios básicos se trató, dentro 
de la visión histórica que ha quedado dimensionada. De tal suerte, 
la investigación descubre la prevalencia de una razón: "que con esa 
competencia de la Corte provincial, se haría inposible la interven-
ción nacional en el territorio de la Provincia" (Argumentos de los 
convencionales López, Ocantos, Irigoyen y otros, vertidos en "De-



bates de la Convención Constituyente de 1870/73", págs. 1218 a 
1222). 

Al cabo habría que reconocer que los propósitos previsores se 
vieron desvirtuados por la realidad de los acontecimientos huma-
nos, cuyo efecto, desde luego, no puede imputarse a los constitu-
yentes. No es que se haya tratado de las consecuencias de un poder 
desusado y excesivo a favor de los jueces o una intromisión desor-
bitada en el ejercicio de la misión; por modo que sucedieran aque-
llas temidas "alcaldadas" que recuerdan los especialistas del Dere-
cho federal. Por el contrario, lo negativo fue la insuficiencia del re-
sultado ante los hechos consumados; como más adelante lo eviden-
ciará una sucinta remisión al juicio de Faustino Legón ('Derecho 
Político Provincial", pág. 397; González Calderón, Juan A., "Derecho 
Público Provincial", pág. 325). 

En el año 1860, acontecimientos de signo positivo habían supri-
mido en nombre de un federalismo remozado y adecuado a la reali-
dad, cláusulas de acusados rasgos centralistas. Entre ellas: la que 
exigía la aprobación previa del Congreso, de las Constituciones pro-
vinciales a fin de asegurar la concordancia y armonía con la Consti-
tución Nacional; la que instituía un Tribunal Federal en el Senado 
para juzgar del mal desempeño de los Gobernadores de Provincia; 
la que incorporaba entre las facultades conferidas a la Corte Supre-
ma de la Nación, la de "conocer y decidir en los conflictos entre 
los diferentes poderes públicos de una misma Provincia" (Zor roquín 
Becú, "Historia del Derecho Argentino", t. II, pág. 179, ed. 1972; 
Meló, Leopoldo, "Prólogo a Acuerdos de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Provincia de Buenos Aires", t. I, Ministerio del Interior, 
pág. IV). 

Al comentar el problema, el juspublicista sobrealudido emite 
estos juicios: " . . .desgraciadamente los hechos burlaron las esperan-
zas, pues nunca fue más intervenida Buenos Aires que bajo el impe-
rio de las Constituciones de 1873 y 1889, que contienen tal cláusula. 
Y lo más curioso —recuerda Legón— es que la única causa de tales 
intervenciones fueron los conflictos entre la Legislatura y el Poder 
Ejecutivo de la Provincia, que los ha llevado a requerir la interven-
ción al amparo de sus recíprocas pretensiones. Temía Varela que 
aun llevado el conflicto político ante el Alto Tribunal, su decisión 
no fuera acatada por el Poder a quien no favorezca el fallo, y así, 
de todas maneras se produzca la necesidad de solicitar la interven-
ción nacional... Sin embargo —concluye el tratadista— y aunque se 



suponga que esto no resuelve totalmente las dificultades, es prefe-
rible mantener la esperanza implícita de este precepto: Toda la 
justicia es un anhelo esperanzado..." (Legón, Faustino, op. cit., 
pág. 397). 

En publicación dirigida por David. O'Connor, se establece el 
proceso realizado por la Corte Provincial para el cumplimiento de 
la función de supremo regulador del ejercicio del principio de la 
división armonizada de los poderes, documentándose los límites 
lúcidos que el mismo Cuerpo elaboró con el máximo respeto de la 
letra y el espíritu de la Ley Fundamental. Partióse, desde luego, de 
la base de que tratándose de conflictos, no debía considerarse a los 
poderes públicos como "simples litigantes" que gestionan en juicio 
la declaración de un derecho; o lo que es lo mismo, que de lo que 
se trataba era de discernir la medida de potestades institucionales. 
Ello establecido, juzgóse que " . . .no todos los conflictos pueden ser 
decididos por el Tribunal de Constitucionalidad, porque la pro-
tección constitucional que acuerda el Estado, no es incondicional 
ni ilimitada, estando por el contrario sujeta a restricciones expresas 
y a otras que surgen de principios generales bien definidos. Por lo 
que dada la organización de las instituciones republicanas subordi-
nadas a la coexistencia de poderes independientes, la ciencia cons-
titucional ha tenido que reconocer, si bien en casos excepcionales, a 
las autoridades investidas de altas funciones de gobierno, ciertas 
facultades indispensables para el cumplimiento de su misión, cuyo 
contralor se sustrae a la competencia de los Tribunales de Justicia..." 
("Conflicto de Poderes: Publicación del Ministerio del Interior", Ju-
risprudencia Provincial, ed. 1936, Prólogo, pág. 7) . 

Cabe concluir por ende, que si bien la organización constitu-
cional de la Provincia de Buenos Aires ha investido a la Corte de 
una sensible y delicada jurisdicción como Tribunal Especial de 
Constitucionalidad, para que ella accediera a dirimir conflictos que 
se suscitaran entre poderes del Estado, lo ha hecho con conciencia 
de las limitaciones que debían circunscribir la esfera en que se le 
repute como intérprete final de la Constitución. 

Y la Corte, según se desprende de una historia viva documen-
tada en los anales de la Provincia, ha sabido autocontrolar su 
ejercicio. 

D) Competencia contencioso-administrativa 

Formulando un juicio valorativo acerca de la competencia con-



tencioso-administrativa, y dentro del amplio espectro de las fijadas 
a la Corte, ha dicho Manuel J. Argañarás: ". . .Es el mismo Tribu-
nal al qüe la Constitución le atribuye competencia para dirimir los 
llamados conflictos de poderes, y para decidir en último resorte de 
la constitucionalidad de los actos del Poder Público, el que en lo 
contencioso-administrativo viene a hacer las veces del Consejo de 
Estado de otras legislaciones, como órgano de contralor de las acti-
vidades administrativas..."; y aproximándose a las motivaciones: 
" . . .la subordinación de los administrados al Poder Administrador, 
y la circunstancia de estar en juego el interés general representado 
por la Administración y el interés individual del administrado, ha 
determinado confiar la solución del conflicto de derecho surgido 
entre la Administración y los particulares a un Tribunal que, por 
ser el más elevado en la jerarquía judicial, constituye una mayor 
garantía de acierto y ecuanimidad..." (Argañarás, Mrínuel ]., "Tra-
tado de lo Contencioso-Administrativo', Bs. As., TEA, 1955, pág. 28). 

La Constitución Provincial de 1873, en el inc. 3" del artículo 
156, marca un hito en la determinación del órgano que ha de juzgar; 
por modo tal, en la delimitación de la base real de competencia en 
cuanto hace a las causas contencioso-administrativas, atina a resol-
ver un problema crucial en el Derecho Público de los albores, que 
tenía incluso profusos antecedentes en el derecho patrio y en la 
legislación española, así como encontradas formulaciones para satis-
facer una necesidad. 

Tras arduas controversias, toma partido en la discusión teórica, 
y precisa las soluciones esbozadas en la Constitución Provincial de 
1854, cuando reconociendo la índole contenciosa como manifesta-
ción litigiosa, se inclina por conferir facultades concretas y ceñidas 
—con rango constitucional— al Poder que los clásicos principios de 
la teoría de la división de funciones tiene la competencia exclusiva 
de hacer justicia. 

Refiere Luis V. Várela en su "Introducción" al Código de la 
materia, cómo emerge "The Court of the Claims", cuando el Con-
greso de la Unión se convence de que era menester "abrir franca-
mente las puertas de los Tribunales a los que reclamaban contra 
medidas del Poder Ejecutivo, cuando éste procede como Poder 
Público en desempeño de sus funciones reglamentadas". Pergeñada 
la idea de los tribunales contencioso-administrativos, se afirma el 
aseguramiento de los derechos a través de las prescripciones de la 
Constitución norteamericana de 1776' y la Convención Constituyente 



Francesa de 1791; salvadas las diferencias conceptuales de los siste-
mas posibles, que centran la búsqueda en quien debe ser "ese juez" 
una vez que están contestes en que debe haber "un juez", donde 
llevar los conflictos contencioso-administrativos. 

La Provincia de Buenos Aires, tuvo el mérito de ser el primer 
estado que en la República estableciera la jurisdicción específica, 
determinando al mismo tiempo el Tribunal que debe ejercerla. Tanto 
la Constitución de 1870/73, como la precedente de 1854 quedaron 
fuertemente impresionadas y ligadas a las ideas que al respecto con-
cibieron los juspublicistas de nota en el momento histórico previo. 
Congruamente, pudiera pensarse en el éxito del sistema judicialista 
fundado por los convencionales de 1870/73, derivando tal conclu-
sión, de la perdurabilidad del procedimiento o sistema que, con 
matices de mero ajuste, fue acogido en los contenidos constitucio-
nales ulteriores, y afirmado con práctico realismo en los carriles 
adjetivos que demarcan, Luis V. Varela con claro sentido precursor, 
tanto como la dinámica de los procesos vividos, trasuntados en las 
series jurisprudenciales que elaborara la propia Corte. 

Como ya se viera, la teoría de la división de los poderes perfi-
lada en el inicio de la historia institucional patria, no había alcan-
zado pureza en el concreto quehacer administrativo. Previamente, 
el Virrey solía entender en forma exclusiva, o con la colaboración 
de otros órganos por lo general administrativos, en "aquellas cues-
tiones en que se impugnaban actos de la Administración Pública", 
si bien, paralelamente crecía la idea de que los actos de la Admi-
nistración Pública de ninguna manera podían ser inimpugnables, 
cuando hubiera razón para ello. 

Ibáñez Frocham en "La organización judicial argentina" (año 
1938, pág. 16), ha destacado la existencia de ciertas normas de la 
Recopilación de Indias, estableciendo la competencia de la Real 
Audiencia, en litigios sobre responsabilidad de los actos guberna-
tivos y también en cuestiones con intervención del Tribunal de 
Cuentas. Posteriormente, en etapa que subsigue a la Revolución de 
Mayo, es posible ubicar "un germen de jurisdicción del poder Judi-
cial sobre cuestiones contencioso-administrativas, aunque acentuadas 
en litigios fiscales" (Méndez Calzada: "La Jurisdicción Fiscal y Con-
tenciosa Fiscal en la Primera Epoca de la Independencia", Anales de 
la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de La Plata, t. XIV, 
pág. 142 y sgts.; "La Función Judicial en las Primeras Epocas de 
la Independencia", Cap. II, año 1944). 

na 



Indudablemente existió un recurso ante las Cámaras de Apela-
ciones, con motivo de las decisiones de sustancia administrativa. Es 
destacable y digna de atención, en los elementos de juicio documen-
tal previos a la Constitución de 1854, una importante intervención 
del Poder Judicial, a título de control jurisdiccional en cuestiones 
donde la Administración Pública fuera parte; ello, con mayor o 
menor intensidad y tal vez dotada esa intervención de pronunciadas 
aristas de excepcionalidad. Empero, los antecedentes ponen de re-
lieve que el prestigio deslumbrante del Consejo de Estado Francés, 
en rigor de verdad no tuvo perspectivas positivas de seducir a los 
pensadores y organizadores bonaerenses, dado el peculiar acervo 
histórico cuyas sugerencias se enuncian. 

De lo que no parece haber duda, es de la fuerte influencia y 
pragmática docencia con que gravitaron sobre los convencionales de 
1854 y 1873, los artículos 95 y 100 de la Constitución Nacional; 
.•sobre todo, cuando desentrañaban la suerte "de los asuntos en que 
la Nación sea parte". Y no se apartaron de esta línea conceptual los 
¡responsables de la Carta sancionada por el Estado de Buenos Aires 
;al separarse de la Confederación Argentina, al establecer en el 
artículo 129 la creación de un órgano del Poder Judicial "con 
carácter especial para dirimir los litigios de HACIENDA y de Contratos 
•entre particulares y la Administración Pública". La idea es recogida 
y trasladada a la realidad por la Ley 166 del año 1857, donde se 
idispuso que "el Superior Tribunal de Justicia entendería en aquellos 
:adtos de gobierno en litigio con los particulares, mientras no se esta-
bleciera definitivamente el Tribunal especial ordenado por aquél". 

No obstante, el art. 156, inc. 3° de la Constitución provincial de 
1873, cimenta un criterio trascendente cuando preceptúa que el órga-
no máximo del Poder Judicial debería decidir en contiendas de esta 
•naturaleza en única instancia y en juicio pleno. 

"Los Convencionales provinciales — dijo Bartolomé Fiorini — 
realizaron una labor de decantamiento normativo más decisiva. Se 
estableció cuál debía ser el órgano judicial en instancia originaria y 
exclusiva que debía intervenir como Tribunal especial y también 
que debía tratarse en juicio contradictorio. Esta disposición consti-
tucional marca la pauta para el Código en lo Contencioso Adminis-
trativo que posteriormente se sancionó, como recuerda el propio 
autor: " . . .Toda la estructura contenida en el citado Código se en-
cuentra en el conciso artículo constitucional, que fue modificado 
al sancionarse la Constitución Provincial de 1889, bajo la asignación 



numérica 157, inc. 3° agregándosele la expresión de "retardación". 
Esta palabra, agregada, creaba el instituto del contencioso-adminis-
trativo por demora en la Administración y jerarquizaba institucio-
nalmente la denegación tácita" ("Sistema y crítica del Código Con-
tencioso Administrativo de la Provincia de Buenos Aires", Revista 
Jurídica Argentina, La Ley, t. 96, octubre-diciembre 1959, pág. 831, 
Sección Doctrinaria). 

La mentada disposición constitucional, textualmente se repro-
duce en las Constituciones provinciales, sancionadas en 1934 bajo el 
artículo 149, inc. 3<?; y en 1949, artículo 126, inc. 3?. 

A modo de compendio conceptual, cabe señalar que el mencio-
nado artículo 156, inc. 3°, reproducido sin sustanciales mutaciones 
en los textos que devienen por obra del Poder Constituyente deriva-
tivo "ahinca —al decir de aquel citado administrativista— la raíz jurí-
dica del actual contencioso-administrativo, y ubica con toda delimi-
tación los siguientes postulados CONSTITUCIONALES: control exclusivo 
por parte del Poder Judicial; juicio pleno en una sola instancia; com-
petencia excluyente y originaria en la Suprema Corte de Justicia; 
y acto denegatorio administrativo previo. Estos cuatro supuestos 
constitucionales son los pilotes normativos de este Código Contencio-
so Administrativo —se refiere a la obra de Luis V. Varela— donde el 
legislador no podrá jamás restringir o limitar esta estructura institu-
cional aunque tenga posibilidad para estatuir cualquier procedi-
miento, como también sobre cualquier clase de litigios surgidos pol-
la actividad de la Administración. Sobre estos cuatro supuestos se 
ha redactado el Código a principios de este siglo, lo que no quiere 
decir que aún sobre el mismo no puedan crearse otros institutos que 
el actual derecho administrativo ha consagrado: la acción popular 
y los recursos de anulación" (art. cit.). 

Tales conceptos aparecerán reflejados en la línea jurispruden-
cial del Cuerpo y congrega este haz de caracterizaciones: "La cua-
lidad característica de la jurisdicción contencioso-administrativa, ra-
dica en ser sustancialmente crítica y revisora; lo que significa que 
su misión se reduce y concreta a examinar las decisiones, acuerdos y 
actos administrativos que se dicten en la vía gubernativa, bien pro-
vocada por el particular, ya mediante declaración espontánea de la 
propia autoridad administrativa, para mantenerlos, revocarlos, anu-
larlos o modificarlos, siempre a base de decidir de una manera 
exclusiva en la extensión que el acuerdo, la petición o reclamación 
haya tenido en la propia vía gubernativa. Se caracteriza además, 



por ser una jurisdicción rogada, o lo que es lo mismo, que interviene 
procesalmente a requerimiento de parte, sea ésta un particular o la 
propia administración" (Fernández de Velázco, "Resumen de Dere-
cho Administrativo", t. II, pág. 405). 

La construcción jurisprudencial en materia contencioso-adminis. 
trativa que la Suprema Corte ha venido realizando a lo largo de su 
historia, se asienta sobre premisas que la providencia de los funda-
dores enclavó. "Verbi gratia": la jurisdicción y competencia del ór-
gano en esta materia que por disposición constitucional recibiera la 
Suprema Corte del Estado de Buenos Aires, es improrrogable en 
forma absoluta; tampoco el legislador podría disponer lo contrario 
dentro de la estructura y dinámica constitucional. 

Por último, los lindes de la materia susceptible de enjuiciamien-
to, son prácticamente la historia del Cuerpo; éste, sobre las pautas 
constitucionales y legislativas, fue confiriendo contorno, perfilando 
y distinguiendo situaciones y, en fin, definiendo los esquemas para 
la aprehensión de la sustancia contencioso-administrativa. 

E ) Cuestiones de competencia. 

Por virtud de lo dispuesto en el art. 149, inc. 2? de la Consti-
tución vigente, la Suprema Corte resuelve originaria y exclusiva-
mente en las cuestiones que se susciten entre los tribunales de jus-
ticia con motivo de su jurisdicción respectiva. Igual preceptiva con-
tenían las Constituciones de 1873 (art. 156, inc. 2<?), de 1889 (art. 
157, inc. 2°) y de 1949 (art. 126, inc. I 9 ) . 

F ) Competencia casatoria. 

Este aspecto, tanto por su especificidad como por constituir una 
de las más trascendentes singularidades del Tribunal —de la Rúa ha 
escrito que por uno de aquellos recursos, el de inaplicabilidad de 
ley, se consagró la primer manifestación legislativa de la casación 
en nuestro país—, es tratado "in extenso" y aparte, en otro lugar de 
esta publicación (conf. Secc. 3 ? ) . 

G) Atribuciones de Superintendencia. 

Con antecedente en el Tribunal Supremo Español, cuya orga-
nización fue tomada en gran parte, por los constituyentes de la épo-
ca, la Constitución de 1854 disponía en su art. 125: "El Tribunal 
Superior tendrá la Superintendencia de toda la Administración de 



Justicia". Tal expresa determinación, eliminada de las Constituciones 
de 1873, 1889 y 1934, reaparece en la de 1949 al expresar en su 
art. 127 que la Suprema Corte de Justicia "ejerce Superintendencia 
sobre la administración de Justicia". 

Esta atribución, entendida como el poder supremo de adminis-
tración del Poder Judicial, encuentra actualmente sustento normativo 
constitucional en el art. 152 de la Carta vigente, transcripción de las 
Constituciones de 1873 y 1889 en sus arts. 158 y 160, respectivamen-
te: "La Suprema Corte de Justicia hará su reglamento y podrá esta-
blecer las medidas disciplinarias que considere conveniente a la me-
jor administración de Justicia". 

Asimismo, atiende el ejercicio de la superintendencia en materia 
de personal el art. 149, inc. 5" de la Constitución de 1934 que adju-
dica a la Corte el nombramiento y remoción directa de "los secre-
tarios y empleados del Tribunal y a propuesta de los Jueces de 
Primera Instancia, funcionarios del Ministerio Público y Jueces de 
Paz, el personal de sus respectivas dependencias". Idéntica facultad 
fue tratada con distinta redacción por la Constitución de 1949 al 
asignarle "nombrar directamente sus secretarios y empleados y, a 
propuesta de los Jueces de Primera Instancia, Tribunales del Tra-
bajo, funcionarios del Ministerio Público y Jueces de Paz, los de 
sus respectivas dependencias; y remover, previo sumario y con justa 
causa, estos secretarios y empleados". 

En cuanto a la Cámaras de Apelación, la Constitución de 1934 
estableció que corresponde a las mismas el nombramiento y remo-
ción de los empleados de su dependencia, potestad recordada por 
los arts. 10 de la ley 4394 y 49 de la Orgánica del Poder Judicial 
n" 5827, que encuentra su antecedente remoto en el Acuerdo n" 5 
de la Suprema Corte de Justicia de fecha 27 de enero de 1875, insti-
tuyente del reglamento para las Cámaras de Apelación y que así 
propio, dispuso en el art. 30 del mismo: "Las Cámaras de Apelación 
propondrán a la Suprema Corte de Justicia las personas que han de 
desempeñar el cargo de ujier. Los escribientes, porteros y ordenan-
zas, serán elegidos por dichas Cámaras, dando cuenta a la Corte". 
Por su lado el art. 49 de la ley orgánica 5S27, establece también que 
"las Cámaras dictarán las disposiciones reglamentarias que han de 
regir su funcionamiento interno...". 

Innumerables son las medidas que, diariamente, ha adoptado el 
Tribunal en ejercicio de la competencia en tratamiento, y las mismas 
han sido y siguen siendo la piedra angular de la organización y 



funcionamiento del Poder Judicial de la Provincia. Desde luego que 
la enumeración del art. 31 de la ley 5827, es meramente enunciativa 
y refleja sólo parcialmente la amplia gama de materias que ocupan 
la actividad de la Corte. Al respecto, constituida por reglamentacio-
nes y resoluciones cuya sola enumeración escaparía a la finalidad de 
esta publicación, admite simplemente la puntualización del amplio 
espectro de posibilidades que encierra. Esto sea dicho, sin perjuicio 
de que más adelante (conf. Cap. III) se desarrolle un panorama 
más explícito de la vastedad de dependencias que el Tribunal ha 
debido organizar y a través de las cuales se adoptaron las medidas 
que, en definitiva, constituyen el ejercicio de la atribución constitu-
cional de superintendencia. 

Indudable resulta que los primeros pasos de la Corte constituida 
en 1875, se encaminaron fundamentalmente a la solución de la ma-
teria ahora en examen. Así se advierte que desde ese histórico 23 
de enero de 1875 hasta el 10 de marzo del mismo año en que se 
dicta la primera sentencia, expide la Corte 16 acuerdos en ejercicio 
de su facultad de superintendencia, a saber: N" 1, sobre juramento 
de magistrados y funcionarios; N° 2, reglamento de la Suprema 
Corte de Justicia; N° 3, estableciendo el turno para los juzgados de 
Primera Instancia de la Provincia y para los agentes fiscales. Nom-
brando escribanos secretarios y distribuyendo causas entre varios 
jueces; N° 4, distribución de causas del extinguido Tribunal Supe-
rior de Justicia; N° 5, reglamento para las Cámaras de Apelación; 
N? 6, solicitando la nómina de los expedientes anteriores a la ley 
de Secretarías; N° 7, designando conjueces para la Suprema Corte 
y Cámaras de Apelación del Departamento de la Capital; N° 8, 
ordenando el levantamiento del estado demostrativo de la existencia 
y número de causas pertenecientes a los Departamentos de Campa-
ña y fijando la manera y forma para la entrega y remisión de los 
expedientes; N° 9, nombramiento de reguladores de honorarios, tasa-
dores de costas y Defensores de Pobres para el año 1875 en el 
Departamento de la Capital; N9 10, nombrando empleados subalter-
nos al servicio de la Suprema Corte; N? 11, estableciendo el proce-
dimiento a observar en los juicios hasta tanto la Legislatura dictase 
la ley reglamentaria de jurados de prueba; N° 12, distribución de 
los expedientes anteriores a la Ley de Secretarías; N° 13, distribu-
ción, para su archivo, entre las Secretarías de la Capital, de los 
expedientes concluidos; N9 14, lista de jurados para juicios de im-
prenta para el año 1875; N° 15, disponiendo que el despacho de un 



Juez del Crimen sea atendido interinamente por otros magistrados 
de igual categoría, atento a la misión encomendada a aquél; N? 16, 
distribución bajo inventario, en las Secretarías de los expedientes de 
un Juzgado. 

Pero quizás donde con más elocuencia y facilidad se advierte 
la preocupación puesta de manifiesto por los magistrados de enton-
ces, en la organización de la administración de Justicia, es en las 
Memorias,remitidas, anualmente a la Honorable Legislatura. En 
ellas se resumen las inquietudes y necesidades de la época y cons-
tituyen, por ende, piezas históricas de innegable y notable vigencia. 
En la primera, expedida luego de su constitución en 1875, y refi-
riéndose a la tarea de organización judicial la Corte expresó: "La 
acción de Superintendencia fue llamada a condición del movimiento 
mismo. Ella tuvo que multiplicarse para apartar los tropiezos que 
a cada instante ofrecían la diferencia del personal, la división de 
jurisdicciones, la descentralización, la prueba pública y todos los 
detalles que surgían de esas mismas disposiciones, que no tenían 
amplitud de esfera desde que se ejercían entre el divorcio de prin-
cipios, respetando todo lo que aparecía legislativo existente, y sin que 
revistiesen la majestad de la ley al rozar los intereses individuales". 

A lo transcripto, cuadra añadir que pareja responsabilidad exhi-
bió y casi con vehemencia, en providencia del 18 de octubre de 1877, 
cuando, refiriéndose a la obligación de hacer efectivo el poder que 
constitucionalmente se le confiriera, señaló: "Y esta Corte colocada 
por la ley fundamental a la cabeza del Poder Judicial de la Provin-
cia, con la atribución expresa de establecer las medidas disciplina-
rias que considere convenientes a la mejor administración de justi-
cia, no puede prescindir de su ejercicio sin caer en la violación de 
su mandato, y producir con la acefalía una irresponsabilidad funesta 
a la administración judicial". 

H) Remisión de Memoria anual y proposición de refonna de 
procedimiento y organización. 

Ausente el tema rubrado en el acápite de la Constitución de 
1854, adviene a la normativa constitucional luego de interesante 
debate, en la nonagésimo octava sesión ordinaria de la Convención 
Constituyente, el 20 de junio de 1873, en el artículo 159 de la Cons-
titución de ese año y dentro del Capítulo referido a las atribuciones 
de la Suprema Corte de Justicia, con el siguiente texto: "Debe pasar 
anualmente a la Legislatura una memoria o informe sobre el estado 



en que se halla dicha administración (de Justicia), a cuyo efecto 
puede pedir a los demás tribunales de la Provincia los datos que 
crea convenientes, y proponer en forma de proyecto las reformas 
de procedimiento y organización que sean compatibles con lo esta-
tuido en esta Constitución y tiendan a mejorarla". 

Con identidad de texto, la norma es receptada por las Consti-
tuciones de 1889 y 1934 en los artículos 161 y 153, respectivamente. 
En la Constitución de 1949, el artículo 127 de la misma dispuso 
que las propuestas sobre reformas de procedimientos y organización 
fueran canalizadas a través del Poder Ejecutivo obviando el requi-
sito de la "forma de proyecto". 

Cumpliendo con la primigenia preceptiva, el 10 de junio de 
1876, la Suprema Corte "pone en mano" de la Legislatura —según 
las propias palabras con que encabeza su memoria— "la primera 
página en la historia de la nueva institución judicial". En ella hace 
extensa referencia a la acción de superintendencia, a las estadísticas 
de causas en los tribunales de la Provincia, a los problemas en ma-
teria de organización de la justicia penal, y, en especial, a la con-
clusión del nuevo edificio de la penitenciaría; luego aludíase a la 
necesidad de una reglamentación del recurso de inaplicabilidad de 
ley; y asimismo a la proposición de cambio en el sistema de otorga-
miento de venias supletorias y dispensas de impedimento por diver-
sidad de culto. En congruo sentido, acompaña el primer proyecto: 
"El Senado y Cámara de Diputados sancionan con fuerza de ley: 
Art. 1° — Corresponde al Defensor de Menores en el Departamento 
de la Capital y al Juez de Paz del partido local, en la campaña, 
otorgar las venias supletorias para celebrar matrimonio los menores 
huérfanos sin tutor, como dicidir las cuestiones de disenso con re-
curso al juez de Primera Instancia respectivo. Art. 2° — Las decla-
raciones de soltura se harán por el Juez de Primera Instancia en 
lo Civil de la Capital y por los Jueces de Paz en la campaña, con 
arreglo a los trámites vigentes". Dentro de esa primera memoria, 
incluíanse además, otros proyectos: Que los agentes fiscales en lo 
Civil desempeñasen las funciones de subalternería; la creación en 
cada uno de los Departamentos Judiciales de la Provincia de un 
escribano anotador de las hipotecas que se otorguen sobre bienes 
ubicados dentro del departamento respectivo, etc. 

En posteriores memorias la Corte fue dejando escritas memo-
rables páginas de la historia del Poder Judicial. En los primeros años 
de afirmación organizativa, harto prolífico resultó el quehacer en 



punto a concreción de proyectos que propiciaron el mejoramiento 
alentado en el texto constitucional. Pueden así recordarse: en el 
año 1877, sobre procedimientos en la quiebra; sobre nombramiento 
de cuatro secretarios por cada Juzgado Civil y de Comercio del 
Departamento de la Capital y uno por cada Juzgado de igual fuero 
en los departamentos de campaña; sobre forma de notificación de 
providencias en los Juzgados de Primera Instancia. En aquel mismo 
año se reclamaría el funcionamiento de la Justicia de Paz y el régi-
men de enjuiciamiento civil y comercial; por lo demás en este úl-
timo aspecto, puntualizábase expresamente la diferencia entre fal-
tas para cuya corrección bastaba el poder disciplinario que la mis-
ma Constitución había atribuido al primer tribunal de la Provincia 
y aquellas otras que, por su entidad, colocara a los magistrados en 
la obligación de someterse al jury de enjuiciamiento. Ambas inquie-
tudes de la Corte encontraron recepción legislativa en 1878: Ley 
N° 1169 sobre "organización y competencia de la Justicia de Paz", 
derogada por Ley N° 1205 y puesta nuevamente en vigencia por 
Ley 1853 y N° 1228 de "Jury de enjuiciamiento de magistrados". 

El mismo año 1878 se remiten siete proyectos sobre reformas 
de procedimiento; más luego la Corte se dirigirá a la Honorable 
Cámara de Senadores acompañando un proyecto sobre organización 
de los tribunales y su jurisdicción, en el que se ven plasmados es-
tudios que desde tiempo atrás la Corte venía realizando en tales 
tópicos. Tras breve introducción donde se pone el acento en las 
dificultades de orden económico que impiden proyectar una orga-
nización acorde con el caudal de las necesidades y en especial con 
respecto a la creación de jueces de instrucción —trabada por idén-
tico motivo— calificaba a esta última de mejora que "sería tan be-
neficiosa para el procedimiento en lo criminal"; "a posteriori", efec-
túa una pormenorizada exposición de motivos sobre los distintos 
títulos que enmarcaban aquel proyecto, discriminándolos del si-
guiente modo: 1, Alcaldes, jueces de paz y tribunales de distrito; 
2, de los jueces de mercado; 3, de los departamentos Judiciales de 
la Provincia y de los jueces letrados; 4, de las Cámaras de Ape-
lación; 5, de la Suprema Corte de Justicia; 6, del Ministerio Fiscal; 
7, del Ministerio de Menores; 8, Defensoría de Pobres; 9, del Juez 
de Subalternos; 10, de los defensores de oficio; 11, de los Escriba-
nos; 12, Disposiciones Generales; 13, De la jurisdicción disciplinaria. 

Forzoso es destacar que en sucesivas memorias el Tribunal re-
mitió nuevos proyectos y expresó diversas preocupaciones; insistió 



—"a fortiori"— sobre la solución de problemas anteriormente plan-
teados. al par que hacía hincapié en renovadas necesidades. Así, en 
1885 reclamaba la creación del Archivo General de la Provincia, que 
reiterará el año siguiente acompañando el respectivo proyecto de 
ley, lo que encuentra eco con la sanción, en 1887, de la Ley N" 1932, 

Pareciera entonces conclusión obligada del análisis del cum-
plimiento de las cláusulas constitucionales objeto de esta área del 
acápite, señalar que en lo concerniente a la memoria anual prevista, 
el Tribunal ha llenado una función de acercamiento y mutuo enten-
dimiento entre los poderes del Estado; a la vez que ha tendido a 
la solución de problemas propios del Poder Judicial cuando los me-
dios para ello requerían la actividad de otros poderes. En el res-
tante aspecto, de potestad virtualmente colegislativa conferida a 
la Corte, o tal vez, de colaboración institucional en el proceso for-
mativo de la ley, ha encauzado la concreción de diversos proyectos 
que marcaron importantes jalones en la historia organizativa del 
Poder Judicial. Igualmente con lo dicho, ya en este tema Joaquín 
V. González aseguraba que "...corresponde al Poder Judicial ser 
colegislador en su ramo, iniciando las leyes sobre la administración 
de justicia que es de su exclusivo resorte" ("Obras Completas", 
t. 2, pág. 212, Bs. Aires, 1935); y un autor actual, incluye a la 
Constitución de la Provincia de Buenos Aires entre las que se han 
pronunciado categóricamente a favor del reconocimiento de la fa-
cultad colegislativa del Poder Judicial (Mercado Luna, "Faculta-
des colegislativas del Poder Judicial", en "J.A.", doctrina 1974, pág. 
604, ap. VI y nota 12) llegando a concluir "que los tiempos moder-
nos, de una mayor complejidad en todos los órdenes, han llevado al 
Poder Ejecutivo a concentrar su atención a los altos negocios de la 
política y de la administración general... Por eso resulta acertado 
el punto de vista según el cual, actualmente, nadie está en mejores 
condiciones que el Poder Judicial para conocer sus propias necesi-
dades y las necesidades de un pueblo que aspira, con razón, contar 
con una administración de Justicia cada vez más ágil, más previso-
ra, y eficaz" (autor y lugar precitados, pág. 606 párr. 4°). 

De toda congruencia es, pues, cuanto el Cuerpo decretó en el 
mes de julio de 1974, cuando por Acordada N? 1637, creó la Se-
cretaría de Asuntos Institucionales de la Suprema Corte, disponien-
do asignarle "el estudio y confección de los proyectos legales rela-
tivos a cuestiones de procedimiento para su posterior remisión, en 
caso de aprobación", conforme a lo dispuesto en el artículo 153 de 
la Constitución. 



I) Informe sobre oportunidad ij conveniencia de conmutación 
de penas. 

Conforme preceptúa la sección cuarta, capítulo III —Atribucio-
nes del P.E.—, art. 132 inc. 4C', el Cuerpo debe producir informe 
motivado, sobre la oportunidad y conveniencia de la conmutación 
de penas, que se enumera como facultad del Gobernador, por la 
norma precitada. 

Tal cual "infra" se verá, aquellas consultas y su evacuación se 
producen en la actualidad por medio de la Secretaría de Asuntos 
Institucionales. 

J ) Competencias constitucionales fenecidas. 

En 1873 y con mayor particularización en la Constitución de 
1889, la Suprema Corte fue dotada de una serie de facultades que 
el transcurso de los años, la división del trabajo estatal, y el desen-
volvimiento del derecho codificado, tornaron, o bien inadecuadas o 
ya superadas por el advenimiento de una técnica constitucional más 
pura. 

Con arreglo a cuanto precede, finalizaráse el capítulo con la 
recordación de cláusulas fenecidas, que en las Constituciones de 
1873 y 1889 preceptuaban: "(Corresponde a la Suprema Corte): 
"El conocimiento de los recursos de fuerza, en consulta o en grado 
de apelación en Tribunal pleno, de las causas en que se imponga 
la pena capital, al solo efecto de decidir si la ley en que se funda 
la sentencia es o no aplicable al caso; (el) conocimiento o decisión 
privativa de los casos de reducción de pena autorizados por el Có-
digo Penal; y (el) ejercicio jurisdiccional exclusivo en el régimen 
interno de las cárceles de detenidos". 





C A P Í T U L O I I I 

H I S T O R I A D E L A O R G A N I Z A C I O N Y E S T R U C T U R A 

D E L T R I B U N A L 

1 . S U P R E M A C O R T E DE J U S T I C I A 

A. Su instalación 

De acuerdo con lo establecido en las disposiciones transitorias 
de la Constitución de 1873 (art. 217, inc. 1?), la Suprema Corte 
de Justicia creada según el art. 155 del citado cuerpo fundamental, 
debía instalarse "en la capital de la Provincia con cinco jueces y un 
secretario..." 

Así ocurrirá en efecto. El 23 de enero de 1875, "en la Sala de 
Audiencia Pública bajo la presidencia del señor Doctor Manuel M. 
Escalada por ausencia autorizada del señor Doctor Carlos Tejedor, 
se procedió a prestar por los señores Vocales, Presidente y Secreta-
rio el siguiente juramento: "Juro por Dios y por la Patria desempe-
ñar lealmente el cargo... (Vocal, Presidente, o Secretario respec 
tivamente) d,e la Suprema Corte-, observando la- Constitución y le-
yes, asi de la. Nación como de la Provincia. Si no lo hiciere, DiOs 
y la Pcttria me lo demanden'. "Terminado lo cual, el señor Presi-
dente en ejercicio declaró instalada la Suprema Corte y ordenó se 
hiciera• saber por medio de los periódicos, comunicándose a quien 
corresponde. Lo que firmarán los Señores de la Suprema Corte ante 
el infrascripto Secretario". 

Y filmaron los doctores Manuel M. Escalada, Sixto Villegas, 
Alejo B. González, Sabiniano Kier y Aurelio Prado, Secretario. 

Acto seguido, el Tribunal reunido en Acuerdo extraordinario y 
usando de la facultad conferida en el art. 188 de la Constitución 



entonces vigente, dispuso que el lunes 25 del mismo mes y año, los 
magistrados y funcionarios judiciales nombrados en el departamen-
to judicial de la Capital y los Presidentes de las Cámaras de cam-
paña, prestasen juramento de sus respectivos cargos, "a cuyo efecto 
se les pasará aviso", sujetándose a la fórmula má arriba menciona-
da. Que, en seguida, los miembros ele las cámaras, jueces y demás 
funcionario de la campaña, prestasen juramento ante los presidentes 
de aquellas. 

Quedó así integrado el nuevo poder judicial provincial. 

B. Las primeras medidas adoptadas 

Tres días después de cuanto queda reseñado, la Suprema Cor-
te dictó su reglamento interno "disponiendo que se observe en to-
das sus partes desde esta fecha". Ello lo fue el 26 de enero de 1875, 
y al siguiente, dictóse el "Reglamento para las Cámaras de apela-
ción"; el 29 se designaron conjueces del Tribunal y Cámaras de 
Apelación de la Capital, ordenándose por otra parte "el levanta-
miento del estado demostrativo de la existencia y número de cau-
sas pertenecientes a los Departamentos de Campaña. . ."; además, 
nombráronse reguladores de honorarios, tasadores de costas y de-
fensores de pobres para el año 1875 en el departamento de la Ca-
pital, a la vez que se elegían "empleados subalternos al servicio de 
la Suprema Corte", a los señores Emilio Miliavaca, como Ujier y 
Habilitado; Próspero Gazzolo y Costa y a Demetrio González Cá-
ceres en calidad de escribientes de la Secretaría, así como a Fausti-
no Obligado, Portero. El 11 de febrero se estableció "el procedimien-
to a observar en los juicios, hasta tanto la Legislatura dictase la ley 
reglamentaria de jurados de prueba". 

Largo sería continuar enumerando las medidas que sucesiva-
mente adoptó la Corte en aras de una eficaz organización de la 
Administración de Justicia en la Provincia; no obstante, resulta de 
interés transcribir el encabezamiento de la nota con que la Suprema 
Corte remite al Poder Ejecutivo el proyecto de ley sobre procedi-
miento en juicio, en 10 de febrero de ese año 1875. Decía entonces 
el Cuerpo: "Instalados los nuevos Tribunales sin leyes orgánicas y 
reglamentarias de su procedimiento, se sentían muchas dificultades 
para su marcha regular. Todo el esfuerzo de la Corte en los pocos 
días transcurridos, se ha limitado a establecer aquellas disposiciones 
reglamentarias, que están dentro de sus facultades y que permiten 
el funcionamiento de la institución". 



C. El número de sus miembros 

El Tribunal prosiguió su actividad con la misma cantidad de 
miembros —cinco— hasta mayo de 1936, en que por Ley 4.387 se 
aumentó a siete el número de jueces. En el año 1954 se sanciona 
la Ley Orgánica del Poder Judicial 5.827, manteniéndose en 
siete el número de jueces de la Suprema Corte (art. 22). 

Por último, en octubre de 1965, se dicta la Ley N° 7079 —mo-
dificatoria de la N° 5827—, aumentando a nueve la composición de 
la Corte (art. 22 ley cit.). 

D. Modalidad- de trabajo en sus primeros tiempos 

De la primer norma que rigió la actividad de la Corte —su ci-
tado reglamento interno dictado el 23 de enero de 1875— es válido 
extraer algunos aspectos que ilustran sobre la primigenia modalidad 
de funcionamiento del Tribunal. En esa inteligencia, ha de signifi-
carse que las horas ordinarias del despacho en sus días respectivos, 
eran cuatro; "sin perjuicio del mayor tiempo" requerido por los 
asuntos y "las exigencias del servicio ordinario". Las audiencias pú-
blicas comenzaban a las 12 del día. Una hora antes, los miembros 
del Cuerpo se reunían en la Sala de Acuerdos para "proveer las 
peticiones que se presenten, tramitar expedientes, acordar y re-
solver causas contenciosas y para el despacho de los asuntos gene-
rales de administración". 

Cuando se celebraba una audiencia pública la Corte suspendía 
los antedichos trabajos, que reanudaba una vez terminada la misma. 
El orden general del despacho de las causas era el de su entrada 
a Secretaría, "salvo las preferencias por ley o naturaleza de la 
causa". Inmediatamente que un pleito contencioso subía "por ape-
lación o consulta" a la Corte, se llamaban "autos mandándose a Se-
cretaría, si no hubiere que oir previamente al Procurador General". 
Las partes debían manifestar dentro de tercero día, contado desde 
la notificación, si iban a informar "in voce" o en derecho y si so-
licitaban "Corte íntegra"; si no lo hacían, podía resolverse "con nú-
mero legal" y sin informe. Dentro de igual término, podían dedu-
cirse las recusaciones sin causa. 

Los miembros de la Corte se instruían cada uno privadamente 
de las causas contenciosas antes de celebrar los acuerdos y sólo po-
dían tener en su poder los expedientes durante el término que el 
Presidente señalara a cada uno, dentro del fijado por ley para pro-



ii unciar sentencia. En los casos en que se debían escuchar informes 
orales, no se fijaba audiencia pública para ese acto hasta que los 
miembros del Tribunal se hubieran instruido del expediente. Los 
acuerdos se celebraban en el día que señalara el Presidente. Dicho 
acto se verificaba en presencia de todos los miembros que debían 
resolver el asunto y del Secretario, "observándose en el procedimien-
to y votación lo establecido en los artículos 170 y 171 de la Cons-
tución". Los mismos determinaban que se debía establecer primero 
las cuestiones de hecho y en seguida las de derecho y votarse se-
paradamente cada una de ellas en el mismo orden; que el voto en 
cada una de las cuestiones de hecho o de derecho debía ser fun-
dado y la votación principiar por el miembro del Tribunal que re-
sultase de la insaculación que al efecto debía practicarse. 

Concluido el acuerdo se redactaba el libro determinado por el 
art. 172 de la Constitución, que prescribía: "Los procedimientos an-
te los Tribunales son públicos; sus acuerdos y sentencias se redacta-
rán en los libros que deben llevar y custodiar y en lo autos de las 
causas en que conocen y publicarse en sus salas respectivas de au-
diencia, a menos que a juicio de! Tribunal ante quien penden, la 
publicidad sea peligrosa para las buenas costumbres, en cuyo caso 
debe declarárselo así por medio de un auto". Suscribíase el libro 
con media firma de los míennos concurrentes, y era autorizado por 
el Secretario con firma entera. Debía permanecer reservado mientras 
no fuera publicada la sentencia e inmediatamente se pronunciaba 
ésta, redactándose en los autos precedida de copia íntegra del 
acuerdo, autorizado por el Secretario. Las sentencias y providencias 
con fuerza de definitivas, eran signadas con firma entera ele los 
Vocales y las demás providencias con media firma. Las sentencias 
debían ser publicadas por el Secretario en la Sala de Audiencias, 
salvo el caso del citado artículo 172 de la Constitución, quedando 
constancia del acto y firmando los litigantes presentes. Una copia 
íntegra de la sentencia se insertaba en el libro a continuación del 
acuerdo, firmada y autorizada en la misma forma. Las resoluciones 
del Cuerpo eran pronunciadas a mayoría absoluta de votos, no pu-
diendo funcionar con menos de tres de sus cinco miembros. 

La Corte podía llamar a su seno a cualquier magistrado judi-
cial, a fin de prevenirle por faltas u omisiones; muy luego, esta 
facultad sería receptada por el art. 31 de la ley 5827. Los demás 
funcionarios eran llamados por el Presidente a nombre del cuerpo 
y los subalternos por el Secretario. 



La Suprema Corte debía hacer que se mantuviese el decoro de 
la Administración de Justicia y en las audiencias públicas el buen 
orden, corrigiendo en uno y otro caso las faltas que se cometieren 
con multas "Que no excedan de cinco mil pesos moneda corriente, 
o detención por ocho días". Si la falta o desacato constituyeran un 
atentado que merecía pena mayor, serían arrestados quienes en ello 
incurrieren y puestos a disposición del Juez competente. También 
podía la Corte imponer las mismas multas y demás correcciones dis-
ciplinarias que las leyes permitieran, a todos los que intervenían 
en los juicios por las faltas que cometieren, ya sea contra su auto-
ridad, obstruyendo el curso de la justicia, o en daño de las partes. 
Las multas eran "aplicadas al Tesoro Público". 

E. Su organización 

Por aquellos primeros años de su transcendente instauración, 
la Corte no tenía una dotación muy amplia. Efectivamente, la Ley 
N° 949 preveía cinco cargos de jueces de Corte, un secretario, un 
ujier, dos escribientes, un ordenanza y un portero. Cabe reconocer, 
es cierto, que la índole y cantidad de las tareas distaba mucho de 
cuanto hoy han impuesto las necesidades largamente evidenciadas 
en los parágrafos subsiguientes. 

En los Títulos IV a VI del primer Reglamento de la Suprema 
Corte, se hallaban contenidas las funciones de algunos colaborado-
res que resultan ilustrativas. Según el art. 46, las obligaciones del 
Ujier eran: 1° - Hacer emplazamientos, citaciones, notificaciones, 
embargos y demás diligencias que se practiquen de orden de la 
Suprema Corte, fuera de la audiencia y secretaría; 2° - Ejecutar las 
órdenes que le diere el presidente relativas al despacho; 3° - Cuidar-
de que el portero y ordenanza cumplan estrictamente con sus obli-
gaciones. Los escribientes a su vez tenían la obligación de asistir y 
permanecer diariamente en el despacho durante el tiempo que co-
rresponde al secretario, o el mayor que les fuese ordenado por éste 
cuando el servicio público lo exigiese; servían de amanuenses y es-
taban bajo las órdenes del secretario; podían ser reemplazados con 
acuerdo del presidente, siempre que así conviniere al mejor servi-
cio público. Según el art. 51 del Reglamento citado "el portero asis-
tirá a las audiencias públicas y hará guardar en ellas el orden y com-
postura debidos"; mientras que por el siguiente, preceptuábase 
que "tendrá a su cargo y responsabilidad las llaves de las puertas 
exteriores de la Casa de Justicia y las de las Salas de la Suprema 



Corte", así como que debía cuidar "del aseo y limpieza diaria de la 
Casa de Justicia para cuyo efecto", tenía "bajo sus inmediatas 
órdenes a los ordenanzas de la Corte Suprema y Cámaras de ape-
laciones". 

En 1884 en su Memoria al Poder Legislativo la Corte ponía 
énfasis en sus necesidades y se expresaba en estos términos: "La 
Suprema Corte cree con este motivo de su deber, llamar la atención 
de V.H. acerca de la provisión de los puestos de la administración 
judicial. La incesante labor que impone el buen desempeño de la 
Magistratura; la preparación que requiere; y lo ingrato de sus tareas, 
merecen la atención y el estímulo de los demás Poderes Públicos. 
Quien tenga dadas pruebas en el ejercicio de tan delicadas funcio-
nes de su competencia, de su labor y de su rectitud, ha adquirido 
ciertamente el derecho de creer colmada una legítima aspiración: 
su ascenso. Estableciéndolo como regla, en tales casos para la pro-
visión de los puestos superiores, la Magistratura será una verdadera 
carrera para los que pisen sus primeros escalones: el estímulo redo-
blará los esfuerzos, en bien de la comunidad; y la justicia discernida 
a los méritos contraídos, levantará el espíritu y la energía, que con 
frecuencia abaten los desengaños. Sería pues, de desear que el P .E. 
y el H. Senado, llamados por la Constitución a intervenir en la pro-
visión de las vacantes de esta rama del Poder Público, se inspiraran 
en tales ideas al hacer los nombramientos y la Suprema Corte en 
nombre no sólo de la Justicia sino también del interés general, se 
permite esperarlo así en adelante". 

Si con escasos medios diéronse los primeros pasos a partir de 
los cuales se vertebraría la organización que hoy procurará refle-
jarse en este capítulo, bien parece que ha de resultar aún más ilus-
trativa la lectura de la parte de los primeros asientos contables, 
donde se discriminaban mensualmente "gastos de almacén" lavado 
de "toallas y lienzos", 'gastos de tranways" realizados por un or-
denanza, "tres boletos de tren", etc,; así como harto curiosa para 
nuestra mecanizada contemporaneidad, es aquella resolución del 16 
de abril de 1895, donde se prohibía el uso de la máquina de escri-
bir a un Notario para la confección del protocolo a su cargo y tes-
timonios correspondientes, porque dichas máquinas "no se encuen-
tran vulgarizadas ni se ha comprobado las ventajas que ofrecen para 
la escrituración pública" pudiendo su manejo "ofrecer dificultades 
e inconvenientes". 

Los tiempos habrían de cambiar los métodos; la organización 



se acomodaría a las nuevas necesidades y éstas a las surgentes técni-
cas; pero aquellos primeros esquemas administrativos perdurarían en 
el correr de los años como un símbolo; y esos primeros esfuerzos, 
como la piedra basal de una tarea siempre creadora y renovada. 

F . Los edificios donde funcionó 

La Suprema Corte de Justicia funcionó desde su instalación 
basta el día 15 de abril de 1884, en el histórico Cabildo de Buenos 
Aires, en la entonces Plaza Victoria; ello, según dato tomado de la 
"Guía General del Comercio, de la Industria, de la Magistratura y 
de la Administración o sea la Guia de las 100.000 direcciones de la 
República Argentina" (de Francisco Ruiz, editada en Buenos Aires, 
Imprenta de la Guía Comercial" - 1875-1876, pág. 89, 2? columna). 
Su traslación a La Plata una vez federalizada la ciudad de Buenos 
Aires, fue dispuesta por ley del 15 de septiembre de 1883, para ser 
efectivizada —junto con la de los demás poderes públicos provincia-
les—, antes del 30 de abril de 1884. Un decreto del Poder Ejecutivo 
del 29 de marzo de ese año, fijó el 15 de abril como fecha definiti-
va del traslado y así lo comunicó a la Suprema Corte. Esta, que 
días antes había practicado una visita a la parte del edificio del 
Banco Hipotecario Provincial destinada para funcionar provisoria-
mente los Tribunales del Departamento de la Capital —se trataba 
del ubicado en la Manzana comprendida entre las calles 47, 48, 6 
y 7, hoy sede de la Universidad Nacional de La Plata—, encontró 
que el mismo no estaba aún en las condiciones necesarias para el 
objeto y así lo hizo saber al Poder Ejecutivo. Empero, arribado que 
se hubo al 14 de abril sin que se hubiera modificado la fecha desig-
nada, el Tribunal en Acuerdo Extraordinario resolvió; 1") Declarar 
clausurados los Tribunales del Departamento Judicial de la Capital 
de la Provincia de Buenos Aires, suspendiendo los términos judicia-
les en toda la circunscripción de dicho Departamento; 2") trasla-
darse el día 15 de abril a la ciudad Capital "La Plata", a efecto de 
declarar instalado allí el Poder Judicial; proveer a la traslación de 
todo lo que es concerniente y sobre la administración de Justicia 
mientras rija la suspensión de los términos; y, 3°) ordenar al en-
cargado del Registro de la Propiedad y a los demás Escribanos 
de Registro con jurisdicción en toda la Provincia se abstuvieran de 
actuar en los Registros a su cargo en la ciudad de Buenos Aires, 
debiendo trasladarse inmediatamente a "La Plata". 

En cumplimiento de esta resolución, la Suprema Corte de Jus-
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ticia y el Sr. Procurador General, se trasladaron el 15 de abril a 
"La Plata", dictándose en ella el Acuerdo Extraordinario de la mis-
ma fecha, por el que se declara instalado el Poder Judicial en la 
ciudad, con designación de los funcionarios que durante la clausura 
decretada debían atender al despacho de los asuntos de naturaleza 
urgentes según las leyes, en los diversos fueros e instancias; y au-
torizando a su Presidente a dictar las medidas necesarias para el 
transporte de los expedientes y mobiliario de la administración ju-
dicial, conforme a lo acordado con ese fin. 

A despecho de toda la actividad con que se procedió, el 30 de 
abril aún no había sido posible, sin embargo, superar las dificulta-
des que se opusieron al funcionamiento regular de los Tribunales 
en ese día; por manera que reunida la Suprema Corte el 3 de mayo, 
se vio obligada a postergar la reapertura de los términos hasta el 
5 del mismo mes, por medio del Acuerdo que dictó al efecto. 

El edificio donde actualmente funciona el Tribunal, fue fruto 
de un estudio que tuvo su inicio en una resolución del 6 de mayo 
de 1881, que creaba la comisión del concurso para el examen de 
planos y presupuestos de los edificios de la Capital de la Provincia. 
La "Casa de Justicia" debía contar con dependencias para la "Corte 
Suprema de Justicia y Procurador General, cuatro Cámaras de 
Apelación, Fiscalía de Cámaras, cuatro Juzgados de Primera Ins-
tancia, dependiencias para el Archivo, depósitos, Sala de Concursos, 
piezas para Agentes Fiscales y Asesores de Menores, habitaciones 
para el Mayordomo y para el Portero. El presupuesto que se fijó 
para este edificio fue de tres millones quinientos mil pesos de mo-
neda corriente. 

Del informe del jurado surge que los proyectos para la reali-
zación de este edificio alcanzaron a cinco, ninguno de los cuales 
cubrió las exigencias que hubieren merecido su aprobación. El pri-
mero de ellos consistió en un mero croquis; el segundo adolecía de 
defectos tan grandes que hicieron vehemente y asaz enfática la ex-
presión negativa de la comisión, en el sentido de que la cons-
trucción era "defectuosa y de pésimo gusto"; el tercer proyecto, si 
bien llenaba las condiciones del programa, carecía de memoria y 
presupuesto, por lo que no pudo tomarse en consideración; el cuar-
to podía considerarse tomado del Palacio de Justicia de París —su 
fachada era idéntica—, lo que la Comisión reputaba como de "dese-
chable"; diversas eran también las críticas que se efectuaron al 
quinto de los proyectos, por lo que obviamente forzoso fue el re-





chazo integral. La comisión estaba integrada por Pedro Benoit, José 
M. Bosch y Carlos Stegmann. 

El 2 de Junio del 1881 Dardo Rocha se había dirigido al Pre-
sidente de la Corte solicitándole opinión sobre el programa de edi-
ficios para la Administración de Justicia "en la futura Capital de la 
Provincia", a lo que —con visible firmeza— la Corte respondió: 
"Excmo. Señor: El programa de los edificios indispensables a la 
Administración de Justicia en la futura Capital de la Provincia, de-
be necesariamente relacionarse con la nueva organización que se 
de al Poder Judicial. Si toda la Administración Superior de Justicia 
hubiera de concentrarse en la Capital, el "programa" pasado en 
vista a esta Corte satisfaría con ligeras ampliaciones, las exigencias 
del servicio. Si al contrario ,hubiera de prevalecer en las reformas 
el pensamiento constitucional de la descentralización, ese programa 
sería por mucho tiempo excesivo". Y luego ele aportar unas pocas 
ideas, concluía textualmente: "Es cuanto la Corte puede informar 
dedicando al programa remitido por V.E., el cortísimo espacio de 
tiempo que le ha sido acordado para su estudio". Buenos Aires, ju-
nio 3 de 1881. Alejo B. González, Manuel M. Escalada, Sixto Vi-
llegas, Sabiniano Kier, Víctor Martínez. Ante mí: Miguel Esteves". 

No habiéndose aceptado ninguno de los planos para la Casa 
de Justicia, presentados a concurso, la Comisión encomendó al Ar-
quitecto Adolfo Büttner la confección de planos al efecto. La cons-
trucción comenzó bajo su dirección, con los empresarios señores Fio. 
rini y Ferranti. Los cimientos fueron abiertos el 2 de noviembre de 
1883. En 1884, por decreto del 12 de enero, se amplió el edificio, con 
el cuerpo destinado a la cárcel y se introdujeron algunas modificacio-
nes para dejar cabida a las escribanías de registro. La superficie total 
ocupada era entonces de 10.800 m2. "Su estilo de líneas severas se 
caracteriza fundamentalmente, por la naturaleza de la balanza de la 
justicia, que se ha de distribuir- y administrar en el interior del edifi-
cio destinado a la aplicación de las leyes" (José María Prado. Asesor 
de Historia y Cartografía. Informe a la Suprema Corte de fecha 5 
de mayo de 1969). 

El 23 de abril de 1970, tal edificio, que —como se dijo— es el 
que actualmente contiene al Tribunal, fue declarado de "valor his-
tórico" por una Comisión integrada por el arquitecto Eduardo G. 
Corkhill, el ingeniero Aquiles F. Ortale y el doctor Enrique M. 
Barba. 



G. Sus Jueces 

La nómina de jueces que han formado y forman parte de este 
Tribunal, y los períodos en que han ocupado la presidencia del mis-
mo, es la que sigue a continuación: 

Juez Período Presidente 

Manuel M. Escalada 1875 á 1884 1875; 1879 y 1883 
Sixto Villegas 1875 á 1881 1876 y 1880 
Alejo B. González 1875 á 1884 1877 y 1881 
Sabiniano Kier 1875 á 1886 1878 y 1885 
Andrés Somellera 1875 á 1879 1879 
Víctor Martínez 1879 á 1884 -

Luis Sáenz Peña 1882 á 1884 1882 
Manuel Langenheim 1882 á 1887 1884 
Pedro Passo 1884 á 1888 1886 
Faustino Jorge 1884 á 1888 1887 
Tomás Isla 1885 á 1887 — 

José Antonio Capdevila 1887 á 1905 1890; 1894; 1898 y 
Damiro Sáenz 1887 á 1894 1889 y 1893 
Luis V. Varela 1887 á 1889 1888 
José V. Urdapilleta 1888 á 1889 — 

Néstor French 1888 á 1905 1891; 1895; 1899 y 
Pastor Lacasa 1889 á 1892 — 

Carlos Dimet 1890 á 1907 1892; 1896; 1900 y 
Adolfo Miranda Naón 1892 á 1893 — 

José María Rojas 1893 á 1905 1897 y 1901 
Manuel Escobar 1894 á 1896 1894 
José María Calderón 1897 á 1899 1899 
Dalmiro Alsina 1899 á 1912 1903; 1906 y 1911 
Pedio P. Acevedo 1905 á 1911 1907 
Teodoro Varela 1905 á 1910 1908 
Gregorio Lecot 1906 á 1918 1909 y 1914 
Bómulo Etcheverry 1907 á 1911 1910 
José Nicolás Matienzo 1910 á 1913 1913 
Enrique E. Rivarola 1911 á 1921 1915 y 1918 
Manuel García Reynoso 1912 á 1914 — 

Manuel F. Escobar 1912 á 1919 1912; 1917 y 1919 
Jorge Maurice 1913 á 1914 1913 
José Fonrouge 1914 — 



Juez Período Presidente 
Antonino Llambi 1914 á 1917 1916 
Manuel F. Gnecco 1914 á 1918 1918 
Carlos A. Ballesteros 1918 á 1931 1920; 1925 y 1930 
Américo Pereyra Míguez 1918 á 1925 1921 
Enrique Thougnon Islas 1918 á 1924 1922 
Felipe M. Giménez 1921 á 1924 1924 
Antonio S. Amallo 1921 á 1925 1923 
Luis F. Dellepiane 1924 á 1930 1924 y 1929 
Nilamón de la Colina 1924 á 1930 1927 
Juan de la Campa 1925 á 1928 1926 
Néstor N. Fernández 1925 á 1926 
Guilberto E. Míguez 1926 á 1929 1928 
Ismael Casaux Alsina 1929 á 1936 1931 y 1936 
Bómulo Etcheverry Boneo 1930 á 1932 ... 
Manuel J. Argañarás 1930 á 1946 1935; 1942 y 1944 
José P. Pellegrini 1930 á 1931 
Emilio Molina Carranza 1931 á 1933 1932 
Alberto Jordán 1932 
Horacio J. Lascano 1932 á 1933 — 
Callos Güiraldes 1932 á 1934 1933 
César Ameghino 1933 á 1935 1934 
Carlos Ocampo 1933 á 1942 1936 
Enrique Arau 1934 á 1943 1937 y 1943 
César Díaz Cisneros 1935 á 1939 1938 
Pablo González Escarrá 1936 á 1942 1939 
Elias Casas Peralta 1936 á 1946 1940 y 1943 
Pedro J. Alegre 1936 á 1943 1941 
César An eghino 1939 á 1943 
Julio Moreno 1942 á 1943 
Pedro B. Quiroga 1942 á 1943 
Pablo González Escarrá 1943 
Julio Moreno Hueyo 1943 á 1952 1950 y 1951 
Antonio P. Quijano 1943 á 1946 
Francisco Brunet (hijo) 1943 á 1952 1948/49 
Julio M. Fació 1943 á 1946 1945 
Jorge Maurice Echagüe 1943 á 1946 1946 
Luis Bicardo José Longhi 1946 á 1947 1947 
Eduardo A. Illescas 1946 á 1952 1946 
Fernando Dtemaría Massey 1946 á 1955 1949/50; 1953/54 < 
Julio M. Escobar Sáenz 1946 á 1953 1947 á 1948 



Juez Período Presidente 

Cayetano Giardulli (hijo) 1947 á 1955 1952 á 1953 Oct. 
Juan D. Ramírez Gronda 1946 á 1952 1951 Ag. á 1952 Ag. 
Eduardo Servini 1952 á 1955 1954 Oct./55 Oct. 
Raúl S. Caro Betelú 1952 á 1955 
Vicente Bagnasco 1952 á 1955 
Roberto Curto 1952 á 1955 
Rodolfo Ernesto Trono 1952 á 1955 
Antonio P. Quijano 1955 á 1965 1955/56; 58/59 y 64/65 
Amílcar A. Mercader 1955 á 1958 1956 Oct./57 Oct. 
Ceferino P. Merbilhaá 1955 á 1958 1957 Oct./58 Oct. 
José Ernesto Rozas 1955 á 1958 
Víctor M. Fernández 1955 á 1966 1960 Mayo/61 Mayo y 

1965 Jun./66 Jun. 
Arturo Acuña Anzorena 1955 á 1965 1961 May./61 Dic. (Ren.) 
César A. Bustos 1955 á 1958 
Félix F. Trigo Viera 1958 á 1962 1959 May./60 May. 
Rodolfo A. Nápoli 1958 á 1973 1961 Dic./Dic. 62 y 

1969 Feb./70 Feb. 
Néstor L. Portas 1958 á 1973 1962 Dic./63 Dic. y 

1971 Feb./72 Feb. 
José María Martocci 1958 á 1967 1963 Dic./64 Dic. 
Roberto González Bergez 1962 á 1966 1966 Jun./66 Jul. 
Elbio Osores Soler 1965 á 1966 
Axel Manuel Brenberg 1965 á 1973 1966 Ag./67 Ag. 

—Augusto Mario Morello 1965 á 1966 £ 
Acdeel Ernesto Salas 1965 á 1966 
Juan D. Ramírez Gronda 1966 á 1969 1968 Ag. á 1969 Ag. 
Heberto Amílcar Baños 1966 á 1973 1967 Ago./68 Ag. 
Ernesto E. Borga 1966 á 1973 1970 Feb./71 Feb. 
Héctor R. Demo 1966 á 1969 
Luis F. Bouzat 1966 á 1973 1972 Feb./73 Feb. 
Raúl A. Granoni 1967 á 1973 1973 Feb./73 Jul. 
Emilio M. Daireaux Jul. 1969 á 

1973 Jul. 
Luis María V. Bullrich Oct. 1969 á 

1973 May. 
Andrés F. López Camelo 1973 1973 Jul./74 Jul. 
Alberto Samuel Martínez 1973 á 1974 1974 Jul./74 Oct. 
Hugo A. Anzorreguy 1973 1974 Oct./75 Oct. 
Luis María Althabe 1973 á 1975 

Enero 



Juez 

Amer Iriart 
Vicente Bagnasco 
Waldemar F. Izquierdo 
Juan Alberto Ortiz 

Período Presidente 

1973 
1973 
1973 
1973 

1975 Oct. 

José M. Sarrabayrouse Varangot 1973 á 1974 
Nicolás Aurelio Manganiello 1974 
Horacio Conde 
Germán Glineur 

1975 
1975 

2 . P R E S I D E N C I A DE LA C O R T E 

A. Creación del cargo. Antecedentes constitucionales y legales 

El cargo de Presidente de la Suprema Corte de Justicia fue ins-
tituido por la Constitución de 1873 (art. 157) y su determinación de-
bía efectuarse "comenzando por el de mayor edad", manteniéndose 
tal disposición en las constituciones posteriores: art. 158 en la de 
1949 y art. 150 en la vigente, de 1934, 

Por su parte la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 5.827, en 
su art. 23, remítese a la cláusula constitucional respectiva al pres-
cribir: . .la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia se ejer-
cerá por los jueces del Tribunal por el término de un año a contar 
desde la fecha en que respectivamente sean designados". 

Con arreglo a lo preantecedente, corresponde historiar que 
constituida la Corte en 1875, designa presidente definitivamente al 
doctor Manuel M. Escalada, reemplazbndo al doctor Carlos Te-
jedor, quien no se incorporó al cuerpo presentando su renuncia 
al cargo (julio de 1875). Durante el año del Centenario, el Tribunal 
fue presidido hasta el 15 de octubre por el Dr. Hugo A. B. Anzo-
rreguy y, a partir de esa fecha, por el Dr. Amer A. A. Iriart. 

De comienzo —Acordada N° 444, diciembre de 1903—, se esta-
bleció que "la Presidencia y vicepresidencia de esta Corte empiezan 
el día primero de enero y terminan el treintiuno de diciembre de 
cada año"; más luego —Acordada N° 1124, agosto de 1947—, decla-
róse —con mayor ajuste a inocultables realidades, producto de im-
ponderables e imprevistos— que tales cargos se ejercerán "por los 
jueces del Tribunal por el término de un año, a contar desde la fe-
cha en que respectivamente fueron designados, conforme al turno 
constitucional". Tal, es la preceptiva vigente. 



B. Juramento 

Los jueces de la Suprema Corte de Justicia prestan juramento 
ante su presidente de desempeñar fielmente el cargo. El Presidente 
lo hace ante el Cuerpo. (Arts. 188, 191,139 y 169 de las Constitu-
ciones de 1873, 1889, 1949 y 1934, respectivamente). 

C.. Deberes. Facultades 

"Ab initio" ha de advertirse, que el Presidente de la Suprema 
Corte al margen de sus deberes y facultades dentro del Poder Ju-
dicial, cumple otras no menos precipuas: preside el Jury de enjui-
ciamiento de magistrados (art. 172 de la Constitución de la Pro-
vincia y 89 de la Ley N? 8.085); la Junta Electoral provincial (art. 
49 de ia Constitución citada) y la Cámara de Senadores en oca-
sión de juzgar en juicio político al gobernador o vicegobernador de 
la Provincia, sin voto; por lo demás, forma parte —como vocal— de 
la Junta Electoral Nacional (art. 49, Decreto-ley N«? 19.945/72). Di-
jose ya que apenas instalada, la Suprema Corte de Justicia —enero 
de 1875— dictó su "Reglamento Interno", dedicando el título II, a 
los deberes y facultades de su Presidente. Algunas de las disposi-
ciones allí enumeradas han dejado de tener efecto; así, por ejemplo: 
conocer de los juicios de disenso sobre los matrimonios de los hijos 
de familia y suplir las licencias de los padres o tutores; conocer en 
los expedientec sobre celebración de matrimonios entre personas ex-
trañas al culto católico; recibir y despachar la correspondencia; fi-
jar el término dentro del cual los jueces de la Suprema Corte debe-
rán pronunciarse en los expedientes. En cambio, otras mantienen ple-
na vigencia, como aquellas por las que se reglara que bajo su "au-
toridad están el orden y economía interior de la Corte y la vigilan-
cia sobre el cumplimiento de los deberes de sus empleados"; o que 
le corresponde fumar las comunicaciones a los poderes públicos y 
agentes extranjeros; llevar la palabra en las audiencias, no pudiéndose 
hacer uso de ella sin su venia; cuidar del despacho de las causas; 
tener bajo su inmediata inspección las secretarías de la Corte; le-
galizar las firmas en instrumentos públicos conforme a leyes vi-
gentes; etc. 

Luego del mencionado primer Reglamento Interno, han ido dic-
tándose normas que completando a aquél, constituyen un plexo in-
tegral sobre el tema en cuestión. Por acordada 602/912, se resolvió 
que el presidente ocupe siempre el primer rango en la firma de las 



sentencias y resoluciones de la Suprema Corte y en los actos oficia-
les —representando al Tribunal—;y asi propio, que también le co-
rresponde citar al Tribunal a acuerdos ordinarios y extraordinarios 
(acuerdo 579/911); aplicar sanciones al personal del Tribunal 
(Acuerdo 462/905); tomar juramento a miembros del ministerio pú-
blico y funcionarios del Poder Judicial (Acuerdo 619/914), tal co-
mo a jueces y alcaldes de paz en caso de acefalía de autoridades 
municipales (Res. 23-11-1940); conceder licencias por tiempo de-
terminado a agentes del poder (Acordada 1424/67); la expedición 
de carnets-credenciales a magistrados y funcionarios del Poder Ju-
dicial (Acordada 1128/947); formar las listas de diarios y su eli-
minación, para la publicación, de edictos judiciales, etc. 

A su turno, la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 5827 del 
año 1954, enumera en su art. 65 las atribuciones del Presidente de 
la Corte, que en su mayoría ya figuraban en las acordadas referi-
das en el párrafo anterior, pudiendo citarse, como agregado y entre 
otras, las de los incisos 11 —ejercitar la policía en el recinto de los 
Tribunales, a cuyos efectos el personal destacado en tribunales que-
dará a sus órdenes— y 14, éste, referido a la redacción de la me-
moria del Tribunal. 

3 . VLCEPRESIDENCIA DE L A S U P R E M A C O R T E 

El Reglamento de la Suprema Corte —Acordada N° 2, de ene-
ro de 1875—, dispone en su art. 40: "A falta o por impedimento del 
Presidente hará sus veces el que le siga en turno". En corresponden, 
cia, en enero de 1885 la Suprema Corte dictó la Acordada N9 166, 
creando el cargo de vicepresidente, para que -como allí se diio— 
pueda reemplazar al Presidente en los casos de impedimento, en-
fermedad o ausencia motivada de éste, como existe eri los otros po-
deres del Gobierno"; designóse para ocuparlo, al miembro del Cuer-
po doctor Manuel H. Langenhein. Actuamente, ocupa el cargo de 
Vicepresidente del Tribunal, el doctor Vicente Bagnasco. 

La Acordada N° 602 de julio de 1912, determinó el orden de 
precedencia para la firma de las sentencias y resoluciones de la 
Corte así como para los actos oficiales; es el de la respectiva anti-
güedad —en caso de igual fecha, el de más edad—, con excepción 
del presidente que ocupará siempre el primer rango. Por homologa 
normativa N" 707 de julio de 1921, se amplió el Acuerdo anterior, 



estableciendo que el Presidente y el Vicepresidente, ocuparán siem-
pre el primero y segundo lugar; en congruencia con ello, en mayo 
de 1936 díctase la Acordada N° 900, disponiendo que cuando por 
cualquier motivo no pudiera concurrir el Presidente a los actos ofi-
ciales que debiera, la representación será "ejercida por su sustituto 
legal", y en Agosto de 1947, al reglamentarse el ejercicio de la pre-
sidencia del Tribunal, se recuerda lo establecido en la Acordada 
N° 166, al decretar que "en caso de ausencia o impedimento acci-
dental del presidente, lo reemplazará el vicepresidente, que será 
designado en la misma fecha y por el mismo término que aquél". 

Por último, la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 5.827 —del 
año 1954— dice en su art. 24: "En caso de ausencia o impedimento 
accidental del Presidente,, lo reemplazará el Vicepresidente, que 
será designado en la misma fecha y por el mismo término que 
aquel". 

Ninguna constitución provincial, desde 1854 a la vigencia, alu-
dió al cargo de Vicepresidente de la Corte. 

4 . PROCURADOR G E N E R A L DE LA C O R T E 

Pese a que el cargo de Procurador General de la Suprema Cor-
te de Justicia se hallaba anticipado en el presupuesto provincial pa-
ra 1875, el mismo se mantuvo vacante los años siguientes, desapa-
reciendo de aquella previsión legal para 1878, lo que llevó al Tri-
bunal a expresar: "Esa forma de supresión ante la vacancia presente 
del puesto, no ha hecho vacilar sobre la conveniencia de crear ese 
funcionario, que tiene atribuciones importantes en Tribunales como 
en la Corte" (Mensaje a la Cámara de Senadores al remitir el pro-
yecto sobre organización de los Tribunales y su jurisdicción, 31 de 
agosto de 1878). 

En octubre de 1878 se sancionaban las leyes 1228 y 1248. La 
primera organizaba el jury de enjuiciamiento de magistrados y la 
segunda, contenía el nuevo Código de Procedimientos Civiles y Co-
merciales; tales cuerpos legales establecían la intervención del Pro-
curador General, en distintas instancias. La ley de presupuesto para 
1879 vuelve a proporcionar la partida que permite la remuneración 
del cargo; no obstante lo cual, para marzo de ese año aún no se 
había efectuado la designación correspondiente. El 4 de dicho mes 
y año la Corte resuelve: 1°) Pasar la nota acordada pidiendo la re-



glamentación permanente de las funciones del Procurador General 
de Estado y Asesor de Gobierno. 2?) Encargar provisoriamente al 
fiscal de las Cámaras de apelaciones de la Capital Dr. D. Benja-
mín Victorica el desempeño de las funciones que la ley de Enjui-
ciamiento Civil encarga al Procurador de la Corte con arreglo al 
espíritu del artículo 417 de dicha ley. 3") Que el Asesor de Go-
bierno ejercite en las demandas contencioso-administrativas, la de-
fensa de los actos del Poder Ejecutivo que estaban antes a cargo 
del extinguido fiscal. 4f)) Se comunique este acuerdo a quienes co-
rresponda y se publique. 

En noviembre, el Poder Ejecutivo nombró a Antonio Malaver 
para ejercer las funciones de Procurador General de la Provincia; 
pero el mismo tampoco se hizo cargo, así, el interinato de Victorica 
subsistió hasta el 23 de octubre de 1880, en que asumió Tomás Isla. 
Victorica desempeño el cargo de Procurador General interinamente, 
desde enero de 1875, según lo manifiesta en carta que le envía a 
Telésforo Ubios el 29 de julio de 1911, y que éste publica en su re-
copilación de dictámenes del Dr. Manuel F. Escobar. 

Es la Constitución de 1889 la primera que se refiere al Procura-
dor General, requiriendo, para llenar el cargo, las mismas condiciones 
que exige para ser Juez de la Suprema Corte de Justicia. Tal Ley 
Fundamental, permite descubrir del examen de sus disposiciones, 
que por un lado, ha reconocido la independencia de que goza el 
Procurador General en su condición de Jefe del Ministerio Público 
(art. 180); y, por el otro, que el vínculo funcional que lo une a la 
Suprema Corte de Justicia es de participación y a un nivel jerárqui-
co de igualdad, según lo demuestra el uso constante de la preposi-
ción "de" con un sentido de pertenencia. Este último aspecto, que 
explica la relación funcional existente entre la parte diferenciada y 
el todo, encuentra corrobación en la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial 5827 cuyo artículo 22 establece, retomando ilación con la ley 
n° 166 de Organización del Superior Tribunal de Justicia del 28 de 
setiembre de 1857: "La Suprema Corte de Justicia se compondrá 
de nueve miembros y un Procurador General. . . . "Si el verbo "com-
poner" significa tanto como "construir" formar, dar ser a un cuerpo 
o agregado de varias cosas o personas"; si su uso reflexivo se emplea 
"hablando de las partes de que consta un todo", obvio resulta que 
el Procurador General "es parte" del Tribunal, emo ya lo establecía 
la Ley N? 888 del 22 de junio de 1874. Pero este "ser parte", del 
Procurador General de la Suprema Corte, no significa que la "in-



tegre", ya que esta forma verbal tiene un empleo técnico preciso 
referido a cierta aptitud de magistrados o funcionarios para com-
pletar un cuerpo judicial, en caso de vacancia, impedimiento, excu-
sación, recusación o licencia de alguno de sus titulares, al que reem-
plazan por subrogación en desempeño del cargo. Es en este sentido 
que el Procurador General no integra la Corte; al contrario de lo 
que ocurre en el orden nacional, donde el magistrado equivalente, 
tradicionalmente tiene dicha aptitud (ver artículos 6 de la Ley 27 
y 22 del decreto Ley 1285/58). 

Ha de concluirse, pues, que el Procurador General aunque 
no integra la Suprema Corte, sí la compone en el sentido de que la 
completa como cuerpo. Parte diferenciada del todo que es aquélla, 
representa en su seno la tutela del interés social y el afianzamiento 
del orden jurídico que inviste el Ministerio Público. Pero, en su ca-
rácter de Jefe de esta Magistratura, actúa frente a la Suprema Corte 
con la independencia y autonomía que le confiere la Constitución 
de la Provincia y sus leyes. 

Son atribuciones del Procurador General: a) La Superinten-
dencia del Ministerio Público; b) el contralor de los órganos judi-
ciales; c) la acusación ante el jurado de enjuiciamiento; d) el estar 
encargado del Registro de Declaraciones Patrimoniales: e) la in-
tervención en las causas que tramitan ante la Corte, a saber: 1) De-
mandas y Recursos de Inconstitucionalidad; 2) Conflictos de Pode-
res y cuestiones de competencia; 3) Demandas Contencioso Admi^ 
nistrativas en el supuesto previsto en el art. 76 del Cód. Cont. adm.; 
4) Recursos de Inaplicabilidad de Ley o doctrina legal cuando esté 
comprometido el orden púb'ico; 5) Recursos Extraordinarios de 
Nulidad; 6) Cuestiones de Superintendencia; 7) Demandas por nu-
lidad de fallos del Tribunal de Cuentas. Además, se encuentran 
entre sus facultades las de decidir sobre la procedencia o improce-
dencia del sobreseimiento cuando el Agente Fiscal no ha encontrado 
mérito para acusar, sea cuando actúa directamente en defecto del 
Fiscal de Cámaras o impedimiento de éste, o pronunciándose en el 
desacuerdo acaecido entre ambos (artículos 212, 213 y 214 del Có-
digo de Procedimiento Penal). Análogamente, le compete similar 
facultad de decisión, en el caso de desacuerdo entre el Agente Fis-
cal que solicita el juicio oral en causas graves y el Fiscal de Cámá<-
ras, en cuanto es el Procurador General quien resuelve en definitiva, 
(art. 221 del decreto ley 8067). 

El Procurador General podrá autorizar la delegación en la Di-



lección General de Rentas, de la intervención que corresponda al 
fiscal de la causa en la ejecución de las costas y gastos causídicos 
en los procesos penales (art. 9 ley 4552) y ni éste ni los colabora-
dores de costas, podrán hacer desistimientos, remisiones de deuda 
ni renuncias, sin su autorización expresa (art. 10 misma ley). Y cul-
minando este acápite, contenido de breve reseña de las funciones 
del Procurador General, ha de señalarse que puede solicitar- al 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, la designación de los 
inspectores necesarios para que practiquen las diligencias o instru-
yan los sumarios vinculados con las atribuciones que le confieren la 
Constitución y las leyes. Tal es lo que dispone la Acordada N° 1642 
del 16 de octubre de 1974, reglamentaria del funcionamiento de la 
Oficina de Inspectores del Tribunal. 

La nómina de Procuradores Generales, desde 1875 a la fecha, 
es la siguiente: 

José María Moreno 
Antonio E. Malaver 
Benjamín Victorica 
Tomás Isla 
Mariano Castellanos 
Carlos Dimet 
José María Rojas 
José María Calderón 
Dalmiro Alsina 
Ignacio M. Gómez 
Nicolás Vila 
Manuel F. Escobar 
Jorge Maurice 
Enrique Johanneton 
Octavio Amadeo 
Manuel Diaz 
Washington Ocampo 
Federico Walker 
Emilio Machado 
Florencio Palacios Costa 
Juan Antonio Bergez 
Manuel Cotti de la Lastra 
Aníbal Martínez Sosa 
Francisco M. Anglada 
Jorge H. Vaio 
Roberto González Bergez 
Raúl Antonio Granoni 
Horacio Sicard 
José María Santa Cruz 

1874 (1) 
1879 (2) 
1879 á 1880 3 
1880 á 1885 
1885 á 1888 
1888 á 1890 
1890 á 1893 
1893 á 1897 
1897 á 1899 
1899 á 1905 
1905 á 1907 
1907 á 1912 
1912 á 1913 
1913 á 1916 
1916 á 1918 
1918 á 1918 
1919 á 1922 
1922 á 1927 
1927 á 1932 
1932 á 1936 
1936 á 1942 
1942 á 1946 
1946 á 1952 
1952 á 1955 
1955 á 1955 
1955 á 1962 
1962 á 1967 
1967 á 1973 
1973 

(1 ) y ( 2 ) : No asumieron la función. 
(3 ) Desde enero de 1875 hasta octubre de 
1880, se desempeño como Procurador Gene-
ral Interino. 



5 . S E C K E T A B Í A S DE LA C O R T E 

El 23 de enero de 1875, al establecerse la Suprema Corte de 
Justicia de la Provincia de Buenos Aires, lo hace con una secretaría 
(a cargo del doctor Aurelio Prado y Rojas). Aunque no se aclara, 
de acuerdo con el Reglamento interno de la Suprema Corte dic-
tado el 26 del mismo mes y año, ha de inferirse que dicha secre-
taría atendería la totalidad de las funciones atribuidas al Tribunal. 
Estas, se hallaban detalladas del siguiente modo: 

Del Secretario 

Art. 41. Las funciones del secretario serán: 
1° Asistir a su despacho una hora antes de aquella en que los 

miembros de la Corte deben concurrir. 
2° Recibir para dar cuenta al Presidente, toda comunicación 

o petición dirigida a la Corte o aquél. 
3" Extender y autorizar las diligencias de prueba. 
4° Autorizar las providencias y sentencias, los despachos, 

exhortos, diplomas, copias que hubiesen de franquearse y expedir 
certificaciones. La autorización se extenderá con la forma de 
"Ante mí". 

5° Redactar las notas, informes y contestaciones que el Pre-
sidente le ordenare. 

6° Anotar en los expedientes, por orden del Presidente, el he-
cho de haber informado "in voce" las partes o sus letrados. 

7° Asistir a audiencias públicas, cuando su presencia sea or-
denada por la Corte. 

8? Concurrir a los acuerdos en causas contenciosas y redac-
tarlos en el libro respectivo. 

9° Redactar las sentencias con presencia del Acuerdo, presen-
tándolas en proyectos a la Corte, publicarlas en la forma prescripta 
en el artículo 17, para cuyo efecto pasará cédula a las partes con 
desinación de día y hora. 

10° Hacer saber a las paites las providencias y resoluciones 
de la Corte en su oficina, dentro de veinticuatro horas de dictadas; 
y pasado ese tiempo, entregará bajo nota el expediente al Ujier 
para que practique aquella diligencia. 



11° Desempeñar las demás funciones que corresponden al Es-
cribano en la actuación del juicio, y que no se opongan a lo esta-
blecido en este Reglamento. 

12° Custodiar el sello de la Corte, los expedientes, correspon-
dencia y demás que pertenezca al archivo. 

13° Cumplir cualquier orden que recibiere del Presidente so-
bre el servicio público. 

Art. 42. El secretario llevará los libros siguientes: de entrada 
y salida de expedientes; de conocimientos generales; de especiales 
para el Procurador General y Ministerio de Menores; ele Acuerdos 
y Sentencias; de Acuerdos extraordinarios sobre puntos de Admi-
nistración General; de matrícula de Abogados, Escribanos. Procu-
radores y Contadores con designación del signo dado a los segun-
dos; de copias de notas e informes y las contestaciones de la Corte 
a las comunicaciones que reciba; de prevenciones, amonestaciones, 
multas y suspensiones a los diversos miembros del ramo judicial; 
y, por último, un libro en que se anoten los nombres de todos los 
que compongan el Poder Judicial de la Provincia, con expresión 
del cargo que desempeña y fecha de su toma de posesión. 

Art. 43. Todo despacho, requisitoria, carta acordada y acuerdo 
general de la Suprema Corte que contenga encargo, comisión, or-
den o resolución, para que tenga efecto ante otras autoridades o 
Tribunales, dentro o fuera del territorio de la República y toda co-
pia o certificado que con el mismo objeto se expida por la secre-
taría, llevarán sello en tinta de la Corte puesto por el secretario. 

Art. 44. El Secretario no podrá cobrar, ni percibir costas al-
gunas. 

Art. 45. Por impedimiento del Secretario en alguna causa, en-
trará a reemplazarlo otro de los secretarios de las Cámaras de Ape-
lación que la Suprema Corte designe. 

Por Ley de Presupuesto para el año 1897 —N° 2603—, se crea 
un nuevo cargo de Secretario, designándose al doctor Héctor A. 
Perdriel, a quien se encomienda —Acordada N° 360—, la tarea de 
"atender todo lo relacionado con la subalternería" y, conjunta-
mente con el otro secretario, dirigir la publicación de los "Acuer-
dos y Sentencias" de la Suprema Corte. De ello, se desprendería 
que las restantes funciones —asuntos judiciales, de municipalidades, 
de superintendencia y administrativos—, continuaron a cargo del 



doctor Enrique B. Prack nombrado en reemplazo del doctor Pra-
do y Rojas en marzo de 1897. 

A partir del 15 de marzo de 1899 —Acordada N° 379—, se es-
tablecieron las funciones de cada una de las dos secretarías de la 
Suprema Corte. Por la Secretaría de Actuación, tramitarían los 
asuntos judiciales, administrativos, de municipalidades y de supe-
rintendencia general; por la Secretaría de Subalternos, todo lo re-
lativo a escribanías de la Provincia. 

En febrero de 1903, por Acordada N° 430, dispuso la Supre-
ma Corte que uno de los secretarios atendiese los "asuntos civiles, 
comerciales, contencioso-administrativos y conflictos municipales", 
y, el otro, los de "superintendencia y subalternería". Obvio es que 
aunque no se especificó, quedó así modificada la disposición an-
terior (Acordada N<? 379). 

En 1954 se crea, por la Intervención Nacional en este Poder, 
la Secretaría Laboral de la Suprema Corte, nombrándose como 
primer titular de la misma al doctor Enrique Conté Mac Donell, 
con lo que a ese momento, llegaban a tres las secretarías de la 
Suprema Corte. 

En 1962 —ley de presupuesto—, instituyéronse dos cargos de-
secretarios, ocupando el doctor Augusto Mallo Rivas la Secretaría 
de Informaciones y Publicaciones, creada ese año por Acordada 
N° 1397; el doctor Pedro Revnaldo Pozzi la de Demandas Origi-
narias desdoblada que fuera la de Superintendencia, de la que era 
titular; el doctor José Ventura Iborra es nombrado para atender 
la de Superintendencia, continuando los doctores Orlando Pedro 
Rocco y Jorge E. O. de Rodrigo, como titulares de las secretarías 
laboral, y actuación civil, y penal, respectivamente. 

En febrero de 1967 —Acordada N? 1517—, cesó como tal la 
Secretaría de Informaciones y Publicaciones y pasó a actuar como 
Oficina de la Presidencia. 

En noviembre de 1967 por Acordada N° 1537, se limita a tres 
el número de secretarías de la Suprema Corte y se reestructuran 
las funciones de cada una de ellas. Así, la Secretaría de Actuación 
debería intervenir en el trámite de las causas que incumba conocer 
a la Corte en grado de apelación (art. 149 inc. 4'? de la Constitu-
ción), y en los conflictos de competencia que se susciten entre 
Tribunales de justicia que carezcan de otro órgano superior común; 
registrar y clasificar la jurisprudencia del Tribunal y proveer lo 



conducente a la puntual y correcta publicación de sus Acuerdos y 
Sentencias, a cuyo efecto las restantes secretarías deberán sumi-
nistrarle el material pertinente; además, supervisar la oficina de 
copias. Por su parte la Secretaría de Superintendencia atendería 
los asuntos vinculados con el ejercicio de los poderes que asignan a 
la Suprema Corte los arts. 149 incs. 5? 152, 153 y 177 de la Cons-
titución de la provincia; intervendría en todas las cuestiones vincu-
ladas con el gobierno y administración del Poder Judicial; cola-
boraría en forma directa e inmediata con el señor Presidente de la 
Suprema Corte; debería intervenir en todo asunto que, por su na-
turaleza, no esté comprendido en las atribuciones específicas de 
las restantes secretarías. Los organismos analizados en el parágra-
fo 7 del presente capítulo, dependen de esta Secretaría. 

Por último, ante la Secretaría de Demandas Originarias trami-
tarían las causas cuyo conocimiento compete a la Suprema Corte 
en virtud de lo dispuesto en el art. 149 incs. 1°. 2° y 3° de la Cons-
titución; igualmente, el enjuiciamiento de magistrados funcionarios 
y jueces de paz legos, a partir del momento en que se decidiera 
su encausamiento. 

Como se ve, cjuedó suprimida la Secretaría Laboral, cuyos 
asuntos pasaron a la Secretaría de Actuación Judicial. 

En julio de 1974 y por Acordada N? 1637, se creó la Secretaría 
de Asuntos Institucionales, disponiéndose que por ella tramiten los 
asuntos que siguen: a) acciones de inconstitucionalidad (art. 149 
inciso 1° de la Constitución); b) conflictos de poderes y municipales 
(arts. 149, inc. 2° y 187 de la Constitución) y c) enjuiciamiento de 
magistrados y de jueces y alcaldes de paz (arts. 172 y 177 de la Cosn-
titución. Las funciones enumeradas eran atendidas, con anterioridad, 
por la Secretaría de Demandas Originarias, de la que —por ende— 
se desprendieron. 

Además, se le asignó el estudio y confección de los proyectos 
legales relativos a cuestiones de procedimiento y organización pa-
ra —una vez aprobados—, su posterior remisión de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 153 de la Constitución. Se modifica así, 
lo resuelto por acordada N" 1537 de noviembre de 1967. Asimismo, 
a través de esta Secretaría el Tribunal provee a lo dispuesto en el 
art. 132 inc. 4° de la Constitución (informe motivado en los pe-
didos de conmutación de penas). Se designó titular, al doctor Ju-
lio Isaac Arrióla. 



Conforme con cuanto antecede, actualmente la Suprema Corte 
de Justicia de Buenos Aires cuenta con cuatro secretarías: 

Actuación Judicial 

Superin tendencia 

Demandas Originarias 

Asuntos Institucionales 

Seguidamente, se transcribe la nómina de los abogados que 
desempeñaron el cargo de Secretario de la Suprema Corte de Jus-
ticia y año de designación: 

PRADO, Aurelio 1875 a 1878 
ESTEVES, Miguel 1878 a 1886 
OLIVER, Ramón 1886 a 1888 
RIVAROLA, Rodolfo 1888 a 1890 
GOMEZ, Ignacio María 1890 
LOZANO, Godofredo 1890 a 1896 
PRACK, Enrique B. 1896 a 1908 
PERDRIEL, Héctor 1897 a 1906 
MEDINA, Elbio 1906 a 1910 
COSTA, Luis A. 1907 a 1913 
MARCENARO, Adolfo 1910 a 1911 
CASCO, Rogelio A. 1918 
ETCHEVERRY B., Rómulo 1918 
DUHALDE, Pedro 1918 a 1920 
LASCANO Horacio J. 1918 a 1924 
MIRO Daniel G. 1920 a 1924 
NIETO ARANA, Lázaro 1924 a 1926 
1BARLUCIA, Armando 1924 a 1929 
MORENO IIUEYO, Julio 1926 a 1929 
BUNGE, Ricardo (h.) 1929 a 1930 
1BAÑEZ FROCHAM, M. (h.) 1930 a 1943 
FERNANDEZ, Víctor M. 1930 a 1943 
GONZALEZ BERGEZ, Roberto 

Agosto 1943 a Julio 1952 
SARAVI CISNEROS, Samuel 

Julio 1943 a Noviembre 1955 
USANDIZAGA, Enuque 

Febrero 1953 a Noviembre 1953 
CAÑEDO, Eduardo Lucas 

Noviembre 1953 a Enero 1955 
CONTE MAC DONELL, Enrique 

Junio 1954 a Octubre 1955 



ORTIZ DE ROZAS, Eduardo L. 
Marzo 1955 a Octubre 1955 

POZZI. Pedro Reynaldo 
Noviembre 1955 a Febrero 1968 

DE RODRIGO, Jorge E. O. 
Octubre 1955 a Julio 1963 

ROCCO, Orlando Pedro 
Octubre 1955 a Noviembre 1967 

MALLO RIVAS, Augusto 
Febrero 1962 a Junio 1967 

I BORRA, José Ventura 
Febrero 1962 a Agosto 1969 

SOSA. Gualberto Lucas 
Julio 1963 a Diciembre 1963 

DE IBARLUCEA LAMAS, Ricardo L. 
Diciembre 1963 a Julio 1969 

PERA OCAMPO, César Francisco 
Febrero 1968 a Setiembre 1970 

LARRAN, Francisco Marcelo 
Junio 1969 a Octubre 1972 

PATTERER, Aldo D. R. 
Octubre 1969 a Octubre 1972 

NARETTI, Juan Alberto 
Setiembre 1970 

C.RONDA, Angel C. 
Octubre 1972 

ARSLANIAN, León Carlos 
Julio 1973 a Julio 1974 

MIRSON, Carlos Alberto 
Julio 1974 

ARRIOLA, Julio Isaac 
Julio 1974 

6 . SECRETARIOS R E L A T O R E S L E T R A D O S DE L A S U P R E M A C O R T E D E 

J U S T I C I A . S E C R E T A R I O S ADSCRIPTOS 

Secretarios relatores 

Los cargos de secretarios relatores letrados fueron creados por 
resolución del Tribunal N° 927 de fecha siete de noviembre de 1973. 

Sus titulares, actualmente en número de 16, ejercen funciones 
de colaboración con el Tribunal. 

Secretarios Adscriptos de la Suprema Corte de Justicia 

Estos funcionarios, dos en total, con título de abogado, son nom-



brados por el Tribunal y reemplazan en caso de vacancia, licencia 
u otro impedimento, a los secretarios de primera instancia de todos 
los fueros, como así a los titulares de oficinas auxiliares de la Corte 
cuya jefatura deba ejercerla un letrado. 

7 . D E P E N D E N C I A S DE TA C O R T E 

A) Dirección General ele Administración 

En su 'Reglamento Interno", dictado como ya se dijo el 26 de 
enero de 1875, preceptuó la Corte en el art. 56 que "nombrará anual-
mente las personas que han de desempeñar" los cargos de . . . y del 
Habilitado . . . "siendo las atribuciones las mismas de los funciona-
rios que actualmente los ejercen". Correspondiéndose con ello, el 29 
del mismo mes y año —tal, se puntualizó en el primer parágrafo-
la Suprema Corte designó a empleados de sus dependencias; entre 
ellos, a don Emilio Miliavaca como "Habilitado del Poder Judicial". 
Ha de tenérselo, pues, como el lejano antecesor de los contemporá-
neos Directores de Administración. 

Ya en 1912, se dicta el Acuerdo 596 por el que se dispuso la 
forma de pago de sueldos y gastos correspondientes a tribunales y 
reparticiones judiciales de campaña. También se ocupó la Corte de 
este tema en sus acordadas números 929, 937 y 1025 —para la jus-
ticia de paz—, en el año 1943. 

Pero fue en la Ley de Presupuesto para el año 1949, cuando 
realmente aparece creado el cargo de "Director de Administración"; 
y el primer titular que lo ocupó fue el contador público don Germán 
P. Lizzoli. Sin embargo, es recién en 1959 cuando se estructura dicha 
Dirección, por Resolución N° 686. En tal disposición reglamentaria, 
se estableció que su finalidad, competencia y organización son las 
que se resumen a continuación: 

Finalidad: Constituye un organismo de acción general cuyo fin 
principal es el de asumir todas las funciones de carácter administra-
tivo-contable del Poder Judicial, centralizándola en servicios perfec-
cionados y adaptados a las disposiciones legales. 

Competencia: Responde a la gestión, percepción y distribución 
de las sumas que por presupuesto y otras fuentes se asignan o recau-
dan; prepara el proyecto de presupuesto del Poder Judicial, ajus-
tándose a las normas específicas que imparta la presidencia de la 



Corte; centraliza la contabilidad de los movimientos de fondos; in-
terviene en la gestión y ejecución de licitaciones públicas, privadas, 
concursos de precios y compras, ventas, locaciones y contrataciones 
en general; igualmente, en pedidos de transferencias de créditos del 
Presupuesto; centraliza la gestión patrimonial del Poder Judicial fis-
calizando todos los bienes que constituyen su patrimonio; ajusta y 
liquida los sueldos y jornales del personal; rinde cuentas a la Con-
taduría General de la Provincia de las inversiones realizadas; le co-
rresponden los asuntos referidos a la recepción, recaudación o depósi-
to de fondos especiales; así como velar por el estricto cumplimiento 
de la Ley de Contabilidad en lo específico del Poder Judicial. 

El art. 5° de la misma resolución, determinó que la Dirección 
de Administración formaba parte de la Secretaría de Superintenden-
cia y sería regida por un Director y un Subdirector. 

Integran la Dirección de Administración los siguientes servicios: 
a) de Acción administrativa; b) de Contabilidad; c) Recaudación y 
pago; y d) de Inspección y auditoría. 

Además, cuadra expresar que en las sedes de los departamentos 
judiciales del interior, funcionan "Delegaciones de Dirección de 
Administración" encargadas de atender todo lo relacionado con 
sueldos y partidas de gastos del respectivo departamento. 

B) Biblioteca 

Desde los primeros tiempos, el material bibliográfico movió a 
preocupación —no podía ser de otra manera— a los Jueces de la 
Corte. Por ello fue que el 28 de marzo de 1906 se dicta una resolu-
ción que considera 'necesario aumentar la colección de libros que 
forman la Biblioteca de este Tribunal, con las últimas producciones 
jurídicas, haciendo así más eficaces los beneficios que de ella se reci-
ben y teniendo en cuenta que esa adquisición debe realizarse por 
persona que conozca cuáles son las obras de verdadera utilidad que 
se necesitan; y hallándose en Europa por razones de salud el doctor 
Carlos Dimet, miembro de este Tribunal, decidió: "1°) Recabar del 
Poder Ejecutivo se sirva acordar a este Tribunal y con el destino 
indicado la suma de tres mil pesos moneda nacional; 2"?) Que se 
gire dicha suma al señor doctor Carlos Dimet, a quien se remitirá 
copia autenticada del presente acuerdo". 

Tan lejana y plausible inquietud empalmará "a posteriori" con 
la Acordada número 847 de mayo de 1931, que reglamentará el "fun-
cionamiento de la Biblioteca del Tribunal"; y asimismo con la nú-



Uno de los dos muebles biblioteca, de roble tallado y puertas vidrieras de 
cristal, cuya construcción se remonta a la época en que la Suprema Corte ée 
instala en la Casa de Justicia (1884). Actualmente ocupan Ips testeros de la 
Sala de Lectura de la Biblioteca Central del Poder Judicial. En la fitografía 
puede observarse el Acta de constitución de la Suprema Corte de Justicia, 

que se exhibe en la parte central de este histórico mueble 



Una joya que perteneció al Superior Tribunal de Justicia. Mueble biblioteca, 
tallfido a mano, enchapado en raíz de caoba. Se la conoce como "La Manuelita" 
por haber pertenecido, según tradición, a Manuelita Rozas. Hoy forma parte 
de la Biblioteca Central en cuya Sala de Lectura ocupa un lugar destacado. En 
ella se exhiben obras que pertenecieron a la Real Audiencia y a la Cámara 

de Justicia 



mero 1286, que en 1956 ereó la "Biblioteca Central del Poder Judi-
cial" sobre la base de las existencias de la Biblioteca de la Supre-
ma Corte y estableció e instaló las Bibliotecas departamentales (art. 
4°). Por Acordada número 1287 se la designa con el nombre de 
"Doctor Julio Moreno Hueyo". El primer y actual Director de la 
misma es el señor Jorge M. Reyna Lascano. 

Estas bibliotecas que se organizarían "para el servicio de la 
Administración de Justicia, inclusive de sus auxiliares", tienen como 
finalidad: ordenar en un registro único todo el material bibliográfico 
existente; clasificar sistemáticamente dicho material, redactándose los 
catálogos correspondientes; formar y mantener al día el registro de 
leyes y decretos; adquirir obras que por su jerarquía científica deban 
figurar en ella: facilitar el préstamo inter-bibliotecario y el canje 
recíproco con instituciones similares; mantener relaciones con biblio-
tecas del país y del extranjero; organizar el sistema de préstamo 
domiciliario y facilitar la consulta de sus colecciones en su sala pú-
blica de lectura. Actualmente la Biblioteca Central cuenta con 
23.000 volúmenes, algunos de gran valor histórico y bibliográfico, que 
pertenecieron a la Real Audiencia del Río de la Plata y a la Cámara 
de Justicia. 

C) Archivo de Tribunales 

En la memoria que enviara al Poder Legislativo en 1885, la 
Corte expresaba: "Otra necesidad sentida y urgentemente reclamada 
tanto por el interés público, como por el privado, es la creación del 
Archivo General de los Tribunales. La reconcentración de protocolos 
y expedientes en una oficina, especialmente organizada al efecto, no 
sólo proporcionaría la facilidad de las buscas, sino que evitaría en 
gran parte la inseguridad en que se encuentran los registros públi-
cos, diseminados en casas o piezas inadecuadas. La organización del 
Archivo General estaba ya proyectada y próxima a sancionarse, 
cuando tuvo lugar la federalización de la ciudad de Buenos Aires. 
El Honorable Congreso de la Nación, comprendiendo la urgencia 
que había en establecer esa oficina, aceptó el pensamiento y lo in-
corporó en la Ley orgánica de diciembre de 1881. La ley sancionada 
al respecto —proseguía el Tribunal— para la capital de la Nación, 
podría servir de base para que V. H. proyectara y sancionara la que 
haya de regir en la Provincia teniendo naturalmente en cuenta la 
amplitud que la administración de Justicia tiene en ésta. En la nueva 







casa que actualmente ocupan los Tribunales de este Departamento 
—concluíase— se ha previsto la creación de esa repartición, de modo 
que promulgada la ley, ninguna dificultad surgiría para su inmediata 
ejecución por inconveniente de local". 

En 1886, reiterando el pedido, remite el Tribunal un proyecto 
creando el archivo, donde prevé su dotación con un Escribano Pú-
blico o Abogado a cargo del mismo, un Oficial 1"? "que debe reunir 
las mismas condiciones", cuatro escribientes y un ordenanza. La 
inquietud tuvo recepción legislativa al año siguiente. Dispúsose que 
el archivo se formaría: 1°) con los protocolos de todas las escriba-
nías de registro existentes en el departamento de la capital con 
excepción de los correspondientes al último año: 2°) con los expe-
dientes archivados en las secretarías y demás oficinas de actuación 
de la capital. Además, la ley de registro del estado civil de las per-
sonas, promulgada el 5 de noviembre de 1888, decidió que un ejem-
plar de los libros de cada oficina, fuera remitido al fin de año al 
archivo general de los Tribunales; pero creada más tarde la oficina 
de archivo en la Dirección de Registro Civil, quedó sin efecto dicha 
disposición legal. 

En 1891 la Corte refleja en su informe a la Legislatura la situa-
ción del archivo recientemente creado y efectúa consideraciones so-
bre su utilidad presente y futura, aseverando al finalizar: 

"La Oficina del Archivo de los Tribunales está llamada con el 
tiempo a prestar grandes servicios, como V. H. ha de comprenderlo 
fácilmente". 

El 23 de febrero de 1892 dictóse el primer reglamento por el 
Archivo General y en 1926, la ley número 3880 creó archivos depar-
tamentales que comenzaron a funcionar coetáneamente con la insta-
lación del respectivo departamento judicial; en específica conexión 
con aquéllos, en 1968 se instala la Dirección General de Archivos del 
Poder Judicial, que nuclea tales archivos departamentales (art. 103 
ley 5827), siendo su primer titular el doctor Jaime Bauza. Su funcio-
namiento actual está reglado por la Acordada número 1553. 

Apropiado es decir que en La Plata, funcionan un archivo Civil 
y uno Penal, y también un archivo de la Suprema Corte de Justicia. 

Por último, la ley 7205 crea el Registro Público de Juicios Uni-
versales, el que, dispone, dependerá de la Suprema Corte. Conse-
cuentemente el Tribunal incorpora el mencionado organismo a la 
órbita de la Dirección General de Archivos: ello, a través de las 
resoluciones números 257/69 y 734/69. 



D) Oficina de Inspectores 

Esta oficina nace con la ley de presupuesto para el año 1901, 
que crea "empleos de escribanos de inspección", dictándose la primer 
acordada reglamentaria en junio de 1902, determinando que tales 
funcionarios visitarían los juzgados ele paz y las escribanías de re-
gistros. Esta segunda función cesó al crearse el Juzgado Notarial, en 
el año 1943. 

Fueron expedidas diversas acordadas reglando el desenvolvi-
miento de esta dependencia, siendo la última la del 16 de octubre 
de 1974, que fija los deberes y facultades ele sus integrantes, a 
saber: representar a la Suprema Corte ante los magistrados funcio-
narios y empleados del Poeler Judicial y demás autoridades; practi-
car inspecciones de los órganos de la administración de justicia; 
instruir sumarios; verificar el cumplimiento de leyes, acordadas y 
resoluciones; compulsar las necesidades de las dependencias y reca-
bar referencias ele estadísticas (Acordada número 1642). 

La Inspección de la Suprema Corte de Justicia, está dirigida 
por un Subsecretario Letrado cjue desempeña el cargo de Jefe ele 
Inspectores, habiendo sido designado en dicha función el Dr. Jorge 
J. Pérez Osorio. 

E) Oficina Técnica de Obras 

El 18 de junio ele 1968 se designa jefe ele esta dependencia al 
ingeniero civil don Guillermo Abelardo Simonet, y aunque por reso-
lución número 211 del año 1969 se estableció que esta Oficina de-
pendiera de la Presidencia ele la Corte, por Acordada número 1674 
del 14 de Octubre ele 1975, precisóse de modo concreto c_[ue: "elepen-
dería del Tribunal a través de la Secretaría de Superintendencia"; 
fijándose sus funciones en la atención ele todo lo referente a la pro-
gramación, estudios previos y proyectos ele las obras cpie deban reali-
zarse en el Poder Judicial y la supervisión de las cjue se encuentren 
en ejecución en edificios judiciales ele este Poder y c[ue estén a cargo 
de organismos del Poder Ejecutivo. 

Asimismo debe asesorar para la locación y/o habilitación de 
edificios con destino al funcionamiento ele órganos judiciales y en 
la adaptación, conservación y reparación ele edificios de este Poder 
Judicial, debiendo avocarse a la solución de los problemas que se 
presenten en los mismos, aconsejando las medidas que corresponda 
implementar a través de las dependencias pertinentes. 



F) Sección de Reconocimientos Médicos 

Creada por resolución número 897 del 24 de octubre de 1973, 
comenzó su funcionamiento el 1° de diciembre del mismo año, con-
sistiendo el mismo en el examen previo del personal y confección 
de la ficha clínica individual; igualmente componer el fichero médico 
del personal judicial; intervenir y dictaminar en eventuales necesi-
dades de cambios internos de tareas; prestar asistencia médica inme-
diata dentro del horario de atención; asesorar a la superioridad sobre 
medidas de higiene y medicina preventiva; propiciar la orientación y 
educación sanitaria; determinar el grupo sanguíneo de todo el per-
sonal; y, en fin, el asesoramiento técnico en cuanto se refiere a casos 
de licencia, a cuyo efecto realizan visitas domiciliarias. 

Esta sección está formada por seis médicos, un asistente social, 
un enfermero y personal administrativo. Su primer jefe es el doc-
tor Hércules Agostini. 

G) Oficina de Ceremonial, Coordinación y Enlace 

Dependencia instalada por resolución número 301 del 7 de mayo 
de 1974. La Corte, para así hacerlo, fundó expresamente aquélla 
en la necesidad de proveer a las crecientes exigencias que crean per-
manentes relaciones del Poder Judicial con los distintos poderes pú-
blicos y con magistrados y funcionarios que obligan a encomendar 
su actuación específica; por lo demás, estableció el 14 de octubre 
de 1975 con mayor precisión y en Acordada número 1675, que la 
Oficina de mención dependería de la Secretaría de Superintenden-
cia, debiendo proveer a la organización de los actos públicos que 
la Suprema Corte decida celebrar; y atender todo lo relativo a las 
formalidades y al protocolo que deben guardarse en los mismos. 

Informar al Tribunal sobre todos los actos públicos de trascen-
dencia que se realicen en el ámbito provincial y colaborar con los 
miembros del Tribunal o con quien lo represente, en el cumplimiento 
de las formalidades que deben observarse en los actos a los que el 
mismo asista o esté representado, y en la recepción v remisión de 
la correspondencia protocolar. 

Lleva asimismo una reseña diaria de las noticias periodísticas 
relativas al Poder Judicial y procura la publicación de las informa-
ciones que el Tribunal disponga. 

Reviste como jefe de esta dependencia, desde su instalación, él 
señor Jtísé María Hondeville. 



H) Obra Social 

Creó la Suprema Corte el 22 de abril de 1975 la Dirección de 
Obra Social como organismo dependiente de la Secretaría de Super-
intendencia. Dentro de sus finalidades están la de brindar al perso-
nal la cobertura de necesidades en materia de asistencia médica, 
odontológica, farmacéutica, hospitalaria y sanitaria en general, con 
el alcance de complementar las prestaciones que les suministra el 
Instituto de Obra Médico Asistencial de la Provincia; atención en 
materia de turismo; actividades deportivas; posibilidades crediticias; 
becas, etcétera. Los servicios abarcan: al afiliado (obligatoria para 
el personal judicial y optativa para magistrados, funcionarios, jubila-
dos y deudos de personal fallecido con derecho a pensión); al cón-
yuge; a los padres que estuvieren a cargo del afiliado; a los hijos 
menores de 18 años o impedidos cualquiera fuere su edad. 

El nuevo organismo, cuyo próximo inicio de actividades impoita 
la designación de un director, personal idóneo y la preparación de 
un reglamento, espera llenar una de las necesidades imperiosas: la 
integral atención social de la globalidad de los agentes del Poder 
Judicial de la Provincia. 

1) Registro Público) de Comercio 

Fue la Ley número 3.104 de marzo de 1908, la que creó el Re-
gistro Público de Comercio del departamento Capital (La Plata). 
Esto dicho, vale la complementación de que la Ley Orgánica del 
Poder Judicial número 5827, en sus arts. 116 y siguientes dispuso "a 
posteriori": "Habrá un Registro Público de Comercio en cada depar-
tamento j u d i c i a l . . " . . .y tendrá las funciones establecidas en el 
Capítulo II, Título II, Libro I, del Cód. de Com." "con intervención 
del Juez en lo civil y comercial en turno". 

Por su lado, en la labor de estructuración formal de la depen-
dencia, la Suprema Corte ha dictado diversas acordadas reglamen-
tarias sobre el tema (Ac. números 773, 1038, 1141, 1205) y resolu-
ciones, entre otras (184/56; 1069/56; 1320/58; 92/63; 176/65; 
714/65). 

Por imperio de la ley 8337 (B. O. del 19-XII-74, pág. 37, 41/42) 
fueron sustituidos los artículos 116/119 y 121/122 de la ley 5827, al 
par que se modificó la denominación del capítulo III del Título VI 
de dicha ley orgánica. De esta suerte, instituyéronse en el ámbito 
de la provincia los juzgados de Primera Instancia —uno por cada 



departamento judicial— en lo Comercial de Registro Público de Co-
mercio. Asimismo, atribuyóse a la Suprema Corte la tarea de dictar 
el Reglamento de Funcionamiento y Procedimiento de tales organis-
mos, así como la de emitir toda norma enderezada a crear un régi-
men de uniformidad, colaboración y cumplimentación de aquéllos y 
la de detallar el régimen de libros a llevarse. En correspondencia 
con ello, el Tribunal se encuentra actualmente abocado a la redac-
ción del precitado Reglamento. 

J ) Oficina Pericial de los Tribunales 

Si bien ya funcionaba con ese carácter una Oficina en La Plata, 
legalizóse "stricto sensu" su instalación con lo previsto por la Ley 
Orgánica del Poder Judicial número 5827 que, en su art. 123, esta-
bleció que funcionaría en el departamento de La Plata una Oficina 
Pericial, cuya tarea determina en "producir los informes técnicos 
periciales que le sean requeridos judicialmente". Fue su primer 
director, el doctor en química don Danílo Vucetich. 

Actualmente la Corte se encuentra abocada a dar nuevas estruc-
turas, tanto a la oficina pericial de La Plata como a las departa-
mentales. 

K) Oficind de Mandamientos y Notificaciones 

Por el inciso 11) del art. 31 de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial número 5827, se determina que la Suprema Corte organizaría 
en todos los departamentos judiciales 'oficinas de notificaciones y 
mandamientos". Tal, la base atributiva por la que el Tribunal, en 
febrero de 1956, dicta la acordada número 1269, que dispone la ins-
talación y funcionamiento de las Oficinas departamentales. Así, el 
1° de marzo tiene su inicio la de La Plata: en abril, se producirá 
el concerniente a los departamentos del interior entonces exclusiva-
mente existentes; y en años posteriores, a partir de 1958, prosigue el 
proceso con la instalación de las de Avellaneda, Junín, Lanús, La 
Matanza, Lomas de Zamora, Morón, Quilmes, San Isidro, San Mar-
tín, Trenque Lauquen y Tandil. 

Son estas dependencias las encargadas de diligenciar las cédulas 
y mandamientos relacionados con expedientes en trámite, radicados 
ante los distintos Tribunales de la provincia, así como los que solici-
ten la justicia de la Nación o las restantes provincias. 

Su reglamento se halla en preparación. 



L ) Receptorías de Expedientes 

La tantas veces mencionada Ley Orgánica del Peder Judicial 
número 5827, en su art. 31, inciso 1) señala que la Suprema Corte 
de Justicia, establecerá en todos los departamentos judiciales "recep-
torías de expedientes nuevos".En su correspondencia fue que en el 
año 1962, la Corte instala la oficina en el departamento La Plata y, 
sucesivamente, las restantes departamentales. 

Estas oficinas, al par que receptan y distribuyen diariamente 
previo sorteo y por materia, las causas incoadas en las secretarías 
civiles y comerciales y laborales, deben llevar ficheros que permitan 
obtener datos estadísticos de interés respecto del tráfico litigioso 
de la Provincia, así como sus índices y porcentuales. 

LL) Secretaría de Exliortos Penales del Departamento Judicial 
La Plata 

Creada por Acordada de la Suprema Corte de Justicia número 
1506 del 30 de agosto de 1966, tuvo su instalación el 15 de setiembre 
del mismo, teniendo a su cargo la tramitación de todo exhorto del 
fuero penal, salvo los provenientes de los Juzgados de igual juris-
dicción. 

Es la única oficina de este tipo que funciona en el Poder Judi-
cial de la Provincia. 

8 . C O N J U E C E S 

El 22 de febrero de 1875, la Suprema Corte de Justicia de Bue-
nos Aires debió abocarse a resolver la consulta formulada por una 
Cámara de Apelación de la campaña, relacionada con la "lista de 
conjueces". Es de allí y de entonces, que nacerá ésta, hoy tradicio-
nal nomenclatura de elaboración anual, a la que se le confieren even-
tuales poderes jurisdiccionales para determinados casos. 

Nada más ilustrativo para conocer los orígenes históricos de la 
formación de dicha nómina, que transcribir parte de los consideran-
dos de la resolución mencionada. 

Decía así la Corte: . .2? Que la Ley 43, tít. 5?, libro 2°, Re-
copilación Castellana, manda que la integración de las Salas de la 
Audiencia, en caso de discordia, se verifique con licenciados del 
Consejo si estuvieren, y sino con otros. 3° Que las leyes 5? y 6*, 
tít. 39 de la misma Recopilación, ordenan la integración de la 
Audiencia para los casos de ausencia, enfermedad, impedimento o 



recusación, con Letrados. 49 Que las leyes 14 y 17, tít. 17, lib. 2°, 
Recopilación de Indias, prescriben la integración con los Fiscales o 
con letrados que no tuvieren impedimento. 5" Oue, según se ad-
vierte por el texto de estas leyes, ninguna exige en los Letrados lla-
mados a ser Conjueces, ni las condiciones que los Oidores debían 
revestir, ni otra calidad especial. 6° La ley 97, tít. 15, lib. 29, Re-
copilación de Indias, que trata de las Audiencias de América, y 
entre ellas de la creada en esta ciudad en el año 1661, por la ley 13 
del mismo título y libro, viene a disipar completamente toda duda. 
7° Que en efecto ella establece: "En la determinación de los pleitos 
haga sentencia lo que le pareciere a la mayor parte en el negocio, y 
siendo preciso nombrar abogados sin sospecha, como mejor les pa-
rezca para la determinación del pleito, y se ejecute, lo que deter-
mine la mayor parte. Si en la audiencia no hubiere más de un Oidor, 
pueda él solo ordenar los procesos en las causas hasta concluirlas 
en definitiva, y después se elija y nombre al fiscal o acompañe con 
otras personas de letras". 8° Que la ley 98 del mismo título y libro, 
es concordante con la anterior". 

Por su parte, la Provincia había dictado en setiembre de 1871 
la Ley N° 719, que en su art. 12 establecía: "En los casos de impe-
dimento o recusación de los miembros de cada Sala, de dos Salas 
reunidas, o del Tribunal pleno, será reemplazado el que se separe 
por abogados sacados a la suerte de una lista de treinta de la ma-
trícula, que formará cada año el Tribunal de Justicia". Así propio, 
otro texto legal se ocuparía del tema; será el Código de Procedi-
mientos Civil y Comercial de la Provincia de 1880, que en su art. 
391, dispondrá: "La Suprema Corte formará cada año una lista de 
treinta abogados de la matrícula, entre los que se sortearán los que 
deban suplir en los casos de recusación sin causa, a los miembros 
de la Suprema Corte, Cámaras de Apelación y a los Jueces de Pri-
mera Instancia de la Capital". Por su parte el art. 393 del mismo 
texto, determinaba que en los Departamentos de campaña. . . cuando 
se establezca foro suficiente en uno o más departamentos y la Cor-
te lo considere oportuno, se forme una lista de Abogados en los mis-
mos términos que la de la Capital pero cuyo número no baje de diez 
ni exceda de veinte". 

A su turno, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su art. 31, 
inc. n), al conferir atribuciones a la Corte estatuyó que es una de 
ellas: " . . .Formar listas de abogados que reúnan las condiciones pa-



ra ser miembros de la Suprema Corte y de las Cámaras de Apela-
ción, a los fines de las integración de dichos Tribunales". 

Con ajuste a lo dicho en el presente parágrafo; como quiera 
que en él ha mediado referencia a las primeras y últimas disposi-
ciones sobre el tema, adecuado es entonces para finalizar, transcri-
bir la primer y última nómina de Conjueces del Tribunal. 

Año 1875: Doctores 

PINEDO Federico 
LOPEZ Vicente F. 
SAENZ PEÑA Luis 
TORRES Lorenzo 
ESTEVES SAGUI Miguel 
PICA Domingo 
NAVARRO VIOLA Miguel 
MARTINEZ Víctor 
ACOSTA José A. 
CARRANZA VIAMONT Eduardo 
QUINTANA Manuel 
PEREYRA Ezequiel 
MORENO José M. 
MALA VER Antonio 
OUESADA Vicente G. 

BECCAR Cosme 
AGUILAR Pedro 
ARAUJO Ceferino 
OBARRIOS Manuel 
TERRERO Juan M. 
CUETO Joaquín 
LAHITTE Alfredo 
PARDO Amando 
MARTEL Honorio 
PACHECO Wenceslao 
ALCOBENDAS Francisco 
GOMEZ Ignacio 
FRIAS Domingo 
GALLO Delfín 
ZELIS Félix L. 

Año 1975: Doctores 

BARLETTA Leonardo 
BURIMAN José Mauricio 
CAVALCANTI Roberto 
CAZEAUX Pedro Néstor 
CARO BETELU Raúl 
CORDERO FUNES Francisco R. 
CORTES Segismundo 
DE FELIPE Rodolfo 
DE LA ROSA ICARZABAL Oscar 
ENRIQUE Fermín Horacio 
ESPIL Jorge Oscar 
FALBO Amílcar 
FERRARI Oscar Leopoldo 
GALIMANY Rolando Pedro 
GARCIA VIZCAINO José 
GRAD1N César Manuel 
JUAREZ Jorge Serviliano 
KEMPER Enrique Nicolás 

LESCANO GORORDO Julio 
LOPEZ Juan Antonio 
LOPEZ DE MASSIMIANI Armanda 
LOPEZ MAFFONI Guillermo 
MAZZONE Ricardo M. 
MIGO Luis F. 
MONTARULI Afilio 
NATIELLO Roque Oscar A. 
OSIO DOTTI Carlos 
PARIGINI Humberto P. 
PATIÑO PACES Mario V. F. 
PECORELLI Revnaldo E. 
PONTIGGIA Raúl Fernando 
RICCI Felipe Gabriel 
ROCCA Tuan Bautista 
RODRIGUEZ BRUNENGO Néstor N 
ROMERO IBARRA Juan César 
VENTURA MAYORAL Isidoro 

9 . P U B L I C A C I O N E S DE LA C O R T E 

La publicación de los "Acuerdos y Sentencias" de la Suprema 
Corte de Justicia, ordenada por los arts. 367 y 393 del Cód. de Pro-



cedimientos Civil y Comercial del año 1905, fue objeto de precisa 
reglamentación por parte de aquélla, en las acordadas Nros. 916, 
1029 y 1031, entre otras; esto, sin perjuicio de que ya en 1897, de-
cidiera que "la publicación de Acuerdos y Sentencias de la Supre-
ma Corte, se hará bajo la dirección conjunta de los dos secretarios" 
(V. "Supra", parág. 5). 

Conforme con todas esas previsiones, inocultablemente satisfac-
torio es para el Tribunal, apreciar que sus fallos se encuentran pu-
blicados desde su propio establecimiento; esto es, desde 1875 

Además, la Corte envía al Boletín Oficial el material necesario 
para la edición del "Diario de Jurisprudencia de Buenos Aires" que 
se distribuye gratuitamente en todo el ámbito judicial provincial. 
En él, además de publicarse los fallos del tribunal, se exteriorizan 
los demás órganos del Poder Judicial (art. 14 a 16 del Decreto 
383/54). 

También se imprime un "Boletín Informativo", que, como di-
jérase en su número inicial tiende a solucionar la falta de ade-
cuada publicidad de decisiones que el Cuerpo adopta en ejercicio 
de los poderes de gobierno, administración, superintendencia e ini-
ciativas en materia legislativa. 

1 0 . N Ó M I N A A C T U A L DE F U N C I O N A R I O S 

S U P R E M A C O R T E D E J U S T I C I A 

Presidente: 
Doctor Amer A. A. Iriart1 

Vicepresidente: Doctor Vicente Bagnasco 

Jueces: 
Doctor Waldemar Florencio Izquierdo 
Doctor Juan Alberto Ortiz 
Doctor Andrés F. López Camelo 
Doctor Nicolás Aurelio Manganiello 
Doctor Horacio Conde 
Doctor Germán Glineur 
Doctor Hugo A. B. Anzorreguy2 

1 Desde el 16 de Octubre de 1975. 
2 Hasta el 15 de Octubre de 1975 ocupó la Presidencia. 



Procurador General; 
Doctor José María Santa Cruz 

SECRETARIA DE ACTUACION: 

Secretario: Dr. Angel Carlos Gronda 
Prosecretario letrado: Dr. Antonio María Cortina 

División Despacho: 
Jefe de Despacho: Sr. Mauricio Lima 
Subjefe de Despacho: Sr. Eduardo C. Martini 
Subjefe de Despacho: Sr. Federico R. Ardanza 

División Jurisprudencia y Publicaciones: 
Jefe de Despacho: Sr. José María Basso 
Subjefe de Despacho: Sr. Samuel Teberobsky 

Oficina de Copias: 
Titular: Sra. Dora E. Ligresti de Corbetta 

SECRETARIA DE SUPERINTENDENCIA: 

Secretario: Dr. Carlos Alberto Mirson 
Subsecretario letrado: Dr. Julio César Arturi 
Prosecretario: Sr. Héctor Laureano Campi 

División Gobierno: 
Jefe de Despacho: Sr. Ever Patroni 
Subjefe de Despacho: Sr. Antonio María Mucci 

División Personal: 
Jefe de Despacho: Sr. Rafael Alfredo Cieri 

SECRETARIA DE DEMANDAS ORIGINARIAS: 

Secretario: Dr. Juan Alberto Naretti 
Subsecretario letrado: Dr. Mario Emilio Milazzo 
Jefe de Despacho: Sr. Jorge Ernesto Campi 
Subjefe de Despacho: Sr. José María P. Lascano 

SECRETARIA DE ASUNTOS INSTITUCIONALES: 

Secretario: Dr. Julio Isaac Arrióla 
Jefe de Despacho: Sr. Rubén Mario Campos 



SECRETARIA DE LA PROCURACION GENERAL: 

Secretario: Dr. Elias Homero Laborde 

SECRETARIOS RELATORES LETRADOS DE LA SUPREMA CORTE: 

Doctores: 
Carlos Enrique Bisso 
Laura Inés Cosidoy 
Alfredo Domingo Costa 
Diana Themis Creimer 
Juan Carlos Delfino 
Ricardo Rodolfo Gil Lavedra 
Silvia Elsa Hitters 
Federico Camilo Humbert Lan 
Alfredo Jofré 
Luciano Norberto Marotta 
Miguel Angel Pareja 
Ignacio Ramón Peña 
Adrián Eduardo Révora 
Pedro Américo Venegoni 
Carlos Luis Vivacqua 
Vicente Jorge Zírpoli 

ABOGADOS PRINCIPALES DE LA PROCURACION: 

Doctores: 
Juan Carlos Corbetta 
María Cledia Izquierdo 
Luis Martín Nolfi 

DIRECCION GENERAL DE ADMINISTRACION: 

Director: Sr. Horacio P. Cotti de La Lastra 

Subdirector: Sr. Rodolfo Tomás Arrúa 

Jefe de Auditoría y Presupuesto: Contador Juan Pablo 
Fredes 

Jefe Cuerpo Contaduría: Contador Horacio Daniel Pasaro 

Cuerpó Testírería: Tesorero Sr. Carlos José Capelli 
Jefe Cuerpo Contrataciones: Sr. Bartolomé Eduardo 

Giambruni 



Subjefe Auditoría y Presupuesto: Contador Daniel A. 
Labombarda 

Jefe Sección Ajustes y liquidación de gastos en personal 
Sr. Carlos Mario Sureda 

OFICINA DE INSPECTORES: 

Jefe: Doctor Jorge José Pérez Osorio 

Inspectoress Dres.: 
Julio Alberto Ardohain 
Raúl Jorge Carpinetti 
Víctor Rodolfo Carrasco 
Oscar Arturo Chaumeil 
María Laura Frontaloni 
Ruth Fanny Itzcovich 
Carlos Hugo Lanfranchi 
Carlos Alberto Salgado 
Tomás Carlos Ide 

Secretarios Adscriptos: 
Dra. Rosa María Caram 
Dr. Antonio Giliberti 

BIBLIOTECA CENTBAL DEL PODER JUDICIAL: 

Director: Jorge Miguel Reyna Lascano 

OFICINA TECNICA DE OBRAS: 

Jefe: Ingeniero Guillermo Abelardo Simonet 

SECCION RECONOCIMIENTO MEDICOS: 

Director: Dr. Hércules Agostini 

OFICINA PERICIAL: 

Director: Dr. Francisco Pecho Blanc 

SECRETARIA PRIVADA DE PRESIDENCIA: 

Titular: Sita. Emilia Salomón Mazza 



OFICINA DE CEREMONIAL COORDINACION Y ENLACE: 

J.efe: Sr. José María Hondeville 

Departamentos judiciales del interior 

TITULARES DE LAS OFICINAS AUXILIARES DE LA 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

- M E R C E D E S : 

Registro Público de Comercio Secretario Escr. Manuel José 
Diego. 

Archivo departamental: Jefe Escribana Griselda D'Andrea. 
Receptoría Gral. de Expedientes: Jefe Dra. Raquel María Certa. 
Oficina de mandamientos y notificaciones: Jefe Elias Alberto 

Florella, 
Biblioteca departamental: Bibliotecaria Zura Alida Dulevich Uzal. 
Delegación de Dilección de Administración: Delegado José Luis 

Porcelli. 

- S A N NICOLAS: 
Registro Público de Comercio, Secretaria Escrib. Josefa M. 

Luciano. 
Archivo departamental: Jefe Escribano Jorge Horacio Galante. 
Receptoría Gral. de Expedientes: Jefe Dra. Susana F. Heiderscheid. 
Oficina de mandamientos y notificaciones: Jefe Haroldo I. Toffano. 
Biblioteca departamental: Bibliotecario Rodolfo A. Cesarini. 
Delegación de Dirección de Administrac.: Delegado Horacio O. 

Chavero. 

- D O L O R E S : 

Registro Público de Comercio, Secretaria Dra. Nélida Rosa Pose. 
Archivo departamental: Jefe Escribano Héctor Horacio Bidart. 
Oficina de mandamientos y notificaciones: Jefe Mericio R. Poey. 
Biblioteca departamental: Bibliotecario César Vilgre la Madrid. 
Delegación de Dirección de Administrac.: Delegado Manuel A. 

Di Giano. 
- B A H I A BLANCA: 

Registro Público de Comercio: Secretaria Dra. Stella Maris 
Bartoldccini. 



Archivo departamental: Jefe 'Escribana Josefina Cavallone. 
Receptoría Gral. de Expedientes: Jefe Dra. Teresaj C. Barros. 
Oficina de mandam. y notificaciones: Jefe Jesús M. Zarranz. 
Biblioteca departamental: Bibliotecario Edgardo Héctor Malla. 
Delegación de Dirección de Administrac.: Delegado Alfredo 

Garate. 

- A Z U L : 

Registro Público de Comercio: Secretaria Dra. Leticia A. 
Fortunato. 

Archivo departamental: Jefe Escribana María Delia Prat. 
Oficina de mandam. y notificaciones: Jefe Alfredo E. O rengo. 
Biblioteca departamental: Bibliotecaria Sara Noemí Gtíija. 
Delegación de Dirección de Administrac.: Deleg. Pedro F. 

Gutiérrez. 

- MAR D E L PLATA: 

Registro Público de Comercio: Secretaria Dra. Lilia Noemí Sdla. 
Archivo departamental: Escribano Jefe Luis María Rezzonico. 
Receptoría Gral. de Expedientes: Jefe Dr. Rubén A. Rodríguez. 

Dublanc. 
Oficina de mandam. y notificaciones: Jefe Olimpio Jcioito Correa. 
Biblioteca departamental: Bibliotecaria Norma L. Birt. 
Delegación de Dirección de Administrac.: Delegado Francisco 

Gioffre Di Leo. 

— JUNIN: 

Registro Público de Comercio: Secretaria Doctora Susana Delia 
Azpelicuetd. 

Archivo departamental: Jefe Escribana Miñan R. Ares. 
Oficina de Mandamientos y Notificaciones: Jefe Angel Marsili. 
Biblioteca departamental: Bibliotecaria Eclilia Juana Silva. 
Delegación de la Dción. de Administración: Delegada Stella 

Maris Moras. 

- S A N ISIDRO: 
Re]gistro Público de Comercio, Secretario Doctor Miguel Angel 

Teplitzky. 
Archivo departamental: Jefe Escribano Ernesto I. Maiztegid 

Godoy. 
Receptoría Gral. de Expedientes: Jefe doctor Luis Alberto Ruiz 

Díaz. 



Oficina de Mandamientos y Notificaciones: Jefe Arturo Juan 
Melazo. 

Biblioteca departamental: Bibliotecaria Betty Doráhine Da Costa. 
Delegación de la Dirección de Administración: Delegada Lucía 

Birt de Sánchez. 

- T R E N Q U E LAUQUEN: 
Registro Público de Comercio, Secretario Doctor Lázaro Fldli. 
Oficina de Mandamientos y Notificaciones: Jefe José María 

Cereigido. 
Delegación de la Dción de Administración: Delegado Juan Carlos 

Fossati. 

- M O R O N : 

Registro Público de Comercio: Secretaria Doctora Margarita 
Blanca Rosa Corral. 

Archivo Departamental: Jefe Dra. Vilma Antolina Recoder. 
Receptoría Gral. de Expedientes: Jefe Doctor Angel José Couto. 
Oficina de Mandamientos y Notificaciones: Jefe D. Ricardo 

Ronzano. 
Biblioteca departamental: Bibliotecario Mario Nicolás Cordero. 
Delegación de la Dir. de Administración: Delegado Ronaldo 

Birt. 

- S A N MARTIN: 
Registro Público de Comercio: Secretario Dr. Víctor J. Chausis. 
Archivo Departamental: Escribano Eloy Alberto Blasquez. 
Receptoría Gral. de Exptes.: Jefe Esc. Silvio Rubinstein. 
Oficina de Mandamientos y Notificaciones: Jefe Felipe Carlos 
Zorra indo. 
Biblioteca departamental: Bibliotecaria María de las Mercedes 

Pace. 
Delegación de la Dción. de Administración: Delegado Federico 

Pinto. 

- L O M A S DE ZAMORA: 

Registro Público de Comercio: Secretario Dr. Manuel A. Sirven. 
Archivo departamental: Jefe Escribano Roque Mdrtiniano Reyes. 
Receptoría Gral. de Expedientes: Jefe Dr. Manuel Enrique Alio. 
Oficina de Mandamientos y Notificaciones: Jefe Enrique de 

Tones Curtli. 
Biblioteca departamental: Bibliotecaria Isabel Justina Ocampo. 



Delegación de la Dción. de Administración: Delegado Alfredo 
Oscar Camele. 

OFICINAS DE MANDAMIENTOS Y NOTIFICACIONES DE: 

- AVELLANEDA: 
Jefe: Horacio Alcides Lorenzo. 

- L A N U S : 
Jefe: Héctor C. Calabria, 

- MATANZA: 
Jefe: Luis María Calligo. 

- QUILMES: 
Jefe: Francisco A. De la Peña. 

- TANDIL: 
Jefe: Jorge Luis Girollet. 
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Sección 3* 

HISTORIA, CONCEPTUACION Y RECREACION DE UNA 
TIPICA COMPETENCIA DE LA SUPREMA CORTE: CASACION 



• 



ANTECEDENTES Y EVOLUCION HISTORICA 

1 . D E R E C H O R O M A N O 

A) La nulidad estricta 

En el derecho romano clásico existía una concepción afín entre 
el negocio jurídico privado y la sentencia; ello así, como quiera que 
carecíase de la precisa noción separativa entre el derecho sustancial 
y el procesal. Fruto de aquella afinidad es la traslación al campo 
del derecho sustancial y el procesal. Fruto de aquella afinidad es 
la traslación al campo del derecho procesal de un instituto pensado 
para disciplinar los efectos del negocio jurídico privado: el de la nu-
lidad. En tal sentido, la ausencia de alguno de los elementos cons-
titutivos de la relación negocial privada —presupuestos esenciales de 
la misma—, se traducía en la negación de su existencia jurídica. Así 
propio, la falta de alguno de los extremos considerados por la ley 
como componentes elementales de la sentencia, determinaba su ine-
xistencia en el mundo jurídico, quedando de tal guisa reducida a 
una simple apariencia. Entendida la nulidad como sinónimo de ine-
xistencia, en el derecho romano y desde el punto de vista de su 
validez, había dos clases de sentencias; dicho de otro modo, una 
sentencia tenía dos calidades posibles: o era válida (existente), o 
era nula (inexistente). En este orden de ideas, conviene destacar 
que entonces se atribuía a la sentencia por el solo hecho de su pro-
nunciamiento, fuerza de cosa juzgada formal; o sea, que aquélla 
no era susceptible de reforma posterior alguna en el mismo proce-
so en el que se la había dictado. En consecuencia, mientras no ha-
bía medio de modificar un decisorio judicial —la aparición de me-



dios de gravamen ocurrirá con el advenimiento del imperio—, era 
factible obtener una declaración de su inexistencia a través de una 
acción de nulidad (por ej.: "revocado in duplum"). 

Reseñada del modo que antecede la idea que sobre la nulidad 
de sentencia se tenía en esa época, resta aún por observar cuáles 
eran los motivos o las causales que daban lugar a su procedencia. 
Los casos y ejemplos de sentencias nulas, permiten afirmar que tal 
se declaraban, cuando se advertían faltas en la constitución o en 
el ulterior desarrollo de la relación procesal; por manera que la nu-
lidad, era derivación directa y exclusiva de vicios de actividad o 
errores "in procedendo". Esto es, si mediaba: 

a) falta de un presupuesto procesal personal (partes o juez); 
b) interrupción de la relación procesal regularmente consti-

tuida; 
c) sentencia pronunciada fuera de los límites de la relación 

procesal; 
d) sentencia sin las debidas formas. 

B) Extensión de la nulidad 

Si bien como principio general, los errores que pudieran afec-
tar el razonamiento del juez en la solución de una controversia eran 
inidóneos para provocar la nulidad, existieron primigeniamente y 
según las fuentes, dos supuestos en los que aquélla sucedía por la 
naturaleza de la conclusión; la que aparecía como manifiestamente 
inadecuada para cumplir con el objeto del proceso. Tales supuestos, 
eran: 1) la condena a hacer algo imposible y 2) el fallo cuya parte 
dispositiva, impedía comprender cuál era la decisión del juez. Da-
das cualesquiera ele estas dos hipótesis, el pronunciamiento, aunque 
fuese formalmente irreprochable, era tenido por jurídicamente ine-
xistente. E lo así, en tanto esos defectos de conclusión obstaban a 
la satisfacción del cometido natural del proceso: decidir certera y 
prácticamente el conflicto en interés de la paz social. 

Salvedad hecha de las situaciones descriptas, los romanos en-
tendían que una sentencia injusta como consecuencia de un error 
de juicio en nada perjudicaba su validez, al par que consideraban 
a tales supuestos como casos fortuitos sin subsanación para los jus-
ticiables. Estas ideas radicales en torno a la sentencia y su validez, 
comienzan a modificarse a partir de la distinción que se opera entre 
la "quaestio iuris" y la "quaestio facti". Testimonios de la apuntada 
distinción se encuentran en los ejemplos contenidos en dos leyes. 



La primera, atribuida al jurisconsulto Macro, relata lo siguiente: 
un ciudadano pide al juez ser dispensado del oficio de tutor, ale-
gando que su edad, o un determinado privilegio o el número de 
hijos, comportan causales previstas por la ley para la procedencia 
de su solicitud. Ante ello, el juez puede plantearse dos cuestiones 
diferentes: a) decidir si existe una ley que contemple esos motivos 
como situaciones que permitan la dispensa; y b) decidir luego si 
—existiendo tal ley—, se clan en el caso las precitadas condiciones. 
Suponiendo que el magistrado rechace la demanda, el fundamento 
esgrimido puede consistir o en negar la existencia de la ley de 
marras, o en negar la existencia en el caso de las circunstancias pre-
vistas como eximentes del oficio de tutor. La primera variante cleses-
timatoria apunta a la "quaestio iuris" —negación del derecho obje-
tivo—, mientras la segunda se relaciona con la "quaestio facti": fija-
ción del hecho y su adecuación. El ejemplo traído por una consti-
tución del emperador Alejandro, está construido de modo aná-
logo al precedente. 

La clara diferencia establecida entre ambos tipos de cuestiones, 
se correlaciona con la idea que se tenía de la diversidad de pode-
res clel juez según se tratare de resolver una u otra. Concebido el 
quehacer jurisdiccional como un silogismo, el contenido de la pre-
misa mayor se traduce en un juicio sobre la existencia y selección 
de una ley relativa al caso; el de la menor, en la fijación del "fac-
tum" y su individualización en la norma general; por fin, la con-
clusión comprende la solución del litigio en dos sentidos superpuestos: 
calidad y cantidad. Desde que para los romanos la tarea clel juez era 
entendida como aplicación concreta del derecho preexistente —no-
ción hoy también válida—, sus poderes se veían más limitados con 
respecto a la premisa mayor, en relación a la extensión de los mis-
mos cuando se trataba de la premisa menor. En cuanto a esta últi-
ma, regía el pleno arbitrio judicial; en lo que hace a la primera, el 
derecho objetivo funcionaba como preciso y riguroso contorno de la 
facultad jurisdiccional. 

La distinción entre "quaestio iuris" y "quaestio facti", sumada 
a los alcances de la jurisdicción en la decisión del primer punto 
—existencia del derecho—, determinaron que se considerase mucho 
más grave el error al resolver la cuestión de derecho, que el que pu-
diera adolecer la decisión sobre el aspecto del hecho. Prodújose así 
una ampliación en los motivos susceptibles ele acarrear la nulidad 
de un fallo. Junto a los errores "in procedendo" y a los vicios en la 
conclusión taxativamente enumerados "supra", comenzóse a admitir 



como causal de nulidad a un tipo de error en la premisa mayor. 
Más precisamente, el error en la existencia del derecho o de la ley 
en abstracto. En el ejemplo arriba reseñado, si el juez rechazaba el 
reclamo sobre la base de negar que hubiese una ley del tipo de la 
alegada como sustento de la petición, se estaba frente a ese nuevo 
motivo de nulidad de la sentencia. Importante es puntualizar que 
no cualquier error "iuris" aparejaba la nulidad del pronunciamien-
to; solamente la conllevaba el consistente en negar la existencia de 
una ley, quedando por ende ajenos al instituto de la nulidad, los 
vicios sobre interpretación y subsunción del "factum" en la norma. 

Con el correr de los tiempos, el binomio conceptual "quaestio 
iuris" — "quaestio facti", cedió paso a la idea de sentencias dadas 
contra "ius constituíionis" y sentencias contra 'ius litigatoris". Las 
primeras, viciadas por un error relativo a la existencia del derecho 
objetivo; las segundas, referidas a un error en perjuicio del derecho 
subjetivo de las partes, sin distinción —en éstas— entre el "ius" o 
el '"factum". La importancia práctica de los fallos dados contra "ius 
constitutionis" —por ende, la justificación teórica de la ampliación 
del concepto de nulidad, primitivamente enlazada a los vicios "in 
procedendo"—, se observa fundamentalmente en la Roma imperial 
y, especialmente, al sustituirse el procedimiento formulario —en don-
de el rol del juzgador era esencialmente pasivo— por el de las '"ex-
traordinaria cognitio". Las fuentes admiten computar como funda-
mento jurídico de la nulidad de las sentencias dictadas contra el 
"ius constitutionis", al exceso de poder o el sesgo errado que con-
llevaban. Negar el derecho objetivo significaba directamente dejar 
sin sustento al ejercicio de la jurisdicción; por modo tal, un fallo 
emitido en tales condiciones, se exhibía carente do fuerza vinculan-
te, desde que no sólo no decía el derecho —su misión natural—, sino 
que lo negaba. Eso, por un lado; que de otro, equiparar los pro-
nunciamientos contra "ius constitutionis" a los que emergían vicia-
dos en sus formas esenciales y a los que en su parte dispositiva or-
denaban alguna cosa imposible o resultaban incomprensibles, fue 
quizás y desde la óptica política, un arbitrio para preservar y contro-
lar la efectiva vigencia del poder central en desmedro de los dere-
chos locales, cuya eventual primacía en los lejanos y extensos contor-
nos del imperio era menester evitar. 

C) Medios de gravamen 

La organización administrativa del imperio romano se caraete-



rizó por su marcado centralismo; el emperador, era el vértice inicial 
y final de aquélla y los restantes estamentos del poder, operaban 
por delegación suya. 'El emperador era, en suma, resumen y fuente 
exclusiva de todos los poderes; inclusive el jurisdiccional. Esta cir-
cunstancia hubo de tener incidencia determinante en el concepto de 
sentencia. Ella, como se vio, reconocía dos únicas posibilidades: o 
era válida, o era jurídicamente inexistente (nula). No se concebía 
entre esos dos polos un grado intermedio: el del fallo que no fue-
ra ni enteramente válido, ni enteramente inexistente, el que naciera 
en estado pendiente y necesitara de una posterior reforma para otor-
garle definitiva validez. Ello sucedió durante este período, a raíz de 
la influencia del derecho público en el proceso y en la concepción 
de la función jurisdiccional, la que fue entendida como atributo del 
emperador que se delegaba en todos sus oficiales en igual grado e 
intensidad y por razones de organización del gobierno. 

Aparece así el instituto de la "appellatio" que en un primer 
momento, fue un recurso dirigido al emperador para que dictase 
nueva resolución sobre el mérito del litigio, en lugar de la pronun-
ciada por un funcionario suyo. Más tarde y debido a un natural prin-
cipio de división del trabajo, aquél encomendó a funcionarios inme-
diatamente inferiores tal cometido, creándose de esta suerte una 
verdadera gradación jerárquica, a modo de distintas instancias, Aún 
cuando en la práctica la "appellatio" funcionaba como medio de 
aniquilar una sentencia injusta, su fundamento teórico apuntaba mas 
bien a la calidad de funcionario subordinado y simple delegado, que 
revestía quien la dictaba. 

En cuanto a los motivos que de comienzo dieron curso a la 
"appellatio" puede decirse que fueron todos los errores '"facti" y 
ciertos "iuris"; estuvieran éstos ubicados tanto en la premisa mayor 
—vicios de interpretación—, como en la menor —vicios ele subsun-
ción—. "A posteriori", especialmente hacia el período de Justiniano, 
verificóse en la práctica una interferencia entre los ámbitos de ac-
ción de la nulidad y de la "appellatio" en una doble dirección. Por 
un lado, se limitó la nulidad a los casos de defectos procesales 
—una suerte de retorno a sus fuentes—, al par que se admitió el 
ejercicio de la "appellatio" para los supuestos de errores de juicio 
graves; por el otro, aún cuando permaneció inalterable la idea de 
que contra el fallo nulo no era necesario apelar, admitióse que por 
vía de la apelación, el juez superior declarara la nulidad de aquél. 
Cabe advertir que este trastocamiento de vías para arribar a la nu-



lidad de la sentencia, no afectó su naturaleza peculiar de inexisten-
cia y, consecuentemente, la expiración del plazo para la interposi-
ción de la "appellatio" no provocaba el saneamiento por omiso re-
clamo de la nulidad, que siempre era factible lograr por vía de 
acción. 

Dicho lo antecedente, vale agregar que contemporáneamente 
operóse la centralización de la jurisdicción en manos del emperador, 
creándose por debajo de él una jerarquía disciplinadamente coor-
dinada de jueces que ejercían su oficio no por derecho propio, sino 
por delegación y emanación de un único poder central; éste, por 1c-
demás, se reservaba el monopolio de la interpretación auténtica y 
en abstracto de la ley, dejando para aquéllos su inteligencia con-
creta e individual. Esa tarea que en un comienzo era llevada a ca-
bo directamente por el emperador, más tarde fue delegada parcial-
mente hacia órganos de él dependientes: los "sacra auditoria prin-
cipis"; por modo que se logró una relativa uniformidad en la apli-
cación del derecho y en la interpretación de la norma. 

2 . D E R E C H O G E R M Á N I C O 

A) La validez formal de la sentencia 
Para lo que a esta reseña interesa ,cabe señalar que el primitivo 

derecho germánimo aporta al desarrollo evolutivo de la casación el 
principio de la validez formal de la sentencia, en el sentido de que 
una vez pronunciada no había medio alguno para obtener su modi-
ficación o su anulación. Consecuentemente, resultaban ideas en ab-
soluto extrañas a esta concepción, las que los romanos sustentaban 
en torno a la nulidad —inexistencia— y, posteriormente, apelabilidad 
de la sentencia. 

A objeto de una cabal comprensión del principio enunciado y 
de su contraste con los vigentes en el derecho romano, preciso se 
torna reseñar brevemente las peculiares características que informa-
ban el contenido del pronunciaimento y el proceso de su elaboración. 

Lo que en la actualidad conócese como demanda —salvedad 
hecha de la fatal imprecisión terminológica—, estaba conformado 
por un verdadero 'proyecto de sentencia" que el interesado llevaba 
a la decisión de un singularísimo Tribunal. Esta propuesta se inte-
graba exclusivamente con una cuestión de derecho; el enunciado de 
la norma consuetudinaria que se pretendía aplicable a la resolución 



del caso. Pero nunca se sometían los extremos de hecho propios de 
aquél, los que eran objeto de prueba —en punto a su verdad o fal-
sedad— luego de dictado el pronunciamiento que declaraba 3a exis-
tencia o inexistencia de la conciencia jurídica de la comunidad, de la 
norma invocada en la propuesta inicial. Cabe anotar, asimismo, que 
integraba la presentación no sólo la premisa mayor, sino también 
la conclusión del silogismo; esto es, la específica solución del caso 
conforme al derecho pretendido. 

En cuanto a la estructura del Tribunal, éste estaba formado 
por: a) un conjunto de jueces representantes del pueblo ("rachim-
burgos"); b) la asamblea popular, de la que tanto el litigante co-
mo los jueces eran componentes en igualdad de condiciones; c ) un 
presidente ("comes"), quien asumía la presencia del poder sobera-
no. Por otro lado, el proceso se desarrollaba del siguiente modo: 
una vez expuesta a los jueces la pretensión del interesado, éstos con-
feccionaban un dictamen o proyecto de sentencia que luego some-
tían a la consideración de la asamblea popular —que, se itera, in-
cluía al presentante—, y obtenido que era el consenso expreso o 
tácito, el presidente mediante acto formal, convertía el dictamen de 
los jueces en un verdadero y propio precepto legal, con validez tan-
to general como particular. En el desarrollo descripto, podía suce-
der que el dictamen emitido por los jueces fuese desaprobado por el 
demandante, como por cualquier otro miembro de la asamblea po-
pular, sobre la base de sostenerse que la norma jurídica contenida 
en aquél no consultaba la conciencia jurídica de la comunidad. Co-
rresponde aquí poner en claro, que la desaprobación conllevaba una 
contrapropuesta de sentencia. Este particular cuestionamiento en el 
proceso de elaboración del decisorio, conocido comunmente como 
"desaprobación de la sentencia" ("Urteilsschelte"), a la vez que im-
pedía la convalidación del dictamen de los jueces, daba lugar a un 
nuevo juicio entre éstos y el o los desaprobantes, a efectos ele de-
terminar el sentido final de la disputa jurídica. 

La precedente relación acredita que en la asamblea judicial del 
derecho germánico primitivo, se confundían en un solo ejercicio las 
funciones judiciales y las legislativas. Esta última característica, ex-
plica la calidad de inconmovible del fallo, asimilable en sus efectos 
a la autoridad de las leyes. 

B. Alteración del principio 

Varios fueron los factores a la sazón coincidentes para la va-



riación del principio de validez formal de la sentencia, que de sig-
nificar su total inimpugnabilidad una vez proclamada por el presi-
dente de la asamblea popular, pasó a mantener su vigor toda vez 
que no fuese atacada por vía de la "reclamación"; único modo éste 
de superar los vicios del fallo, cualquiera fuese su naturaleza e in-
tensidad. 

Probablemente la clave de la transformación estuvo dada por 
las distintas formas que, con el transcurso del tiempo, asumió la or-
ganización política y administrativa de estos pueblos en su interrela-
ción con el imperio romano. En otras palabras, el paso de las for-
mas grupales a los reinos; el advenimiento del poder real. Las con-
secuencias, en lo que aquí interesa, fueron, por un lado, la distinta 
sustancia de la función jurisdiccional que de ser popular —propia 
del pueblo— pasó a ser regia —propia del rey— y, por el otro, el 
nacimiento de un derecho real, escrito y estricto que convivió y su-
peró al derecho de la comunidad, consuetudinario y contingente. 
Va de suyo que lo primero llevó aparejado un cambio en la estruc-
tura judicial. Así, en el derecho longobardo, los jueces —iudex o el 
colegio— tuvieron la plena facultad de decir el derecho y. consi-
guientemente, la antigua desaprobación se transformó en una re-
clamación; ya no se buscó evitar el nacimiento de una sentencia con-
siderada —en cuanto proyecto— no ajustada al sentir jurídico del 
pueblo, sino que se persiguió la modificación del fallo ya nacido 
ante una especie de instancia superior. En este sentido y con refe-
rencia a los longobardos, se introdujo un recurso al rey contra cual-
quier acto incorrecto de un funcionario inferior. De este recurso, se 
originó una verdadera reclamación que, en la materia, se orientaba 
hacia una sentencia considerada injusta. Esta reclamación —quere-
lla contra el juez— implicaba no sólo el reexamen del mérito del 
fallo, sino también la imposición de una pena al funcionario respon-
sable del decisorio injusto; sanción que era impuesta al reclamante 
cuando su queja resultaba infundada. En su ulterior desarrollo y 
sobre la base de admitirse en el juez facultades en punto a la pre-
misa menor del silogismo —el oficio de '"veritas investigare"—, fue 
posible reclamar así por errores '"facti". 

El paulatino crecimiento del derecho regio, aunado a un for-
zoso proceso redefinitorio de la función jurisdiscente que, de con-
fundida con la legisferante en la asamblea popular, adquirió en este 
período sus características propias —aplicar el derecho preestableci-
do—, determinó que los jueces fueran controlados en su oficio por 
el rey o por algún organismo superior a indicación de aquél; contra-



lor éste que se justificó, en tanto y en cuanto se concebía a aquellos 
como simples funcionarios subordinados a la corona y llamados a 
cumplir por delegación, una función real. En esta época, donde a 
guisa de ejemplo es factible hallar disposiciones en cuya virtud el 
rey se reservaba la interpretación auténtica de la ley y la facultad de 
integrar el derecho positivo ante las lagunas que la práctica judi-
cial fuese poniendo de relieve, la influencia del poder real manifes-
tóse asimismo en el ejercicio de la jurisdicción más allá del derecho 
positivo y con exclusivo sustento en la equidad. Así, en ciertos 
casos y bajo determinadas condiciones, el rey o la curia regia 
—organismo que actuaba por inmediata delegación del primero—, 
entendían en la reclamación contra una sentencia, por la que se 
requería su modificación, no a la luz del derecho real positivo y 
vigente —que se estimaba correctamente aplicado—, sino desde la 
particular lente de la equidad. Por esta vía, el Tribunal regio hubo 
de irse constituyendo en transformador y modernizador del derecho 
estricto, a la vez que en fuente de nuevos e importantes institutos 
procesales. 

Resumiendo lo dicho: los factores descriptos determinaron que 
en los pueblos germánicos, el pronunciamiento judicial —antes ina-
tacable una vez proclamado—, fuese susceptible de posterior modi-
ficación. Pero para lograr ese reexamen era imprescindible el ejer-
cicio de la reclamación, cualquiera fuese el vicio que se atribuyese 
al fallo. Esta exigibilidad de tal reclamación, marca un anteceden-
te directo de lo que en el derecho estatutario se conocerá como la 
"querella nullitatis". 

3 . D E R E C H O C O M Ú N ITALIANO Y A L E M Á N 

A. La querella de nulidad 

La recíproca interacción de elementos del derecho romano y del 
germánico en punto a la sentencia y a su validez, dio origen en el 
derecho estatutario italiano —siglo XII— a la "querella nullitatis". De 
la primera de las fuentes, el instituto recogió la noción de que no 
todos los vicios pueden revestir la misma gravedad, así como man-
tuvo la distinción entre errores "in iudicando" y errores "in proce-
dendo", reconociendo a estos últimos, consecuencias más directas 
respecto de la validez de la sentencia. Del derecho germano, la 
"querella..." adoptó la idea de que el efecto invalidante de los 



errores se cumplía solamente mediante su reclamo oportuno, aún 
cuando aquéllos fueran vicios de actividad o construcción. Ello así, 
prodújose una sustancial transformación del concepto de nulidad 
tal como lo entendían los romanos —confr. "supra" 1, A—, pues de 
haber sido sinónimo de inexistencia jurídica del fallo, pasó a ser 
quizás paradojalmente—, un atributo del fallo existente; en otras 
palabras, es ello el tránsito de la nulidad a la anulabilidad de la 
sentencia. No obstante, en algunas legislaciones estatutarias y en 
el campo doctrinario de la época, la noción romana de nulidad tras-
cendió a través de la "exceptio nullitatis", y de la distinción entre 
nulidades sanables y nulidades insanables, tal como luego se verá. 

Tocante a su estructuración, la querrela de ntdidad debió de 
interponerse ante un juez superior al que había emitido el pronun-
ciamiento recurrido, dentro de un plazo expresamente previsto. La 
expiración del plazo, unido a la ausencia de reclamo, producía el 
saneamiento de los vicios que pudieran afectar al pronunciamiento. 
Además, cabe consignar que la querella fue generalmente legislada 
en forma conjunta con la "appellatio" e incluso, en ciertos estatutos 
ambas figuras estuvieron gobernadas por los mismos requisitos for-
males, llegándose a establecer la obligación de deducir simultánea-
mente ambos remedios. 

Habiendo el derecho intermedio receptado la distinción entre 
errores "in procedendo" y errores '"in iudicando", la querella de nu-
lidad se reservó especialmente para los primeros; ellos, se agrupaban 
del modo siguiente: 1. falta de algún presupuesto para la forma-
ción de la relación procesal válida; 2. omisión de actos esenciales 
para la validez del proceso o inobservancia del orden que debía 
sucederse; 3. transgresión de las formas esenciales que debían ob-
servarse en el pronunciamiento de la sentencia; 4. pérdida de la 
facultad jurisdiccional a la época de emitirse el fallo. 

También por influencia de las fuentes romanas, los estatutos 
previeron ciertos vicios "in iudicando" como causales de la nulidad 
del fallo y, en tal sentido, siguieron la distinción entre errores de 
derecho y errores de hecho. Concerniente a su enumeración, ha de 
advertirse: 1. Con referencia a la premisa mayor del silogismo 
—ver 'supra" 1, B—, consideróse motivo nulificante a la violación 
—desconocimiento—, de una norma jurídica, especialmente de su 
letra —"contra literam legis"—, consistente en enunciar un principio 
textualmente opuesto a una disposición de ley. También se atribuyó 
la misma virtualidad al error contra una máxima de la experiencia 



—"ius non scriptum"—, que se traducía en sustentar e] fallo en una 
afirmación de carácter general y comprensiva, contraria a algún 
principio de la razón común ("causa impossibilis' Cabe desta-
car, por último que la conculcación para producir la nulidad debía 
recaer sobre "ius certum et infallibile", por lo que no se concibió 
su producción por una errónea interpretación de la ley, 2. Con re-
lación a los errores en la formación de la premisa menor, el derecho 
estatutario —fiel así a la idea romana—, no contempló como causal 
de nulidad a la falsa aplicación de la ley; empero, estimó a ciertos 
errores de hecho como motivos de aquélla. Concretamente, habría 
de aprehender de ese modo, al que fincara sobre un hecho notorio 
—"notorium facti permanenti"—, y a la afirmación fáctica que con-
tradijera palmariamente el material instructorio recogido en la cau-
sa. 3. Con respecto a lo que hace a la conclusión del pronuncia-
miento, se respetaron los casos ya previstos por los romanos —confr. 
cit. paragr. 1, B— añadiéndose a ellos el "error calculi". 4. Final-
mente, el derecho intermedio consideró susceptible do querellarse 
por nulidad a la sentencia dada "contra rem prius iudicatam"; esto 
es, la que desconocía la cosa juzgada. Resulta importante consig-
nar, que los errores "in iudicando" para afectar la validez de la sen-
tencia debían reunir las calidades siguientes: a) ser "expressus", lo 
que implicaba un fallo motivado —no muy común en la época y 
antes bien, desaconsejado por la doctrina— y b) ser "causalis"; o sea, 
determinante de la decisión, por manera que demostrado el vicio, se 
optase la descalificación de aquélla por ser su consecuencia ne-
cesaria. 

La breve reseña de las causales de la querella de nulidad, in-
dica una considerable extensión del instituto con relación a la con-
cepción romana. En efecto; originariamente concebida la nulidad 
como resultado exclusivo de defectos de construcción o de activi-
dad, el derecho intermedio continuó admitiendo en su seno a una 
amplia gama de vicios de juicio, caracterizados por su gravedad y, 
particularmente, por su evidencia. Desdibujóse así y en esa medida 
otro binomio: el de "sentencia nula sentencia injusta", permitiéndose 
con mayor amplitud que en el derecho romano, la discusión de la 
justicia del pronunciamiento a través de la nulidad. 

Desde el punto de vista de su funcionamiento, la querella de 
nulidad se presentaba a la parte como una vía facultativa a fin de 
obtener la anulación de la sentencia o del proceso que se estima-
ban viciados por determinados errores. Para el juez ante el cual 



aquélla se interpusiese, nacía la obligación de decidir si existía el 
derecho del reclamante a obtener la nulidad del fallo o del pro-
ceso, para luego proceder a actuar ese derecho, anulando la senten-
cia o el proceso —según fuere el vicio denunciado— pura y simple-
mente; se omitía en puridad la decisión "ex novo" de la litis. En 
consecuencia, la querella poseía una función estrictamente negativa, 
la que una vez ejercitada la agotaba conceptualmente. Sin embar-
go, en la práctica y con el fin de economizar la actividad judicial, 
anulado el pronunciamiento se procedía a dictar uno nuevo. Obvia-
mente, en caso de anularse el proceso, no había posibilidad de re-
solución "ex novo". 

B . Nulidades: Clases 

Según se ha visto, la "querella nullitatis" se caracterizó por su 
naturaleza constitutiva: su objetivo era fulminar de nulidad un pro-
nunciamiento existente aunque fatalmente viciado en sus entrañas. 
Empero, en aquellos estatutos en donde la querella no se regulaba 
en su expresión más genuina —en cuyo caso, la ausencia de oportuna 
interposición sanaba todos los vicios—, pudo observarse la perma-
nencia de la concepción romana sobre la nulidad a través de la dis-
tinción entre nulidades insanables y nulidades sanables. En tales su-
puestos, los ordenamientos y la doctrina hacían coexistir la quere-
lla de nulidad —reservada para la mayoría de los vicios—, con la 
exceptio nullitatis", estructurada para los defectos considerados más 
graves y oponible durante el proceso de ejecución. 

Tal suerte de convivencia de ambos sistemas, patentizóse en el 
derecho alemán, previéndose —"verbi gratia"—, plazos diversos para 
la deducción de la querella, según fuese un caso de nulidad insana-
ble (30 años) o uno de nulidad sanable (10 días). 

C. Organización judicial y querella de nulidad 

Los estatutos municipales contenían disposiciones mediante las 
cuales intentaban garantizar su exacta observancia. Así, todo acto 
contrario al mandato del estatuto era nulo, especialmente la senten-
cia dictada contra aquél ("contra literam legis"). Resultaba obli-
gación principalísima de los jueces el estricto cumplimiento de la 
ley y, con miras a su preservación, los municipios establecieron ór-
ganos de contralor de la tarea de aquéllos, ante cuya instancia se 
llevaban las denuncias contra los jueces y se deducían las querellas 



de nulidad contra sus sentencias. Esas magistraturas municipales, 
encargadas de velar por el respeto de la ley y de combatir su vio-
lación, fueron con el tiempo receptadas por las diversas repúblicas 
italianas. A su través, la querella de nulidad erigióse, al par que en 
un medio de control político —defensa de la ley del desconocimiento 
judicial de su mandato—, en un control judicial con el cual el juez 
superior evitaba al inferior la comisión de errores de procedimiento 
cuando la impugnación estaba referida a un vicio de actividad. 

Esta función de fiscalización jurídica que asumía la querella de 
nulidad en el derecho estatutario municipal, tuvo sus precisos lími-
tes en lo que queda señalado: defensa de la ley ante su concreto 
desconocimiento judicial. Por lo demás, en las legislaciones italianas 
posteriores y en la doctrina del derecho común, la nulidad de las 
sentencias dadas contra "ius" perdió esa calidad de control que te-
nía en el período estatutario. Ello así, como quiera que por influen-
cia del derecho canónico, la determinación de la nulidad de la sen-
tencia no descansó ya en la cualidad del error que la afectaba, sino 
que se investigó si el error era "expresus"; si la injusticia cometida 
era manifiesta. Así propio, se consideraba al error por interpretación 
o aplicación de la ley carente de virtualidad nulificante, no porque 
se pensara que en esos casos el juez no invadía la esfera legislativa, 
sino porque en esos supuestos, la violación del "ius" no revestía las 
calidades de expreso y manifiesto. Lo que en cambio persistió a 
través del tiempo, fue la función de vigilar la buena marcha de la 
administración de justicia a través de la querella de nulidad por 
error "in procedendo". 

4 . D E R E C H O F R A N C É S : E P O C A S FEUDAL Y MONÁRQUICA 

A) El duelo judicial 

En una primera época y por influjo de la "desaprobación" ger-
mana —"supra 2, A—, quien resultaba vencido conforme a la senten-
cia elaborada por los jueces, estaba facultado para iniciar un par-
ticularísimo procedimiento cuya finalidad consistía en probar pol-
la suerte de las armas, que la sentencia había sido —emitida ex pro-
feso— injusta. El triunfo del —por así decirlo— recurrente, poseía 
el efecto corroborante de ese aserto. Los tribunales feudales estaban 
—a la manera germánica— compuestos por un conjunto de jueces 
—caballeros del señor feudal— encargados de redactar el proyecto 



de decisión y por un presidente —el señor feudal—, quien proclama-
ba la sentencia. El antedicho procedimiento, podía iniciarse antes o 
después de la proclama: si era previo, se ventilaba ante el señor 
feudal originario, quien para el caso dirigía y controlaba la lucha 
entre los jueces y el quejoso; pero si la provocación a la lid se rea-
lizaba una vez proclamada la sentencia, la misma estaba también 
enderezada contra el señor feudal. Desde luego que toda vez que 
esta hipótesis implicaba un alzamiento contra el señorío —equivalía 
a desconocer la relación de vasallaje—, el procedimiento debía a 
desconocer la relación de vasallaje—, el procedimiento debía diluci-
darse delante del señor feudal inmediatamente superior al provo-
cado, ante cuya corte se llevaba a cabo. Aunque de modo "sui ge-
neris", el indicado tránsito conllevaba un reconocimiento de instan-
cias judiciales diferentes; y por cierto que era de toda obviedad, 
que sólo la calidad de noble o caballero constituía presupuesto le-
gitimante para poder iniciar esta especialísima reclamación. 

Tal, el duelo judicial que, originariamente concebido como úni-
co modo de evitar las consecuencias de un pronunciamiento consi-
derado injusto, fue progresivamente sustituido por la "appellatio" 
del derecho común, que de tal suerte, iría afirmándose y predomi-
nando en el derecho francés de las épocas siguientes. Por lo demás, 
ese reemplazo estuvo también determinado por la modificación de 
las ideas en cuanto a la función jurisdiccional que, de ser habida 
como la formulación en abstracto de una norma jurídica —recepción 
del derecho germánico primitivo—, pasó a concebirse como la apli-
cación del derecho a un hecho concreto. 

El predominio de la "appellatio" lo fue aún en desmedro de la 
querella de nulidad que en el derecho francés careció de una indi-
vidualidad procesal. Antes al contrario, los motivos que eventual-
mente le conferían virtualidad, fueron absorbidos como causales de 
la "appellatio", llegando a exigirse que al apelar, se expusieran en 
primer término los defectos atinentes a la faz procesal, para recién 
luego alegar los concernientes al contenido del pronunciamiento re-
currido. La inutilidad de un medio autónomo para obtener la nu-
lidad del decisorio, tiene su explicación a poco que se advierta el 
término que había para deducir la apelación, que era de 30 años. 
Tan harto prolongado plazo, halla su justificativo en la equivalencia 
entre el derecho de apelar y una acción cualquiera, por lo que de-
bía sujetarse al término de prescripción ordinaria. 



B) El recurso al rey 

Durante la alta edad media, Francia exhibía una organización 
política y —por ende— judicial, atomizada. Estaba, en efecto, con-
formada por una multiplicidad de feudos, cada uno de los cuales 
poseía su administración de justicia (los tribunales feudales). Al 
propio tiempo, coexistían junto al derecho real, los derechos locales 
—de tinte consuetudinario— y el derecho romano justinianeo. El rey 
—"primus inter pares"— vióse entonces necesitado de proveer ins-
trumentos aptos para acceder a una situación de predominio por 
sobre las noblezas locales. Uno de ellos consistió en la implementa-
ción, en toda Francia, de una administración de justicia dependien-
te del soberano, así como la instauración de diversas vías para lo-
grar la revisión ele lo decidido en las justicias locales. 

Cabe consignar por otro lado, que el aumento paulatino de con-
troversias que eran sometidas al soberano, determinó que su Con-
sejo —"curia regís"—, de ejercer una función meramente asesora en 
esa materia, pasara a asumir por delegación, la titularidad autóno-
ma de la jurisdicción real, convirtiéndose en un tribunal supremo 
para todo el reino. En este desarrollo inicial puede verse el germen 
de los Parlamentos que habrían de crearse en el siglo XIV; y el es-
tablecimiento de esa instancia judicial suprema distinta del rey, po-
sibilitó a su vez, que se fueran arbitrando medios que facultaran a 
éste ejercer un control sobre aquélla: una suerte de recurso al sumo 
control delegante. Una primera indicación de ello estuvo dada por 
los "Etablissements de Saint Louis" (s. XIII) , en cuyas disposiciones 
se regularon dos formas de recursos contra las sentencias emanadas 
de un tribunal feudal ("cort de baronnie") o de un tribunal real 
("cort de roy"). 

A principios del siglo XIV nace el Parlamento de París como 
desmembración del Consejo clel Rey. Este tribunal fue llamado a 
entender en los recursos contra las sentencias de instancias reales 
inferiores y, posteriormente, contra las sentencias de los tribunales 
feudales. Asimismo, sus decisiones estuvieron investidas del carácter 
soberano y fueron, consiguientemente, insusceptibles de apelación. 
A la instauración clel Parlamento de París, siguió la de otros] en di-
versos puntos del reino, imbuidos de las mismas características que 
aquél. 

Tal como se adelantara, menester es detenerse en el control 
real sobre los Parlamentos y sobre el resto de la administración de 
justicia. Su ejercicio —en una primera época— supuso el renacimien-



to en el seno del Consejo real de una sección judicial, denominada 
"Requetes de l'Hostel du Roi" y de la que —con el sello real—, ema-
naban las "lettres de justice" o "lettres de Chancellerie"; instrumen-
tos éstos, que traducían fielmente el poder jurisdiccional del sobe-
rano y a través de los cuales actuaba como juez supremo, como 
fuente originaria de la jurisdicción. 

Dos fueron, primigeniamente, las vías de que disponían los jus-
ticiables para obtener la invalidación de las sentencias dictadas por 
los Parlamentos que, como se recordará, eran en absoluto inapela-
bles; el uso de uno u otro medio estuvo íntimamente vinculado a la 
diversa clase de vicio que pudiera afectar al pronunciamiento. Así, 
para los vicios "in indicando", y específicamente, para los "de facto", 
se utilizaba la "proposition d'erreur"; para los casos en que mediaba 
un conflicto entre la cosa juzgada y la equidad, se echó mano de la 
"requete civile". No hubo, en cambio, camino específico con rela-
ción a los errores "in procedendo", los cuales podían ser tratados 
por uno u otro de los medios preindicados, siendo generalmente ver-
tebrados en la "requete...". La Ordenanza procedimental de 1667, 
a modo de punto culminante del desarrollo de este aspecto recursi-
vo, abolió formalmente la "proposition..." y disciplinó sistemática-
mente la "requete. . .", considerándola como único remedio contra 
las sentencias inapelables. 

C) Control real de los Parlamentos 

La reseña que antecede tuvo por objeto destacar someramente 
el nacimiento en Francia de los recursos extraordinarios contra 
sentencias que, en la conceptuación actual, podrían parangonarse a 
pronunciamientos definitivos. Paralelamente a la estructuración de 
esos remedios, el poder real hubo de ejercitar una facultad especial 
destinada, en puridad, a detener la continua extralimitación de los 
Parlamentos en desmedro de sus propias prerrogativas. Extralimita-
ción basada en las amplias facultades que aquellos ostentaban; y 
en esa inteligencia, corresponde computar:: 1°) facultad de registrar-
las Ordenanzas reales (una especie de sanción y promulgación de 
las mismas para que pudieran devenir obligatorias en el ámbito es-
pacial de validez de los Parlamentos); 2°) facultad de dictar re-
glamentos (no contrarios a las Ordenanzas y a las costumbres); • y 
3°) facultad de interpretar las leyes cuando su mandato fuera inin-
teligible en razón de la oscuridad de sus textos. 

Desde la plataforma de esta trilogía de atribuciones —cuya im-



portancia se percibe al simple enunciado—, los Parlamentos, de ins-
trumentos de centralización monárquica —ver acápite anterior—, pa-
sarían a convertirse en adversarios del absolutismo real; y a punto 
tal, que en el siglo XVIII se presentan como un cuerpo político na-
cional opuesto al rey. Así propio, fue este conflicto el que se consti-
tuyó desencadenante del nacimiento de la casación, en los principios 
entendida como la facultad real de anular las sentencias de los Par-
lamentos que tradujesen alzamiento al "imperium" soberano. 

Los primeros supuestos de invalidación de las sentencias de los 
Parlamentos, consistieron en el desconocimiento de la concreta vo-
luntad soberana referida a los límites de una controversia singular. 
Ello ocurría, cuando los Parlamentos mediante sus resoluciones 
desoían el mandato del rey contenido en una "lettre de Chancelle-
rie"; prohibíaseles entonces, realizar cualquier acto procesal y orde-
nábaseles se desprendieran del conocimiento de una causa determi-
nada. Posteriormente, fueron anuladas las sentencias dictadas en vio-
lación a alguna norma procesal cuya observancia había sido im-
puesta bajo pena de nulidad o que habían sido pronunciadas con 
ajuste a formas procesales que, en modo general, se hubieran ex-
presamente prohibido; porque en tales casos, ya se verificaba la 
conculcación de la voluntad general del soberano, traducida en el 
acto legislativo que esas sentencias desconocían. Finalmente, la rei-
terada transgresión de las Ordenanzas reales, sumada a la inutilidad 
de las simples admoniciones, tuvo por virtud la sanción expresa de 
nulidad respecto de toda sentencia dada contra normas legislativas 
emanadas del poder real (Ordenanza de Blois: siglo XVI). Recién 
en el último siglo del "ancien regime" serán objeto de casación los 
pronunciamientos emitidos en violación a principios jurídicos, oriun-
dos del derecho consuetudinario o del derecho romano-justinianeo. 

De modo entonces que cuando las "lettres.. ." se originaban en 
una "proposition..." o en una "requete.. .", la intervención real 
conllevaba la finalidad de garantizar y actuar derechos ajenos —el 
de los litigantes: ver "supra" B, párr. final—; mas si aquellas obede-
cían a las hipótesis precedentes, el soberano intervenía exclusiva-
mente para garantizar y actuar un derecho propio, prescindiendo 
totalmente del eventual interés particular en el resultado de esa in-
tervención. El rey buscaba defender la autoridad de sus Ordenan-
zas frente a la rebelión de los Parlamentos. 



D) Utilización del interés particular 

Durante una primera época a casación era provocada oficiosa-
mente por el rey; ello subsistió en tanto el instituto fuera una me-
dida aislada y excepcional contra infracciones cometidas a las ór-
denes singulares y especificas del soberano. Empero luego, debido 
al incremento de la labor casatoria, comenzóse a admitir que el 
procedimiento se iniciara por noticia del particular, obviamente per-
didoso. Así, al litigante vencido frente a un pronuncamiento que 
no exhibía vicios que pudieran sustentar el ejercicio de la "proposi-
tión.. ." o de la "requete...", conveníale llamar la atención del so-
berano para provocar la anulación de aquél; anulación que com-
portaba una sanción real por desobediencia del tribunal, a la vez 
que aparejaba un particular beneficio al denunciante. Consecuente-
mente, esta suerte de denuncia dirigida al rey, tuvo un desarrollo in-
dependiente de los remedios procesales concedidos a las partes con-
tra las sentencias de los Parlamentos, progresando poco a poco co-
mo un instituto extra-procesal y de naturaleza política. Cabe seña-
lar también, que el impulso privado no excluyó nunca la casación 
directamente originada en el rey; cuando aquél fue objeto de regu-
lación normativa y sistemática —demanda en casación y Consejo 
de Partes, la promoción oficiosa quedó preponderantemente reserva-
da para las transgresiones referidas a ordenanzas atinentes al orden 
público, mientras que el alzamiento a la restante preceptiva, fue 
generalmente reprimido merced al citado impulso privado. 

Establecida como etapa inicial de la intervención privada la 
mera denuncia —fruto por lo demás de la práctica, más que de la 
norma—, el paso siguiente residió en la demanda en casación, cuya 
regulación fue realizada antes que en Ordenanzas de materia pro-
cesal, en las que gobernaban el Consejo Real y, más específicamen-
te, las referidas al Consejo de Partes; ante este órgano, habrían de 
interponerse y desenvolverse las demandas mencionadas. 

La demanda en casación presentaba los siguientes requisitos 
formales: a) debía deducirse dentro de los seis meses de dictado 
el pronunciamiento; b) su presentación era por escrito, fundada y 
suscripta por dos abogados antiguos además del defensor del re-
currente; c) debía acompañarse copia de la sentencia; d) era ne-
cesario efectuar un depósito previo. Por último, la interposición de 
tal demanda en casación, carecía de efectos suspensivos. Sin per-
juicio de ello, estaban legitimadas para la deducción de la deman-
da, las personas que tenían interés en la anulación de la sentencia 



y que habían sido parte en el juicio respectivo. Asimismo, aquélla 
podía, en un primer momento, interponerse contra sentencias ema-
nadas aún de los jueces inferiores con tal de que transgredieran una 
Ordenanza real; posteriormente, sólo eran demandables los pronun-
ciamientos originados en las Cortes soberanas —Parlamentos—, y 
contra los cuales no cupiera ningún remedio admitido por las Orde-
nanzas. Finalmente, hasta las propias sentencias del Consejo de 
Partes fueron objeto de casación, circunstancia ésta que —según 
autores—, significó uno de los tantos modos de desvirtuar el ins-
tituto. 

En lo que hace a los motivos justificantes de la casación en el 
'ancien regime", los Reglamentos y Ordenanzas de la época no con-
tenían una enumeración; mucho menos clasificación de los vicios. 
Había sí una causal genérica: contravención judicial de las Orde-
nanzas reales y ella fue tarea de explicitación por parte de la doc-
trina. Explicitación que en la práctica significó un gradual desdibu-
jamiento de la finalidad inicialmente inspiradora del instituto. Por 
un lado, si bien al principio eran casables las sentencias que desco-
nocían una regla expresamente establecida para regular el proceso, 
poco a poco convirtiéronse en causas de casación, aquellos vicios 
que el derecho común había considerado motivos de nulidad —"su-
pra" 3,A—, aún cuando no contuvieran una transgresión a una Or-
denanza real. Importó ello que la casación fuera perdiendo el ca-
rácter de reclamación contra un acto culpable del juez, para adqui-
rir la calidad de una impugnación por defectos procesales, similar 
a lo que otrora fuera la "querella nullitatis". 

Lo expuesto, por un lado como se dijo; que de otro y en cuanto 
a los errores "in iudicando", el pronunciamiento era pasible da ca-
sación cuando contenía transgresión expresa —desconocimiento— a 
una Ordenanza real; mas luego admitióse su impugnación ante la 
simple alegación de la injusticia del fallo sobre la base de errores 
"iuris" o de "facto", ajenos a la infracción de una Ordenanza rea!. 
Por esta vía, la casación, de reclamación al rey por su propio inte-
rés, fue transformándose en un remedio procesal contra una mala 
decisión, enderezado a lograr su revisión "in iure" e "in facto", ocu-
pando así el lugar de la apelación común. 

E) El Consejo de Partes 

En el último cuarto del siglo XVI —año 1578—, del Consejo del 
Rey se destinó toda una Sección para la atención de los asuntos ju-



diciales del reino, la que se denominó Consejo de Partís. Sus fun-
ciones fueron de dos clases bien diferenciadas. Por un lado, atendía 
las recurrencias al soberano por las que se peticionaba su actuación 
como juez supremo, a modo de último control de la marcha de la 
administración de justicia (concesión de "lettres de justice"; regla-
mento de los jueces, etc.). Por el otro, atendía la recurrencia al so-
berano cuando se solicitaba su actuación como legislador custodio 
del mantenimiento de sus leyes (demanda en casación). En este úl-
timo supuesto, la función del Consejo estribaba en casar las sen-
tencias contrarias a las Ordenanzas reales que se refirieran general-
mente a tópicos ajenos al orden público; ello así, pues ha de recor-
darse que si la transgresión se vinculaba con cuestiones legales de 
orden público, entendían las demás secciones del Consejo del Rey, 
por vía oficiosa ("supra", D, párrafo inicial). 

Tocante al procedimiento que se seguía en los casos de de-
mandas de casación, el mismo exhibía dos fases. La primera, no pú-
blica y sin contradicción, consistía esencialmente en el examen de 
la seriedad de la demanda; este examen era doble: primero a cargo 
de un "bureau" y luego por el Consejo en pleno. Las características 
de este tramo estaban dadas por la prohibición de notificar a la 
parte contraria la presentación de la demanda y por la posibilidad 
de que el Consejo requiriera al Parlamento recurrido la remisión de 
los motivos que sustentaban la sentencia, cuando en este sentido el 
recurso —demanda— era insuficiente. Los motivos remitidos eran en 
realidad un complejo argumental destinado a defender la validez 
del pronunciamiento frente al ataque del particular afectado por 
el mismo y, desde este punto de vista, producíase una especie de 
"contradictorio"; mas entre el recurrente y los jueces recurridos. La 
fase que se está describiendo, podía culminar en el rechazo de la 
demanda sobre la base de su insuficiencia o por estimarla formal-
mente defectuosa. A la inversa, ante la evidencia de la contraven-
ción denunciada, el Consejo procedía a casar la sentencia en cues-
tión. La segunda etapa del procedimiento se iniciaba cuando la pri-
mera era insusceptible de agotarse por uno de los modos apuntados. 
Estaba caracterizada por ser claramente contradictoria, puesto que 
se notificaba a todas las partes del pleito, quienes podían efectuar 
sus presentaciones, además de recabarse —si antes no se había he-
cho—, la remisión de los motivos al Parlamento recurrido. Luego 
de constituida la relación procesal de casación, el Consejo previa 
deliberación, decidía la suerte del reclamo. 



Aún cuando en sus orígenes el Consejo cumplió estrictamente 
su rol de órgano contralor de la tarea jurisdiccional —con lo que 
se ceñía a ponderar si en los juicios seguidos ante los verdaderos 
y propios tribunales habíanse observado fielmente las Ordenanzas 
reales—, la progresiva ampliación de sus límites de cognición lo 
fue transformando en una instancia judicial de revisión. En tal or-
den de ideas, dejando a salvo los supuestos de demandas basadas 
en un error 'in procedendo" —en donde se analizaba la conducta 
procesal del juez y de las partes, así como su ajuste o no al dere-
cho objetivo pertinente—, todos los errores de derecho patentizados 
en la premisa mayor del silogismo fueron en definitiva alcanzados 
por la función casatoria —incluíanse así, al lado de la negativa en 
abstracto del derecho vigente, a los efectos de interpretación de la 
ley—, e igualmente la casación del Consejo llegó a abarcar los erro-
res de subsunción, más los de hecho relativos al mérito de la con-
troversia —injusticia evidente y manifiesta— existentes en la premi-
sa menor del silogismo. 

Si bien el Consejo de Partes fue el antecedente formal y direc-
to del Tribunal de Casación y de la Corte de Casación, estructural-
mente analizado aquél guarda notas propias que lo diferencian de 
los restantes. Debe recordarse que el Consejo careció por naci-
miento de una posición autónoma y de perfiles claros; que el proce-
dimiento de casación adolecía de la ausencia de las garantías de 
imparcialidad; que las funciones ejercidas —resultantes de un único 
poder soberano, legisferante y jurisdiscente a la vez— podían vol-
carse en resoluciones formalmente idénticas pero dotadas de obje-
tivos sustancialmente diferentes, ora ejecutivos, ora legislativos, ora 
jurisdiccionales. Que, por fin, su instauración y posterior desarrollo 
no tuvo en mira —por lo menos en el nivel consciente—, la unifica-
ción de la jurisprudencia francesa. 

5 . E L T R I B U N A L DE CASACIÓN 

A) Orígenes 

El Tribunal de Casación accedió al mundo jurídico francés del 
siglo XVIII, como fruto, fundamentalmente, de un doble orden de 
trascendentes influencias. Por un lado, el sedimento que había de-
jado tras de sí el Consejo de Partes; por el otro, la ideología impe-
rante en la coyuntura histórica que le dio origen. 



La constante lucha de la monarquía con los Parlamentos, co-
mo experiencia inmediatamente anterior al siglo de mención, había 
afianzado la idea que inspirara el antiguo Consejo de Partes; esto 
es, la necesidad sentida de establecer un control único que, desde 
el vértice del poder estatal, vigilara el normal funcionamiento de 
los múltiples órganos jurisdiccionales en ese entonces existentes. En 
tal sentido, la mera representación de la posibilidad de que los Par-
lamentos reeditaran la rebeldía antes demostrada —desconociendo la 
autoridad de la ley— repercutió sensiblemente en el ánimo de los 
revolucionarios, que recogiendo la concepción habida durante el 
"ancien régime", observaron la conveniencia de implementar una 
forma de vigilancia jurisdiccional traducida en punto a su ejercicio 
en un órgano especial y ajeno al poder judicial. 

Desde otro punto de vista —el ideológico—, adquieren particu-
lar relieve para la aprehensión de las motivaciones que sustentaron 
el nacimiento del Tribunal, las ideas y principios imperantes du-
rante la Revolución Francesa en redor del tema. En verdad, fueron 
ellas las que dejaron su impronta en la primitiva concepción fran-
cesa de la casación, a la que insuflaron matices y contenidos que 
le otorgaron personalidad propia en el devenir histórico de la ins-
titución. De los doctrinarios que contribuyeron a proporcionar una 
nueva visión del Estado y del individuo y en lo que aquí atañe, no 
puede prescindirse del influjo ejercido por Rousseau y Montesquieu. 
El primero, a través del concepto "contrato social" que modificó 
esencialmente la idea que se tenía sobre la "ley". El segundo, con 
su principio de la tripartición y separación de los poderes. Por 
fin ambos, determinando una nueva inteligencia de la función ju-
risdiccional y de quienes la ejercían. 

Mientras que en tiempos de la monarquía la ley no era más que 
la expresión de la voluntad del soberano que se imponía por su 
solo arbitrio a todos sus súbditos, la teoría del contrato social cam-
bia sustancialmente lo dicho, transformando aquélla en expresión 
de la voluntad general. De mandato despótico de uno, la ley se con-
vierte en convenio obligatorio, producto de la voluntad de todos. 
Asimismo, al constituuse la ley en el sentir del pueblo soberano y 
espontáneamente asociado en el Estado, derivóse otro principio tam-
bién fundamental: el de la igualdad ante aquélla de todos los miem-
bros de la Sociedad. 

Concurre del mismo modo al esclarecimiento del panorama ideo-
lógico propio de aquel tiempo, el enunciado de uno de los dogmas 



fundamentales que guió la conducta política de los revolucionarios: 
la separación de los poderes estatales. Dentro del juego de pesos y 
contrapesos con que éstos limitábanse recíprocamente, preocupaba 
la posibilidad de que el judicial invadiera la órbita del legislativo. 
El antecedente proporcionado por los excesos de los Parlamentos en 
su conflicto con el poder real, alimentaba el referido temor; por mo-
do tal, se coincidía en la necesidad de contar con un órgano espe-
cial que controlara al poder judicial en la eventualidad de que pu-
diera quebrar el equilibrio de poderes mediante la atribución de 
funciones propias del legislativo. Pensábase que tal contingencia 
consistía en que el juez a través del dictado de una sentencia inten-
tara instrumentar un precepto de carácter general, destinado no 
sólo a resolver el caso concreto, sino también los futuros análogos a 
ese; vale decir, dictar verdaderas leyes por vía de pronunciamientos 
judiciales. El temor así expuesto, revestía serio fundamento a poco 
que se medite sobre el conjunto de facultades propias de los Par-
lamentos (confr. "supra", 4, C) . 

Ideas como las referidas y especialmente, la creencia afirmada 
en la omnipotencia racional de la ley, fueron determinando la alte-
ración de las bases mismas de la jurisdicción. En este sentido, pen-
sábase que todo hecho sucedido en el mundo natural podía encon-
trar su exacta solución dentro del sistema legal. En consecuencia, la 
labor del juez limitábase a una simple búsqueda entre las distintas 
normas del dispositivo que resolviera el caso planteado ante sus es-
trados; ergo, estaba totalmente impedido de realizar por sí mismo 
la tarea de interpretar los textos legales, tarea que era entendida 
innecesaria y peligrosa por añadidura. 

B) Estructura 

Todo lo expuesto coadyuva a perfilar la estructura que en de-
finitiva adoptó el Tribunal de Casación. Un órgano encargado de 
vigilar los atentados del poder judicial contra el legislativo, aseguran, 
do la recta observancia de la ley y el equilibrio de los poderes. Or-
gano cuya función poco y nada se emparentaba con la jurisdiccio-
nal; no tenía importancia la forma en que podían componerse los 
conflictos individuales, sino que de lo que se trataba, era de evitar 
el desconocimiento judicial del derecho objetivo. Tampoco habría 
de significar aquél un organismo judicial, toda vez que para contro-
lar debidamente a la judicatura no era posible que formara parte 
de la misma; de igual manera, no integraba el Poder Ejecutivo, en 



atención a los abusos que se habían cometido con el Consejo de 
Partes, instrumento de la voluntad del monarca y utilizado con fre-
cuencia para el logro de sus propios objetivos. 

De manera tal, la ubicación del Tribunal era cercana al poder 
legislativo, a quien debía proteger, aunque más precisamente —co-
mo se verá "infra"— se hallaba entre el judicial y el legislativo. 

Los enunciados teóricos precedentemente pergeñados, fueron 
objeto de recepción normativa al sancionarse el Decreto del 27 de 
noviembre/1 de diciembre de 1790. No obstante, pese a que la ma-
yoría de los preceptos reguladores de la actividad del Tribunal de 
Casación se correspondían cabalmente con los lincamientos dogmá-
ticos que presidían el instituto, hubo algunos elementos que empa-
ñaron la prístina concepción que del mismo se tenía en el seno de 
la Asamblea, creándose las condiciones necesarias para que de ese 
modo el transcurso del tiempo alterara sustancialmente —por vía de 
la praxis— los perfiles originales del organismo. Resulta pues útil 
bosquejar las notas esenciales atinentes al instituto, contenidas en 
el articulado del aludido decreto, para poder verificar así sus carac-
terísticas más salientes. 

C) Motivos de Casación 

El principal motivo de casación lo constituía una especie de 
los errores "in iudicando": la contravención expresa del texto de la 
ley. Se hallaban excluidos por consiguiente, todos los yerros jurídi-
cos relativos a la interpretación de la ley; circunstancia ésta con-
gruente con el hecho de que al juez le estaba vedado todo intento 
de interpretar la norma. Va de suyo, que no pudiendo interpretar, 
mal podía configurar ese cometido una causal de casación. Exce-
dían también a la censura, los defectos que pudieran cometerse en 
la calificación jurídica de los hechos —error de subsunción—, pues 
que la tarea de seleccionar la ley aplicable según un cuadro fáctico 
determinado, correspondía a la esencia de la jurisdicción y el Tri-
bunal de Casación no podía adentrarse en tales menesteres dado su 
calidad de órgano extra-judicial (confr. acápite anterior). 

Concretando entonces los errores "'in iudicando" dotados de vir-
tualidad casatoria, se tiene que sólo eran revisables algunos de los 
contenidos en la premisa mayor del silogismo: los relativos a la 
existencia o validez de la norma abstracta; por el contrario, queda-
ban afuera del control, los restantes vicios de derecho pertenecientes 
a la premisa mayor —interpretación— y los de la premisa menor 



—error de subsuneión o adecuación. Corresponde aquí destacar que 
la limitación en cuanto al único vicio "in iudicando" digno de au-
diencia, constreñíase aún más al ser requerible que la contravención 
a la ley fuera expresa; o sea, que se advirtiese fácilmente, con la 
sola lectura del fallo cuestionado. Consecuente con lo expuesto, el 
Tribunal de Casación no podía conocer del fondo de las contro-
versias; es decir, no podía indagar si la sentencia resolvía justamen-
te la relación jurídica que se le sometía, ya que su función se redu-
cía a analizar si aquélla abarcaba alguna proposición que significa-
ra una negación del derecho objetivo. 

Si con ajuste a lo dicho, el motivo casatorio encontraba plena 
conformidad con los fines inspiradores de la creación del instituto, 
la cuestión perdía claridad al admitirse también la censura por al-
gunos errores "in procedendo". Eran así atacables por demanda en 
casación, aquellos pronunciamientos dictados en un proceso en el 
que no se hubieran observado las formalidades esenciales prescrip-
tas bajo pena de nulidad por las leyes adjetivas. Si bien se afirmaba 
que en esos casos también concurría una violación a la ley, aunque 
ésta fuera procesal, en realidad en el vicio "in procedendo" el ór-
gano no "juzga" contra la ley —que era lo que se deseaba evitar-
sino que "obra' de modo distinto a lo por ella dispuesto. Por otra 
parte, la faculta de anular en estos supuestos contradecía la prohi-
bición que afectaba al Tribunal de Casación en el sentido de que 
no podía conocer del fondo de la controversia, pues para verificar 
la existencia del defecto, le era imponible examinar la forma en que 
se había desarrollado la relación jurídica particular objeto del plei-
to. Igualmente, la decisión sobre un defecto de construcción de la 
controversia, misión ajena a la resolución del diferencio entre el le-
gislador y el juez, significó un alejamiento de la prescindencia ju-
risdiccional que se le pretendía asignar. Por todo ello, la casación 
por "errores in procedendo" se asimilaba en demasía a la antigua 
"querela nullitatis", ya que funcionaba como una verdadera impug-
nación y el pronunciamiento del Tribunal anulatorio de la sentencia 
por defectos procesales, contenía notas específicas de la actividad 
jurisdiscente (confr. "supra", 3, A). 

D) Alcances de la decisión en casación 

El carácter extrajudicial asignado al Tribunal de Casación, de-
terminaba otra importante consecuencia. Establecida la contraven-
ción expresa a la ley por parte del juzgador, la decisión se circuns-



cribía a casar —anular— el fallo, no p udien do expresar el Tribunal 
su parecer positivo sobre la cuestión de derecho que se le había so-
metido a consideración; ni siquiera podía sugerir cuál era la dispo-
sición legal que a su entender debía jugar en el caso. Es que cual-
quier sentido positivo que se hubiese impreso al fallo casatorio, ha-
bría dado a la decisión un cariz jurisdiccional; y ello expresamente 
se trataba de evitar, pues significaba un avance del Tribunal de 
Casación hacia el área de otro poder, en el caso, el judicial. Ahora 
bien; anulada la sentencia se disponía el reenvío del expediente a 
un juez distinto del de origen, a fin de que pronunciara una nueva 
en lugar de la anterior, sin que estuviera para nada vinculado por 
la decisión casatoria. Como consecuencia de ello, podía suceder que 
el segundo juez emitiera una sentencia igual a la primera y que ella 
fuera nuevamente casada y luego, enviada la causa a conocimiento 
de un tercer juez; sin embargo, si la tercera sentencia resolvía el 
punto de derecho en idéntica forma que las anteriores, el Tribunal 
antes de proceder a una tercera casación sometía la cuestión al 
Poder Legislativo, para que por medio de una interpretación autén-
tica solucionara positivamente el diferencio jurídico suscitado. Sobre 
la base de la opinión de aquel último Poder, el Tribunal decidía si 
era viable o no casar por tercera vez; caso afirmativo, el cuarto juez 
que entraba a conocer estaba obligado a conformar su pronuncia-
miento a la interpretación auténtica ya mencionada. Esta singular 
consulta que debía efectuar el Tribunal de Casación —denominada 
"reféré obligatoire au legislateur", a diferencia del "référé faculta-
tif" consistente en la consulta judicial efectuada al Poder Legislati-
vo cuando no se encontraba una norma que resolviera el caso con-
creto a juzgar— pone de resalto la calidad de órgano intermedio en-
tre dos poderes que investía el Tribunal de Casación. Planteado el 
conflicto entre los jueces que en tres oportunidades habíanse man-
tenido en la misma solución jurídica y el Tribunal de Casación, éste 
no dirimía "per se" el asunto, sino que ponía en contacto a los en-
cargados de aplicar la ley con quienes habían sido sus autores, para 
luego decidir si los primeros habían ultrapasado su esfera de com-
petencia en detrimento de los segundos. 

E) Impulso a la actividad del Tribunal 

Yendo a los medios que provocaban la actividad del Tribunal, 
bien pudiera pensarse que en atención a su concreta finalidad, era 
coherente el admitir contralor efectuado oficiosamente —ver 4, D—; 



empero los revolucionarios condicionaron la mecánica casatoria a la 
previa existencia de algún impulso. Este impulso podía prevenir de 
los Comisarios del Rey —en Francia, antecedentes del actual Minis-
terio Público— que anoticiaban al Tribunal sobre la existencia de 
un pronunciamiento en contravención a la ley. En este caso, se ha-
blaba de casación ' en interés de la ley". Asimismo, también podía 
ponerse en movimiento al Tribunal por obra de las mismas partes 
en litigio —el supuesto más frecuente—, quienes mediante la de-
manda en casación denunciaban a la sentencia continente de una 
violación legal. La tal utilización del interés particular en beneficio 
del público, no llegaba a alterar la esencia del instituto, ya que la 
demanda en casación lejos de constituir un medio de gravamen o 
una acción de impugnación concedida a los justiciables, cumplía el 
exclusivo propósito de llamar la atención sobre un abuso jurisdic-
cional en perjuicio del Poder Legislativo; aún cuando por este ca-
rril, se insinuara posteriormente el tinte jurisdiccional que el Tribu-
nal de Casación no tenía en un comienzo. 
• 

F ) Anexión de otras funciones. Conclusión 

Paralelamente a la función típica para la cual se pensara el Tri-
buna! de Casación y cuya exteriorización se ha puesto de mani-
fiesto, los legisladores atribuyeron a este órgano funciones propias 
de un Supremo Tribunal de Justicia, englobadas bajo el acápite ge-
nérico de vigilancia y censura disciplinaria sobre la jerarquía de los 
funcionarios judiciales. Esta conversión del Tribunal de Casación 
respecto de su concepción originaria, permitió con el correr de los 
tiempos su ingreso de lleno al ámbito de la administración de jus-
ticia. 

En conclusión: pensado el Tribunal ele Casación como un puro 
órgano de contralor ubicado entre dos poderes, al ser incorporado 
normativamente fue munido de algunos elementos que mutaron aque-
lla concepción doctrinaria; finalmente, la práctica acabó por alterar 
sustancialmente su prístina idea, mediante su incorporación al po-
der judicial y la franca admisión del ejercicio de facultades juris-
diccionales. 



6 . L A C O R T E DE C A S A C I Ó N 

A) Transformación del Tribunal de Casación 

El tránsito operado del Tribunal de Casación a la Corte de 
Casación —denominada así por Senadoconsulto del 28 floreal del 
año XII; principios del siglo XIX— supuso un proceso de cincuenta 
años en el que las notas distintivas se fueron presentando más por la 
labor y práctica del órgano que por mandato legislativo. El Tribu-
nal, cuya implementación había respondido a la desconfianza que 
despertara la actividad del poder judicial —por ello, como vióse, 
había sido concebido órgano de control a fin de evitar y reprimir 
sus excesos—, fue convirtiéndose en una instancia reguladora de la 
interpretación jurisprudencial. A dicha conversión concurrieron si-
multáneamente dos datos: la codificación del derecho objetivo y la 
desaparición de la desconfianza aludida. 

La superación del prejuicio revolucionario que atribuía a todo 
intento jurisprudencial connotaciones de atentado al poder legis-
lativo, conllevaba la fusión en un único concepto de la interpreta-
ción judicial con la auténtica y, por consecuencia, derivaba en la 
terminante condena de la primera de ellas. Tal reprobación de toda 
forma de jurisprudencia de los tribunales, implicó su reemplazo por 
la obligación de consultar al legislador siempre que la decisión de 
una causa necesitara la aclaración de algún texto oscuro de la ley. 
Este ya visto sistema —"référé"— proliferó en demasía; por manera 
que la legislatura vio obstruido su quehacer por las consultas ema-
nadas de diversos y múltiples puntos de la Nación. La desarmonía 
llevó a que se negara sistemáticamente la necesidad de interpreta-
ción auténtica y determinó asimismo, que el Tribunal de Casación 
invalidara por exceso de poder las sentencias en cuya virtud se su-
peditaba la decisión de los procesos hasta tanto fueran satisfechas 
las consultas previas. Este estado de cosas pudo recién superarse 
con la sanción del Código de Napoleón, en cuya virtud se distin-
guió entre la interpretación auténtica y la judicial. Además, simul-
táneamente establecióse la expresa prohibición de que el poder ju-
dicial pudiera emitir cualquier norma de carácter general o que in-
terpretara auténticamente, pero se le reconocía esto último como un 
derecho, cuando se trataba de determinar el alcance de la norma 
para la solución de un caso concreto; más allá de eso, prescribióse 
la obligación de juzgar sin que pudiera pretextarse el silencio oscu-
ridad o insuficiencia de la ley. 



A la definitiva legitimación de la tarea interpretativa de la ju-
dicatura sumóse la unificaón del derecho objetivo a través de su 
codificación, primera condición para que posteriormente se lograra 
la uniformidad jurisprudencial. 

B) Desarrollo del Instituto 

La evolutiva reforma en sí de la casación, tuvo lugar en un do-
ble sentido: ampliación de los motivos y cambio en la naturaleza de 
la providencia casatoria que fue desprendiéndose de su carácter 
absolutamente negativa. Ambos factores, va sin decirlo, guardaron 
una íntima relación entre sí. 

Por cierto; la fórmula legislativa contemplaba como causal con 
virtualidad casatoria a la contravención expresa de la ley, pero dis-
positivos posteriores, si bien y en esencia respetaron esa idea, otor-
garon flexibilidad terminológica a la expresión legal. Paralelamen-
te, la jurisprudencia de la Corte de Casación —nueva denominación 
del Tribunal—, comenzó por incorporar como objeto casable, la vio-
lación del espíritu de la ley, con lo que el examen debía atender a 
verificar si la sentencia exhibía en su contexto una negación a la in-
tención racional de la norma. En un posterior avance de su facultad 
invalidante y con apoyatura en la necesidad de evitar que por vía 
de disímiles y erróneas inteligencias se produjera la ausencia de 
certeza en el derecho objetivo, la Corte admitió, como causal idónea, 
a la falsa interpretación de la ley; es decir, no ya a la negación de la 
existencia o de la obligatoriedad de aquélla por desconocimiento de 
su texto o de su espíritu, sino al yerro en cuanto a su significación. 
La conjunción de los motivos hacia los cuales la Corte había abier-
to su instancia, posibilitó la casación de todos los errores de derecho 
de la premisa mayor del silogismo. A esta altura de la evolución en 
la tarea de la Corte, todavía se limitaba al arribo de soluciones ju-
rídicas en abstracto, sin juzgar las controversias que se le sometían; 
meramente discutía y establecía cómo entender en general una de-
terminada ley o conjunto normativo dado. Empero, en una tercera 
etapa dte su progreso —etapa que va a significar el decidido cambio 
de rol del órgano de administrativo a jurisdiccional—, la Corte con-
sideró cuestión casable a la falsa aplicación de la ley —causal que 
en razón de la peculiar naturaleza del derecho penal había sido ya 
recogida por la legislación respectiva y adentróse así a realizar el 
examen sobre la adecuación de los hechos declarados ciertos por 
el juez, a la norma seleccionada. La circunstancia consistente en el 



enriquecimiento de la competencia casatoria de la Corte así des-
cripta, vino a transformar radicalmente el sentido de la fórmula le-
gal apuntada al inicio de este párrafo y, por consecuencia, resulta-
ron de ahí en adelante extremos sujetos a esta singular revisión, to-
dos los errores de derecho que pudieran cometerse en el pronuncia-
minto de una sentencia de mérito. 

En cuanto al contenido del pronunciamiento emanado de la 
Corte, éste fue originalmente concebido como absolutamente nega-
tivo; no sólo no debía suplantar a la sentencia invalidada una nue-
va, sino que debía abstenerse del suministro de pautas directrices 
acerca del modo en que correspondía dirimir el caso. Esta rígida in-
teligencia fue desvirtuada por la práctica de la propia Corte. Al am-
pliarse los motivos de casación, sus decisiones, que necesariamente 
—ya en el último estadio— implicaban internarse en el fondo de la 
controversia, fueron adquiriendo autoridad y sentido de docencia, 
así como su influjo positivo expandióse doblemente: sobre la solu-
ción del pleito singular y sobre la resolución de los casos análogos 
que en el futuro se presentaran. La Corte, al hacer explícitos en su 
decisorio los argumentos por los cuales estimaba incorrectamente 
aplicado el derecho, concurría a formar la opinión jurídica del juez 
reenviado, quien en la generalidad de los casos recogía positiva-
mente la solución jurídica propiciada, sea por el respeto que le ins-
piraba la autoridad científica del superior, sea porque a pesar de su 
disenso, aquella habríase de imponer a la larga. De este modo, lo-
grábase satisfacer señaladas finalidades que gobiernan la casación: 
fiscalización jurídica de la labor jurisdiccional, en miras a la unifor-
midad de la jurisprudencia. 

7 . C O N C L U S I Ó N 

El estudio de los antcedentes históricos emprendidos, debe de-
tenerse en la Corte de Casación, pues allí es donde se cristalizaron de 
hecho, que no de derecho, los elementos esenciales que permiten hoy 
reconocer al instituto en sus diferentes formulaciones legislatvas. 

El análisis de los períodos anteriores encuentra suficiente sus-
tento, cuanto que a través del mismo resulta factible descubrir el 
mecanismo histórico que llevó a la perfilación definitiva de la ca-
sación. En este sentido, del derecho romano pueden rescatarse co-
mo significativos los siguientes datos: la distinción operada entre 
el error en la "quaestio facti" o en la "quaestio iuris"; que una es-
pecie de estos últimos —existencia de la norma—, unida a ciertos 



yerros "in proeedendo" particularmente graves produjesen la nuli-
dad —inexistencia— del fallo, pues se estimaba en tales casos que la 
función judicial incurría en un exceso de poder; finalmente, que du-
rante la Roma imperial comenzara a arbitrarse una suerte de control 
sobre la tarea jurisdiscente que, además de inspirarse en objetivos 
disciplinarios, tradujo una relativa uniformidad en la aplicación del 
derecho y en la interpretación del mismo. Por su lado, del derecho 
germánico destácase la ineludible necesidad de reclamación previa 
a fin de lograr el eventual invalidamiento de la sentencia y, parale-
lamente, la estructuración a partir de la misma reclamación, de un 
control en orden al normal desenvolvimiento de la administración 
de justicia. Del derecho común, particularmente del derecho estatu-
tario o municipal, resalta la especial preocupación de que los jueces 
observaran bajo pena de nulidad y en forma estricta, las disposicio-
nes contenidas en los Estatutos y el establecimiento de magistraturas 
municipales encargadas de velar por el respeto a la ley, así como de 
reprimir su violación. En cuanto al derecho francés durante la Edad 
Media, percíbese el paulatino establecimiento de una administración 
de justicia central con la instalación de tribunales supremos —Parla-
mentos—, cuyas sentencias fueron consideradas definitivas, salvedad 
hecha de los remedios extraordinarios que permitían su revisión an-
te el soberano; revisión que conllevó el ejercicio del control real 
—también ocurrido "ex officio"— para evitar la extralimitación de los 
Parlamentos en desmedro de sus propias prerrogativas. Ya en el "'an-
cien régime", esa preocupación real determinó la utilización del in-
terés particular para el logro del interés soberano y ello ocurrió por 
medio de la demanda en casación y de la creación del Consejo de 
Partes. A su vez, estos dos últimos elementos fueron receptados por 
la Revolución Francesa a través de la instauración del Tribunal de 
Casación, bien que dotados de una sustancia ideológica obviamen-
te distinta, aunque guardando cierta similitud en cuanto al objetivo: 
custodiar y reprimir los excesos de un poder en perjuicio de otro. 

Como ya se adelantara, el instituto casatorio adquiere los con-
tornos que se le conocen con la Corte de Casación y su valiosísima 
labor jurisprudencial; ahí es donde se produce la modificación ra-
dical del concepto de casación que, de ser entendido —monarquía 
absoluta y Revolución Francesa— como instrumento apto para el 
control de la función jurisdiccional con el fin de evitar que su ejer-
cicio trasuntara invasión en desmedro de los atributos del monarca 
o, a su tiempo, en perjuicio del imperio inexcusable de la ley y del 



poder legislativo, pasó a ser considerado como la facultad juris-
diccional, aplicada a preservar la vigencia del derecho objetivo y a 
obtener la uniformidad de la tarea jurisprudencial. 



C A P Í T U L O I I 

LINEAMIENTOS DE LA CASACION 

1. Introducción: dificultad inicial. 

Se sostiene que tratar de determinar la verdadera naturaleza 
que detenta la casación, tal como hoy se la conoce, no resulta tarea 
sencilla. Conspira contra ello —dícese— la variedad de elementos 
que la componen, cada uno disciplinado por ramas jurídicas de ín-
dole y contenidos distintos. Coexisten, en efecto, dentro del com-
plejo "casación", datos del derecho procesal, del constitucional y del 
político. El derecho procesal gobierna todo lo concerniente al re-
curso, como ejercicio de una pretensión impugnativa contra un pro-
nunciamiento que se considera viciado por un error jurídico; por su 
parte, campean principios del derecho constitucional y del político 
en toda la temática referida al órgano encargado de decidir el re-
curso, a su ubicación dentro de los cuadros jurisdiccionales y a la 
consecución de los objetivos perseguidos por el instituto todo. 

Nada impide por cierto que el análisis de esta suerte de "polie-
dro" jurídico se realice bajo el prisma de alguna de sus caras. En 
otras palabras, podría explicarse su funcionamiento desde la unila-
teral óptica del derecho procesal, remarcando el papel que cumple 
el recurso y destinando a un plano secundario los efectos extrapro-
cesales que acarrea. De igual modo, cabría visualizar a la casación 
desde un punto de vista diametralmente opuesto, destacándose co-
mo aspecto esencial a distintos componentes de innegable filiación 
constitucional que todo Estado de Derecho intenta preservar. Por 
modo tal, cobran luminosidad la correcta actuación del derecho ob-
jetivo por parte del poder que lo aplica y el aseguramiento a los 
justiciables de las garantías de igualdad ante la ley y certidumbre 



jurídica. Esta manera de ver las cosas desplaza la función del re-
curso a un ámbito modesto: ser sólo la herramienta procesal por la 
que se alcanzan tan altas finalidades. 

Con arreglo a lo que antecede, y si se sentara ello a manera de 
premisa ,exacto es que la parcialidad propia que significa el em-
barcarse en cualquiera de las dos direcciones señaladas, perjudica-
ría el logro de una visión integral de la casación. Ello así, porque en 
razón de su original estructura —fruto de una larga cuando no acci-
dentada decantación histórica—, se resentiría al ser aprehendida o 
como una mera institución procesal o como un simple instituto po-
lítico-constitucional. Lo dicho y el sentido de esta publicación, jus-
tifican el intento de pergeñar un estudio, que impida el olvido de 
algunas de sus notas definitorias. 

2. Concepto. 

Sin pretensiones definitorias que excederían —entre otras 
cosas— el propósito de este estudio, pero con aprehensión ontológi-
ca del instituto, no parece aventurado señalar que la casación, es 
la potestad de índole jurisdiccional consistente en el examen de las 
cuestiones de derecho contenidas en un pronunciamiento, merced al 
ejercicio de una pretensión recursiva sustanciada ante un Tribunal 
Supremo, único en el Estado, con la finalidad de controlar la correc-
ta aplicación del derecho objetivo y de lograr su uniforme interpre-
tación jurisprudencial. 

La casación, así fuera entendida con la suma de aquellas notas 
distintivas, es un poder inherente al Estado; pero se reflexiona que 
no aparece con esa nitidez la naturaleza de este poder. Concreta-
mente, si participa de los caracteres que hacen a la jurisdicción o, 
si por el contrario, trátase de una potestad diferente a la nombra-
da. Conforme se vio al tratar de su génesis, el soberano, que reunía 
funciones tanto ejecutivas, como legislativas y judiciales, se reserva-
ba el derecho de anular los pronunciamientos contrarios a sus inte-
reses. Va de suyo, que en este arbitrario antecedente no puede vis-
lumbrarse ningún elemento jurisdiccional, pues no se trataba de di-
rimir un conflicto mediante la actuación del derecho objetivo, sino 
que se ejercía un poder de corrección sobre funcionarios dependien-
tes del rey, en tanto éstos desconocieran con sus resoluciones la vo-
luntad soberana traducida en una ley, ordenanza o mandato parti-
cular. Este concepto no sufre en su sustancia modificación alguna 
con el advenimiento del Tribunal de Casación francés, desde que 



a éste le era ajena la resolución de la contienda particular y, en 
cambio, estaba encargado de proteger al Poder Legislativo de los 
excesos en que pudieran incurrir los jueces en su perjuicio. 

La transformación de las ideas a través del tiempo habría de 
responder a las circunstancias que de seguido se reseñarán. La fa-
cultad de denunciar al soberano la existencia de una sentencia con-
traria a las Ordenanzas, que se había concedido a los particulares, 
dejó de ser una mera reclamación para adquñir los contornos de 
un verdadero recurso, con lo que la decisión casatoria quedó muni-
da de un acento jurisdiccional, pues en esas condiciones su dictado 
atendía a la deducción de una pretensión recursiva enderezada a ob-
tener la invalidez del fallo, Simultáneamente, coadyuvó a la muta-
ción la extensión de los motivos que legitimaban la censura; así pro-
pio, de la validez en abstracto de la norma, las causales apuntaron 
también a su significación y —he aquí lo crucial— a la aplicación 
que se hiciera de ella al caso concreto, obligando de esta suerte al 
órgano casatorio a examinar la corrección de la congruencia esta-
blecida entre la controversia fáctica y su solución jurídica. De esta 
manera, la casación no entendía ya tan sólo en una cuestión de de-
recho puramente abstracta, sino que descendía a verificar su perti-
nencia en el supuesto singular planteado en el proceso. La incorpo-
ración de estos ingredientes al instituto, pareciera "prima facie", no 
compadecerse con los objetivos que lo inspiran; empero, una atenta 
reflexión sobre su problemática, conduce a demostrar que esa con-
tradicción es más aparente que real, y que en cambio, aciertan, quie-
nes piensan que a la postre, constituye el rasgo más singular y ca-
racterístico de la casación: la utilización de la actividad jurisdic-
cional, para la realización de fines que la trascienden. 

Establecida la naturaleza jurisdiccional de la potestad estatal 
en la que la casación encuentra su esencia, cabe ahora considerar 
cuál es el contenido de esta peculiar actividad. El buceo histórico 
permite observar que el soberano siempre tuvo a su disposición un 
poder de nulidad, anulabilidad o de declaración de invalidez de 
pronunciamientos que contuvieran determinados vicios. Puede pen-
sarse entonces que el sustrato propio de la labor casatoria reside 
en la supresión del fallo por la cualidad de los defectos que en él 
se alojan. Deduciríase de ello el carácter puramente negativo del 
decisorio en casación; lo que se correspondería con la etimología del 
término que lo sustantiviza: "casser" = quebrar, romper, anular. 
Sin embargo, a poco que se observen las finalidades sobre cuyas ba-



ses se ideó la casación, se advertirá que la eficacia negativa no es 
la exteriorización necesaria de la jurisdicción en casación, sino que 
sólo conforma, y no siempre, una consecuencia —por ende— contin-
gente. En efecto; el contenido definitorio de aquélla estriba en el 
examen de las cuestiones de derecho de la sentencia del inferior que 
la pretensión recursiva somete a su conocimiento. Allí —siempre re-
curso mediante— se verificará la corrección con que el sentenciante 
de mérito ha aplicado el derecho objetivo; de resultas de esto, se 
arribará a una conclusión acerca de la fundabilidad de la preten-
sión vertebrada. Comprobado su acierto —es decir, que el error 
"iuris" efectivamente se ha producido—, el consecuente fallo exhi-
birá una doble faz: negativa en cuanto invalida la sentencia recu-
rrida y positiva por su influencia directa o indirecta —según se ad-
mite o no el reenvío-: en la correcta solución jurídica del caso. Co-
bran cuerpo de este modo, los propósitos finales a que tiende el 
instituto: control del derecho objetivo y uniformidad de la juris-
prudencia. Pero esta actuación finalista también sucede cuando la 
pretensión deviene infundada; esto es, cuando se comprueba la ine-
xistencia de los defectos "iuris" que se le imputaran al pronuncia-
miento y se declara tal ausencia. En tal supuesto, se desestimará la 
pretensión y, por ende, aquél mantendrá todo su vigor y verá avalada 
su solución de derecho por la instancia de casación. Ergo, lianse 
cumplido de igual manera las dos finalidades ya mencionadas; y en 
consecuencia, sea que se rechace, sea que se admita el recurso in-
terpuesto, el elemento esencial de la actividad que éste provoca, es el 
examen de la cuestión jurídica que informa la sentencia en los lí-
mites perfilados por el recurrente. 

En lo atinente al tipo de falencias que conducen a la impugna-
ción del fallo en casación, debe adelantarse que son aquéllas que el 
juez puede cometer en la realización de la función que lo distin-
gue: la de juzgar. Por el contrario y en principio, los errores ""in 
procedendo" o vicios de actividad, están excluidos de la casación, 
excepción hecha de los que por su gravedad lleguen a alterar la 
producción del acto decisorio. 

Tal como figura en la noción que se diera de la casación, la 
precitada actividad depende del ejercicio de una reclamación. En 
otras palabras, el interés público estatal de preservar la correcta apli-
cación del derecho objetivo y de lograr su uniforme interpretación 
jurisprudencial se actualiza en la medida del interés particular; el 
cumplimiento de las mentadas finalidades no es oficioso, sino que 



se verifica mediatamente a través del examen de la fundabilidad 
de la pretensión. En sus orígenes, la intervención privada limitóse 
a la simple noticia de la existencia de una sentencia jurídicamente 
incorrecta —claro está; la incorrección era entendida como un alza-
miento judicial a la voluntad, primero del soberano, luego del poder 
legislativo— pero la decisión que recaía en su consecuencia, no guar-
daba vinculación alguna con los términos de la denuncia, ya que la 
casación se producía en atención a un criterio de oportunidad polí-
tica. Recién cuando el pronunciamiento casatorio se relaciona con 
la concreta composición jurídica del litigio; esto es, cuando el instN 
tuto se jurisdiccionaliza, transformárse aquella simple petición en 
el cabal ejercicio de un verdadero recurso, que no solamente pro-
voca sino que enmarca la actividad jurisdiccional de la casación. 

Consecuencia inexorable de la realización práctica de todo cuan-
to hasta aquí se ha dicho, es que el órgano a quien se asigna la fa-
cultad de casar se encuentre ubicado dentro de la administración de 
justicia y ocupe en su seno la cumbre de la estratificación orgánica 
de aquélla. Asimismo, es necesario que a la posición de preeminen-
cia se aúne la calidad de único, de la que se sigue una única inter-
pretación oficial del derecho, dato ineludible para la verificación 
de la correcta aplicación del mismo y, consiguientemente, para la 
obtención de una jurisprudencia uniforme. 

3. La uniformidad de la jurisprudencia. 

La unidad del derecho objetivo es una de las conquistas más 
caras del Estado de Derecho. Para ello, hubiéronse de vencer no 
pocas resistencias de los fueros locales que proclamaban su autono-
mía territorial frente al avance del poder central. Esta larga dispu-
ta encuentra su culminación con el advenimiento de lo que se dio 
en llamar "era de la codificación", en la que se consiguió reunir en 
cuerpos orgánicos y sistemáticos las disposiciones normales con un 
ámbito especial de validez determinado. 

Si con este triunfo pareciera haberse alcanzado uno de los 
principales objetivos a que tiende el Estado; esto es, que dos mis-
mas relaciones jurídicas reciban dentro de un único espacio estadual, 
igualitario tratamiento legal, la aplicación que se hace del derecho 
objetivo muestra que la "praxis" judicial puede colocar en serio pe-
ligro la firmeza del aserto. Son dos las circunstancias que concu-
rren para la producción de ese riesgo. Primero, el que por minucio-
sas y detalladas que puedan concebirse las previsiones abstractas 



contenidas en un ordenamiento, es imposible que ellas logren abar-
car —en forma específica— todas las posibles situaciones que se pre-
sentan en el mundo de la realidad. Por otra parte, puede también 
ocurrir que algunas de las normas integrantes del sistema, presenten 
una redacción defectuosa u obscura, posibilitando con ello el hecho 
de que sean entendidas de modos diversos por vía de las interpre-
taciones que debe realizar el juzgador para fallar cada caso con-
creto. Las dos hipótesis descriptas —falta de norma expresa e im-
perfecta estructura de la misma— no aparejarían mayores inconve-
nientes, si la aplicación del derecho estuviera a cargo de un solo 
juez o tribunal dentro de todo el territorio del Estado, pues habría 
una única interpretación de aquél y —va de suyo— uniformidad ju-
risprudencial. Sin embargo, otra es la realidad; sin perjuicio de las 
distintas características de cada fuero, las extensiones geográficas y 
el número de conflictos en ellas suscitados, tornan imperativo el 
ejercicio de la jurisdicción por parte de una pluralidad de órganos 
munidos de idéntica competencia material, y así, situaciones fácti-
cas similares pueden recibir, por parte de jueces distintos, soluciones 
totalmente opuestas, aun bajo el amparo de una misma disposición 
legal. En condiciones tales, la unidad del derecho devendría ilusoria, 
quedándose como tal en la mera letra de la ley. 

La apuntada desuniformidad jurisprudencial violenta una de 
las prioritarias garantías del Estado moderno: la igualdad ante la 
ley. Una vez prevista por el legislador la consecuencia jurídica que 
debe seguir a una determinada situación láctica, todos los que se 
encuentren en esa hipótesis tienen derecho a recibir el mismo tra-
tamiento de los órganos encargados de resolver sus contiendas. 

Asimismo, el fuerte influjo que ejerce la jurisprudencia sobre 
la conciencia jurídica de la sociedad, que ve en aquélla una forma 
de proclamación oficial de la "mens legis" y que observa la constan-
cia con que se reiteran los precedentes, determina que soluciones 
divergentes sobre una misma cuestión, susciten un estado de con-
fusión en el ánimo de la misma. Los justiciables ignoran a ciencia 
cierta a qué criterio interpretativo de los distintos que ofrece la ju-
risprudencia, deben ajustar sus conductas en las relaciones jurídicas 
que los vinculan. De esta forma, se quiebra otra garantía de no 
menor linaje que la antes enunciada: la seguridad jurídica. 

Preséntase así con meridiana claridad el fuerte interés público 
en el logro de una jurisprudencia uniforme, para no convertir en le-
tra muerta las dos garantías que se insitan en la unidad del dere-



cho objetivo: la igualdad ante la ley y la seguridad jurídica. Este 
gravitante interés se canaliza idóneamente en el instituto de la casa-
ción. Distribuida la estructura de la organización judicial en una 
gran pirámide ideal, estratificada por la jerarquía de los órganos 
que la componen, la casación se ubica en su vértice; es decir, en el 
Tribunal Supremo donde convergen las decisiones de los jueces y 
Tribunales inferiores y desde allí regula la uniformidad de los pre-
cedentes jurisprudenciales seleccionando los que estime se compa-
dezcan con la ley e invalidando los restantes. Bajo la directirz de 
la casación, la jurisprudencia adopta un camino unívoco, alcanzán-
dose entonces la certidumbre e igualdad decisoria que se ambi-
ciona. 

Corresponde aclarar que la uniformidad a la que se ha venido 
haciendo alusión es la uniformidad simultánea, es decir, la que 
ocurre en un momento dado y dentro de los límites del territorio es-
tatal; pues que no cabe excluir una diversidad sucesiva, mutable 
en el tiempo. Sostener lo contrario, equivaldría a hacer tabla rasa 
con el princinpi de que la evolución del derecho debe acompañar 
a la de la sociedad, so pena de estancamiento. 

Procede también poner de resalto, que los únicos tópicos sus-
ceptibles de examen en punto a neutralizar la diversidad jurispru-
dencial son los de derecho; nunca los de hecho. Estos, por su propia 
naturaleza, no pueden erigirse en precedentes peligrosos ni contra-
dictorios, pues su singularidad y contingencia impiden la extensión 
de unos a otros sin perjuicio de su similitud. Sentado lo expuesto, 
dentro de las cuestiones de derecho, quedan comprendidas tanto 
las generales atinentes a la premisa mayor, como las referidas a la 
calificación jurídica y a la subsunción del hecho, aspectos estos con-
tenidos en la premisa menor. 

4. El control jurídico'. 

Junto a la importante misión de evitar los sesgos desviados de 
la jurisprudencia, la casación cumple otra de no menor entidad y 
ambas coadyuvan a discernir las dos notas esenciales que informan 
el instituto, dotándolo de una singularísima fisonomía. Si por medio 
de la labor jurisdiccional el Estado verifica la observancia del de-
recho por los particulares, puede aseverarse que la casación desem-
peña también una función de vigilancia, pero no de la conducta de 
los litigantes sino precisamente respecto de los órganos encargados 
de fiscalizar la actuación del derecho objetivo. Háblase así de un 



"control sobre el control"; los jueces que custodian si la conducta 
de los particulares se corresponde con los preceptos jurídicos a ellos 
destinados, están sometidos a la vigilancia que lleva a cabo el Tri-
bunal de casación para verificar si su actividad se ha desarrollado 
dentro de los límites que el Estado le impone para su ejercicio. 

Fijado el punto de partida, o sea, entendido que una de las fi-
nalidades de la casación reside en custodiar la correcta aplicación 
que del derecho objetivo hagan los jueces de grado, deberá anali-
zarse ahora qué porción de actividad de la realizada por el juez, 
puede ser llevada al examen y cuáles son las razones que así lo 
justifican. 

Diversos preceptos jurídicos hacen de aquél destinatario de in-
dicaciones acerca de cómo debe conducirse durante el transcurso 
del proceso hasta arribar a la sentencia. Las actividades que el juez 
desarrolle en cumplimiento de estas directivas se manifiestan exte-
riormente, al imponerle que obre de determinada manera; en cam-
bio, cuando ha finalizado la etapa instructoria o de colección de 
material del pronunciamiento, da inicio el juez a una tarea distinta 
respecto de la que hasta ese momento venía realizando y que ca-
racteriza su función: el juicio. Aquí ya no habrá una manifestación 
externa de su conducta; todo se desenvolverá en el ámbito interno 
del juzgador, que concatenará lógicamente sus razonamientos para 
llegar a una decisión traducida en un acto procesal culminante: la 
sentencia. 

Lo dicho, autoriza a diferenciar dentro del cúmulo de activida-
des judiciales, las que se realizan "in procedendo" de las que se 
suceden "in iudicando". En las primeras, el apartamiento de las 
normas procesales hace incurrir al juez en los denominados 
"errores in procedendo" o vicios de actividad; aquél se sustrae al 
cumplimiento de las disposiciones procedimentales que le tornan 
imponible hacer o ejecutar una determinada conducta o acto. En lo 
que hace a las segundas, no existe un conjunto de disposiciones que 
indiquen cómo ha de juzgarse, sino que la actividad eminentemente 
lógica del decidir se encuentra regulada por una única norma fun-
damental: dirimir la controversia según la ley que corresponde. Es-
ta máxima que gobierna el razonar del juzgador, no acepta su ine-
jecución como las procesales, pues no determina que se obre de 
alguna forma especial sino que prescribe juzgar de un determinado 
modo ("secundum legem"). Ello implica que su desvío habrá de 
producir una clase de error o de vicio —"in iudicando" o vicio de 
juicio— esencialmente diverso de las anteriores, pues incidirá ine-



ludiblemente en la norma del derecho positivo que, de haberse ob-
servado la máxima, hubiera jugado en la solución del caso. 

Por regla general, los vicios de actividad escapan al control 
casatorio ya que, en principio, no acarrean consecuencia alguna so-
bre la estructura del acto que aplicará el derecho; excepcionalmen-
te, aquéllos se internan en campo de casación, toda vez que por su 
particular gravedad pueden trascender y por lo tanto alterar el pro-
nunciamiento (confr. "supra", acáp. 2). Por el contrario, el objeto 
propio de la censura casatoria se focaliza en los errores que se pro-
duzcan específicamente durante la actitud juzgadora, en quebranta-
miento del precepto que ordena a los jueces fallar según la aplica-
ción de determinada ley. Esta disposición de raigambre político-
constitucional, a la vez de señalar los límites de la potestad juris-
diccional que detentan los jueces, explica por sí sola el por qué 
de la necesidad de instituir un órgano especial de control encar-
gado de verificar su observancia. El Estado confía el juez la facul-
tad de otorgar certeza —en su nombre— a los conflictos individuales 
siempre que los resuelva aplicando el derecho que corresponda; 
cuando yerra decidiendo el pleito sin observar la condición que 
pesa sobre su mandato —sentenciar "secundum ius"—, exeedc sus 
atribuciones cayendo más allá del límite que se le había impuesto. 

Pareciera que en tales condiciones, puede vislumbrarse con ni-
tidez la razón por la que los vicios de actividad —en principio— no 
justifican el contralor de su observancia: si el juez ejecuta o no 
las disposiciones que le obligan a realizar determinadas conductas 
procesales, ejercerá bien o mal su ministerio, pero no por ello de-
jará de atender la obligación que informa la razón de su poder: 
juzgar según la ley. 

Impónese aquí una aclaración. No todo vicio de juicio o error 
"in iudicando" trasunta quebrantamiento al principio de juzgar se-
gún la ley, sino sólo los denominados errores "inris in iudicando"; 
es decir, los referentes a la premisa mayor y a la correlación entre 
el hecho y el derecho. Qudan, por modo tal, en principio, excluidos 
los errores "facti in iudicando" —errónea fijación de los hechos— 
que podrán conducir o no a un pronunciamiento injusto, pero difí-
cilmente a la transgresión de la norma, de la cual deriva el límite 
y contenido de la misión de juzgar. 

5. Combinación teleológica. 

Si bien las dos finalidades que animan y justifican la casación 



—control de la observancia de la ley por los jueces y uniformidad de 
la jurisprudencia—, admiten un estudio analítico independiente —co-
mo aquí intentóse hacerlo—, en la práctica y en el espíritu de la 
función casatoria se muestran indisolublemente entremezcladas, al 
punto que ambas insuflan su razón de ser; pero cada una, indivi-
dualmente considerada, no logra satisfacer la necesidad de existen-
cia del instituto. Adviértase que si la casación actuara con el ex-
clusivo propósito de uniformar la jurisprudencia su actividad sólo 
sería inexcusable frente a la presencia de pronunciamientos judi-
ciales simultáneamente diversos en torno a una misma cuestión ju-
rídica. Asimismo, bastaría al fin de tornar pariguales los sentidos 
de las sentencias, que en el ámbito territorial del Estado la fun-
ción jurisdicente estuviera confiada a un solo tribunal o a varios con 
distinta competencia material. Por ello, puede afirmarse que el Es-
tado no pretende solamente garantizar a los particulares los prin-
cipios de igualdad ante la ley y de seguridad jurídica; además, se 
encuentra asaz interesado en vigilar la correcta aplicación que se 
efectúe del derecho objetivo. Este propósito, si bien ha perdido 
gran parte de los fundamentos que le dieron origen —pues desde 
luego ya no se lo concibe como lo hizo la Asamblea Nacional, para 
impedir los excesos del poder judicial en perjuicio del legislativo—, 
no por ello ha dejado de poseer importancia en orden a la preser-
vación de la adecuada aplicación del derecho. 

En definitiva: es sobre la base de estas consideraciones, que 
el decisorio en casación presenté un doble aspecto. Uno negativo, 
en cuato invalida el pronunciamiento —siempre que la pretensión 
recursiva sea fundada— continente de un error "iuris in iudicando"; 
otro, positivo, consistente en la fijación del derecho que correspon-
de aplicar o en la confirmación del ya aplicado, según que la pre-
tensión sea o no fundada. 

De esto último, bien parece razonable concluir que el pronun-
ciamiento casatorio posee siempre eficacia positiva; aún cuando re-
chace el decurso. 



C A P Í T U L O I T I 

LA CASACION EN LA RECREACION DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA 

1 . C A S A C I Ó N EN LAS C O N S T I T U C I O N E S DE LA P R O V I N C I A 

DE B U E N O S A I R E S 

Conveniente es, en este último capítulo, transcribir de comien-
zo las normas relativas a casación, contenidas en sucesivas Consti-
tuciones de la Provincia. Así propio, ellas son: 

A) Constitución de 1873. 

Artículo 156. La Suprema Corte de Justicia tiene las siguientes 
atribuciones: 

l 9 Ejerce la jurisdicción ordinaria y de apelación para conocer 
y resolver acerca de la constitucionalidad o inconstituciona-
lidad de leyes, decretos o reglamentos que estatuyan sobre 
materia regida por esta Constitución y se controvierta por 
parte interesada. 

6? Conoce y resuelve en grado de apelación de la aplicabilidad 
de la ley en que los tribunales de justicia en última instan-
cia fundan su sentencia a la cuestión que por ella deciden, 
con las restricciones que las leyes de procedimientos esta-
blezcan a esta clase de recursos. 

Disposiciones transitoriass (Sección novena). 

Artículo 219. El recurso de apelación por inaplicabilidad de la 



ley en que los tribunales de justicia en última instancia fundan 
su sentencia, sólo será admisible cuando ésta sea revocatoria. 

B) Constitución de 1889. 

Artículo 157. La Suprema Corte de Justicia tiene las siguientes 
atribuciones: 

1" Ejercer la jurisdicción originaria y de apelación para cono-
cer y resolver acerca de la constitucionalidad o inconstitu-
cionalidad de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos que 
estatuyan sobre la materia regida por esta Constitución y 
se controvierta por parte interesada. 

6° Conoce y resuelve en grado de apelación, de la aplicabili-
dad de la ley en que los tribunales de justicia en última ins-
tancia fundan su sentencia a la cuestión que por ella deci-
den, con las restricciones que las leyes de procedimientos 
establezcan a esta clase de recursos. 

C) Constitución de 1949. 

Artículo 126. Son atribuciones de la Suprema Corte de Justicia:: 

1° Conocer y decidir originariamente y por apelación, la cons-
titucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, decretos, 
ordenanzas o reglamentos que estatuyan sobre materia re-
gida por esta Constitución y sean controvertidas por parte 
interesada, y originaria y exclusivamente en las causas de 
competencia entre los poderes públicos de la Provincia o 
que se susciten entre los tribunales de justicia con motivo 
de su jurisdicción respectiva. 

4° Resolver en grado de apelación: 
a) De la aplicabilidad de la ley de la Provincia en que los 

tribunales de justicia en última o única instancia, susten-
ten su sentencia sobre la cuestión que por ella deci-
den, sin perjuicio de las facultades de apreciación del 
hecho que a éstos incumben y con las restricciones que 
las leyes de procedimientos establezcan; 



b) De la nulidad argüida contra las sentencias definitivas 
pronunciadas en última o única instancia por los tribu-
nales de justicia, cuando se alegue violación de las nor-
mas contenidas en los artículos 129 y 130 de esta Cons-
titución. 

Artículo 129. Los tribunales de justicia deberán resolver todas las 
cuestiones que les fueron sometidas por las partes en la forma 
y plazos establecidos al efecto por las leyes procesales. 

Los jueces que integran los tribunales colegiados, deberán 
dar su voto en todas las cuestiones esenciales por decidir. Para 
que exista sentencia debe concurrir mayoría de opiniones acer-
ca de cada una de ellas. 

Artículo 130. Las sentencias que pronuncien los jueces y tribunales 
letrados estarán fundadas en el texto expreso de la ley. A falta 
de éste, en materia civil, comercial y del trabajo, en los prin-
cipios jurídicos de la legislación vigente que exista al respecto 
y, en defecto de éstos, en los principios generales del derecho, 
teniendo en consideración las circunstancias del caso. 

Artículo 131. La interpretación que la Suprema Corte de Justicia 
haga de los textos de la presente Constitución y de las leyes de 
la Provincia, será obligatoria para todos los tribunales locales: 
La ley establecerá el procedimiento para obtener la revisión 
de la jurisprudencia. 

D) Constitución de 1934. Vigente por decretó-ley 7F65/56. 

Artículo 149. La Suprema Corte de Justicia tiene las siguientes 
atribuciones: 

1° Ejerce la jurisdicción originaria y de apelación para conocer 
y resolver acerca de la constitucionalidad o inconstituciona-
lidad de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos qué es-
tatuyan sobre materia regida por esta Constitución y se con-
trovierta por parte interesada. 

4° Conoce y resuelve en grado de apelación: 
a) de la aplicabilidad de la ley en que los tribunales de 

justicia en última instancia, funden su sentencia sobre 



la cuestión 'que por ella deciden, comías restricciones que 
las leyes de procedimiento establezcan a esta clase de 
recursos; e 

b) de la nulidad argüida contra las sentencias definitivas 
pronunciadas en última instancia por los tribunales de 
justicia, cuando se alegue violación de las normas con-
tenidas en los arts. 156 y 159 de esta Constitución. 

Artículo 156. Los tribunales de justicia deberán resolver todas las 
cuestiones que le fueren sometidas por las partes, en la forma 
y plazos establecidos al efecto por las leyes procesales. 

Los jueces que integran los tribunales colegiados, deberán 
dar su voto en todas las cuestiones esenciales a decidir. Para 
que exista sentencia debe concurrir mayoría de opiniones acer-
ca de cada una de ellas. 

.A a o v i 
Articuló 159. Las sentencias que pronuncien los jueces y tribuna-

les letrados en lo civil, comercial, criminal y correccional, se-
' rán fundadas en el texto expreso de la ley, y a falta de éste, en 

los principios jurídicos de la legislación •'.rigente en la materia 
respectiva, y en defecto de éstos, en los principios generales del 
derecho, teniendo en consideración las circunstancias del caso. 

2 . L A RECREACIÓN BONAERENSE 

A) Recursos extraordinarios y su nominación. La doctrina del 
absurdo. 

A modo de colofón en esta recordatoria dada a la estampa, 
habrá de verse como recreó la Justicia bonaerense el instituto al asu-
mir la función casatoria que le confiriera ya lá Convención Cons-
tituyente de 1873; así como la exhibición de los singulares perfiles 
que imprimió el Tribunal a aquél, en su primer siglo de actuación. 

Corresponde "ab initio" señalar, que actualmente dicha fun-
ción se halla enmarcada legislativamente por el artículo 149, inci-
sos 1? y 41? de la Constitución vigente, y por las normas reglamen-
tarias de aquel precepto que contienen los artículos 278 a 303 del 
Código Procesal Civil y Comercial; 340 a 359 del de Procedimien-
to Penal y 5 5 y 5 6 del Decreto-Ley 7 7 1 8 / 7 1 , ; de Procedimiento La-



boral. Sentado lo cual, cabe entrar a la nominación de tales norma-
tivas de impugnación, y puntualizar que los recursos extraordinarios 
de inaplicabilidad de ley o doctrina legal, de nulidad y de incons-
titucionalidad, son las vías por las que los justiciables tienen acceso 
a la sede casatoria; tales recursos, implementan los medios de que 
se vale el más alto tribunal de la Provincia para cumplir su tarea 
de uniformar la jurisprudencia en el ámbito bonaerense. 

El primero de ellos, que permite casar sentencias de las Cá-
maras de Apelación, de los Tribunales Colegiados de Instancia Uni-
ca y de los Tribunales del Trabajo cuando hubiesen mal aplicado, 
inaplicado o desinterpretado el derecho, ofrece en su reglamen-
tación marcada analogía con el sistema español de casación sobre 
el fondo ,toda vez que otorga a la Suprema Corte de la Provincia 
competencia positiva para que, una vez declarada la violación o 
errónea aplicación de la ley o de la doctrina, resuelva ella misma el 
litigio con arreglo a la ley o doctrina que considere aplicable, ha-
ciendo innecesario el reenvío a otro tribunal ordinario, recaudo éste 
que sí impone "ab origine" según se vió, el clásico sistema francés. 
Cuadra también aquí advertir, que tanto la ley de fondo como la ley 
procesal pueden ser objeto de contralor por esa vía, en atención a 
la falta de discriminación de los textos que rigen la materia en la 
Provincia. 

Es precisamente el ejercicio de esta competencia positiva, que 
autoriza a la Corte a revocar la sentencia dictada y a resolver, de 
seguido, el litigio conforme a su criterio, lo que ha permitido al 
Tribunal desarrollar una labor de suma eficiencia en punto a la tu-
tela de los intereses concretos del litigante que acude a sus estra-
dos, logro éste al que ha coadyuvado grandemente la tendencia de 
la Suprema Corte — observada especialmente en las últimas déca-
das— a adentrarse en la interpretación de los hechos cuando en esa 
tarea —privativa, en principio, de los jueces de grado— éstos se ha-
yan desempeñado con evidente desvío de las reglas de la lógica. 
Frente a esos errores que deben ser palmarios, manifiestos y fun-
damentales en la apreciación de los hechos, la Corte bonaerense 
en múltiples oportunidades, después de declarar la existencia de 
tal anomalía, procedió a resolver el litigio asumiendo potestad de-
cisoria sobre el mérito. Y precisamente en ésto, la orientación es 
análoga a la del Tribunal Supremo español; aunque los textos de 
la ley procesal que rige el quehacer del tribunal hispano resultan, 
de por sí —forzoso es reconocerlo- más aptos que los nuestros 
para impulsar esa tendencia. 



Esta forma de casación por absurda apreciación del elemento 
fáctico, fue siempre practicada por la Corte bonaerense —cabe des-
tacarlo— con prudente criterio; tal como sin declinar su carácter de 
instancia extraordinaria. Por lo demás, importa aquí poner de resal-
to la analogía que se advierte entre la doctrina del 'absurdo', a la 
que se hace referencia, y la de la "arbitrariedad", elaborada por la 
Corte Suprema Nacional también con el propósito de descalificar 
como actos judiciales, sentencias que por la gravedad de sus vicios 
no rinden servicio a la justicia. 

B) El recurso de inaplicabUidad de ley 

a) Principios Generales. 

La impugnación del acápite, tal como actualmente se halla le-
gislada en la Provincia, puede fundamentarse tanto en la viola-
ción de la ley como de la doctrina legal, habiendo expresado la Su-
prema Corte que por doctrina legal ha de entenderse el texto ex-
preso de la ley en su integración obtenida con el sentido literal de 
la norma, más la adición de su inteligencia desentrañada racional-
mente según las reglas de la ciencia jurídica y en exteriorización 
emergente de los fallos de la Suprema Corte de Justicia de la Pro-
vincia de Buenos Aires; pero siempre en adecuación precisa y re-
lación concreta con el litigio en que la violación se denuncia, o in-
dividualización de norma o normas legales específicas que resulta-
rían infringidas. 

El recurso quedó circunscripto en estos términos desde el año 
1905, en que el Código procesal entonces sancionado se apartó de 
la norma vigente hasta ese momento en la Provincia, según la cual 
también procedía contra la doctrina admitida por la jurispruden-
cia de los Tribunales, norma ésta inspirada en la antigua ley de en-
juiciamiento civil sancionada en España en 1855, que tenía análogo 
contenido, y de la cual se separó —quedó dicho— la reforma proce-
sal de la Provincia de Buenos Adres. 

Ha sido y es opinión de la Corte bonaerense —invariablemente 
sostenida— que también en materia de casación rige el principio de 
que el interés del apelante es la medida del recurso, razón por la 
cual ha declarado que las cuestiones meramente doctrinarias no 
pueden ser objeto de éste, de igual manera que tampoco procede en 
el solo interés de la ley. Por lo demás, el Tribunal exige acatamiento 
riguroso al precepto que, reglamentando el recurso de inaplicabilidad, 



manda al quejoso mencionar en términos claros y concretos la ley 
o la doctrina que repute violada o aplicada erróneamente e indicar, 
asimismo, en qué consiste la violación o el error. En tal sentido 
cabe expresar que la Corte tiene decidido que no corresponde a 
ella suplir oficiosamente esta carga procesal que la ley impone al 
recurrente. 

Sentado cuanto antecede, cabe interrogarse si manifestado por 
quien deduce el recurso cuál es la norma que estima infringida y 
los motivos que a su juicio determinan esa violación, la circunstancia 
de no acertar el recurrente con la cita de la norma aplicable en 
reemplazo de la que fue infringida determina, "per se" el fracaso del 
recluso de inaplicabilidad, o si rige también en la casación bonae-
rense —y a sus efectos— el principio "tura novit curia". La respues-
ta a tan delicada cuestión, a la luz de los fallos dictados por la 
Suprema Corte en la última década, es la de que aquel principio no 
rige en los asuntos sometidos a casación, pudiendo sólo actuarse, 
excepcionalmente, en materia penal, solución ésta que —empero— 
ha encontrado reparos en algunos autores nacionales, que se in-
clinan por una aceptación total de aquel principio en la sede ex-
traordinaria. 

Importante es, desde luego, advertir que en la Provincia de 
Buenos Aires el recurso de inaplicabilidad y también los de nulidad 
extraordinario e inconstitucionalidad, tienen límites de orden cons-
titucional —obviamente, con referencia a la Constitución local— 
pues el artículo 149 de la Ley Suprema provincial, ya mencionado, 
circunscribe objetivamente tanto los tribunales cuyas sentencias pue. 
den ser recurridas ante la Suprema Corte, como el carácter de ta-
les sentencias. Y expresado que fuera más arriba cuales son aque-
llos tribunales, solo resta decir en ese punto que en base a los pre-
ceptos constitucionales, la Corte no admite que lleguen a su sede 
casatoria por vía de inaplicabilidad de ley o nulidad extraordinaria, 
las sentencias dictadas por jueces de primera instancia en calidad 
de magistrados de alzada ("verbi gratia": resoluciones originarias 
de justicia de Paz). La solución es otra tratándose del recurso de 
inconstitucionalidad, tema éste que abordarase "a posteriori", y siem-
pre de conformidad con los preceptos constitucionales. 

En cuanto a los límites objetivos del recurso, vistos desde el 
ángulo del acto jurisdiccional recurrible, de la lectura del ya men-
cionado artículo 149 de la Constitución surge que debe tratarse de 
sentencia definitiva, exigencia que se encuentra receptada en las 



respectivas leyes de procedimiento. Efectivamente el Código Pro-
cesal Civil y Comercial aprehende el concepto de sentencia defini-
tiva en uno de sus preceptos —art. 278— y dice que se entenderá 
por tal, la que aun recayendo sobre cuestión incidental, termine la 
litis y haga imposible su continuación. Por su parte, el Código de 
Procedimiento Penal, expone las notas caracterizantes, al decir que 
se entiende por sentencia definitiva la que aunque haya recaído so-
bre un artículo, termina la causa y hace imposible su continuación; 
tanto como cuando prescribe de seguido, que también se entiende 
por sentencia definitiva la que resuelva sobre falta de jurisdicción, 
cosa juzgada, amnistía, indulto o prescripción y exención de pena, 
y sobre el final aclarando que no reviste tal carácter, aquélla en 
que se concede o niega el sobreseimiento, se declara la nulidad de 
los procedimientos de primera instancia o del fallo pronunciado en 
la misma. El mismo Código al reglamentar el recurso de inaplicabi-
lidad, dispone que procederá en todos los casos en que la sentencia 
definitiva revoque una absolutoria o imponga pena superior a tres 
años de prisión. 

En coherente desarrollo práctico de estos principios, la Suprema 
Corte —frente a casos concretos sometidos a juzgamiento— en innu-
merables pronunciamientos ha precisado qué debe entenderse por 
sentencia definitiva a los fines de la admisibilidad de los recursos 
extraordinarios en cada una de las especies de las que conocía. Y 
así propio, ha declarado que no revisten ese carácter las resolucio-
nes que resuelven cuestiones incidentales sin repercusión en la de-
cisión del fondo del pleito; las que deciden cuestiones de compe-
tencia, siempre que ésta no exceda la órbita provincial; las que re-
suelven excepciones meramente dilatorias; las que se pronuncian so-
bre nulidad de actuaciones —salvo que la cuestión sea articulada 
por un litigante declarado rebelde—; las que deniegan la perención 
—aunque son, en cambio, definitivas, en principio, las que hacen lu-
gar a la misma—; tampoco los pronunciamientos que deciden sobre 
"hábeas corpus" o amparo, ni los que se dictan en los juicios eje-
cutivos e interdictos. 

En lo referente al predicho instituto del "hábeas corpus", la 
Suprema Corte ha sido constante en su punto de vista de no habili-
tar la instancia extraordinaria, con excepción de aquéllos casos en 
que se declara la incompetencia de la justicia provincial para co-
nocer en la causa; en cambio, respecto de la acción de amparo, la 
línea jurisprudencial fue, en los primeros tiempos vacilante —re-



cuérdese que esta acción-nació a la vida jurídica no ha mucho, como 
creación pretoriana de la Corte Suprema de la Nación, para ser 
luego receptada legislativamente, primero por el Congreso y luego 
por la Legislatura local— llegando en alguna oportunidad a admitir-
los recursos extraordinarios de referencia, contra las sentencias dic-
tadas en tales juicios de amparo. Mas a partir de 1966, el Tribunal 
negó invariablemente la posibilidad de recurrir dichos pronuncia-
mientos por vía de esos medios de impugnación, actitud que pro-
vocó algunas críticas adversas. 

Tocante a las sentencias dictadas en interdictos y juicios eje-
cutivos, débese memorar que el anterior Código de Procedimientos 
establecía en forma expresa que el recurso de inaplicabilidad de 
ley no procedía en ninguna clase de juicios sumarios, terminados los 
cuales pudiese seguirse la vía ordinaria, precepto éste que no fue 
mantenido en el Código procesal que rige actualmente; más esta 
supresión no alteró la posición de la Corte, que sigue siendo contra-
ria a la admisión de los recursos casatorios en juicios de tal natu-
raleza, en tanto de normas procesales o de fondo, surja la posibili-
dad de renovar las cuestiones litigiosas en un juicio ordinario pos- . 
terior. i. 

b) Recaudos: depósito; valor del litigio; franqueo. 

Entre los requisitos formales que deben cumplirse en la Provin-
cia de Buenos Aires para la admisión del recurso de inaplicabilidad 
de ley, en causas civiles figura el del depósito de una cantidad 
—10 % del valor del litigio; que en ningún caso podrá ser inferior 
a § 120 ni exceder de $ 1.200, según el Código vigente^- depósito 
que debe ser efectuado en el Banco de la Provincia a la orden del 
Tribunal de cuya sentencia se recurre. En los casos en que el valor 
fuere indeterminado o no susceptible de apreciación pecuniaria, la 
actual ley procesal exige un depósito de $ 120. Quedan exceptuados 
de hacerlo quienes gocen del beneficio de litigar sin gastos, los re-
presentantes del Ministerio Público y las personas que intervengan 
en el proceso en virtud de nombramiento de oficio o por razón de 
un cargo público. 

Para indagar sobre el origen de este recaudo exigido por la ley 
procesal civil bonaerense, indispensable se hace rebordar que la 
Constitución Provincial de 1873, en una disposición transitoria dis-
puso que el recurso de inaplicabilidad sólo se concedería cuando la 
sentencia de la Cámara de Apelación revocara la de un Juez de Pri-



mera Instancia. Esta limitación transitoria, mantenida en el Proyecto 
de Código de Procedimiento elaborado por la Suprema Corte, fue 
finalmente suprimida al sancionarse el Código en 1878, pero éste exi-
gió para la concesión del recurso, cuando la sentencia de la Cáma-
ra fuese confirmatoria de la de Primera Instancia, el depósito que, 
con variantes en cuanto a su reglamentación, se exige actualmente; 
aunque cabe destacar que en el Código vigente esa exigencia rige 
tanto para las sentencias confirmatorias como para las revocatorias, 
habiendo desaparecido así la discriminación inicial. Con tal depó-
sito, que impusiera entonces aquel Código de Procedimiento de 
1878, renació el requisito que en el Derecho Indiano condicionaba 
la admisión de los recursos de segunda suplicación y de nulidad no-
toria; recaudo que, por otra parte, es también exigido en la casación 
comparada. 

La Suprema Corte de la Provincia, reiteradamente tiene dicho 
que la exigencia de tal formalidad como condición del recurso de 
inaplicabilidad de ley no vulnera garantías constitucionales; aunque 
si la ha considerado inconstitucional cuando se trata de los recursos 
extraordinarios de nulidad e inconstitucionalidad, tema que habrá 
de abordarse luego con más extensión, al entrar al tratamiento de 
dichos recursos. 

El depósito, de conformidad a su reglamentación actual, que-
da perdido para el recurrente cuando el resultado del recurso no le 
fuese favorable y cuando denegado, y recurrida tal denegatoria, la 
Corte rechace la queja; pero el Tribunal puede, no obstante, en 
atención a la naturaleza de la cuestión resuelta o la forma en que 
ella lo ha sido, disponer que se devuelva hasta un 50 % del depósi-
to, facultad ésta otorgada a la Corte por el nuevo Código Procesal. 

En cuanto al destino que se da al depósito perdido, correspon-
de señalar que las primeras leyes procesales disponían que la pér-
dida se operaba en favor de la otra parte, hasta que la ley 4195, 
y luego la 7013 —reformatoria del Código de Procedimiento— dis-
pusieron que aquella pérdida revirtiese en favor del Fisco. Por últi-
mo el Código Procesal vigente -decreto-ley 7425/68— ordenó que 
los depósitos perdidos para los recurrentes, se aplicaran al destino 
que fije la Suprema Corte. 

Para dar término a estas consideraciones sobre el depósito exi-
gido para recurrir, ha de puntualizarse que en el proceso laboral 
también se condiciona la admisión del recurso de inaplicabilidad a 
un previo depósito —art. 56 del dec.-ley 7718/71 y, anteriormente, 



art. 57, ley 5178—; pero aquí la ley impone esa carga solamente a 
la parte empleadora y la naturaleza y monto del mismo, difieren 
notoriamente del que se exige en el fuero civil, ya que en las causas 
laborales debe depositarse el capital, intereses y costas. Con ello la 
ley procesal asegura el pago de lo debido al trabajador y evitar di-
laciones en el cumplimiento de esa obligación en el supuesto de que 
el recurso extraordinario no prospere. El carácter tuitivo de la nor-
ma que impone el depósito y su naturaleza precautoria, han deter-
minado que la Corte admita su constitucionalidad. 

Otro de los requisitos actualmente vigente para la admisibili-
dad del recurso de inaplicabilidad en materia civil, es el de que el 
valor del litigio exceda de cierto monto —mil doscientos pesos—, lo 
que también rige en el fuero labora], aunque en éste tal limitación 
no juega cuando el fallo recurrido contraría la doctrina de la Su-
prema Corte de Justicia a la fecha en que se dictó aquél, tanto 
como cuando la sentencia condena al desalojo de la vivienda del tra-
bajador. Tampoco tiene vigencia cuando se pronuncie acerca de 
cuestiones de valor indeterminado o no susceptible de apreciación 
pecuniaria y, en casos de litis consorcio, cuando siendo formalmente 
procedente el recurso interpuesto por uno —a lo menos— de los 
actores o demandados, los otros versen sobre similares puntos liti-
giosos (art. 55 del cit. dec.-ley 7718/71). 

También frente a este recaudo la Suprema Corte se pronun-
ció declarando su constitucionalidad cuando se lo aplica a la ad-
misibilidad del recurso de inaplicabilidad; pero considerólo viola-
torio de normas constitucionales, en la medida que limita los re-
cursos de nulidad e inconstitucionalidad. 

Es carga procesa] del recurrente la de entregar sellos postales 
para el franqueo en caso de que el Tribunal concedente no tuviere 
asiento en la ciudad de La Plata. La omisión de tal entrega después 
del emplazamiento acarrea la deserción del recurso; aunque debe 
advertirse que se encuentran libres de esa carga aquellas personas 
que la ley exime de efectuar el depósito a que se hizo referencia 
"supra", entre ellas, las que gozan del beneficio de pobreza, como 
acontece con los obreros que litigan en el fuero laboral. Por lo de-
más, no parece ocioso destacar que la exigencia del pago de fran-
queo rige en el supuesto de que el recurso fuese concedido; no así 
cuando fuese denegado y el Tribunal debe elevar los autos por lia-
brlos requerido la Suprema Corte para resolver la queja motivada 
por la denegatoria. 



Durante la vigencia de anteriores leyes adjetivas, tanto en cau-
sas civiles como penales, una vez concedido el recurso por el Tribu-
nal de cuya sentencia se recurría, los expedientes eran elevados por 
éste a la Suprema Corte, que llamaba autos para sentencia, aunque 
reservándose en todo momento el derecho de declarar inadmisible 
el recurso por falta de los recaudos formales, incluso en el momento 
de dictar la sentencia. Empero, con la sanción del actual Código 
Procesal Civil y Comercial se modificó tal sistema —modificación 
que alcanza también al fuero laboral— pues la nueva ley creó el lla-
mado "examen preliminar", que consiste en una resolución de la 
Corte, previa al dictado de la sentencia, mediante la cual el Tribunal 
determina si el recurso ha sido bien o mal concedido. Sin embar-
go, como se lo tiene advertido ya reiteradamente en numerosos pre-
cedentes, este auto no le impide que, más adelante, pueda volver 
sobre las condiciones formales de admisibilidad del recurso. 

Asimismo, con la sanción de la nueva ley procesal se modificó 
el procedimiento a seguir en caso de denegación del recurso por los 
tribunales civiles, pues las normas anteriores para tal supuesto, re-
glamentaban una apelación que debía deducirse ante el mismo Tri-
bunal ordinario que había denegado el recurso. Si dicha apelación 
no prosperaba, teníase aún la posibilidad de recurrir de hecho ante 
la Suprema Corte, mas actualmente —tal como ocurría y ocurre en 
materia penal— denegado el recurso de inaplicabilidad por el Tri-
bunal ordinario, se abre en forma directa la vía de hecho ante la 
Suprema Corte, con. la consiguiente abreviación de los trámites. 

Significativo es, antes de poner fin a estas consideraciones so-
bre el recurso de inaplicabilidad, señalar que este medio de impug-
nación conservó sus mismas características en las reformas constitu-
cionales que siguieron a la de 1873, que le dio origen; como quiera 
que mantenido sin variantes dignas de mención en las de 1889 y 
1934, solo sufrió una limitación — que sin embargo careció, como se 
verá, de operatividad— con la reforma constitucional de 1949, que 
en el artículo 126, inciso 4°, ap. a) de la Constitución entonces san-
cionada, concedió a la Suprema Corte, exclusivamente competencia 
para conocer de la aplicabilidad de la ley de la Provincia, quedan-
do así excluida la posibilidad de que accediera por vía de este re-
curso, al examen de la aplicación de los Códigos de fondo y de-
más leyes nacionales. Esta severa restricción obedeció al hecho de 
que la Constitución Nacional sancionada también ese año había 
creado un recurso nacional de casación, el cual, sin embargo, no 



fue puesto en práctica por falta de ley reglamentaria. Congruamen-
te, la Corte Suprema Nacional hubiera debido ser órgano que iba 
a entender de dicho recurso; pero al volverse a la vigencia del tex-
to de la Constitución provincial de 1934 —ver en este capítulo, 
parágr. 1, D—, el recurso de inaplicabilidad de ley bonaerense read-
quirió su primitiva amplitud. 

C) Recurso de Nulidad Extraordinario 

Al acometer el estudio concerniente al recurso extraordinario de 
nulidad, resalta que adquiere autonomía recién a partir de la san-
ción de la Constitución provincial de 1934, cuyo artículo 149, inci-
so 4°, b) otorgó competencia a la Suprema Corte para conocer en 
grado de apelación de la nulidad argüida contra las sentencias de-
finitivas pronunciadas por los tribunalesles de justicia cuando se ale-
gue violación de las normas contenidas en los artículos 156 y 159 
de esa Constitución. En los Códigos procesales, este remedio apare-
ció en forma autónoma también recientemente, al sancionarse el ac-
tual código de forma para lo civil y comercial (decreto-ley 7425/ 
G8), que le dedica una sección (artículos 296 a 298). Antes de esa 
sanción, el código procesal homólogo que entonces regía, redactado 
bajo la vigencia de la Constitución de 1889, habilitaba a la Corte 
para declarar la nulidad de las sentencias dictadas con violación 
de las solemnidades y formas prescriptas por la Constitución, en el 
último inciso del artículo que reglamentaba el recurso de inconsti-
tucionalidad; esto es, el 382. 

Como se ve, en ese anterior código —v lo mismo ocurre toda-
vía con el actual Código de Procedimiento Penal (art. 340) tam-
bién sancionado bajo la vigencia de la Constitución de 1889— el 
recurso extraordinario de nulidad por vialación de las formas cons-
titucionales de las sentencias carecía de independencia, apareciendo 
subsumido en el de inconstitucionalidad. 

Los textos constitucionales —artículos 156 y 159 de la Constitu-
ción actual— cuya violación autoriza a los litigantes a deducir el 
recurso extraordinario de nulidad previsto en e\ ya mencionado ar-
tículo 149, determinan que los tribunales de justicia deberán resol-
ver todas las cuestiones que le fueren sometidas por las partes, en 
la forma y plazos establecidos al efecto por las--leyes procesales; 
que los jueces que integran los tribunales colegiados deberán dar 
sus votos en todas las cuestiones esenciales a decidir; y que para 
que exista sentencia debe concurrir mayoría de opiniones acerca de 



cada una de ellas (art. 156 cit.). Además, requieren que las senten-
cias que pronuncien los jueces y tribunales letrados en lo civil y 
comercial, criminal y correccional estén fundadas en el texto expre-
so de la ley; y a falta de éste, en los principios jurídicos de la le-
gislación vigente en la materia respectiva, y, en su defecto, en los 
principios generales del derecho, teniendo en cuenta las circunstan-
cias del caso (art. 159 cit.). 

Las Constituciones de 1873 y 1889 también contenían prescrip-
ciones sobre las formalidades de las sentencias —y así, por ejem-
plo, en materia civil, inspiradas en la Ley del Cantón de Ginebra 
de 1819, exigían la separación de las cuestiones de hecho y de de-
recho— pero no otorgaban a la Corte la facultad de anular los fa-
llos que no cumplieran las exigencias constitucionales en punto a 
tales formalidades. 

Esta facultad apareció sin embargo reconocida en el Código pro. 
cesal de 1878 y en una Acordada de la propia Corte, así como tam-
bién en los Códigos procesales de 1880, 1905 y 1915; pero en to-
dos ellos la posibilidad de impugnar las sentencias por violación 
de las formas constitucionales estaba prevista y reglamentada como 
una modalidad del recurso extraordinario de inconstitucionalidad 
pues, como más arriba se decía, recién con la reforma de 1934 ad-
quirió autonomía el recurso de nulidad extraordinario por transgre-
sión de las formas que deben revestir los fallos 

Cabe aquí dejar aclarado que tanto con las anteriores regla-
mentaciones como con la actual, sea en materia civil, comercial o 
penal, cuando la Suprema Corte anula una sentencia por no reunir 
ésta las exigencias formales que la Constitución impone, procede a 
reenviar la causa para que otros jueces dicten nueva sentencia, con-
figurándose así un caso de casación con reenvío. Es ilustrativo en 
tal sentido, remitir a lo que disponen los hoy vigentes artículos 298 
del Código Procesal Civil y Comercial y 357 del Código de Proce-
dimiento Penal. 

En rigor, el recurso extraordinario de nulidad no es sino un 
recurso de casación por vicios de actividad de linaje constitucional 
—no de juzgamiento, como lo es el de inaplicabilidad— pero se en-
cuentra estrictamente limitado, en tanto sólo se ocupa del fallo en 
su aspecto puramente formal, teniendo por objetivo asegurar el res-
peto de las formas exigidas por la Constitución para los pronuncia-
mientos que revisten carácter de definitivos. Quedan así, fuera de 
su órbita, los errores procesales que pudieran haberse cometido an-



tes de dictarse la sentencia de última instancia en la sede de mérito. 
En atención a su naturaleza, este recurso ha sido denominado tam-
bién por algunos autores "recurso de inconstitucionalidad por vicios 
de forma de la sentencia". 

El nuevo Código Procesal Civil y Comercial -Decreto-ley 
7425/68—, en cuanto al plazo para deducirlo y demás requisitos de 
su trámite, remite a las exigencias que impone para el recurso de 
inaplicabilidad de ley, con el agregado de que debe ser oído en to-
dos los casos el Procurador General. Más cabe hacer aquí algunas 
puntualizaciones: 

Ciertamente; tiene dicho la Corte que la mera circunstancia de 
haber omitido el recurrente la cita expresa de los artículos 156 o 
159 de la Constitución —cuya violación daría fundamento al recur-
so extraordinario de nulidad deducido— no determina, sin más, el 
fracaso de la queja, si del contexto del escrito surge inequívoca-
mente que a la transgresión de tales preceptos se ha estado refirien-
do el recurrente y éste demuestra, además, la violación denunciada. 
Por otra parte, al remitir el Código Procesal Civil y Comercial a lo 
reglamentado para el recurso de inaplicabilidad de ley en punto a 
los requisitos de admisibilidad, somete también el recurso de nuli-
dad al límite resultante del valor del pleito y a la exigencia del de'1-
pósito de un porcentaje de éste; pero ello así, ambas limitaciones 
impuestas por la vigente ley formal para asuntos civiles y comercia-
les, han sido declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte, a 
partir de un fallo de 1970, y tal así, como se dijo, por cuanto —a 
diferencia de lo que ocurre con el recurso de inaplicabilidad— la 
ley fundamental de la Provincia, no confiere al legislador común la 
facultad de restringir la concesión del recurso de nulidad, mediante 
requisitos de orden procesal extraños a los establecidos por aquélla. 

Concerniente al depósito exigido por la ley de procedimiento 
laboral —que como se señalara más arriba es de distinta naturaleza 
que el civil y apunta a diferentes finalidades—, no ha sido descali-
ficado por inconstitucional cuando se lo exige como condicionante 
para la admisión del recurso extraordinario de nulidad de ese fuero. 

Ha sido dicho ya que este recurso sólo puede fundamentarse 
en la violación de los artículos 156 y 159 de la Constitución de la 
Provincia; esto es: en que no se hayan observado las formas del 
acuerdo; en que no concurra mayoría de opiniones en la decisión de 
las cuestiones esenciales; en que se haya omitido tratar y resolver 
éstas; o en que la sentencia carezca de fundamentos legales. En 



cuanto a la contenida exigencia de que las sentencias de los tribu-
nales colegiados —cualquiera sea el fuero— sean precedidas de un 
acuerdo, ella dimana del artículo 156 ya citado. En tal acuerdo, 
cada uno de los miembros del tribunal debe dar individualmente 
su voto, y es de la confrontación de ellos que debe surgir la mayo-
ría de opiniones que el precepto constitucional requiere. Congrua-
mente resulta que si la sentencia definitiva de que la Corte conoce 
por vía de cualquiera de los recursos extraordinarios, hubiese sido 
dictada en forma de simple auto, el alto tribunal procede a anular-
la, aun de oficio, en salvaguardia de las formas prescriptas por la 
Constitución. 

Sin embargo, preciso se torna puntualizar que no es indispensa-
ble que cada uno de los jueces de los tribunales colegiados vote '"in 
extenso" en el acuerdo; la Suprema Corte ha admitido en repetidos 
pronunciamientos, que es válido tomar como propios y dar por re-
producidos los argumentos que hubiese dado otro magistrado en el 
acuerdo, por razones de economía judisdiccional, ya que así se evi-
ta la repetición de argumentos que, si compartiese, harían fatigosa y 
superabundante la iteración. 

La mayoría de opiniones que la Constitución exige, debe exis-
tir respecto de cada una de las cuestiones esenciales a decidir, y 
la omisión de tratamiento de una de dichas cuestiones esenciales vi-
cia de nulidad el fallo; no así el tratamiento de cuestiones "ultra 
petita", toda vez que la Suprema Corte tiene decidido —aunque 
con alguna opinión disidente en épocas pretéritas— que la demasía 
decisoria es reparable por vía clel recurso de inaplicabilidad de ley, 
situación que se da cuando un tribunal resuelve todas las cuestiones 
planteadas por las partes y otras más, no propuestas por éstas. 

La cuestión esencial cuya omisión determina la nulidad del fa-
llo es, para la Corte, aquélla que forma parte de la litis por haber 
sido planteada en la demanda o en la contestación, y cuya decisión 
puede tener influencia decisiva en el pronunciamiento final. Ade-
más, cuando existan dos instancias ordinarias, es menester que tal 
cuestión haya sido llevada por el apelante a conocimiento de la 
alzada en la expresión de agravios; ello, sin perjuicio de que el 
tribunal de segunda instancia esté obligado a tratar, bajo pena de 
nulidad, las cuestiones esenciales planteadas por la parte que no 
recurrió el fallo porque le fue favorable. 

Para la Suprema Corte no revisten carácter de cuestiones esen-
ciales los meros argumentos invocados por las partes en apoyo de 



sus pretensiones, ni tampoco vicia de nulidad el fallo el hecho 
de haberse omitido considerar alguna prueba. Además, el Tribunal 
tiene dicho que las omisiones que se corrigen por vía del recurso 
extraordinario de nulidad, son aquéllas en que el sentenciador in-
curre por olvido o inadvertencia, más no las que derivan del con-
vencimiento de éste —acertado o no— pero expreso en el pronuncia-
miento, de que la cuestión respectiva no debe ser tratada. 

En ocasiones, la decisión expresa de todas las cuestiones no re-
sulta necesaria; ello ocurre, cuando por la forma en que se resol-
vió una cuestión esencial —cuyo tratamiento era previo al de otra— 
ésta debe ser obviamente excluida de consideración. 

Es también requisito básico de toda sentencia —según el artícu-
lo 159 de la Constitución— la de que tenga sustento legal expreso; 
la omisión de este recaudo determina —como en los supuestos an-
tes analizados— la nulidad del pronunciamiento, siendo el recurso 
extraordinario de nulidad la vía procesal idónea para el reclamo. 

Aquí conviene señalar que para la Suprema Corte se cumple el 
precepto constitucional cuando el fallo como unidad ha sido funda-
mentado en ley o en principios jurídicos, sin que sea indispensable 
que todas y cada una de las afirmaciones, proposiciones y "consi-
derandos" del mismo tengan el respaldo de un texto legal. Por lo 
demás, reiteradamente tiene dicho la Corte que satisface la exigen-
cia del ya citado artículo 159 de la Constitución —y que no es, por 
consiguiente, nula— la sentencia que aparece fundada en expresas 
disposiciones legales, cualquiera sea el acierto con que se las invo-
que, pues la errónea o falsa aplicación de las mismas es reparable 
por vía de inaplicabilidad de ley. 

D) Recurso extraordinario de Inconstitucionalidad 

Con el recurso extraordinario de inconstitucionalidad, se com-
pleta el análisis de los medios de impugnación que conforman la 
estructura de la casación bonaerense. Y, con el añadido de todo 
cuanto a su respecto ha venido orientando la Corte en su secular 
existencia, completarase el panorama de lo que ésta ha recreado 
—para utilizar terminología elegida al titular la sección— en torno 
a la casación. 

En efecto; dícese así, porque este recurso —hoy instrumentado 
en los artículos 149, inciso l 9 , de la Constitución, 299 y sigts. del 
Código Procesal Civil y Comercial y 340, inc. 29, 348 y sigts. del 
Código de Procedimiento Penal— es la forma que la Provincia adop-



tó para implantar el llamado sistema de "cesación constitucional", 
sistema de contralor judicial de la constitucionalidad de las leyes 
—en el caso que ocupa, de las leyes que estatuyan sobre materia 
regida por la Constitución local— con intervención de un Tribunal 
Superior, que en esta Provincia no es otro que la Suprema Corte de 
Justicia, según lo determinó la Constitución de 1873 al incorporar 
al ámbito provincial este instituto, que no desnaturaliza su función 
casatoria por el hecho de circunscribir su objetivo a la validez cons-
titucional de la ley que la sentencia aplique. Ahora bien, conve-
niente es puntualizar aquí que este recurso no es el único medio de 
contralor constitucional de que está provista la Suprema Corte pro-
vincial; como quiera que también ejerce esa función cuando cono-
ce de la demanda originaria, de carácter declarativo, que también 
prevé la norma del artículo 149, inciso 1°„ ya citada, y los artículos 
683 y sigts. del Código Civil y Comercial. 

Tornando al recurso en consideración, habrá de decirse que, 
a semejanza de lo que acontece en nuestra Provincia, en el orden 
nacional la ley 48 ha instaurado desde 1863 un sistema judicial 
de contralor constitucional según el cual, la Corte Suprema Nacional 
por vía de recurso extraordinario, decide en último término si una 
ley —sea ésta nacional o provincial— respeta o no los principios con-
sagrados por la Constitución de la Nación. 

Para que proceda el recurso de inconstitucionalidad que creó 
la Ley Fundamental de la Provincia de 1873 —y que mantuvieron 
las siguientes— se requiere que por parte interesada se haya con-
trovertido la constitucionalidad o inconstitucionalidad de leyes, de-
cretos, o reglamentos —también ordenanzas, incluidas expresamen-
te a partir de la Reforma de 1889— que estatuyan sobre materia re-
gida por la Constitución local; y que los jueces o tribunales de úl-
tima o única instancia se hayan pronunciado sobre el tópico cons-
titucional. 

Por cierto que se requieren condiciones formales de admisibili-
dad, y en tal punto, el Código Procesal Civil y Comercial que hoy 
rige, remite a las prescripciones que sobre ellas contiene el recurso 
de inaplicabilidad de ley, con lo que regirían también para el re-
curso de inconstitucionalidad los límites que el Código establece en 
cuanto al valor del pleito y a la exigencia de depósito para recurrir; 
no obstante, la Suprema Corte, por las mismas razones por las que 
declaró la inconstitucionalidad de tales limitaciones cuando se trata 
del recurso de nulidad extraordinario —y que ya se han expuesto 



más arriba— también declaró la invalidez de ellas respecto del re-
curso de inconstitucionalidad, pese a que en los Fundamentos del 
Proyecto del nuevo Código, se expresara que la previsión limitativa 
en cuanto al depósito, concuerda con la que en el orden nacional 
se ha adoptado para el recurso extraordinario del artículo 14 de la 
ley 48. 

La Suprema Corte también había declarado inconstitucional el 
artículo 382, inciso 1°, del anterior Código de Procedimiento Civil 
(Ley 2958, del 21 de diciembre de 1905), que apartándose de lo 
prescripto en la Ley Fundamental, sólo habilitaba el recurso en el 
caso de que se hubiese declarado la constitucionalidad de una ley 
reputada inconstitucional. Estableció en esa oportunidad la Corte, 
que el recurso procede tanto en el caso de que se declare la condi 
titucionalidad como la inconstitucionalidad de la ley. 

A diferencia de lo que ocurre con los demás recursos extraor-
dinarios, en éste es posible llegar a la Corte cuando el pronuncia-
miento definitivo de la sede ordinaria emana de jueces de primera 
instancia, en aquellos casos en que éstos actúan como alzada res-
pecto de otros jueces. 

Si bien es cierto que ordinariamente el caso constitucional, para 
que proceda el recurso, ha de haber sido planteado en primera ins-
tancia y decidido en ella y en la segunda instancia, ello no es siem-
pre y necesariamente así, ya que puede ser introducido en la se-
gunda instancia, y aun después de dictada la sentencia en ella, si 
el apelante no ha estado en condiciones de alegar antes la incons-
titucionalidad de la ley por haber surgido recién con este último 
pronunciamiento la posibilidad de hacerlo. 

Es requisito para la procedencia del recurso, que la cuestión 
constitucional haya sido expresamente resuelta en la última o única 
instancia ordinaria, y de no haber ocurrido ello debe deducirse acla-
ratoria, o recurso extraordinario de nulidad por omisión de cues-
tión esencial; esto, sin perjuicio de la potestad de la Corte para anu-
lar de oficio —si fuere pertinente— la sentencia que hubiese incurri-
do en tal omisión. 

La Suprema Corte ha expresado reiteradamente que mediante 
este recurso no puede denunciarse infracciones a la Constitución 
Nacional; y así propio, tiene dicho de conformidad con tal criterio, 
que es ajena al mismo la alegación de que una ley provincial in-
vade la órbita reservada a la legislación nacional, pues si bien la 
Constitución de la Provincia sólo autoriza a la Legislatura a dictar 



leyes relativas a objetos que no correspondan privativamente a los 
poderes nacionales, las jurisdicciones respectivas están deslindadas 
en la Constitución de la Nación, cuyo quebrantamiento no puede 
invocarse mediante el recurso de inconstitucionalidad legislado en 
la Provincia. 

También la Corte tiene repetidamente resuelto que es impro-
cedente el recurso de inconstitucionalidad que no cuestiona la vali-
dez constitucional de ninguna ley, decreto, ordenanza o reglamen-
to, sino la de la sentencia misma; y es también criterio pacíficamen-
te receptado, que no procede juzgar la validez constitucional de nor-
mas que han dejado de regir, salvo cuando el actor conserve un in-
terés concreto derivado de la subsistencia de efectos definitivamen-
te producidos por aquéllas. Asimismo, el Tribunal ha decidido que 
no pueden alegarse por vía de inconstitucionalidad infracciones 
constitucionales resultantes, no de la ley misma, sino de su errónea 
aplicación. Y por último, que el recurso de marras no procede, si la 
sentencia contra la cual se dirige ha sido consentida por el recu-
rrente. 

Así ha quedado organizado en Buenos Aires este recurso, que 
otorga el último contralor de la constitucionalidad de las leyes, res-
pecto de la Ley Fundamental del Estado provincial, al más alto ór-
gano judicial de la Provincia: la Suprema Corte de Justicia. 
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